
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1968
Marzo

Año 58º

Boletín Judicial Núm. 688



Frn T,VI II Marzo, 1968 	 NQ 688 

    

BOLETIN JUDICIAC 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

Dr. Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Presidente. 

Lic. Fernando E. Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto de 
Presidente; 

Dr. Carlos MI. Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de 
Presidente; 

JUECES: 

Dr. Manuel D. Bergés Chupani, Lic. Manuel A. Amiama, 
Lic. Francisco Elpidio Beras, Lic. Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Lic. Juan Bautista Rojas Almánzar, Lic. Santiago 

Osvaldo Rojo Carbuccia. 

Procurador General de la República: 
Dr. Manuel Rafael García L. 

Se.c.,•etario General y Director del Boletín Judicial: 

Señor Ernesto Curiel hijo. 

Editorzy lje, Caribe, C. por A., Sto. Dgo., D. N. 



  

AÑO LVIII Marzo. 1968 N° 688 

 

BOLETIN JUDICIAL 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910 

DIRECTOR: 

SECRETARIO G RAL. DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Recursos de casación interpuestos por: 
Vidalina Auffant Capote, pág. 525; Julio A. Pérez Sánchez, 

pág. 531; Eligio Lorenzo, pág. 535; Luis Chicón Burgos, pág. 540; 
Cándida Villar, pág. 544; Eligio Acosta, pág. 549; Consejo Estatal 
del Azúcar, pág. 555; Corporación Dominicana de Empresas Esta-
tales, pág. 561; Camilo Castillo, pág. 568; Olimpo Efraín Pimentel 
Martínez. y Donald Guerrero, pág. 572; Napoleón Vidal Matos, 
pág. 581; Ramón García Tineo, pág. 592; Pura Dominicana Tuero, 
pág. 595; Juan José Féliz, pág. 600; E. & G. Martijn (Santo Dio. 
mingo) C. por A., pág. 608; Rogert Bardot y compartes, pág. 615; 
Daniel Sausarick Laforest, pág. 621; María Altagracia Martínez, 
pág. 626; Instituto Agrario Dominicano, pág. 634; Dr. Juan Es-
paillat, pág. 41; E. & G. Martijn (Santo Domingo), C. por A.., 
pág. 645; ManVel Peña Vargas, pág. 652; Arcadio Pichardo, pág. 
655; Julio Martínez, pág. 663; Ramón Antonio Ventura Rodríguez, 
pág. 666; Eliseo Solano Hidalgo, pág. 671; Leonel Cruz Almánzar, 
Pág. 674; Marcos Randrez, pág. 677; María del C. Báez, pág. 680; 
Pedro A. Evora Fernández y compartes, pág. 683; Santiago de 
Orbe, pág. 692; The Chase Manhattan Bank, pág. 700; La Del Río 
Motors Co., C. por A., pág. 706; Elías René Bisonó, pág. 714; Ar-
mando Herrera Marte, pág. 719; Francisco Peralta, pág. 724; °za-
rria Trading Co., C. por A., pág. 728; Octaviano Jiménez, pág. 738; 
Labor de la Su, Corte de Justicia, durante el mes de marzo 
del 1968, pá 



BOLETIN JUDICIAL 525 

SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE MARZO DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 7 de marzo de 1967. 

Materia: Comercial 

Recurrente: Vidalina Auffant Capote 
Abogado: Dr. Rafael Richiez Savifión 

Recurrido: Corporación Intercontinental de Hoteles C. por A. 
Abogados: Lic. Fernando A. Chalas V., Lic. Julio Peynado y Lic. 

Manuel Vicente Feliú. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Rk 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel 
Bergés Chupañi, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 1 9  de marzo del año 1968, años 125 9  de la Indepen_ 
dencia y 1059  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica como Irte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vidalina 
Auffant Capote, norteamericana, mayor de edad, casada, 
comerciante ,residgpte en Nueva York, cédula No. 90145 2  
serie lra., contra la sentencia dictada en fecha 7 de marzo 
de 1967, en atribuciones comerciales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 



Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Fernando A. Charlas V., cédula No. 7395, 

serie lra., por sí y por los Licenciados Julio Peynado, cédu. 
la  No. 7687, serie lra., y Manuel Vicente Feliú, cédula 1196, 
serie lra., abogados de la recurrida, en la lectura de sus 
conclusiones; recurrida que es la Corporación Interconti -
nental de Hoteles, C. por A., constituída por las leyes do-
minicanas, con su domicilio en el hotel El Embajador; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 17 mayo de 
1967, suscrito por el Dr. Rafael Richiez Saviñón, cédula 
No. 1290, serie Ira., abogado de la recurrente, en el cual 
se invocan contra la sentencia impugnada los medios que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 10 de octubre 
de 1967, suscrito por los abogados de la recurrida, y su am, 
pliación de fecha 9 de enero de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 1165 del Código Civil; 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, contra lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda de terminación de un con-
trato incoada por la Corporación ahora recurrida contra la 
actual recurrente, la Cámara de lo Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, dictó en fecha 3 de diciembre de 1964, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI_ 
MERO: Pronuncia el Defecto cailtra Vidalina Auffant Ca-
pote, parte demandada, por falta de concluir al fondo del 
litigio; SEGNUDO: Acoge las conclusiones formuladas en 
audiencia por la Coroparación Intercontinental de Hoteles 
(Dominicana), C. por A., parte demandante, por ser justas  

reposar sobre prueba legal, y en consecuencia: a) Recha-
las conclusiones de la parte demandada tendentes a que 
declare nulo el acto de fecha 28 de septiembre de 1964 

ue citó para la última audiencia celebrada en ocasión de 
a presente demanda; b) Declara rescindido el contrato de 
echa 11 dé enero de 1958 celebrado entre las partes en cau-
a; c) Ordena que Vidalina Auffant Capote entregue a la 
orporación Intercontinental de Hoteles (Dominicana), C. 

por A., el servicio del Salón de Belleza del Hotel El Emba-
jador que ha venido operando y que abandone el lugar en 
que está instalado dicho salón; d) Condena a Vidalina Auf-
fant Capote al pago de las costas con distracción en prove-
cho de los abogados, Licenciados Ambrosio Alvarez Aybar 

y Rafael Francisco González, quienes afirman haberlas avan 
zado en su mayor parte; y TERCERO: Ordena la ejecución 
provisional y sin fianza de esta sentencia, no obstante cual., 
quiera recurso de apelación contra la misma"; b) que sobre 
oposición de la demandada en defecto, la misma Cámara 
dictó en fecha 21 de junio de 1966, otra sentencia con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por las 
razones expuestas, el recurso de oposición interpuesto por 
Vidalina Auffant de Capote, según acto de fecha 11 de 
enero de 1965 notificado por el ministerial Horacio Ernesto 
Castro Ramírez, contra la sentencia en defecto de esta mis-
ma Cámara de fecha 3 de diciembre de 1964, dictada en 
favor de la Corporación Intercontinental de Hoteles (Domi-
nicana) C. por A.;— SEGUNDO: Confirma, en consecuen-
cia, dicha sentencia impugnada cuyo dispositivo ha 
sido transcQto precedentemente, para que sea ejecutada su 
forma y teAr; TERCERO. Condena a Vidalina Auffant de 
Capote, parte sucumbiente al pago de las costas; y, CUAR-

TO: Ordena, la ej,e,cución provisional y sin fianza de la pre-
sente sentencia, no obstante apelación", c) que sobre apela-
ción de la demanda perdidosa, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 

Declara regular , válido, en la forma, el presente recurso de 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Fernando A. Charlas V., cédula No. 7395 

serie lra., por sí y por los Licenciados Julio Peynado, cédu, 
la No. 7687, serie lra., y Manuel Vicente Feliú, cédula 119 
serie lra., abogados de la recurrida, en la lectura de s 
conclusiones; recurrida que es la Corporación Interconti,,, 
nental de Hoteles, C. por A., constituída por las leyes d 
minicanas, con su domicilio en el hotel El Embajador; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener 

de la República; 

Visto el Memorial de Casación de fecha 17 mayo de 
1967, suscrito por el Dr. Rafael Richiez Saviñón, cédula 
No. 1290, serie ira., abogado de la recurrente, en el cual 
se invocan contra la sentencia impugnada los medios que 
se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 10 de octubre 
de 1967, suscrito por los abogados de la recurrida, y su am, 
pliación de fecha 9 de enero de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1165 del Código Civil; 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, contra lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda de terminación de un con-
trato incoada por la Corporación ahora recurrida contra la 
actual recurrente, la Cámara de lo Civil y Comercial de la 
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, dictó en fecha 3 de diciehibre de 1964, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI_ 
MERO: Pronuncia el Defecto colitra Vidalina Auffant Ca-
pote, parte demandada, por falta de concluir al fondo del 
litigio; SEGNUDO: Acoge las conclusiones formuladas en 
audiencia por la Coroparación Intercontinental de Hoteles 
(Dominicana), C. por A., parte demandante. nor ser justas 
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reposar sobre prueba legal, y en consecuencia: a) Recha-
a las conclusiones de la parte demandada tendentes a que 
e declare nulo el acto de fecha 28 de septiembre de 1964 

para la última audiencia celebrada en ocasión clq que citó 
la presente demanda; b) Declara rescindido el contrato de 
fecha 11 dé enero de 1958 celebrado entre las partes en cau-
sa; c) Ordena que Vidalina Auffant Capote entregue a la 
Corporación Intercontinental de Hoteles (Dominicana), C. 
por A., el servicio del Salón de Belleza del Hotel El Emba-
jador que ha venido operando y que abandone el lugar en 
que está instalado dicho salón; d) Condena a Vidalina Auf-
fant Capote al pago de las costas con distracción en prove-
cho de los abogados, Licenciados Ambrosio Alvarez Aybar 
y Rafael Francisco González, quienes afirman haberlas avan 
zado en su mayor parte; y TERCERO: Ordena la ejecución 
provisional y sin fianza de esta sentencia, no obstante cual, 
quiera recurso de apelación contra la misma"; b) que sobre 
oposición de la demandada en defecto, la misma Cámara 
dictó en fecha 21 de junio de 1966, otra sentencia con el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por la4 
razones expuestas, el recurso de oposición interpuesto por 
Vidalina Auffant de Capote, según acto de fecha 11 de 
enero de 1965 notificado por el ministerial Horacio Ernesto 
Castro Ramírez, contra la sentencia en defecto de esta mis-
ma Cámara de fecha 3 de diciembre de 1964, dictada en 
favor de la Corporación Intercontinental de Hoteles (Domi. 
nicana) C. por A.;— SEGUNDO: Confirma, en consecuen-
cia, dicha sentencia impugnada cuyo dispositivo ha 
sido transcv,Ito precedentemente, para que sea ejecutada su 
forma y teAr; TERCERO. Condena a Vidalina Auffant de 
Capote, parte sucumbiente al pago de las costas; y, CUAR-

TO: Ordena, la ejtcución provisional y sin fianza de la pre-
sente sentencia, no obstante apelación", c) que sobre apela-
ción de la demanda perdidosa, intervino la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulary válido, en la forma, el presente recurso de 
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apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada por la 
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip. 
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
de fecha veintiuno (21) del mes de junio del año mil nove -
cientos sesentiséis (1966), cuyo dispositivo figura transcrito 
en otra parte del cuerpo de esta sentencia; y TERCERO :  
Condena a la señora Vidalina Auffant de Capote, parte que 
sucumbe, al pago de las costas"; 

2411.  

Considerando que, en su Memorial de Casación, la re-
currente invoca los siguientes medios: Desnaturalización de 
los hechos y documentos de la causa, y por vía de conse-
cuencia, violación del artículo 1165 del Código Civil. Falta 
de base legal; 

Considerando, que en síntesis, lo que alega la recu-
rrente en el conjunto de sus dos medios, es lo que sigue: 
que la Corte a_qua ha incurrido en un caso de desnatura-
lización y falta de base legal al dar como probado que la 
recurrente, que actuaba como gestora del Salón de Belleza 
del Hotel El Embajador desde el año 1958 hasta la deman-
da de que fué objeto, en virtud de un contrato verbal, acep-
tó la modificación de esa situación contractual por el hecho 
de haber recibido el 11 de enero de 1958 una carta de la 
Corporación recurrida participándole su decisión de que 
continuara en el desempeño de sus actividades en el cita-
do Salón de Bellaza "bajo las mismas condiciones, es decir, 
pagando el diez por ciento de los beneficios", y al decidir 
que la modificación contractual resultante de esa carta obli-
gaba a la recurrente a las mismas estipulacionel:lue habían 
ligado a la Corporación con la anterior gestora' del mismo 
Salón de Belleza, Amelia Castillo ; que la tesis en que se 
funda la sentencia impugnada según la real la recurrente 
dió un consentimiento tácito a asumir las obligaciones de 
la gerencia que la había antecedido a lá suya, es errónea y 
está en pugna con los hechos comprobados en la litis; pero, 

Considerando, que es de principio que los jueces del 
fondo son soberanos para dar por establecidas las relaciones 

contractuales y para decidir su naturaleza en cuanto ello 
dependa de los hechos; que, igualmente, son soberanos para 
dar  por establecidos, por presunciones graves, precisas y 

concordantes, los hechos respecto de los cuales no hayan 
pruebas directas, infiriéndolos de los establecidos; que, en 
el caso ocurrente, el examen de las motivaciones de la sen-
tencia impugnada pone de manifiesto que, para decidir 
quela actual recurrente estaba ligada con la recurrida por, 
las mismas estipulaciones que la gerente o gestora anterior; 

en el salón de Belleza, la Corte a-qua se fundó no solamen-
te en la actitud de conformidad que tuvo la recurrente al re-
cibir la carta del 11 de enero de 1958, sino en su comporta-
miento subsiguiente, lo que dicha Corte expresa del siguien-
te modo: "La parte intimante señora Vidalina Auffant de 
Capote, no hizo ninguna objeción a dicha comunicación, si-
no que por el contrario, ella se hizo cargo del negocio objeto 
del referido contrato, durante varios años, lo que necesaria-
mente implica, a juicio de esta Corte, su consentimiento tá-
cito a someterse a los términos del contrato a que se hace 
mención en la aludida comunicación, o sea el contrato pre-
existente entre Amelia Castillo y la Intercontinental de Ho-
teles (Dominicana) C. por A."; que por tanto, el alegato con-
tra la sentencia impugnada relativo a la falta de prueba del 
consentimiento de la recurrente para operar el Salón de Be-
lleza bajo condiciones en que había sido operado con an-
terioridad a su gerencia, carece de fundamento y debe ser 
desestima"; 

ConsiderAdo, que lo que la recurrente, en sus medios 
de casación, denuncia como un caso de desnuaturalización 
de los hechos, no es.ptra cosa que la presunción efectuada 
por Corte a_qua fundada en la circunstancia de que la re-
currente, después de carta del 11 de enero de 1958, se 
comportó durante varios años como la gestora anterior de 
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apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada por la  
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip. 
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
de fecha veintiuno (21) del mes de junio del año mil nove, 
cientos sesentiséis (1966), cuyo dispositivo figura transcrito 
en otra parte del cuerpo de esta sentencia; y TERCERO :  
Condena a la señora Vidalina Auffant de Capote, parte que 
sucumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que, en su Memorial de Casación, la re-
currente invoca los siguientes medios: Desnaturalización de 
los hechos y documentos de la causa, y por vía de conse-
cuencia, violación del artículo 1165 del Código Civil. Falta 
de base legal; 

Considerando, que en síntesis, lo que alega la recu-
rrente en el conjunto de sus dos medios, es lo que sigue: 
que la Corte a_qua ha incurrido en un caso de desnatura-
lización y falta de base legal al dar como probado que la 
recurrente, que actuaba como gestora del Salón de Belleza 
del Hotel El Embajador desde el año 1958 hasta la deman-
da de que fué objeto, en virtud de un contrato verbal, acep-
tó la modificación de esa situación contractual por el hecho 
de haber recibido el 11 de enero de 1958 una carta de la 
Corporación recurrida participándole su decisión de que 
continuara en el desempeño de sus actividades en el cita-
do Salón de Bellaza "bajo las mismas condiciones, es decir, 
pagando el diez por ciento de los beneficios", y al decidir 
que la modificación contractual resultante de esa carta obli-
gaba a la recurrente a las mismas estipulaciones ;fue habían 
ligado a la Corporación con la anterior gestora del mismo 
Salón de Belleza, Amelia Castillo ; que la tesis en que se 
funda la sentencia impugnada según la rial la recurrente 
dió un consentimiento tácito a asumir las obligaciones de 
la gerencia que la había antecedido a lá suya, es errónea y 
está en pugna con los hechos comprobados en la litis; pero, 

Considerando, que es de principio que los jueces del 
fondo son soberanos para dar por establecidas las relaciones 
contractuales y para decidir su naturaleza en cuanto ello 
dependa de los hechos; que, igualmente, son soberanos para 
dar  por establecidos, por presunciones graves, precisas y 

concordantes, los hechos respecto de los cuales no hayan 
pruebas directas, infiriéndolos de los establecidos; que, en 
el caso ocurrente, el examen de las motivaciones de la sen-
tencia impugnada pone de manifiesto que, para decidir 
que la actual recurrente estaba ligada con la recurrida por 
las mismas estipulaciones que la gerente o gestora anterior 
en el salón de Belleza, la Corte a-qua se fundó no solamen-
te en la actitud de conformidad que tuvo la recurrente al re-
cibir la carta del 11 de enero de 1958, sino en su comporta-
miento subsiguiente, lo que dicha Corte expresa del siguien-
te modo: "La parte intimante señora Vidalina Auffant de 
Capote, no hizo ninguna objeción a dicha comunicación, si-
no que por el contrario, ella se hizo cargo del negocio objeto 
del referido contrato, durante varios años, lo que necesaria-
mente implica, a juicio de esta Corte, su consentimiento tá-
cito a someterse a los términos del contrato a que se hace 
mención en la aludida comunicación, o sea el contrato pre-
existente entre Amelia Castillo y la Intercontinental de Ho-
teles (Dominicana) C. por A."; que por tanto, el alegato con-
tra la sentencia impugnada relativo a la falta de prueba del 
consentimiento de la recurrente para operar el Salón de Be-
lleza bajo condiciones en que había sido operado con an-
terioridad a su gerencia, carece de fundamento y debe ser 
desestimad; 

Considerado, que lo que la recurrente, en sus medios 
de casación, denuncia como un caso de desnuaturalización 
de los hechos, no esotra cosa que la presunción efectuada 
por Corte a_qua fundada en la circunstancia de que la re-
currente, después de carta del 11 de enero de 1958, se 
comportó durante varios años como la gestora anterior de 
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Salón de Belleza, presunción que podía hacer, en uso de sus 
poderes de fondo, la Corte a-qua; que, por otra parte, lo de-
cidido por dicha Corte no se aparta del sentido que razona. 
blemente se podía atribuir a la referida carta, por lo cual 
esta Suprema Corte estima que en ningún aspecto la senten. 
cia impugnada desnaturaliza los hechos de la causa, por lo 
cual el otro medio del recurso carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero.: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Vidalina Auffant de Capote contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 7 de marzo 
de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pa- 
go de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco 
Elpidio Beras. —Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General.--- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 19  DE MARO DEL 1968 

tendí'  Impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
31 de agosto de 1967. 

Materia: Correccional (Viol. a la ley 4809 de 1957. 

Recurrente: Julio Antonio Pérez Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras y Juan 
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1 9  
de marzo del año 1968, años 1259  de la Independencia y 
1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio An-
tonio Pérez Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, vi-
sitador médico, cédula No. 24688, serie 56, contra la senten-
cia dictad por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera In- ancia del Distrito Nacional, en atribuciones 
correccionales en fecha 31 de agosto de 1967, cuyo disposi-
tivo se copia más, adelante; 

Oído al alguaei de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamn del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recursó de casación levantada en la, 

Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 4 de septiembre clq 

tIs! 
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Salón de Belleza, presunción que podía hacer, en uso de sus 
poderes de fondo, la Corte a-qua; que, por otra parte, lo de-
cidido por dicha Corte no se aparta del sentido que razona-
blemente se podía atribuir a la referida carta, por lo cual 
esta Suprema Corte estima que en ningún aspecto la senten-
cia impugnada desnaturaliza los hechos de la causa, por lo 
cual el otro medio del recurso carece de fundamento y debe 

ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero.: Rechaza el recurso de casa.. 
ción interpuesto por Vidalina Auffant de Capote contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones comerciales por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 7 de marzo 

de 1967, cuyo dispot-  itivo se ha copiado en parte anterior 

del presente fallo; .4:71,Indo: Condena a la recurrente al pa-

go de las cosas. 

(Firmados:) Manuel 1.;_. .kín Ruíz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manue! A. Amiama.— Francisco.. 

Elpidio Beras. —Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE MARO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
31 de agosto de 1967. 

Materia: Correccional (Viol. a la ley 4809 de 1957. 

Recurrente: Julio Antonio Pérez Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus., 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras y Juan 
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1 9 

 de marzo del año 1968, años 1259  de la Independencia y 
1059  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio An-
tonio Pérez Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, vi-
sitador médico, cédula No. 24688, serie 56, contra la senten-
cia dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en atribuciones 
correccionales, en fecha 31 de agosto de 1967, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 4 de septiembre de 
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1967, a requerimiento del Dr. Rafael Acosta, abogado, cé. 
dula No. 12452, serie 12, a nombre y representación de Ju-
lio Antonio Pérez Sánchez, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 101 y 171 de la Ley 4809 de 
1957; Ley 5060, de 1958; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi 7 

 miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 21 
de marzo de 1967 fueron sometidos a la acción de la Justi_ 
cia Pedro Ramón Santana Bens y Julio Antonio Pérez San- 411 

 chez como presuntos autores de violación a la Ley No. 4809 
de 1957; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz de la 404 
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en fe-
cha 4 de mayo de 1967, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara culpable al se_ 
ñor Julio Antonio Pérez Sánchez, portador de la Cédula de 
Identificación personal No. 24688, serie 56; y en consecuen-
cia se condena a RD$2.00 peso de multa y al pago de las 
costas, por violación al Art. 101 de la Ley No. 4809, aco-
giendo circunstancias atenuantes al Art. 463; SEGUNDO: 
Que declara no culpable al señor Pedro Ramón Santana 
Bens portador d ela cédula de identificación personal No. 
27290, serie 56, y en consecuencia se descarga por no ha_ 
ber violado la Ley No. 4809"; c) que sobre recurso de Julio 
Antonio Pérez Sánchez, la Segunda Cámara Penal del Dis-
trito Nacional, regularmente apoderada, dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo disposivo dice así: "FALLA: PRI-

MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el señor Julio Antonio 
Pérez Sánchez, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, 
de fecha 4 de mayo de 1967, mediante la cual se le condenó 
al pago de una multa de RD$2.00 (dos pesos M/N.) y al  

pago de las costas, por violación al artículo 101 de la Ley 
4809; SEGUNDO: En cuanto al fondo respecta, se confirma 
en todas sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Se 
Condena al nombrado Julio Antonio Pérez Sánchez, al pago 
de las costas"; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna.. 
da revela que los jueces del fondo dieron por establecido en 
base a las propias declaraciones del recurrente, y las cir-
cunstancias mismas en que se produjo el accidente, que Ju-
lio Antonio Pérez Sánchez no cumplió con las previsiones 
establecidas en el artículo 101 de la indicada Ley 4809 so-
bre Tránsito de Vehículos, pues no redujo la marcha del 
mismo al aproximarse a la Avenida George Washington, 
que, en efecto, el carro conducido por él, transitaba de nor-
te a sur por la Avenida Alma Mater, y al llegar a la esqui-
na formada con la Avenida George Washington, no se de-
tuvo, como era su deber, yendo a chocar con el carro con-
ducido por Pedro Ramón Santana Bens, que transitaba por 
la Avenida George Washington de oeste a este en correcta 
observancia de las disposiciones legales; 

Considerando que los hechos así establecidos, confi-
guran la infracción prevista en el artículo 101 de la Ley 
No. 4809, de 1957, y castigada por el artículo 171, párrafo 
12 de la misma ley, modificada por la Ley No. 5060, de 
1958, con la pena de RD$5.00 a RD$50.00 de multa; que, 
en consecuencia al condenarlo a una multa de RD$2.00, 
después de declararlo culpable, acogiendo circunstancias 
atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Julio Antonio Pérez Sánchez, contra la 
sentencia dictada por la 2da. Cámara Penal del Distrito Na-
cional, en sus atribuciones correccionales, en fecha 31 de 
agosto de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 
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1967, a requerimiento del Dr. Rafael Acosta, abogado, cé.. 
dula No. 12452, serie 12, a nombre y representación de Ju-
lio Antonio Pérez Sánchez, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 101 y 171 de la Ley 4809 de 
1957; Ley 5060, de 1958; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi r 

 miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 21 
de marzo de 1967 fueron sometidos a la acción de la Justi_ 
cia Pedro Ramón Santana Bens y Julio Antonio Pérez Sán, 
chez como presuntos autores de violación a la Ley No. 4809 
de 1957; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en fe-
cha 4 de mayo de 1967, una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara culpable al se_ 
ñor Julio Antonio Pérez Sánchez, portador de la Cédula de 
Identificación personal No. 24688, serie 56; y en consecuen-
cia se condena a RD$2.00 peso de multa y al pago de las 
costas, por violación al Art. 101 de la Ley No. 4809, aco-
giendo circunstancias atenuantes al Art. 463; SEGUNDO: 
Que declara no culpable al señor Pedro Ramón Santana 
Bens portador d ela cédula de identificación personal No. 
27290, serie 56, y en consecuencia se descarga por no ha_ 
ber violado la Ley No. 4809"; e) que sobre recurso de Julio 
Antonio Pérez Sánchez, la Segunda Cámara Penal del Dis-
trito Nacional, regularmente apoderada, dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo disposivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por el señor Julio Antonio 
Pérez Sánchez, contra sentencia dictada por el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, 
de fecha 4 de mayo de 1967, mediante la cual se le condenó 
al pago de una multa de RD$2.00 (dos pesos M/N.) y al 
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pago de las costas, por violación al artículo 101 de la Ley 
4809; SEGUNDO: En cuanto al fondo respecta, se confirma 
en todas sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Se 
Condena al nombrado Julio Antonio Pérez Sánchez, al pago 
de las costas"; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna.. 
da revela que los jueces del fondo dieron por establecido en 
base a las propias declaraciones del recurrente, y las cir-
cunstancias mismas en que se produjo el accidente, que Ju, 
lio Antonio Pérez Sánchez no cumplió con las previsiones 
establecidas en el artículo 101 de la indicada Ley 4809 so-
bre Tránsito de Vehículos, pues no redujo la marcha del 
mismo al aproximarse a la Avenida George Washington, 
que, en efecto, el carro conducido por él, transitaba de nor-
te a sur por la Avenida Alma Mater, y al llegar a la esqui-
na formada con la Avenida George Washington, no se de-
tuvo, como era su deber, yendo a chocar con el carro con-
ducido por Pedro Ramón Santana Bens, que transitaba por 
la Avenida George Washington de oeste a este en correcta 
observancia de las disposiciones legales; 

Considerando que los hechos así establecidos, confi-
guran la infracción prevista en el artículo 101 de la Ley 
No. 4809, de 1957, y castigada por el artículo 171, párrafo 
12 de la misma ley, modificada por la Ley No. 5060, de 
1958, con la pena de RD$5.00 a RD$50.00 de multa; que, 
en consecuencia al condenarlo a una multa de RD$2.00, 
después de declararlo culpable, acogiendo circunstancias 
atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Julio Antonio Pérez Sánchez, contra la 
sentencia dictada por la 2da. Cámara Penal del Distrito Na_ 
cional, en sus atribuciones correccionales, en fecha 31 de 
agosto de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas. 
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SENTENCIA DE FECHA 19  DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 11 de julio de 1967. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Eligio Lorenzo 

 

Dios, Patria y Libertad. 
Zepública Dominicana. 
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La. 
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 1 9  del mes de Marzo de 1968, años 125 9  de la 
Independencia y 105 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eligio 
Lorenzo, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 
307, domiciliado y residente en la prolongación de la Ave_ 
nida Bolívar No. 307, de esta ciudad, contra la sentencia de 
fecha 11 de julio de 1967, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
ILL 	Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

en la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 12 de Julio de 1967, 

41> 
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SENTENCIA DE FECHA 1 9  DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 11 de julio de 1967. 

Materia: Correccional 
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 

Recurrente: Eligio Lorenzo 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La.. 
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 1 9  del mes de Marzo de 1968, años 125 9  de la 
Independencia y 105 9  de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eligio 

Lorenzo, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 
307, domiciliado y residente en la prolongación de la Ave_ 
nida Bolívar No. 307, de esta ciudad, contra la sentencia de 
fecha 11 de julio de 1967, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

en la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a - qua., en fecha 12 de Julio de 1967, 
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a requerimiento del recurrente, en la cual se expone el me-
dio de casación que se indicará más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 203 del Código de Procedi_ 
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) Que en fecha 3 
de mayo de 1966, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, regularmente apo-
derada, dictó una sentencia cuyo dispositivo figura en el de 
la ahora impugnada; b) Que sobre recurso del prevenido, la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 11 
de Julio de 1967, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:— Declara 
caduco por tardió el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. Juan José Martínez Portes, a nombre y representa-
ción de Eligio Lorenzo, en fecha 17 de mayo del 1966, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales por la 
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, de fecha 3 de mayo de 1966, cuyo 
dispositivo copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: 
Se condena a Eligio Lorenzo a RD$10.00 de multa por vio_ 
lación a la Ley No. 5869; Segundo: Se ordena el desalojo 
inmediato no obstante cualquier recurso; Tercero: Se de-
clara bueno y válida la constitución en parte civil se le im-
pone una indemnización de RD$1,000.00 por los daños mo-
rales y materiales recibidos por Tulio Ernesto Beltre; Cuar-
to: Se condena a Eligio Lorenzo al pago de costas en bene_ 
ficio del abogado de la parte civil quien asegura haberlas 
avanzado en su totalidad".— Segundo: Condena al preveni-
do al pago de las costas"; 

Considerando que al declarar su recurso de casación 
según consta en el acta levantada, el recurrente invocó la 
violación del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri- 
minal;  

Considerando que en el desarrollo del medio propuesto, 
y al referirse a la sentencia impugnada, el recurrente se, 
expresó así: "que el fundamento de su recurso es que la 
sentencia dictada por la Tercera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha 3 de mayo de 1966, a pesar de ser contradictoria no 
fue dictada en presencia del condenado Eligio Lorenzo, pues 
en la última audiencia donde comparecieron las partes la 
celebrada el día 19 de Abril de 1966, 'el Juez se reservó el 
fallo para una próxima audiencia, sin fijar fecha, sentencia 
que se ha dicho fue dictada el 3 de mayo de 1966, sin que 
a la fecha esta sentencia le sea notificada al señor Eligio 
Lorenzo, razón por la cual al •no haber comenzado a correr 
el plazo de diez días establecido por el Art. 203 del Código 
de Procedimiento Criminal, improcedente al fallo de la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo"; 

Considerando que en el penúltimo Considerando del 
fallo impugnado, la Corte a-qua se expresó así: "que de 
acuerdo con el acta de audiencia de fecha 3 de mayo de 
1966, del Tribunal a_quo, se comprueba que el recurrente 
compareció, puesto que en dicha acta consta su declaración, 
que copiada textualmente dice: "Yo compré una zapata y 
habían puesto 244 blocks y hasta hoy he gastado RD$2,- 
500.00", lo que implica que a dicha audiencia del 3 de mayo 
de 1966, fecha en que se pronunció la sentencia, sí compa-
reció Eligio Lorenzo, por lo que la sentencia le fue contra-
dictoria, además en el expediente. no figura ninguna acta 
de audiencia del Tribunal a-quo, de fecha 19 de abril de 
1966, sinó una simple citación de Eligio Lorenzo, por lo que 
carecen de fundamento sus alegatos"; 

, t 	Considerando que puesto que la Corte n_qua, segúA 
consta en lo que acaba de copiarse, dio por establecido, fun-
dándose en los documentos del expediente, que la sentencia 
de primo-n  instancia fue dictada el 3 de mayo de 1966 en 
presencia del prevenido, es claro que al interponer éste su 
recurso de apelación contra dicho fallo el día 19 de abril 
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a requerimiento del recurrente, en la cual se expone el me-
dio de casación que se indicará más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 203 del Código de Procedi_ 
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
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derada, dictó una sentencia cuyo dispositivo figura en el de 
la ahora impugnada; b) Que sobre recurso del prevenido, la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 11 
de Julio de 1967, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:— Declara 
caduco por tardió el recurso de apelación interpuesto por 
el Dr. Juan José Martínez Portes, a nombre y representa-
ción de Eligio Lorenzo, en fecha 17 de mayo del 1966, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales por la 
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, de fecha 3 de mayo de 1966, cuyo 
dispositivo copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: 
Se condena a Eligio Lorenzo a RD$10.00 de multa por vio_ 
lación a la Ley No. 5869; Segundo: Se ordena el desalojo 
inmediato no obstante cualquier recurso; Tercero: Se de-
clara bueno y válida la constitución en parte civil se le im-
pone una indemnización de RD$1,000.00 por los daños mo-
rales y materiales recibidos por Tulio Ernesto Beltre; Cuar-
to: Se condena a Eligio Lorenzo al pago de costas en tiene_ 
ficio del abogado de la parte civil quien asegura haberlas 
avanzado en su totalidad".— Segundo: Condena al preveni-
do al pago de las costas"; 

Considerando que al declarar su recurso de casación 
según consta en el acta levantada, el recurrente invocó la 
violación del artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal; 

Considerando que en el desarrollo del medio propuesto, 
y al referirse a la sentencia impugnada, el recurrente se, 
expresó así: "que el fundamento de su recurso es que la 
sentencia dictada por la Tercera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
fecha 3 de mayo de 1966, a pesar de ser contradictoria no 
fue dictada en presencia del condenado Eligio Lorenzo, pues 
en la última audiencia donde comparecieron las partes la 
celebrada el día 19 de Abril de 1966, el Juez se reservó e] 
fallo para una próxima audiencia, sin fijar fecha, sentencia 
que se ha dicho fue dictada el 3 de mayo de 1966, sin que 
a la fecha esta sentencia le sea notificada al señor Eligio 
Lorenzo, razón por la cual al no haber comenzado a correr 
el plazo de diez días establecido por el Art. 203 del Código 
de Procedimiento Criminal, improcedente al fallo de la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo"; 

Considerando que en el penúltimo Considerando del 
fallo impugnado, la Corte a-qua se expresó así: "que de 
acuerdo con el acta de audiencia de fecha 3 de mayo de 
1966, del Tribunal a_quo, se comprueba que el recurrente 
compareció, puesto que en dicha acta consta su declaración, 
que copiada textualmente dice: "Yo compré una zapata y 
habían puesto 244 blocks y hasta hoy he gastado RD$2,- 
500.00", lo que implica que a dicha audiencia del 3 de mayo 
de 1966, fecha en que se pronunció la sentencia, sí compa-
reció Eligio Lorenzo, por lo que la sentencia le fue contra-
dictoria, además en el expediente. no figura ninguna acta 
de audiencia del Tribunal a-quo, de fecha 19 de abril de 
1966, sinó una simple citación de Eligio Lorenzo, por lo que 
carecen de fundamento sus alegatos"; 

Considerando que puesto que la Corte z_qua, segúA 
consta en lo que acaba de copiarse, dio por establecido, fun-
dándose en los documentos del expediente, que la sentencia 
de rrinic.--1 instancia fue dictada el 3 de mayo de 1966 en 
presencia del prevenido, es claro que al interponer éste su 
recurso de apelación contra dicho fallo el día 19 de abril 
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de 1966, lo hizo fuera del plazo de diez días que establace 
la ley, contando ese plazo a partir del pronunciamiento de 
la sentencia cuando ésta es contradictoria y dictada en pre-
sencia del prevenido; que, si bien en el expediente figura 
una Certificación que dice "Esquema de fecha 19 de abril 
de 1966", en la cual se revela que hubo una audiencia con 
"dictamen en blanco" y que "el juez se reservó el fallo pa-
ra una próxima audiencia", tal certificación, de por sí 
insuficiente, no puede alterar la verdad de los hechos com-
probados por la Corte aqua y revelados por el expediente, 
pues no figura ninguna acta de audiencia de ese día, y en 
cambio sí figura el acta de la audiencia del 3 de mayo de 
1966, con la constancia de la comparecencia y de las decla_ 
raciones del prevenido, asi como la prueba de que el fallo 
de primera instancia fue dado ese mismo día estando pre-
sente dicho prevenido; que, por tanto en el presente caso 
la Corte 9-qua al declarar caduco el recurso, hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 203 del Código de Procedi-
miento Criminal, oor lo cual el medio propuesto carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos de interés para el recurrente, ella no 
contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Eligio Lorenzo contra la sentencia da 
fecha 11 de julio de 1967, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo. 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos-
tas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.- 
Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almán. 
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en el expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

1 
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de 1966, lo hizo fuera del plazo de diez días que establace 
la ley, contando ese plazo a partir del pronunciamiento de 
la sentencia cuando ésta es contradictoria y dictada en pre-
sencia del prevenido; que, si bien en el expediente figura 
una Certif:cación que dice "Esquema de fecha 19 de abril 
de 1966", en la cual se revela que hubo una audiencia con 
"dictamen en blanco" y que "el juez se reservó el fallo pa-
ra una próxima audiencia", tal certificación, de por sí 
insuficiente, no puede alterar la verdad de los hechos com-
probados por la Corte agua y revelados por el expediente, 
pues no figura ninguna acta de audiencia de ese día, y en 
cambio sí figura el acta de la audiencia del 3 de mayo de 
1966, con la constancia de la comparecencia y de las decla_ 
raciones del prevenido, asi como la prueba de que el fallo 
de primera instancia fue dado ese mismo día estando pre-
sente dicho prevenida; que, por tanto en el presente caso 
la Corte 'a-qua al declarar caduco el recurso, hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 203 del Código de Procedi-
miento Criminal, por lo cual el medio propuesto carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos de interés para el recurrente, ella no 
contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos. Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Eligio Lorenzo contra la sentencia 4:1 
fecha 11 de julio de 1967, dictada en sus atribuciones co-
rreccionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; Segunde.: Condena al recurrente al pago de las cos-
tas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.- 
Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en el expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19  DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-

tiago, de fecha 30 de agosto de 1967. 

Materia: Penal 

Reccurente: Luis Chicón Burgos 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruís Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma_ 
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día primero del mes de Marzo del 1968, años 
1259  de la Independencia y 1059  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Chi-
cón Burgos, dominicano, mayor de edad, casado, maestro de 
construcción, cédula No. 22453, serie 31 residente en la cal 
lle Gregorio Reyes A No. 32, de Santiago de los Caballeros, 
contra la sentencia de fecha 30 de Agosto de 1967, dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Segunda Cámara 
de lo Penal del Juzagado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
ir 	Vista el acta del recurso de casación de fecha 30 de 

agosto de 1967, leventada en la Secretaría de la Corte a-quu, 
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
2402, de 1950; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

4" Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que 
previa querella de Altagracia Rosario contra Luis Chicón 
por no atender a sus obligaciones de padre en relación con 
el menor Luis Antonio Rosario, por ambos procreado, y 
después de una infructuosa tentativa de conciliación, el 
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción de Santiago, 
regularmente apoderado, dictó en fecha 19 de marzo de 
1967, una sentencia, cuyo dispostivo figura inserto en el 
de la ahora impugnada; b) Que sobre recurso del prevenido, 
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia de Santiago, dictó en fecha 30 de Agosto de 1967, 
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular en la for-
ma el recurso de apelación interpuesto en tiempo hábil por 
el 'prevenido Luis Chicón, contra sentencia No. 533 de fecha 
19 de Mayo de 1967, del Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción, cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: 1ro. 
Que debe declarar y declara al prevenido Luis Chicón, cul-
pable de haber violado las disposiciones de la Ley 2402 en 
perjuicio del menor José Luis Antonio Rosario de 2 meses 
de edad, procreado con la querellante Altagracia Rosario y 
en consecuencia lo condena a dos años de prisión correccio-
nal; 2do. Que debe fijar y fija en la suma de RD$5.00 men- 
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SENTENCIA DE FECHA 19  DE MARZO DEL 1968 

 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación de fecha 30 de 

agosto de 1967, leventada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
2402, de 1950; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

` dY  Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que 
previa querella de Altagracia Rosario contra Luis Chicón 
por no atender a sus obligaciones de padre en relación con 
el menor Luis Antonio Rosario, por ambas procreado, y 
después de una infructuosa tentativa de conciliación, el 
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción de Santiago, 
regularmente apoderado, dictó en fecha 19 de marzo de 
1967, una sentencia, cuyo dispostivo figura inserto en el 
de la ahora impugnada; b) Que sobre recurso del prevenido, 
la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia de Santiago, dictó en fecha 30 de Agosto de 1967, 
la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular en la for-
ma el recurso de apelación interpuesto en tiempo hábil por 
el prevenido Luis Chicón, contra sentencia No. 533 de fecha 
19 de Mayo de 1967, del Juzgado de Paz de la Segunda Cir-
cunscripción, cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: 1ro. 
Que debe declarar y declara al prevenido Luis Chicón, cul-
pable de haber violado las disposiciones de la Ley 2402 en 
perjuicio del menor José Luis Antonio Rosario de 2 mesea 
de edad, procreado con la querellante Altagracia Rosario y 
en consecuencia lo condena a dos años de prisión correccio-
nal; 2do. Que debe fijar y fija en la suma de RD$5.00 men- 

    

Sentencia impugnada: Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-

tiago, de fecha 30 de agosto de 1967. 

 

    

Materia: Penal 

      

           

    

Reccurente: Luis Chicón Burgos 

    

    

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruís Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidenta; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma_ 
nuel D. Bergés Chupani, Manuel. A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias. 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día primero del mes de Marzo del 1968, años 
125° de la Independencia y 1059  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 

    

    

    

    

    

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Chi-
cón Burgos, dominicano, mayor de edad, casado, maestro de 
construcción, cédula No. 22453, serie 31 residente en la ca-
lle Gregorio Reyes A No. 32, de Santiago de los Caballeros, 
contra la sentencia de fecha 30 de Agosto de 1967, dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Segunda Cámara 
de lo Penal del Juzagado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago; 
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suales pagaderos a partir del día 14 de Febrero del año 
1967, fecha de la querella, la pensión que deberá pagar el 
padre en falta a la madre querellante para atender a las 
necesidades de dicho menor; 3ro. Que debe ordenar y orde-, 
na la ejecución provisional de la presente sentencia; 4to. 
Que debe condenar y condena al mencionado prevenido al, 
pago de las costas de procedimiento. Fdos. Dra. De,idamia 
Picherdo de Conde, Juez: y Darío Antonio Jiménez, Secre-
tario. Segundo: En cuanto al fondo Confirma la sentencia 
recurrida en todas sus partes; Tercero: Condena al recu_ 
n'ente al pago de las costas penales"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Cámara a-qua dió establecido: a) Que el 
prevenido vivió maritalmente con la querellante, a quien 
había mudado para su casa; b) Que siendo su concubina 
salió embarazada y luego dió a luz a un niño que responde 
al nombre de José Luis Antonio; e) Que los rasgos físicos,  
del menor coinciden con los del padre; d) que el prevenido 
no ayuda a la madre auerellante en el sostenimiento del 
hijo; 

Considerando que de los hechos así establecidos, la 
Cámara a-qua llegó a la conclusión de que el prevenido 
(quien negaba la paternidad) era el padre del menor; y que 
dicho prevenido no cumplía con sus deberes de padre del 
menor, y que persistió con su negativa después de haber 
sido requerido; que, en esos hechos se encuentran caracte-
rizados los elementos del delito previsto por la ley No. 24-
02, de 1950, y sancionado por dicha Ley con la pena de dos 
años de prisión correccional; que en consecuencia al conde-
nar al prevenido, después de declararlo culpable a sufrir 
esa pena, le aplicó una sanción ajustada a la ley; y al fi-
jarle una pensión de cinco pesos mensuales, después de 
ponderar las posibilidades económicas de los padres y la 
necesidad del menor, hizo también una correcta aplicación 
de dicha previsión legal; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos de interés para el recurrente, ella no 
contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Chicón Burgos, contra la senten r  
cia de fecha 30 de Agosto de 1967, dictada en sus atribucio_ 
nes correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, cuyo dispositivo. ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo< Condena al recurrente al pago 
de las costas.— 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.- 
Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 
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suales pagaderos a partir del día 14 de Febrero del año 
1967, fecha de la querella, la pensión que deberá pagar el 
padre en falta a la madre querellante para atender a las 
necesidades de dicho menor; 3ro. Que debe ordenar y orde-, 
na la ejecución provisional de la presente sentencia; 4to. 
Que debe condenar y condena al mencionado prevenido al, 
pago de las costas de procedimiento. Fdos. Dra. Deidamia 
Picherdo de Conde, Juez: y Darío Antonio Jiménez, Secre-
tario. Segundo: En cuanto al fondo Confirma la sentencia 
recurrida en todas sus partes; Tercero: Condena al recu_ 
r. rente al pago de las costas penales"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Cámara a-qua dió establecido: a) Que el 
prevenido vivió maritalmente con la querellante, a quien 
había mudado para su casa; b) Que siendo su concubina 
salió embarazada y luego dió a luz a un niño que responde 
al nombre de José Luis Antonio; c) Que las rasgos fislicos 
del menor coinciden con los del padre; d) que el prevenido 
no ayuda a la madre auerellante en el sostenimiento del 
hijo; 

Considerando que de los hechos así establecidos, la 
Cámara a-qua llegó a la conclusión de que el prevenido 
(quien negaba la paternidad) era el padre del menor; y que 
dicho prevenido no cumplía con sus deberes de padre del 
menor, y que persistió con su negativa después de haber 
sido requerido; que, en esos hechos se encuentran caracte-
rizados los elementos del delito previsto por la ley No. 24-
02, de 1950, y sancionado por dicha Ley con la pena de dos 
años de prisión correccional; que en consecuencia al conde-
nar al prevenido, después de declararlo culpable a sufrir 
esa pena, le aplicó una sanción ajustada a la ley; y al fi-
jarle una pensión de cinco pesos mensuales, después de 
ponderar las posibilidades económicas de los padres y la 
necesidad del menor, hizo también una correcta aplicación 
de dicha previsión legal; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos de interés para el recurrente, ella no 
contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Chicón Burgos, contra la senten r  
cia de fecha 30 de Agosto de 1967, dictada en sus atribucio_ 
nes correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, cuyo dispositivo. ha sido copiado en parte anterior 
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas.— 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.- 
Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la, 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 



SENTENCIA DE FECHA 19  DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 5 de julio de 1967. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Cándida Villar 

DioG, Patria y Libertad. 
10epública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas 
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1 9  de marzo del año 

1968, años 1259  de la Independencia y 105 9  de la Restaura-

ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Cándida 

Villar, dominicana, mayor de edad, soltera, cédula número 
8288, serie 42, residente en la Sección Piedra Blanca, Mu-
nicipib de Bonao, contra la sentencia correccional dictada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal en fecha 5 de 
julio de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la, 

Secretaría de la Corte a_qua en fecha 8 de agosto de 1967, 
a requerimiento del abogado Dr. Adriano A. Uribe Silva, 
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en representación de la recurrente, en la cual no se invoca 
ni ngún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 309 del Código Penal y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 30 
de enero de 1965 fueron sometidos a la acción de la Jus-
ticia, Cándida Villar y Rafael Contreras, por haber soste-
nido una riña, resultando Rafael Contreras con una herida 
(.11 la región infraescapular izquierda, y Cándida Villar con 
traumatismos en el cuerpo; b) que regularmente apoderado 
del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju_ 
dicial de San Cristóbal, dictó en fecha 11 de febrero de 1965 
una sentencia, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Se condena a la nombrada Cándida Villar, a pagar Cien 
Pesos Oro (RD$100.00) de multa y costas, por el delito de 
heridas producida a Rafael Contreras, que curó en más de 
20 días; Segundo: Se condena al nombrado Rafael Contre-
ras, a pagar Cinco Pesos Oro (RD$5.00) de multa y costas, 
por el delito de golpes que produjeron traumatismos a la 
señora Cándida Villar, que curaron en menos de 10 días; 
acogiendo en favor de ambos prevenidos, circunstancias 
atenuantes"; e) que sobre recurso de Cándida Villar la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal dictó en fecha 16 de sep-
tiembre de 1966, una sentencia en defecto contra Cándida 
Villar, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se de-
clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
por la nombrada Cándida Villar, contra la sentencia dic_ 
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal en fecha 11 de febrero del año 1965, 
que la condenó a RD$100.00 de multa y al pago de las cos-
tas, por el delito de heridas que curó después de veinte días, 
en perjuicio de Rafael Contreras, por haberlo intentado en 
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales; 

• 
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SENTENCIA DE FECHA 19  DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 5 de julio de 1967. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Cándida Villar 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas 
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1° de marzo del año 
1968, años 125 9  de la Independencia y 1059  de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cándida 
Villar, dominicana, mayor de edad, soltera, cédula número 
8288, serie 42, residente en la Sección Piedra Blanca, Mu-
nicipib de Bonao, contra la sentencia correccional dictada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal en fecha 5 de 
julio de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la, 

Secretaría de la Corte a_qua en fecha 8 de agosto de 1967, 
a requerimiento del abogado Dr. Adriano A. Uribe Silva,  

en representación de la recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 309 del Código Penal y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 30 
de enero de 1965 fueron sometidos a la acción de la Jus-
ticia, Cándida Villar y Rafael Contreras, por haber soste-
nido una riña, resultando Rafael Contreras con una herida 
en la región infraescapular izquierda, y Cándida Villar con 
traumatismos en el cuerpo; b) que regularmente apoderado 
del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju_ 
dicial de San Cristóbal, dictó en fecha 11 de febrero de 1965 
una sentencia, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: 
Se condena a la nombrada Cándida Villar, a pagar Cien 
Pesos Oro (RD$100.00) de multa y costas, por el delito de 
heridas producida a Rafael Contreras, que curó en más de 
20 días; Segundo: Se condena al nombrado Rafael Contre-
ras, a pagar Cinco Pesos Oro (RD$5.00) de multa y costas, 
por el delito de golpes que produjeron traumatismos a la 
señora Cándida Villar, que curaron en menos de 10 días; 
acogiendo en favor de ambos prevenidos, circunstancias 
atenuantes"; e) que sobre recurso de Cándida Villar la Cor-
te de Apelación de San Cristóbal dictó en fecha 16 de sep-
tiembre de 1966, una sentencia en defecto contra Cándida 
Villar, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se de-
clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
por la nombrada Cándida Villar, contra la sentencia clic_ 
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Cristóbal en fecha 11 de febrero del año 1965, 
que la condenó a RD$100.00 de multa y al pago de las cos-
tas, por el delito de heridas que curó después de veinte días, 
en perjuicio de Rafael Contreras, por haberlo intentado en 
tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales; 
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Segundo: Se pronuncia el defecto contra la prevenida Cán-
dida Villar, por no haber comparecido a la audiencia estan-
do legalmente citada; Tercero: Se confirma en todas sus, 
partes la sentencia apelada, en cuanto se refiere a la preve_ 
nida Cándida Villar; Cuarto: Se condena a la apelante al 
pago de las costas"; d) que sobre el recurso de oposición de 
Cándida Villar y después de varios reenvios, la Corte a-qua, 
dictó en fecha 5 de Julio de 1967, la sentencia ahora impug i 

 nada, cuyo dispositivo dice así: "Falta: Primero: Se declara 
nulo el recurso de oposición interpuesto por la inculpada 
Cándida Villar, contra la sentencia dictada por esta Corte, 
en fecha 16 de Septiembre del año 1966, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Se declara regular y válido el 
recurso de apelación interpuesto por la nombrada Cándida 
Villar, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Prime-, 
ra Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en fecha 
11 de Febrero del año 1965, que la condenó a RD$100.00 de 
multa y al pago de las costas, por el delito de herida que 
curó después de veinte días, en perjuicio de Rafael Contre-
ras, por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con 
las formalidades legales; Segundo: Se pronuncia el defecto 
contra la prevenida Cándida Villar, por no haber compare-
cido a la audiencia estando legalmente citada; Tercero: Se 
confirma en todas sus partes la sentencia apelada, en cuan-
to se refiere a la prevenida Cándida Villar; Cuarto: Se con-
dena a la apelante al pago de las costas"; Segundo: Se con-
dena a la oponente al pago de las costas"; 

En cuanto a la sentencia del 5 de Julio de 1967. 

Considerando que, por aplicación del artículo 188 del 
Código de Procedimiento Criminal, el recurso de oposición 
contra una sentencia en defecto será nulo, si el oponente no 
comparece a la audiencia fijada para conocer de dicho re-
curso, no obstante haber sido legalmente citado; que, en la 
especie, según resulta del examen de la sentencia impugna- 

da, y de los documentos a que ella se refiere, la recurrente 
Cándida, hizo oportunamente oposición contra la sentencia 
dictada en defecto en su contra, por la Corte a-qua, en fe-
cha 5 de julio de 1967, pero no compareció a la audiencia 
celebrada para conocer de su recurso, no obstante haber si-
do legalmente citada; que su recurso de oposición fue de-
clarado nulo, previa las conclusiones que formuló en ese 
sentido el Ministerio Público; que, en tales condiciones, la 
Corte a_qua hizo una correcta aplicación del texto legal 
arriba citado, por lo cual el recurso de casación interpuest9 
carece de fundamento, y debe ser rechazado; 

011 	En cuanto a la sentencia del 16 de septiembre de 1966; 

Considerando que en materia penal, cuando se rechaza 
un recurso de casación contra una sentencia que declara 
nula una oposición, debe reputarse que el recurso se ex-
tiende a la sentencia en defecto contra la cual se hizo la 
oposición; 

Considerando que en la sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, de 
fecha 11 de febrero de 1965, la cual fue confirmada por la 
sentencia dictada en defecto contra la prevenida Cándida 
Villar en fecha 16 de septiembre de 1966 por la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, consta que mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, se dió por establecido; 
a) que, como se ha dicho anteriormente en fecha 30 de ene_ 
ro de 1965 Cándida Villar infirió voluntariamente heridas 
a Rafael Contreras, que curaron en más de 20 días; 

Considerando que en los hechos así establecidos cons-
tan los elementos constitutivos del delito previsto por el ar-
tículo 309 del Código Penal, hecho castigado por el citado 

m 
texto legal con pena de prisión de seis meses a dos años, y

ulta de diez a cien pesos; que, por consiguiente, la Corte 

I i 
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Segundo: Se pronuncia el defecto contra la prevenida Cán-
dida Villar, por no haber comparecido a la audiencia estan-
do legalmente citada; Tercero: Se confirma en todas sus, 
partes la sentencia apelada, en cuanto se refiere a la preve_ 
nida Cándida Villar; Cuarto: Se condena a la apelante al 
pago de las costas"; d) que sobre el recurso de oposición de 
Cándida Villar y después de varios reenvios, la Corte a-qua, 
dictó en fecha 5 de Julio de 1967, la sentencia ahora impug l 

 nada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara 
nulo el recurso de oposición interpuesto por la inculpada 
Cándida Villar, contra la sentencia dictada por esta Corte, 
en fecha 16 de Septiembre del año 1966, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Se declara regular y válido el 
recurso de apelación interpuesto por la nombrada Cándida 
Villar, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Prime-, 
ra Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en fecha 
11 de Febrero del año 1965, que la condenó a RD$100.00 de 
multa y al pago de las costas, por el delito de herida que 
curó después de veinte días, en perjuicio de Rafael Contre-
ras, por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con 
las formalidades legales; Segundo: Se pronuncia el defecto 
contra la prevenida Cándida Villar, por no haber compare-
cido a la audiencia estando legalmente citada; Tercero: Se 
confirma en todas sus partes la sentencia apelada, en cuan-
to se refiere a la prevenida Cándida Villar; Cuarto: Se con-
dena a la apelante al pago de las costas"; Segundo: Se con-
dena a la oponente al pago de las costas"; 

En cuanto a la sentencia del 5 de Julio de 1967. 

Considerando que, por aplicación del artículo 188 del 1 , 
 Código de Procedimiento Criminal, el recurso de oposición l s 

contra una sentencia en defecto será nulo, si el oponente no], 
comparece a la audiencia fijada para conocer de dicho re, 
curso, no obstante haber sido legalmente citado; que, en la 
especie, según resulta del examen de la sentencia impugna- 

da, y de los documentos a que ella se refiere, la recurrente 
Cándida, hizo oportunamente oposición contra la sentencia 
dictada en defecto en su contra, por la Corte a-qua, en fe-
cha 5 de julio de 1967, pero no compareció a la audiencia 
celebrada para conocer de su recurso, no obstante haber si-
do legalmente citada; que su recurso de oposición fue de-
clarado nulo, previa las conclusiones que formuló en ese 
sentido el Ministerio Público; que, en tales condiciones, la 
Corte a_qua hizo una correcta aplicación del texto legal 
arriba citado, por lo cual el recurso de casación interptbestó 
carece de fundamento, y debe ser rechazado; 

*lb 	En cuanto a la sentencia del 16 de septiembre de 1966; 

Considerando que en materia penal, cuando se rechaza 
un recurso de casación contra una sentencia que declara 
nula una oposición, debe reputarse que el recurso se ex-
tiende a la sentencia en defecto contra la cual se hizo la 
oposición; 

Considerando que en la sentencia del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, de 
fecha 11 de febrero de 1965, la cual fue confirmada por la 
sentencia dictada en defecto contra la prevenida Cándida 
Villar en fecha 16 de septiembre de 1966 por la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, consta que mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba regularmente adminis-
trados en la instrucción de la causa, se dió por establecido; 
a) que, como se ha dicho anteriormente en fecha 30 de ene_ 
ro de 1965 Cándida Villar infirió voluntariamente heridas 
a Rafael Contreras, que curaron en más de 20 días; 

Considerando que en los hechos así establecidos cons-
tan los elementos constitutivos del delito previsto por el ar-
tículo 309 del Código Penal, hecho castigado por el citado 
texto legal con pena de prisión de seis meses a dos años, y 
multa de diez a cien pesos; que, por consiguiente, la Corte 
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a-qua al condenar a Cándida Villar, a cien pesos de multa, 
después de declararla culpable del indicado delito, y aco-
giendo circunstancias atenuantes en su favor, le aplicó una 
sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene, en lo que concierne al 
interés de la recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cándida Villar contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en ma-
teria correccional en fecha 5 de julio de 1967, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; 
y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Carlos Ma_ 
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló. —Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
Salcedo, de fecha 12 de septiembre de 1967. 

Mat?ria: Correccional (Viol. a la ley 5771) 

Recurrente: Eligio Acosta 

Abogado: Dr. Luis Felipe Nicasio Rodríguez 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Rave!o de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y 
Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-

I dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 4 de marzo del año 1968, años 125 9  de la Independencia 
y 1059  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eligio 
Acosta, estudiante, dominicano, soltero, mayor de edad, 
cédula No. 10871, serie 64, domiciliado y residente Tenares, 
contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, pronunciada en sus atribucio-. 
nes correccionales, en fecha 12 de septiembre de 1967, cu i  
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Luis Felipe Nicasio Rodríguez, cédula No. 

2151, serie 67, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 
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a-qua al condenar a Cándida Villar, a cien pesos de multa, 
después de declararla culpable del indicado delito, y aco-
giendo circunstancias atenuantes en su favor, le aplicó una 
sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos no contiene, en lo que concierne al 
interés de la recurrente, vicio alguno que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cándida Villar contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en ma-
teria correccional en fecha 5 de julio de 1967, cuyo disposi-
tivo ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; 
y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Carlos Ma_ 
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló. —Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. 
Salcedo, de fecha 12 de septiembre de 1967. 

Mat?ria: Correccional (Viol. a la ley 5771) 

Recurrente: Eligio Acosta 

Abogado: Dr. Luis Felipe Nicasio Rodríguez 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Rave!o de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y 
Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-

I dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 4 de marzo del año 1968, años 125 9  de la Independencia 
y 1059  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eligio 
Acosta, estudiante, dominicano, soltero, mayor de edad, 
cédula No. 10871, serie 64, domiciliado y residente Tenares, 
contra la sentencia del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Salcedo, pronunciada en sus atribucio-. 
nes correccionales, en fecha 12 de septiembre de 1967, cu i  
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Luis Felipe Nicasio Rodríguez, cédula No. 

2151, serie 67, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 21 de septiemb re 

 de 1967, a requerimiento del abogado Dr. Luis Felipe Nica-
sio R., en representación del recurrente; 

Visto el escrito de casación firmado por el abogado del 
recurrente en fecha 15 de enero de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell., 
berado y vistos los artículos 3 de la Ley No. 27 de 1942: 
133, 147, 169, 182, 183, y 203 del Código de Procedimiento 
Criminal, 10 de la Ley 4117 de 1955, 1382 y 1383 del Código 
Civil; y 1, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en fecha 27 de di-
ciembre de 1966 en el kilómetro dos de la carretera de Te-
nares a Los Cacaos, el Juzgado de Paz del Municipio de Te-
nares, regularmente apoderado, dictó en fecha 7 de julio 
del 1967 una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade_ 
lante; b) que sobre los recursos de apelación del Procura-
dor Fiscal, de Santos Cruz Paulino y de la Compañía, Se-
guros Pepín, S. A., intervino la sentencia ahora impugnada. 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: S Declaran 
buenos y válidos, en cuanto a la forma los recur is de Ape-
lación interpuestos por el Magistrado Procur dor Fiscal y 
el Dr. Américo Espinal Hued, contra sente Jia No .89 de 
fecha 7 de julio de 1967, del Juzgado de/'az de Tenues. 
que textualmente dice: 'Primero: Declaréal nombrado Eli-
gio Acosta Sánchez, culpable de violarlas disposiciones del 
artículo 28 de la Ley 4809, manejar ehículo sin estar pro_ 
visto de la licencia correspondiente, en consecuencia aco-
giendo a su favor amplias circunsta i'iac 4'..M.P.nuantes se le 
condena al pago de una multa de RD$2. 'os pesos oro): 

Segundo: Declara al nombrado Santos Cruz Paulino, culpa- 
ble de violar las disposiciones del artículo 1ro. apartado (a) 

5771, golpes involuntario, con el manejo de un 

vehículo hlia Lcul eoyde motor curables antes de 10 días, en perjuicio de 
Eligio Acosta y se condena al pago de una multa de RD$- 
10.00 (diez pesos oro); Tercero: Declara regular y válida la 
constitución en parte civil hecha por el nombrado Eligio 
Acosta, por órgano de su abogado constituido Dr. Luis Fe- 
lipe Nicasio R., y contra Santos Cruz Paulino, Roselio Cruz 
González y la Compañía Nacional de Seguros Pepín S. A., 
el primero en su calidad de chófer del vehículo que produjo 
el acciddente; el segundo en su calidad de comitente del pri_ 
mero y la tercera en su calidad de aseguradora de los ries- 
gos del vehículo que produjo el accidente; Cuarto: Condena 
al nombrado Santos Cruz Paulino, conjunta y solidaria- 
mente con Roselio Cruz González al pago de una indemni- 
zación de RD$600.00 (Seiscientos Pesos Oro) a favor de Eli- 
gio Acosta, por los daños y perjuicios sufridos por éste a 
consecuencia del accidente de que se trata; Quinto: Cande- 
na al nombrado Santos Cruz Paulino, conjunta y solidaria- 
mente con Roselio Cruz González al pago de las costas; 
Sexto: Ordena, que la presente sentencia, sea común eje- 
cutoria y oponible a la Compañía Nacional de Seguros, Se- 
guros Pepín S. A. en su calidad de aseguradora de la res- 
pon§abilidad civil del señor Roselio Cruz González; SEGUN- 
DO: Se Nnfirma dicha sentencia en cuanto a la culpabi- 
lidad de al-liaos prevenidos y en cuanto a la pena impuesta 
a Santos Cr,:z Paulino y actuando por propia autoridad, se 
condena a 10‘-,slías de prisión correccional y al pago de una 
multa de RD$"(:)0 (Treinta Pesos Oro); TERCERO: Se re- 
voca la sentencia pelada, en el aspecto civil en lo que res- 
pecta a la presunta persona civilmente responsable señor 
Roselio Cruz González y la Compañía "Seguros Pepín S. 
A." y actuando por ca..?trario imperio rechaza la constitu- 
clon en parte civijk hecha por Eligio Acosta contra Roselio 
Cruz GonzáleA, 1-;«#r'no haber sido este legalmente puesto 

J./ 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener al 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 21 de septiemb re 

 de 1967, a requerimiento del abogado Dr. Luis Felipe Nica-
sio R., en representación del recurrente; 

Visto el escrito de casación firmado por el abogado del 
recurrente en fecha 15 de enero de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli -
berado y vistos los artículos 3 de la Ley No. 27 de 1942: 
133, 147, 169, 182, 183, y 203 del Código de Procedimiento 
Criminal, 10 de la Ley 4117 de 1955, 1382 y 1383 del Código 
Civil; y 1, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido en fecha 27 de di-
ciembre de 1966 en el kilómetro dos de la carretera de Te-
nares a Los Cacaos, el Juzgado de Paz del Municipio de Te-
nares, regularmente apoderado. dictó en fecha 7 de julio 
del 1967 una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade_ 
lante; b) que sobre los recursos de apelación del Procura-
dor Fiscal, de Santos Cruz Paulino y de la Compañía, Se-
guros Pepín, S. A., intervino la sentencia ahora impugnada. 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: S Declaran 
buenos y válidos, en cuanto a la forma los recur jS de Ape-
lación interpuestos por el Magistrado Procur „dor Fiscal 
el Dr. Américo Espinal Hued, contra sente Tia No .89 de 
fecha 7 de julio de 1967, del Juzgado de,Z•az de Tenares 
que textualmente dice: 'Primero: Declaréal nombrado Eli-
gio Acosta Sánchez, culpable de violarlas disposiciones del 
artículo 23 de la Ley 4809, manejar ehículo sin estar pro_ 
visto de la licencia correspondiente, r en consecuencia aco-
giendo a su favor amplias circunsta•.ofpnuantes se le 
condena al pago de una multa de RD$2. os pesos oro ) : 

segundo: Declara al nombrado Santos Cruz Paulino, culpa-
ble de violar las disposiciones del artículo 1ro. apartado (a) 
de la LeY 5771, golpes involuntario, con el manejo de un 
vehículo de motor curables antes de 10 días, en perjuicio de 
Eligio Acosta y se condena al pago de una multa de RD$- 
10.00 (diez pesos oro); Tercero: Declara regular y válida la 

constitución en parte civil hecha por el nombrado Eligio 
Acosta, por órgano de su abogado constituído Dr. Luis Fe-
lipe Nicasio R., y contra Santos Ci uz Paulino, Roselio Cruz 
González y la Compañía Nacional de Seguros Pepín S. A., 
el primero en su calidad de chófer del vehículo que produjo 
el acciddente; el segundo en su calidad de comitente del pri_ 
mero y la tercera en su calidad de aseguradora de los ries-
gos del vehículo que produjo el accidente; Cuarto: Condena 
al nombrado Santos Cruz Paulino, conjunta y solidaria-
mente con Roselio Cruz González al pago de una indemni-
zación de RD$600.00 (Seiscientos Pesos Oro) a favor de Eli-
gio Acosta, por los daños y perjuicios sufridos por éste a 
consecuencia del accidente de que se trata; Quinto: Conde., 
na al nombrado Santos Cruz Paulino, conjunta y solidaria-
mente con Roselio Cruz González al pago de las costas; 
Sexto: Ordena, que la presente sentencia, sea común eje-
cutoria y oponible a la Compañía Nacional de Seguros, Se-
guros Pepín S. A. en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil del señor Roselio Cruz González; SEGUN-
DO: Se QInfirma dicha sentencia en cuanto a la culpabi-
lidad de álnbos prevenidos y en cuanto a la pena impuesta 
a Santos Cuz Paulino y actuando por propia autoridad, se 
condena a 10' ías de prisión correccional y al pago de una 
multa de RD$3430 (Treinta Pesos Oro); TERCERO: Se re-
voca la sentencia „pelada, en el aspecto civil en lo que res-
pecta a la presunta p(ersona civilmente responsable señor 
Roselio Cruz González y la Compañía "Seguros Pepín S. 
A." y actuando por c4trario imperio rechaza la constitu-
clon en parte civi.k heOia por Eligio Acosta contra Roseliq 
Cruz González\  1-$.;a11-4no haber sido este legalmente puesto 
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en causa en primer grado y en cuanto a la compañía de 
seguros, Seguros Pepín S. A. por improcedente y mal fun 
dada; CUARTO: Se confirma en el aspecto civil, en lo qui 
respecta al prevenido Santos Cruz Paulino; QUINTO: Se 
condena ambos prevenidos al pago de las costas penales y 
civiles, con distracción de las mismas a favor del Dr. Luis 
Felipe Nicasio R., y Dr. Américo Espinal Hued, respectiva-
mente, abogados que afirman haberlas avanzado en su ma-
yor parte"; 

Considerando que en su escrito de casación el recu-
rrente invoca los medios siguientes: Primer Medio: Viola-
ción de los artículos 3 de la Ley No. 27 del 27 de junio de 
1942, 169 y 203 del Código de Procedimiento Criminal; 
Segundo Medio: Violación de los artículos 147 y 148 del 
Código de Procedimiento Criminal; Tercer Medio: Viola-
ción del artículo 10 de la Ley 4117; Cuarto Medio Viola-
ción del artículo 133 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer' 
medio de casación el recurrente alega en síntesis, que el 
Tribunal a -quo admitió la apelación interpuesta por el Fis_ 
calizador ante el Juzgado de Paz de Tenares, a pesar de 
que fue hecha por telegrama enviado a dicho funcionario 
por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Salcedo, 
por lo cual dicho Tribunal violó las disposiciones de los ar-
tículos 169 y 203 del Código de Procedimiento Criminal 
que disponen que ese recurso debe ser interpues .) por de-
claración en la Secretaría del Juzgado de Paz; ero, 

Considerando que la sentencia impugnado hizo agra_, 
vio al recurrente en el aspecto penal puesto'. que dicha sen7 
tencia se limitó en cuanto a él a mantenerla del primer gra-
do de la cual él no había apelado, y( por tanto, el medio 
propuesto carece de interés y debe ser desestimado; 

Considerando que en el segun y tercer medios del 
recurso, reunidos, el recurrente alegá.., en líntesis: que en la 
sentencia impugnada se afirma que It7j1t... Cruz Gonzá-, 

lez no fue puesto en causa, a pesar de que por acto No. 20 
de fecha 12 de mayo del 1967, él, (el recurrente), lo emplazó 
por ante el Juzgado de Paz del Municipio de Tenares, en sq 
calidad de persona civilmente responsable, y éste compa_ 
rec ió a la audiencia para la cual fue emplazado; que, asi-
mismo, por acto Número 11536 de fecha 22 de junio de 
1967, del ministerial Manuel de Jesús Acevedo Pérez, al-
guacil de Estrados de la Suprema Corte de Justicia, fue 
puesta en causa la Compañía Nacional de Seguros 
`Seguros Pepín S. A."; que dicho Juez ignoró tam-
bién las disposiciones del artículo 147 del Código de Proce_ 
dimiento Criminal, según el cual las partes pueden compa-
recer ante el Juez de Paz voluntariamente, en virtud de 
un simple llamamiento, sin necesidad de citación; que Ro-
selio Cruz González, propietario del vehículo que ocasionó 
el accidente estuvo presente en las audiencias celebradas 
por el Juez de Paz; que, por tanto, dicho Juzgado no dió 
motivos suficientes para justificar su fallo; 

Considerando que, en efecto, en las sentencia impug-
nada se expresa que después de varios reenvíos, el Dr. Luis 
Felipe Nicasio R., abogado de la parte civil constituida citó 
y emplazó a Roselio Cruz, dueño del automóvil que causó 
el accidente, para que compareciera al Juzgado de Paz de 
Tenares a la audiencia del 31 de mayo de 1967, a las 9 de 
la mañana, para que se oyera condenar como persona ci_ 
vilmente-esponsable; que en esta ocasión el Dr. Nicasio R., 
solicitó el reenvío de la audiencia para el 15 de junio 
del mismo aso, con el fin de poner en causa a la compañía, 
aseguradora "`seguros Pepín, S. A."; qque el Juez de Paz 
ordenó el reenvío solicitado para esa fecha quedando em-
plazado para ella Roselio Cruz; que el Dr. Nicasio Ft., no 
compareció a dicha ludiencia y pidió excusas al Juez de 
Paz por su inasistencia en razón de que tenía que atender 
a un asunto urgente 1:1!'›•  su familia en Santo Domingo y so, 
licitó el reenvío le 1 audiencia sine die, pedimento que 
fue acogido po. 1 Y.Icno Juez; que la audiencia fue fijada nue- 

• 



552 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 553 

en causa en primer grado y en cuanto a la compañía d e 
 seguros, Seguras Pepín S. A. por improcedente y mal fun 

 dada; CUARTO: Se confirma en el aspecto civil, en lo que-
respecta al prevenido Santos Cruz Paulino; QUINTO: Se 
condena ambos prevenidos al pago de las costas penales y 
civiles, con distracción de las mismas a favor del Dr. Luis 
Felipe Nicasio R., y Dr. Américo Espinal Hued, respectiva-
mente, abogados que afirman haberlas avanzado en su ma-
yor parte"; 

Considerando que en su escrito de casación el recu-
rrente invoca los medios siguientes: Primer Medio: Viola-
ción de los artículos 3 de la Ley No. 27 del 27 de junio de 
1942, 169 y 203 del Código de Procedimiento Criminal; 
Segundo Medio: Violación de los artículos 147 y 148 del 
Código de Procedimiento Criminal; Tercer Medio: Viola-
ción del artículo 10 de la Ley 4117; Cuarto Medio Viola-
ción del artículo 133 del Código de Procedimiento Criminal; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer' 
medio de casación el recurrente alega en síntesis, que el 
Tribunal a-quo admitió la apelación interpuesta por el Fis_ 
calizador ante el Juzgado de Paz de Tenares, a pesar de 
que fue hecha por telegrama enviado a dicho funcionario 
por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Salcedo, 
por lo cual dicho Tribunal violó las disposiciones de los ar-
tículos 169 y 203 del Código de Procedimiento Criminal 
que disponen que ese recurso debe ser interpues J por de-
claración en la Secretaría del Juzgado de Paz; ero, 

Considerando que la sentencia impugnad no hizo agra., 
vio al recurrente en el aspecto penal puests• que dicha sen-
tencia se limitó en cuanto a él a mantener/1a del primer gra-
do de la cual él no había apelado, y, por tanto, el medio 
propuesto carece de interés y debe ser desestimado; 

Considerando que en el segun o y tercer medios del 
recurso, reunidos, el recurrente aleg en bilktesis: que en la 
sentencia impugnada se afirma que • Cruz Gonzá-, 

lez no fue puesto en causa, a pesar de que por acto No. 20 
(le fecha 12 de mayo del 1967, él, (el recurrente), lo emplazó 
por ante el Juzgado de Paz del Municipio de Tenares, en su 
calidad de persona civilmente responsable, y éste compa_ 
eció a la audiencia para la cual fue emplazado; que, asi-

mismo, por acto Número 11536 de fecha 22 de junio de 
1967, del ministerial Manuel de Jesús Acevedo Pérez, al-
guacil de Estrados de la Suprema Corte de Justicia, fue 
puesta en causa la Compañía Nacional de Seguros 
"Seguros Pepín S. A."; que dicho Juez ignoró tam-
bién las disposiciones del artículo 147 del Código de Proce_ 
dimiento Criminal, según el cual las partes pueden compa-
recer ante el Juez de Paz voluntariamente, en virtud de 
un simple llamamiento, sin necesidad de citación; que Ro-
selio Cruz González, propietario del vehículo que ocasionó 
el accidente estuvo presente en las audiencias celebradas 
por el Juez de Paz; que, por tanto, dicho Juzgado no dió 
motivos suficientes para justificar su fallo; 

Considerando que, en efecto, en las sentencia impug-
nada se expresa que después de varios reenvíos, el Dr. Luis 
Felipe Nicasio R., abogado de la parte civil constituida citó 
y emplazó a Roselio Cruz, dueño del automóvil que causó 
el accidente, para que compareciera al Juzgado de Paz de 
Tenares a la audiencia del 31 de mayo de 1967, a las 9 de 
la mañana, para que se oyera condenar como persona ci_ 
vilmenteesponsable; que en esta ocasión el Dr. Nicasio R., 
solicitó el reenvío de la audiencia para el 15 de junio 
del mismo ato, con el fin de poner en causa a la compañía, 
aseguradora'  turos Pepín, S. A."; qque el Juez de Paz 
ordenó el reen solicitado para esa fecha quedando em-
plazado para ella Roselio Cruz; que el Dr. Nicasio R., no 
compareció a dicha kudiencia y pidió excusas al Juez de 
Paz por su inasistencia en razón de que tenía que atender 
a un asunto urgente su familia en Santo Domingo y so l  
licitó el reenvío 	audiencia sine die, pedimento que 
fue acogido 	IX4f:Ko Juez; que la audiencia fue fijada nue- 
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vamente para el 6 de julio de 1967; pero el abogado de la 
parte civil no citó para esta audiencia, como era su deber, 
a la persona civilmente responsable; que la compañía ase_ 
guradora sólo es responsable cuando lo es el asegurado; que 
en el caso de la especie, el asegurado "no puede ser conde-
nado civilmente por no haber sido legalmente puesto en 

sa"; pero, 
Considerando que del examen de los documentos del 

expediente resulta que tanto el dueño del vehículo como 
la compañía aseguradora mencionados, fueron puestos en 

causa en la jurisdicción de primer grado, tal como lo afir-
ma el recurrente; que al no admitirlo así el Juez a_quo hizo 

una errónea aplicación de la Ley, por lo cual dicha senten-
cia debe ser casada en el aspecto civil, sin necesidad d9 

ponderar los otros medios del recurso; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juz-

gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 
pronunciada en sus atribuciones correccionales en fecha 12 
de septiembre de 1967, cuyo dispositivo se copia en parte 
anterior del presente fallo; y envía el asunto ante el Juzga-
do de Primera Instancia de Espaillat, en las mismas atri.. 
buciones; Segundo: Condena a los recurridos Roselio Cruz 
González y la Compañía "Seguros Pepín, S. A.", al pago de 

las costas, con distracción en favor del Dr. Luis Felipe Ni-
casio Rodríguez, abogado del recurrente, quien afirma ha, 
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la, 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 

Recurrente: Consejo Estatal del Azúcar 

Abogados: Drs. José Enrique Hernández Machado, Lic. Rafael 

Alburquerque Zayas Bazán y Dr. Juan Esteban 
Ariza Mendoza 

recurrido: Manuel de Jesús Guzmán Saldaña 
Abogado: Dr. Fernando E. Bello Cabral 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco E

' pidio Beras y 
Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de Marzo de 1963, años 125 9  de la Independencia y 
1 059  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Consejo Estatal del Azúcar, entidad industrial organizada de acuer-
do con las leyes dominicanas, con domicilio en la Avenida 
Fray Cipriano de Utrera, en el Centro de los Héroes, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en fecha 29 de ma- 
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vamente para el 6 de julio de 1967; pero el abogado de la 
parte civil no citó para esta audiencia, como era su deber, 
a la persona civilmente responsable; que la compañía ase_ 
guradora sólo es responsable cuando lo es el asegurado; que 
en el caso de la especie, el asegurado "no puede ser conde-
nado civilmente por no haber sido legalmente puesto en 

sa"; pero, 
Considerando que del examen de los documentos del 

expediente resulta que tanto el dueño del vehículo como 
la compañía aseguradora mencionados, fueron puestos en 

causa en la jurisdicción de primer grado, tal como lo afir-
ma el recurrente; que al no admitirlo así el Juez a_quo hizo 

una errónea aplicación de la Ley, por lo cual dicha senten-
cia debe ser casada en el aspecto civil, sin necesidad d9 

ponderar los otros medios del recurso; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Juz-

gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, 
pronunciada en sus atribuciones correccionales en fecha 12 
de septiembre de 1967, cuyo dispositivo se copia en parte 
anterior del presente fallo; y envía el asunto ante el Juzga-
do de Primera Instancia de Espaillat, en las mismas atri.. 
buciones; Segundo: Condena a los recurridos Roselio Cruz 
González y la Compañía "Seguros Pepín, S. A.", al pago de 

las costas, con distracción en favor del Dr. Luis Felipe Ni-
casio Rodríguez, abogado del recurrente, quien afirma ha, 
berlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la, 
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 

Recurrente: Consejo Estatal del Azúcar 

Abogados: Drs. José Enrique Hernández Machado, Lic. Rafael 

Alburquerque Zayas Bazán y Dr. Juan Esteban 
Ariza Mendoza 

recurrido: Manuel de Jesús Guzmán Saldaña 
Abogado: Dr. Fernando E. Bello Cabral 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco E

' pidio Beras y 
Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de Marzo de 1963, años 125 9  de la Independencia y 
1 059  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Consejo Estatal del Azúcar, entidad industrial organizada de acuer-
do con las leyes dominicanas, con domicilio en la Avenida 
Fray Cipriano de Utrera, en el Centro de los Héroes, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en fecha 29 de ma- 
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yo de 1967, por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se 

copiará más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula 

57969, serie lra., por sí y por el Lic. Rafael Alburquerque 
Zayas-Bazán, y el Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza, aboga- 
dos del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Fernando E. Bello Cabral, cédula 6030, 
serie 30, abogado del recurrido Manuel de Jesús Guzmán 
Saldaña, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Mag'strado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 3 de agosto de 
1967. suscrito por los abogados de la parte recurrente, en 
el cual se invocan los medios que más adelante se expresan; 

Visto el memorial de defensa de fecha 11 de septiem_ 
bre de 1967. suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de 
liberado y vistos los artículos 68 y 77 del Código de Traba- 1 

 jo, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda laboral intentada por Ma-
nuel de Jesús Guzmán Saldaña, contra la Corporación Azu-
carera de la República Dominicana (Consejo Estatal del 
Azúcar), en pago de prestaciones laborales, y la cual no 
pudo ser objeto de conciliación ante las autoridades corres-44 
pondientes. el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 23 de noviembre de 1966, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Recha-, 
za en todas sus partes las conclusiones de la parte deman-
dada, por improcedentes y mal fundadas; Segundo: Acoge 
en todas sus partes las conclusiones del demandante por 
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ser justas y reposar en prueba legal; Tercero: Declara in_ 
justificado el despido y resuelto el contrato de trabajo que 
ligaba a las partes, por culpa del patrono y con responsabi- 
lidad para el mismo; Cuarto: Condena a la Corporación 
Azucarera de la República Dominicana, a pagarle al señor 
Manuel de Jesús Guzmán Saldaña, los valores que le co-
rresponden por concepto de 24 días de salarios por pre-
aviso, 75 días por Auxilio de Cesantía, las vacaciones no 
disfrutadas ni pagadas, y al pago de los 3 meses de salariq 
establecidos en el inciso 3ro. del artículo 84 del Código dé 
Trabajo, todo a base de un salarlo de RD$400.00 mensuales; 
Quinto: Condena a la Corporación Azucarera de la Repú-
blica Dominicana al pago de los intereses legales de la su- 1 

 ma resultante, a partir del día de la demanda en justicia; 
Sexto: Condena a la empresa demandada al pago de las 
costas del procedimiento, ordenando su distracción de és-
tas en favor del Doctor Fernando E. Bello Cabral quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que so-
bre apelación del Consejo Estatal del Azúcar, la Cámara 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 29 de mayo de 1967, la decisión 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI_ 
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por el Consejo Estatal del 
Azúcar contra sentencia de fecha 23 de Noviembre de 1966, 
dictada en favor de Manuel de Jesús Guzmán Saldaña, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta mis-
ma sentencia; Segundo: Relativamente al fondo confirma 
dicha sentencia impugnada con excepción del ordinal Quin-
to de su dispositivo, el cual Revoca según los motivos ex., 
puestos; Tercero: Condena al Consejo Estatal del Azúcar 
parte sucumbiente, al pago de las costas del procedimiento 
de conformidad con los artículos 691 del Código de Traba-
jo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964, orde-
nando su distracción en pi :ovecho del Doctor Fernando E., 
Bello Cabral quien afirma haberlas avanzado en su totali- 
dad"• 
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yo de 1967, por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se 

copiará más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula 

57969, serie lra., por si y por el Lic. Rafael Alburquerque 
Zayas-Bazán, y el Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza, aboga-
dos del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Fernando E. Bello Cabral, cédula 6030 ; 

 serie 30, abogado del recurrido Manuel de Jesús Guzmán 
Saldaña, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Mag'strado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 3 de agosto de 
1967. suscrito por los abogados de la parte recurrente, en 
el cual se invocan los medios que más adelante se expresan; 

Visto el memorial de defensa de fecha 11 de septiem-
bre de 1967. suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después• de haber de 
liberado y vistos los artículos 68 y 77 del Código de Traba, 
jo, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al 
que con motivo de una demanda laboral intentada por Ma-
nuel de Jesús Guzmán Saldaña, contra la Corporación Azu-
carera de la República Dominicana (Consejo Estatal del 
Azúcar), en pago de prestaciones laborales, y la cual no 
pudo ser objeto de conciliación ante las autoridades corres- i 
pondientes. el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na.. 
cional, dictó en fecha 23 de noviembre de 1966, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Recha-, 
za en todas sus partes las conclusiones de la parte deman -

dada, por improcedentes y mal fundadas; Segundo: Acoge 
en todas sus partes las conclusiones del demandante por  

ser justas y reposar en prueba legal; Tercero: Declara in_ 
justificado el despido y resuelto el contrato de trabajo que 
ligaba a las partes, por culpa del patrono y con responsabi- 
lidad para el mismo; Cuarto: Condena a la Corporación 
Azucarera de la República Dominicana, a pagarle al señor 
Manuel de Jesús Guzmán Saldaña, los valores que le co-
rresponden por concepto de 24 días de salarios por pre-

: aviso, 75 días por Auxilio de Cesantía, las vacaciones no 
disfrutadas ni pagadas, y al pago de los 3 meses de salario, 
establecidos en el inciso 3ro. del artículo 84 del Código de 
Trabajo, todo a base de un salarlo de RD$400.00 mensuales; 
Quinto: Condena a la Corporación Azucarera de la Repú-
blica Dominicana al pago de los intereses legales de la su l 

 ma resultante, a partir del día de la demanda en justicia; 
Sexto: Condena a la empresa demandada al pago de las 
costas del procedimiento, ordenando su distracción de és-
tas en favor del Doctor Fernando E. Bello Cabral quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que so-
bre apelación del Consejo Estatal del Azúcar, la Cámara 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó en fecha 29 de mayo de 1967, la decisión 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI_ 
MERO: Declara regular y válido en cuanto a la forma el 
recurso de apelación interpuesto por el Consejo Estatal del 
Azúcar contra sentencia de fecha 23 de Noviembre de 1966, 
dictada en favor de Manuel de Jesús Guzmán Saldaña, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta mis-
ma sentencia; Segundo: Relativamente al fondo confirma 
dicha sentencia impugnada con excepción del ordinal Quin-
to de su dispositivo, el cual Revoca según los motivos ex., 
puestos; Tercero: Condena al Consejo Estatal del Azúcar 
parte sucumbiente, al pago de las costas del procedimiento 
de conformidad con los artículos 691 del Código de Traba-
jo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964, orde-
nando su distracción en provecho del Doctor Fernando E., 
Bello Cabral quien afirma haberlas avanzado en su totali- 
dad"; 

4Iw 
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Considerando que en su memorial de casación el rece 
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Desna-

turalización de los hechos de la causa. Falsa aplicación y de-
finición del Concepto de Despido. Confusión de este concep-

to con el de desahucio.— Segundo Medio: Contradicción de 

Motivos. Motivación Errónea. Violación de los artículos 68 
y 77 del Código de Trabajo, por errónea aplicación. Falta 

de base legal.— 

Considerando que en apoyo de ambos medios del re_ 
curso, a cuyo examen se procederá conjuntamente, el re l 

 currente alega, en síntesis, que el juez a-quo, después de 

comprobar que el 30 de noviembre de 1965, se operó un 
desahucio patronal contra e3 recurrido, según se despren-
de del informativo que fue expresamente ordenado, ca-
lifica a los hechos establecidos como un despido, en lo cual 
incurrió en una confusión, pues el desahucio y el despido 
son figuras distintas, con ámbito y consecuencia jurídicas 
propias; que, en efecto, en el primer caso el patrono incu-
rre en la obligación de pagar las prestaciones laborales co-
rrespondientes, sin que tenga que dar razones de su proce 
der; que, por el contrario, en el segundo, puede invocar, 
para liberarse de responsabilidades, alguna de las causas 
que lo justifiquen y no está obligado a otorgar prestaciones 
algunas; que —sigue exponiendo la recurrente— si el 39 
de noviembre de 1965 se produjo un desahucio con promesa 
de parte de la empresa, de efectuar la liquidación corres-
pondiente, no se puede inferir de ello que la emprsa hu-
biese incurrido en un despido; pero, 

Considerando aue la Cámara a-qua dio por establecido 

mediante la ponderación de los elementos de prueba apor_ 
tados en la instrucción de la causa, que el jefe de la ofici-
na de la división de melazas del Consejo Estatal del Azú-
car, en San Pedro de Macorís, participó verbalmente en fe-
cha 29 de noviembre de 1965, al contador Guzmán Salda., 
ña, que "iba a ser liquidado a partir del 30 de noviembre 

de 1965, y que trabajaría nada más hasta dicho día", a partir del cual el ahora recurrido no volvió al trabajo; que 
no habiendo sido aprobada por las autoridades superiores 
de la división de melazas la decisión de liquidar a Guzmán 
Saldaña, éste fue llamado en fecha 3 de diciembre de 1965, 
para que se reintegrara a sus labores, a lo aue se negó, 
por lo que la empresa comunicó en la misma fecha al De-
partamento de Trabajo que ponía término al contrato por 
haber aquél, hecho abandono de sus obligaciones; que si 
bien la empresa creyó enmendar la 'situación que se había 
creado —continúa expresándose en la decisión impugnada 
— notificando el despido de Guzmán Saldaña ,e1 día 3 de 
diciembre de 1965, sobre la alegación de aue éste había 
dejado de asistir a su trabajo los días anteriores a dicha fe-
cha, tal despido se realizó "real y efectivamente" el día, 
30 de noviembre, fecha en la cual cesó la obligación del em_ 
pleado de continuar trabajando, por haber puesto término 
al contrato unilateralmente, el patrono, sin falta de aquél; 

Considerando que si las comprobaciones de hecho efec-
tuadas por la Cámara a-qua configuraban para la fecha del 
30 de noviembre de 1965, en sí mismas, la existencia de un 
desahucio con respecto a Guzmán Saldaña, tal situación ju-
rídica quedó transmutada, como se expresa en la decisión 
impugnada, en un despido injustificado, desde que la ac_ 
tual recurrente, notificó el despido de su empleado, invocan-
do el incumplimiento de una obligación que ya no existía 
de parte de éste, desde el 30 de noviembre de 1965, fecha 
en que cesó por decisión unilateral del patrono toda rela-
ción contractual con el ahora recurrido; que, de consiguien-
te, la Cámara a_qua ha hecho en la especie, una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando que la Cámara a-qua, sin incurrir en des-
naturalización alguna, ha dado motivos pertinentes y con-
gruentes que justifican su decisión, y que ésta contiene 
una relación de los hechos y circunstancias de la causa, que 
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y 77 del Código de Trabajo, por errónea aplicación. Falta 

de base legal.— 

Considerando que en apoyo de ambos medios del re_ 
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 currente alega, en síntesis, que el juez a-quo, después de 

comprobar que el 30 de noviembre de 1965, se operó un 
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incurrió en una confusión, pues el desahucio y el despido 
son figuras distintas, con ámbito y consecuencia jurídicas 
propias; que, en efecto, en el primer caso el patrono incu-
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que lo justifiquen y no está obligado a otorgar prestaciones 
algunas; que —sigue exponiendo la recurrente— si el 30 
de noviembre de 1965 se produjo un desahucio con promesa 
de parte de la empresa, de efectuar la liquidación corres-
pondiente, no se puede inferir de ello que la emprsa hu 
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tados en la instrucción de la causa, que el jefe de la ofici-
na de la división de melazas del Consejo Estatal del Azú-
car, en San Pedro de Macorís, participó verbalmente en fe-
cha 29 de noviembre de 1965, al contador Guzmán Salda_ 
ña, que "iba a ser liquidado a partir del 30 de noviembre 

de 1965, y que trabajaría nada más hasta dicho día", a 
partir del cual el ahora recurrido no volvió al trabajo; que 
no habiendo sido aprobada por las autoridades superiores 
de la división de melazas la decisión de liquidar a Guzmán 
Saldaña, éste fue llamado en fecha 3 de diciembre de 1965, 
para que se reintegrara a sus labores, a lo aue se negó, 
por lo que la empresa comunicó en la misma fecha al De-
partamento de Trabajo que ponía término al contrato por 
haber aquél, hecho abandono de sus obligaciones; que si 
bien la empresa creyó enmendar la 'situación que se había 
creado —continúa expresándose en la decisión impugnada 
— notificando el despido de Guzmán Saldaña ,el día 3 de 
diciembre de 1965, sobre la alegación de aue éste había 
dejado de asistir a su trabajo los días anteriores a dicha fe-
cha, tal despido se realizó "real y efectivamente" el día, 
30 de noviembre, fecha en la cual cesó la obligación del em_ 
pleado de continuar trabajando, por haber puesto término 
al contrato unilateralmente, el patrono, sin falta de aquél; 

Considerando que si las comprobaciones de hecho efec-
tuadas por la Cámara a-qua configuraban para la fecha del 
30 de noviembre de 1965, en sí mismas, la existencia de un 
desahucio con respecto a Guzmán Saldaña, tal situación ju-
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impugnada, en un despido injustificado, desde que la ac_ 
tual recurrente, notificó el despido de su empleado, invocan-
do el incumplimiento de una obligación que ya no existía 
de parte de éste, desde el 30 de noviembre de 1965, fecha 
en que cesó por decisión unilateral del patrono toda rela-
ción contractual con el ahora recurrido; que, de consiguien-
te, la Cámara a_qua ha hecho en la especie, una correcta 
aplicación de la ley; 

Considerando que la Cámara a-qua, sin incurrir en des-
naturalización alguna, ha dado motivos pertinentes y con-
gruentes que justifican su decisión, y que ésta contiene 
una relación de los hechos y circunstancias de la causa, que 
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dow 

han permitido a esta Suprema Corte de Justicia, ejercer 

adecuadamente sus facultades de control; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca_ 
sación interpuesto por el Consejo Estatal del Azúcar, con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 
29 de mayo de 1967, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo, Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas, cuya distracción se ordena en prove-
cho del Dr. Fernando E. Bello Cabral, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Tejada.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Fancisco Elpidio Beras. —Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 26 de octubre de 1967. 

3faterta: Penal (Confiscaciones) 

Recurrente: Corporación Dominicana de Empresas Estatales 
(CORDE) 

Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo 

Prevenido: Ellas Gadala Maria 

Abogados: Drs. Manuel Guzmán Vásquez y Lic. Eduardo Sánchez 
Cabral. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio 
Beras; Joaquín M. Alvarez Perdió y Juan Bautista Roja 
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de marzo del año 
1968, años 1259 de la Independencia y 1059 de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Empresas Estatales (CORDE), creada 
por la Ley No. 289 de 1966, con su domicilio en la segunda 
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6 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, (19 
fecha 26 de octubre de 1967. 

Materia: Penal (Confiscaciones) 

Recurrente: Corporación Dominicana de Empresas Estatales 
(CORDE) 

Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo 

Prevenido: Ellas Gadala Maria 

Abogados: Drs. Manuel Guzmán Vásquez y Lic. Eduardo Sánchez 
Cabral. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio 
Beras; Joaquín M. Alvarez Perdió y Juan Bautista Rojas 
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de marzo del año 
1968, años 125° de la Independencia y 105 9  de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Corpo-
ración Dominicana de Empresas Estatales (CORDE), creada 
por la Ley No. 289 de 1966, con su domicilio en la segunda 

Justicia, ejercer 	 SENTENCIA DE FECHA 

Li 
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planta del edificio El Metropolitano, situado en la avenida 
Máximo Gómez esquina avenida San Martín, de esta capi„ 
tal, contra la sentencia incidental dictada en fecha 26 de oc-
tubre de 1967 por la Corte de Apelación de Santo Domingo 
en funciones de Tribunal de Confiscaciones, cuyo dispositi-
vo figura más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Freddy Prestol Castillo, cédula No. 8401, 

serie lra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído al Dr. Manuel Guzmán Vásquez, cédula No. 20243, 
serie 54, por sí y por el Lic. Eduardo Sánchez Cabral, cé-
dula No. 4018, serie 31, abogados del recurrido en la lectu-
ra de sus conclusiones; recurrido que es Elías Gadala Ma, 
ría, salvadoreño, mayor de edad, casado, industrial, domici-
liado en la avenida Abraham Lincoln No. 86 de esta capi-
tal, cédula No. 88583, serie lra.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de octubre de 1967, 
a requerimiento del Lic. Freddy Prestol Castillo, a nombre 
y representación de la Corporación Dominicana de Empre-

sas Estatales, en la cual se invocan contra la sentencia im_ 
pugnada los medios que se indican más adelante; 

Visto el escrito ampliativo de la recurrente, de fecha 8 
de enero de 1968, suscrito por su abogado; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha 8 

de enero de 1968, suscrito por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 172 del Código de Procedimien-

to Civil; 1 y siguientes de las Leyes No. 5816 y 5924, de 
1962 con sus modificaciones; 1 y siguientes de la Ley No. 
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6047, del 20 de septiembre de 1962; 1 y siguiente de la Ley 
No. 285, de 1964; 1 y siguientes de la Ley No. 289, de 1966; 
g de la Constitución de la República; y 165 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de la impugnación hecha por el actual re-
currido, Elías Gadala María, contra la confiscación general 
de bienes dispuesta en su perjuicio por la Ley No. 5876, del 
año 1962, la actual recurrente pidió a la Corte a_qua ser ad-
mitida como interviniente en el proceso, lo que dió lugar a 
la sentencia incidental que ahora se impugna y cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO:— Rechaza las conclu-
siones formuladas por el prevenido Elías Gadala María, en 
el sentido de que "el Tribunal de Confiscaciones, como tri-
bunal correccional, es incompetente ratione materias, para 
conocer de la demanda civil de la Corporación Dominica-
na de Empresas Estatales (CORDE)", en razón de que dicha 
Corporación de Empresas Estatales (CORDE) no ha preten_ 
dido intervenir en el proceso como parte civil constituída, 
sino para solicitar condenaciones penales contra el referido 
prevenido, es decir "que sea mantenida la Confiscación Ge-
neral de los bienes decretada contra dicho prevenido Elías 
Gadala María, en vista de que tales Empresas Estatales han 
adquirido los bienes confiscados"; SEGUNDO:— Rechaza 
la acción en intervención intentada por la Corporación de 
Empresas Estatales (CORDE), por mediación de su aboga-
do Lic. Freddy Prestol Castillo, en el presente proceso pe-
nal que se sigue al inculpado Elías Gadala María, por el 
delito de Enriquecimiento Ilícito, mediante el abuso del po-
der por improcedente y mal fundada"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, la, 
recurrente invoca los siguientes medios en el acta del re_ 
curso y en el memorial ampliativo: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 172 del Código de Procedimiento Civil; 



         

 

562 	 BOLETIN JUDICIAL 

     

BOLETIN JUDICIAL 	 563 

         

  

planta del edificio El Metropolitano, situado en la avenida 
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Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de la impugnación hecha por el actual re-
currido, Elías Gadala María, contra la confiscación general 
de bienes dispuesta en su perjuicic por la Ley No. 5876, del 
año 1962, la actual recurrente pidió a la Corte a_qua ser ad-
mitida como interviniente en el proceso, lo que dió lugar a 
la sentencia incidental que ahora se impugna y cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO:— Rechaza las conclu-
siones formuladas por el prevenido Elías Gadala María, en 
el sentido de que "el Tribunal de Confiscaciones, como tri-
bunal correccional, es incompetente ratione materias, para 
conocer de la demanda civil de la Corporación Dominica-
na de Empresas Estatales (CORDE)", en razón de que dicha 
Corporación de Empresas Estatales (CORDE) no ha preten_ 
dido intervenir en el proceso como parte civil constituida, 
sino para solicitar condenaciones penales contra el referido 
prevenido, es decir "que sea mantenida la Confiscación Ge-
neral de los bienes decretada contra dicho prevenido Elías 
Gadala María, en vista de que tales Empresas Estatales han 

1 
, 
t adquirido los bienes confiscados"; SEGUNDO:— Rechaza 

la acción en intervención intentada por la Corporación de 
Empresas Estatales (CORDE), por mediación de su aboga-
do Lic. Freddy Prestol Castillo, en el presente proceso pe-
nal que se sigue al inculpado Elías Gadala María, por el 
delito de Enriquecimiento Ilícito, mediante el abuso del po-
der por improcedente y mal fundada"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, la 
-recurrente invoca los siguientes medios en el acta del re_ 
curso y en el memorial ampliativo: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 172 del Código de Procedimiento Civil; 
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Segundo Medio: Violación de las leyes 5816, de fecha 15 
de febrero de 1962, y 5924, de fecha 26 de mayo de 1962; 
Tercer Medio: Exceso de poder; Cuarto Medio: Violación 
del derecho de defensa (Art. 8 de la constitución vigente); 
y Quinto Medio: Falsos motivos, o motivos erróneos, ó im-
pertinentes; 

Considerando, que, en el primer medio de su recurso, 
la Corde alega en síntesis que la Corte a-qua ha violado elr 
Artículo 172 del Código de Procedimiento Civil, al dictar 
una sentencia separada sobre la intervención que pidió, re-
chazándola, en vez de decidir ese punto con el fondo, por, 
haberle opuesto un medio de fondo el impugnante Gadala; 
pero, 

Considerando, que, en la especie, y según lo admite la, 
propia recurrente, su pedimento de intervención en el pro_ 
ceso penal reabierto por la impugnación de Elías Gadala 
María, la intervención pedida tenía como objeto influir en, 
la decisión sobre lo penal; que conforme al sistema estatuí-
do por el derecho del país, en el aspecto estrictamente re-
presivo de los procesos penales sólo pueden actuar contra 
los procesados los agentes del Ministerio Público, salvo los 
raros casos en que la Ley, por razones especiales, permite 
que otras personas o entidades se presentan en esos proce-
sos como parte actora para las fines represivos, lo que no 
ocurre en materia de confiscaciones; que, ante la novedad 
del pedimento de intervención de que se trata, la Corte 
a-qua, lejos de haber cometido en su sentencia una violación 
de la ley, ha hecho en el caso una aplicación correcta del de_ 
recho procesal al fallar acerca de ese pedimento por una 
sentencia separada, lo que pueden hacer en todos los casos 
los jueces cuando se suscita ante ellos cualquier cuestión 
que a su juicio deba ser esclarecida previamente a la ins-
trucción del fondo del asunto; que, en la especie, la senten-
cia es correcta en el punto que se examina, aún cuando el 
incidente relativo al pedimento de intervención se hubiera  

mezclado a un alegato de incompetencia hecho por el im-
pugnante Gadala María, puesto que dicho alegato en todos 
sus aspectos, se dirigía contra la intervención propuesta y 
no al fondo del proceso relacionado con la confiscación; 
que, por lo tanto, el primer medio del recurso carece de l 

 fundamento y debe desestimarse; 

Considerando, que, en el segundo medio del recurso, 
ORDE sostiene que, por la circunstancia especial de que 

el pronunciamiento de la confiscación de bienes contra Ga-
dala María, mediante la Ley No. 5826, de 1962, y de que la 
Ley No. 5924, del mismo año, que le permitió la impugna.. 
cián de esa medida represiva, fue seguido, por la asigna-
ción de los bienes confiscados al patrimonio administrativo 
de la CORDE, esta empresa tiene un interés legítimo en 
hacerse oir en ese proceso y que al no reconocer ese interés 
la Corte c.-qua ha violado las leyes preindicadas; pero, 

Considerando, además de lo ya expuesto en el examen 
del primer medio, que las leyes citadas por el recurrente no 
preveén ninguna intervención en materia de confiscacio-
nes; que las entidades a las que el Estado ha asignado, co : 

 mo patrimonio puramente administrativo, los bienes re_ 
sultantes de confiscaciones, no tienen, en relación con esos 
bienes, facultades o derechos mayores que el propio Estado, 
y este, en los procesos de confiscaciones, por medio de la 
ley, ha confiado toda la actuación que le concierne al Fis-
cal del Tribunal de Confiscaciones, cuyas funciones corres-
ponden ahora al Procurador General de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo y en los casos de casación co.n envío 
al Procurador General de la Corte a que se haga el envío; 
que, de conformidad con el texto y el propósito de la Ley 
No. 6047, del 20 de septiembre de 1962, que amplificó las 
atribuciones del Fiscal del Tribunal de Confiscaciones, las 
personas particulares o las entidades oficiales que, con fines 
de interés cívico, puedan cooperar al esclarecimiento o 
prueba de los hechos relacionados con los procesos de con- 
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Segundo Medio: Violación de las leyes 5816, de fecha 15 
de febrero de 1962, y 5924, de fecha 26 de mayo de 1962; 
Tercer Medio: Exceso de poder; Cuarto Medio: Violación 
del derecho de defensa (Art. 8 de la constitución vigente); 
y Quinto Medio: Falsos motivos, o motivos erróneos, ó im-
pertinentes; 

Considerando, que, en el primer medio de su recurso, 
la Corde alega en síntesis que la Corte a-qua ha violado eJ 
Artículo 172 del Código de Procedimiento Civil, al dictar 
una sentencia separada sobre la intervención que pidió, re-
chazándola, en vez de decidir ese punto con el fondo, por, 
haberle opuesto un medio de fondo el impugnante Gadala; 
pero, 

Considerando, que, en la especie, y según lo admite la, 
propia recurrente, su pedimento de intervención en el pro_ 
ceso penal reabierto por la impugnación de Elías Gadala 
María, la intervención pedida tenía como objeto influir en, 
la decisión sobre lo penal; que conforme al sistema estatuí-
do por el derecho del país, en el aspecto estrictamente re-
presivo de los procesos penales sólo pueden actuar contra 
los procesados los agentes del Ministerio Público, salvo los 
raros casos en que la Ley, por razones especiales, permite 
que otras personas o entidades se presentan en esos proce-
sos como parte actora para los fines represivos, lo que no 
ocurre en materia de confiscaciones; que, ante la novedad 
del pedimento de intervención de que se trata, la Corte 
a-qua, lejos de haber cometido en su sentencia una violación 
de la ley, ha hecho en el caso una aplicación correcta del de_ 
recho procesal al fallar acerca de ese pedimento por una 
sentencia separada, lo que pueden hacer en todos los casos 
los jueces cuando se suscita ante ellos cualquier cuestión 
que a su juicio deba ser esclarecida previamente a la ins-
trucción del fondo del asunto; que, en la especie, la senten-
cia es correcta en el punto que se examina, aún cuando el 
incidente relativo al pedimento de intervención se hubiera  

mezclado a un alegato de incompetencia hecho por el im-
pugnante Gadala María, puesto que dicho alegato en todos 
sus aspectos, se dirigía contra la intervención propuesta y 
no al fondo del proceso relacionado con la confiscación; 
que, por lo tanto, el primer medio del recurso carece de l 

 fundamento y debe desestimarse; 

(c 
 Considerando, que, en el segundo medio del recurso, 
ORDE sostiene que, por la circunstancia especial de que 

el pronunciamiento de la confiscación de bienes contra Ga-
dala María, mediante la Ley No. 5826, de 1962, y de que la 
Ley No. 5924, del mismo año, que le permitió la impugna_ 
cián de esa medida represiva, fue seguido, por la asigna-
ción de los bienes confiscados al patrimonio administrativo 
de la CORDE, esta empresa tiEne un interés legítimo en 
hacerse oh en ese proceso y que al no reconocer ese interés 
la Corte e.-qua ha:violado las leyes preindicadas; pero, 

Considerando, además de lo ya expuesto en el examen 
del primer medio, que las leyes citadas por el recurrente no 
preveén ninguna intervención en materia de confiscacio-
nes; que las entidades a las que el Estado ha asignado, co : 

 • mo patrimonio puramente administrativo, los bienes re_ 
sultantes de confiscaciones, no tienen, en relación con esos 
bienes, facultades o derechos mayores que el propio Estado, 
y este, en los procesos de confiscaciones, por medio de la 
ley, ha confiado toda la actuación que le concierne al Fis-
cal del Tribunal de Confiscaciones, cuyas funciones corres-
ponden ahora al Procurador General de la Corte de Ape7a-
ción de Santo Domingo y en los casos de casación con envío 
al Procurador General de la Corte a que se haga el envío; 
que, de conformidad con el texto y el propósito de la Ley 
No. 6047, del 20 de septiembre de 1962, que amplificó las 
atribuciones del Fiscal del Tribunal de Confiscaciones, las 
personas particulares o las entidades oficiales que, con fines 
de interés cívico, puedan cooperar al esclarecimiento o 
prueba de los hechos relacionados con los procesos de con- 
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ra cierta categoría de confiscados por la Ley No. 48, del 6 
de noviembre de 1963; 

Considerando, que, en el quinto y último medio del 
recurso, la CORDE alega que la sentencia impugnada fun-
da la decisión que contiene en motivos falsos, erróneos o 
impertinentes; pero, 

Considerando, que, ;ara desestimar los medios que ya 
han sido examinados, esta Suprema Corte ha reproducido 
en esencia los mismos motivos dados por la Corte a-qua, li-
mitándose, por tratarse de un caso penal, a añadir otras 
motivaciones a título simplemente corroborativo; que esos 

otivos tal como ha sido precedentemente expuesto, son 
correctos, pertinentes y justificativos de la decisión impug-
nada; que, por tanto, el quinto y último medio del recurso 
carecen también de fundamento y deben desestimarse; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca_ 
sación interpuesto por la Corporación Dominicana de Em-
presas Estatales (CORDE), contra la sentencia incidental 
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
funciones de Tribunal de Confiscaciones, en fecha 26 de 
octubre de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo, Segundo: Condena a la Corpora-
ción recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamrache H.- 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco E'piaio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

fiscación general de bienes, deben hacerlo tienen oportuni_ 
dad de hacerlo, suministrando o procurando a dicho agente 
del Ministerio Público los informes o datos pertinentes, 
pero sin que en la mencionada Ley No. 6047 se prevea nin-
guna facultad de intervención para esas personas o entida-
des; que, por otra parte, aún el propio Estado, en esta ma-
teria, y a través del agente del Ministerio Público ya indi. 
cado, tiene que limitarse al aspecto represivo, per lo cual 
los dictámenes de dicho funcionario no pueden solicitar 
eficazmente contra los procesados o los condenados a la con 
fiscación que impugnen las leyes confiscatorias, ninguna 
otra condenación de carácter económico que no tenga co_ 
mo sustancia los bienes adquiridos mediante el abuso o la 
usurpación de poder; que, por tanto, el segundo medio del 
recurso carece también de fundamento y debe desestimar-
se; t>  

Considerando, que en el tercer medio del recurso, lo 
que hace, en definitiva, la recurrente, es alegar en otra for-
ma los mismos medios primero y segundo, por lo cual dicho 
tercer medio debe ser desestimado, por las razones que ya 
han sido expuestas; que, por la misma circunstancia y las 
mismas razones, debe ser desestimado el cuarto medio del 
recurso. en el cual se alega que al rechazar la intervención 
de la CORDE la Corte a-oua ha cometido un exceso de po-
der y violado el derecho de defensa consagrado en el ar_ 
lículo 8 de la Constitución; que, a este respecto, procede 
declarar que, cuando las leyes asignan a una entidad cual-
quiera, como patrimonio administrativo, bienes resultan-
tes de la confiscación general de bienes, dicha asignación ó 
afectación no puede tener sino un carácter provisional o 
condicional respecto de aquellos bienes cuya propiedad pue-
da ser contestada mediante recursos jurídicos que la pro-
pia autoridad confiscante, el Estado, haya autorizado por 
medio de la Ley, como lo ha hecho en la especie de que 

ahora se trata por la Ley No. 5924 de 1962, modificada pa.. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo'; 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

lir audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, Mida y publicada por mí, Secretario Gene.. 
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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fiscación general de bienes, deben hacerlo tienen oportuni_ 
dad de hacerlo, suministrando o procurando a dicho agente 
del Ministerio Público los informes o datos pertinentes. 
pero sin que en la mencionada Ley No. 6047 se prevea n'al• 
guna facultad de intervención para esas personas o entida-
des; que, por otra parte, aún el propio Estado, en esta ma-
teria, y a través del agente del Ministerio Público ya indi• 
cado, tiene que limitarse al aspecto represivo, por lo cual 
los dictámenes de dicho funcionario no pueden solicitar 
eficazmente contra los procesados o los condenados a la con, 
fiscación que impugnen las leyes confiscatorias, ninguna 
otra condenación de carácter económico que no tenga ce_ 
mo sustancia los bienes adquiridos mediante el abuso o la 
usurpación de poder; que, por tanto, el segundo medio del 
recurso carece también de fundamento y debe desestimar-
se; 

Considerando, que en el tercer medio del recurso, lo 
que hace, en definitiva, la recurrente, es alegar en otra for-
ma los mismos medios primero y segundo, por lo cual dicho 
tercer medio debe ser desestimado, por las razones que ya 
han sido expuestas; que, por la misma circunstancia y las 
mismas razones, debe ser desestimado el cuarto medio del 
recurso, en el cual se alega que al rechazar la intervención 
de la CORDE la Corte a-oua ha cometido un exceso de po-
der y violado el derecho de defensa consagrado en el ar_ 
lículo 8 de la Constitución; que, a este respecto, procede 
declarar que, cuando las leyes asignan a una entidad cual-
quiera, como patrimonio administrativo, bienes resultan-
tes de la confiscación general de bienes, dicha asignación ó 
afectación no puede tener sino un carácter provisional o 
condicional respecto de aquellos bienes cuya propiedad pue-
da ser contestada mediante recursos jurídicos que la pro-
pia autoridad confiscante, el Estado, haya autorizado por 
medio de la Ley, como lo ha hecho en la especie de que 
ahora se trata por la Ley No. 5924 de 1962, modificada pa_  

ra cierta categoría de confiscados por la Ley No. 48, del 6 
de noviembre de 1963; 

Considerando, que, en el quinto y último medio del 
recurso, la CORDE alega que la sentencia impugnada fun- 
da la decisión que contiene en motivos falsos, erróneos o 
impertinentes; pero, 

Considerando, que, para desestimar los medios que ya 
han sido examinados, esta Suprema Corte ha reproducido • 
en esencia los mismos motivos dados por la Corte a-qua, li- 

r mitándose, por tratarse de un caso penal, a añadir otras 
motivaciones a título simplemente corroborativo; que esos 
'motivos tal como ha sido precedentemente expuesto, son 
correctos, pertinentes y justificativos de la decisión impug-
nada; que, por tanto, el quinto y último medio del recurso 
carecen también de fundamento y deben desestimarse; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca.. 
sación interpuesto por la Corporación Dominicana de Em-
presas Estatales (CORDE), contra la sentencia incidental 
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
funciones de Tribunal de Confiscaciones, en fecha 26 de 

k octubre de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo, Segundo: Condena a la Corpora-
ción recurrente al pago de las cestas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamrache H.- • 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpictio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo!: 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leida y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugniula: Corte de Apelación de San Juan de 
Maguana, de fecha 28 de septiembre de 1967. 

Mat& da: Correccional (Sustracción de menor) 

Recurrente: Camilo Castillo 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre_ 
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel 
A. Amiama, Francisco Elp,idio Beras, Joaquín M. Alvarez 
Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 6 de marzo del año 1968, años 125 de la In-
dependencia y 105 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Camilo 
Castillo, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
cédula No. 20568, serie 12, domiciliado en la seccign de Ca. 
ñafistol, Municipio de San Juan de la Maguana, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de 
la Maguana en fecha 28 de septiembre de 19G7 en materia 
correccional, cuyo dispositivo se copia másiadelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en 

Secretaría de la Corte a-qua, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 355 y 463 del Código Penal; y 

y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1°3 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
12 de junio de 1967 presentó Adelina Concepción una que-
rella ante la Policía Nacional en la Sección de Juan Herre-
ra, del Municipio de San Juan de la Maguana, con motivo 
de la sustracción de su hija Rita Elena Villegas, menor de 
16 años, nor Camilo Castillo, en fecha 28 de marzo de 1967; 
b) que regularmente apoderado del caso el Juzgado de Pri_ 
mera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Ma-
guana, dictó en fecha 21 de junio de 1967 una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Declarar, como al 
efecto Declara al nombrado Camilo Castillo, de generales 
anotadas, culpable del delito de sustracción de menor, en 
perjuicio de Rita Elena Villegas, y, en consecuencia, se con-
dena a pagar una multa de sesenta pesos oro RD$60.00), 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: 
Se condena además al pago de las costas"; c) que sobre re-
curso del Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, dicha Corte dictó 
en fecha 28 de septiembre de 1967, la sentencia ahora im_ 
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Declara -egular en la forma el recurso de apelación inten-
tado por el Magistrado Procurador General de esta Corte, 
contra sentencia correccional del Juzgado de Primera Ins-
tancia de Sal, Juan, de fecha 21 de junio de 1967, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte de esta sentencia;Segun-
do: Modifica la sentencia apelada en cuanto a la pena im_ 
puesta, y en consecuencia condena al inculpado Camillo 
Castillo, a sufrir un mes de prisión correccional y al pago 
de una multa de sesenta pesos, por su delito de sustrac-
ción de la menor de 16 años, Rita Elena Villegas, compensa ` 

 We la multa con un día de prisión por cada peso dejado de 

la 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de 
Maguana, de fecha 28 de septiembre de 1967, 

Mata 'la: Correccional (Sustracción de menor) 

Recurrente: Camilo Castillo 

Dios, Patria y Libertad. 
lRepública Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre_ 
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel 
A. Amiama, Francisco Elnidio Beras, Joaquín M. Alvarez 
Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 6 de marzo del año 1968, años 125 de la In-
dependencia y 105 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Camilo 
Castillo, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
cédula No. 20568, serie 12, domiciliado en la secci<n de Ca_ 
ñafistol, Municipio de San Juan de la Maguana, contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de ál 
la Maguana en fecha 28 de septiembre de 19e7 en materia 
correccional, cuyo dispositivo se copia más/adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en 11 

Secretaría de la Corte a-qua, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
ado y vistos los artículos 355 y 463 del Código Penal; y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
12 de junio de 1967 presentó Adelina Concepción una que-
rella ante la Policía Nacional en la Sección de Juan Herre-
ra, del Municipio de San Juan de la Maguana, con motivo 
de la sustracción de su hija Rita Elena Villegas, menor de 
16 arios, por Camilo Castillo, en fecha 28 de marzo de 1967; 
b) que regularmente apoderado del caso el Juzgado de Pri_ 
mera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Ma-
guana, dictó en fecha 21 de junio de 1967 una senterieth 
con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Declarar, como al 
efecto Declara al nombrado Camilo Castillo, de generales 
anotadas, culpable del delito de sustracción de menor, en 
perjuicio de Rita Elena Villegas, y, en consecuencia, se con-
dena a pagar una multa de sesenta pesos oro RD$60.00), 
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo: 
Se condena además al pago de las costas"; e) que sobre re-
curso del Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de San Juan de la Maguana, dicha Corte dictó 
en fecha 28 de septiembre de 1967, la sentencia ahora im_ 
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Declara regular en la forma el recurso de apelación inten-
tado por el Magistrado Procurador General de esta Corte, 
contra sentencia correccional del Juzgado de Primera Ins-
tancia de Sati Juan, de fecha 21 de junio de 1967, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte de esta sentencia;Segun-
do: Modifica la sentencia apelada en cuanto a la pena im_ 
puesta, y en consecuencia condena al inculpado Camillo 
Castillo, a sufrir un mes de prisión correccional y al pago 
de una multa de sesenta pesos, por su delito de sustrac-
ción de la menor de 16 años, Rita Elena Villegas, compensa 
ble la multa col; un día de prisión por cada peso dejado de 
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pagar; Tercero: Condena a Camilo Castillo, al pago de las 
costas de la alzada"; 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecid o 
 mediante la ponderación de los elementos de prueba- que 
 fueron regularmente administrados en la instrucción de la 

causa, que el inculpado Camilo Castillo, sustrajo de la ca 
sa paterna con fines deshonestos, a Rita Elena Villegas, 
joven menor de 16 años de edad, hecho cometido en la Sec-
ción de Juan Herrera en fecha 28 de marzo de 1967; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua, constituyen el delito de sustrac-
ción de una menor de 16 años, previsto por el artículo 355 
del Código Penal y castigado en la primera parte del pri_ 
mer párrafo de dicho texto legal, con las penas de uno a 
dos años de prisión y multa de doscientos a quinientos pe-
sos, compensable la multa, en caso de insolvencia del incul-
pado, a razón de un día por cada peso dejado de pagar, que, 
por consiguiente, al condenar al inculpado, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, a un mes de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de sesenta pesos, la Cor-
te a-qua le impuso una pena ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al 
interés del recurrente, vicio alguno que amerite su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el inculpado Camilo Castillo, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelaciói de San Juan 
de la Maguana, en fecha 28 de septiembre de 1967, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presen-
te fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas.  

g. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezanvento, en la 
audiencia públ'ca del día, mes y año en él expresados, y 
lile firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene_ 
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.--- 
Manuel A. Amima.— Francisco Elpidio fibras.— Joaquín 
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pagar; Tercero: Condena a Camilo Castillo, al pago de las 
costas de la alzada"; 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecid o 
 mediante la ponderación de los elementos de prueba- que 

fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, que el inculpado Camilo Castillo, sustrajo de la ca 
sa paterna con fines deshonestos, a Rita Elena Villega s, 

 joven menor de 16 años de edad, hecho cometido en la Sec-
ción de Juan Herrera en fecha 28 de marzo de 1967; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua, constituyen el delito de sustrac-
ción de una menor de 16 años, previsto por el artículo 355 
del Código Penal y castigado en la primera parte del pri_ 
mer párrafo de dicho texto legal, con las penas de uno a 
dos años de prisión y multa de doscientos a quinientos pe-
sos, compensable la multa, en caso de insolvencia del incul-
pado, a razón de un día por cada peso dejado de pagar, que, 
por consiguiente, al condenar al inculpado, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, a un mes de prisión co-
rreccional y al pago de una multa de sesenta pesos, la Cor-
te a-qua le impuso una pena ajustada a la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al 
interés del recurrente, vicio alguno que amerite su casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el inculpado Camilo Castillo, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelacióp de San Juan 
de la Maguana, en fecha 28 de septiembre de 1967, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del presen-
te fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por bis 
señores Jueces aue figuran en su encabezamento, en la 
udiencia públ'ca del día, mes y año en él expresados, y 

lue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene_ 
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amima.— Francisco Elpidio 19bras.— Joaquín 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia Impugnada:: Autos dictados por el Presidente de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, por el Juez p ri. 

mer Sustituto de Presidente de la misma Corte y por 

 el Presidente de la Cámara de Calificación del Distrito 

Nacional, en fecha dos de noviembre y veinte de di-
ciembre de 1967, y contra los veredictos dictados por 

la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, en 

fechas 6 de noviembre y 22 de diciembre de 1967. 

Materia: Penal 

Recurrentes: Olimpo Eraín Pimentel Martínez y Donald Guerrero 

Abogadas: Dres. Mario Hipólito Sánchez Báez (abogado de Do-

nald Guerrero) Dres. Mario Read Vittini, Manuel de 

Jesús Muñiz Feliz y Luis Eduardo Escobal R. (aboga-

dos de Olimpo Efraín Pimentel Martínez) 

Prevenidos: Drs. Héctor Pimentel Martínez y Gladys Be.nzó de 

Pimentel Martínez) Lic. Eliseo Romeo Pérez, Dr. Hi-
pólito Sánchez Báez y Lic. Quirico Elpidio Pérez B. 
(abogados de la acusada Gladys Benzo de Pimentel). 

Interviniente: Servia Edna Pimentel de Dunajczan 

Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituíc:a por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 

BOLETIN JUDICIAL 	 573 

Joaquín M. Alvarez Pereiló y Juan Bautista Rojas 
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día seis de marzo de 
1968, años 125 9  de la Independencia y 105 9  de la Restauraj 
ción, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Olim, 
po Efraín Pimentel Martínez, dominicano, mayor de edad, 
casado, negociante, cédula 51744, serie lra., domiciliado y 
residente en Baní; y por Donald Guerrero, dominicano, ma-
yor de edad, casado, cédula 7494, serie 13, domiciliado y 

*residente en esta ciudad, contra los Veredictos dictados por 
la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, en fechas 
6 de noviembre de 1967 y 22 de diciembre de 1967, y con_ 
tra los autos dictados por el Doctor Pablo Antonio Macha-
do, Juez Primer Sustituto de la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en fecha 2 de noviembre de 1967; Doctor José 
Reyes Santiago, Presidente de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo y por el Doctor Simón Bolívar Scheker, 
Juez de la Corte de Apelación de Santo Domingo en fun-
ciones de Presidente de la Cámara de Calificación del Dis-
trito Nacional, en fechas 20 de diciembre de 1967, cuyos 
dispositivos dicen así: "RESOLVEMOS: Primero: Designar 
al Magistrado Dr. Simón Bolívar Scheker, Juez de la Corte 
de Apeláción de Santo Domingo, para que conjuntamente 
con los Magistrados de la Cuarta y Quinta Cámara Pena_ 
les del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
formen la Cámara de Calificación para conocer del recur-
so de apelación interpuesto por el Dr. Ramón Pina Acevedo 
y Martínez, a nombre de la Dra. Servia Edna Pimentel de 
Dunajezan, contra el Auto dictado por el Magistrado Juez 
de Instrucción de la Primera Circunscripción del Distrito 
Nacional; Segundo: Ordena que el presente auto sea comu-
nicado por Secretaría a los Jueces designados por el mis- 

3 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia Impugnada:: Autos dictados por el Presidente de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, por el Juez pri. 

mer Sustituto de Presidente de la misma Corte y p or 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
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Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
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Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día seis de marzo de 
1968, años 125 9  de la Independencia y 105 9  de la Restaurad 
ció/1, dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Olimi 
po Efraín Pimentel Martínez, dominicano, mayor de edad, 
casado, negociante, cédula 51744, serie lra., domiciliado y 
residente en Baní; y por Donald Guerrero, dominicano, ma-
yor de edad, casado, cédula 7494, serie 13, domiciliado y 
residente en esta ciudad, contra los Veredictos dictados por 
la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, en fechas 
6 de noviembre de 1967 y 22 de diciembre de 1967, y con_ 
tra los autos dictados por el Doctor Pablo Antonio Macha-
do, Juez Primer Sustituto de la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en fecha 2 de noviembre de 1967; Doctor José 
Reyes Santiago, Presidente de la Corte de Apelación de 
Santo Domingo y por el Doctor Simón Bolívar Scheker, 
Juez de la Corte de Apelación de Santo Domingo en fun-
ciones de Presidente de la Cámara de Calificación del Dis-
trito Nacional, en fechas 20 de diciembre de 1967, cuyos 
dispositivos dicen así: "RESOLVEMOS: Primero: Designar 
al Magistrado Dr. Simón Bolívar Scheker, Juez de la Corte 
de Apelción de Santo Domingo, para que conjuntamente 
con los Magistrados de la Cuarta y Quinta Cámara Pena_ 
les del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
formen la Cámara de Calificación para conocer del recur-
so de apelación interpuesto por el Dr. Ramón Pina Acevedo 
Y Martínez, a nombre de la Dra. Servia Edna Pimentel de 
Dunajezan, contra el Auto dictado por el Magistrado Juez 
de Instrucción de la Primera Circunscripción del Distrito 
Nacional; Segundo: Ordena que el presente auto sea comu-
nicado por Secretaría a los Jueces designados por el mis- 
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mo;" "RESOLVEMOS: Primero: Designar al Dr. Simón n o.. 
lívar Scheker, Juez de la Corte de Apelación de Santo Do 
mingo, para que conjuntamente con los Jueces de la Cuar. 
ta y Quinta Cámara Penales del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, formen la Cámara de Califica, 
ción para conocer de los recursos de Oposición antes men-
cionados, contra el Auto dictado por el Magistrado Dr. Pa_ 
blo Antonio Machado, Primer Sustituto de Presidente en 
funciones de la Corte de Apelación de Santo Domingo; 
Segundo: Ordenar que el presente auto sea comunicado 
por Secretaría a los Jueces designados por el mismo"; "RE-
SOLVEMOS: Primero: Convocar a los Magistrados Jueces 
de la Cuarta y Quinta Cámara Penales del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, para que comparez_ 
can a la audiencia del día viernes que contaremos a veinti-
dós de diciembre de 1967, a las ocho y media de la maña-
na, la que tendrá efecto en la Cámara de Calificación de 
esta Corte de Apelación, en el Palacio de Justicia del Cen-
tro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo, 
de esta ciudad, para proceder al conocimiento de los referí= 
dos recursos de oposición antes mencionados"; "RESUEL_ 
VE: Primero: Declara bueno y válido por regular en la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por la Dra. Servia 
Edna Pimentel de Dunajczan, contra el auto del Magistrado 
Juez de Instrucción de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictado en 
fecha 2 de mayo de 1967, cuyo dispositivo ha sido plreceden-
temente transcrito; Segundo: Revoca en parte dicho auto 
y obrando por propia autoridad la Cámara de Calificación 
declara que procede la reapertura de la instrucción del 
proceso seguido a Héctor Pimentel Martínez, Gladys Ben-
zo de Pimentel, Donald Guerrero, Efraín Pimentel y Lic. 
Manuel Héctor Galván; Tercero: Declara que hay cargos 
suficientes para enviar al Tribunal criminal a los nombra-
dos Héctor Pimentel Martínez, Gladys Benzo de Pimentel, 
Donald Guerrero, Efraín Pimentel Martínez, por los 
crímenes de abuso de confianza por una suma ma- 

( 

  

yor de RD$5,000.00 cinco mil pesos oro, falsedad en escri-
tura de comercio, y uso de documentos falsos en perjuicio 
de la Dra. Servia Edna Pimentel de Dunajczan, hechos pre-

vistos y sancionados por los artículos 147, 148, y 408 del 
código Penal; Cuarto: declara que no hay cargos suficientes 
para perseguir al Lic. Manuel Héctor Galván, declarando 
en consecuencia sobreseido todas las actuaciones de la ins-
trucción en lo que a él respecta; Quinto: Envía a los nom-
brados Héctor Pimentel Martínez, Gladys Benzo de Pimen_ 
tel, Donald Guerrero, Efraín Pimentel Martínez, por ante 
el tribunal criminal para que sean juzgados de conformidad 
con la ley; Sexto: Ordena que las actuaciones de la instruc-
ción existentes en el proceso así como un estado de los do-
cumentos y objetos que han de obrar como piezas de con-
vicción, sean transmitidos por Secretaría al Magistrado 
Abogado Ayudante del Procurador Fiscal en funciones pa-
ra los fines de ley; Séptimo: Ordena que la presente de-
cisión sea notificada o al requerimiento del Secretario de 
esta Cámara de Calificación a las partes civiles, a los pro-
cesados, y al Dr. Nicolás Tirado Javier, Abogado Ayudante 
del Procurador Fiscal del Distrito Nacional, en funciones, 
para que en su calidad de Juez de los apoderamientos pro 7 

 ceda como lo juzgue pertinentes pero todo de conformidad 
con la Ley"; RESUELVE: Declarar inadmisible los recur-
sos de oposición interpuestos por los Dres. Hipólito Sán-
chez Báez y Manuel de Js. Muñiz Feliz, a nombre y repre_ 
sentación de los señores Dr. Héctor Pimentel Martínez y 
Gladys Benzo de Pimentel, en fecha 4 de diciembre y 30 de 
noviembre del año en curso, 1967, contra el auto del Juez 
Presidente de esta Corte de Apelación y Providencia Califi-
cativa dada por esta Corte, en funciones de Cámara de 
Calificación cuyos dispositivos copiados en forma subse-
cuentes dicen así: RESOLVEMOS: Primero: Designar al 
Magistrado Dr. Simón Bolívar Scheker, Juez de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, para que conjuntamente con 
los Magistrados de la Cuarta y Quinta Cámaras Penales del 
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mo;" "RESOLVEMOS: Primero: Designar al Dr. Simón B o. 
lívar Scheker, Juez de la Corte de Apelación de Santo Do 
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ta y Quinta Cámara Penales del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, formen la Cámara de Califica, 
ción para conocer de los recursos de Oposición antes men-
cionados, contra el Auto dictado por el Magistrado Dr. Pa. 
blo Antonio Machado, Primer Sustituto de Presidente en 
funciones de la Corte de Apelación de Santo Domingo; 
Segundo: Ordenar que el presente auto sea comunicado 
por Secretaría a los Jueces designados por el mismo"; "RE-
SOLVEMOS: Primero: Convocar a los Magistrados Jueces 
de la Cuarta y Quinta Cámara Penales del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, para que comparez_ 
can a la audiencia del día viernes que contaremos a veinti-
dós de diciembre de 1967, a las ocho y media de la maña-
na, la que tendrá efecto en la Cámara de Calificación de 
esta Corte de Apelación, en el Palacio de Justicia del Cen-
tro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo, 
de esta ciudad, para proceder al conocimiento de los referí= 
dos recursos de oposición antes mencionados"; "RESUEL_ 

VE: Primero: Declara bueno y válido por regular en la for-
ma el recurso de apelación interpuesto por la Dra. Servia 
Edna Pimentel de Dunajczan, contra el auto del Magistrado 
Juez de Instrucción de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictado en 
fecha 2 de mayo de 1967, cuyo dispositivo ha sido plreceden-
temente transcrito; Segundo: Revoca en parte dicho auto 
y obrando por propia autoridad la Cámara de Calificación 
declara que procede la reapertura de la instrucción del 
proceso seguido a Héctor Pimentel Martínez, Gladys Ben-
zo de Pimentel, Donald Guerrero, Efraín Pimentel y Lic. 
Manuel Héctor Galván; Tercero: Declara que hay cargos 
suficientes para enviar al Tribunal criminal a los nombra-
dos Héctor Pimentel Martínez, Gladys Benzo de Pimentel, 
Donald Guerrero, Efraín Pimentel Martínez, por los 
crímenes de abuso de confianza por una suma ma- 

r 

yor de RD$5,000.00 cinco mil pesos oro, falsedad en escri-
tura de comercio, y uso de documentos falsos en perjuicio 
de la Dra. Servia Edna Pimentel de Dunajczan, hechos pre-
vistos y sancionados por los artículos 147, 148, y 408 del 
Código Penal; Cuarto: declara que no hay cargos suficientes 
para perseguir al Lic. Manuel Héctor Galván, declarando 
en consecuencia sobreseido todas las actuaciones de la ins-
trucción en lo que a él respecta; Quinto: Envía a los nom-
brados Héctor Pimentel Martínez, Gladys Benzo de Pimen_ 
tel, Donald Guerrero, Efraín Pimentel Martínez, por ante 
el tribunal criminal para que sean juzgados de conformidad 
con la ley; Sexto: Ordena que las actuaciones de la instruc-
ción existentes en el proceso así como un estado de los do-
cumentos y objetos que han de obrar como piezas de con-
vicción, sean transmitidos por Secretaría al Magistrado 
Abogado Ayudante del Procurador Fiscal en funciones pa-
ra los fines de ley; Séptimo: Ordena que la presente de-
cisión sea notificada o al requerimiento del Secretario de 
esta Cámara de Calificación a las partes civiles, a los pro-
cesados, y al Dr. Nicolás Tirado Javier, Abogado Ayudante 
del Procurador Fiscal del Distrito Nacional, en funciones, 
para que en su calidad de Juez de los apoderamientos pro ? 

 ceda como lo juzgue pertinentes pero todo de conformidad 
con la Ley"; RESUELVE: Declarar inadmisible los recur-
sos de oposición interpuestos por los Dres. Hipólito Sán-
chez Báez y Manuel de Js. Muñiz Feliz, a nombre y repre_ 
sentación de los señores Dr. Héctor Pimentel Martínez y 
Gladys Benzo de Pimentel, en fecha 4 de diciembre y 30 de 
noviembre del año en curso, 1967, contra el auto del Juez 
Presidente de esta Corte de Apelación y Providencia Califi-
cativa dada por esta Corte, en funciones de Cámara de 
Calificación cuyos dispositivos copiados en forma subse-
cuentes dicen así: RESOLVEMOS: Primero: Designar al 
Magistrado Dr. Simón Bolívar Scheker, Juez de la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, para que conjuntamente con 
los Magistrados de la Cuarta y Quinta Cámaras Penales del 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, for-
men la Cámara de Calificación para conocer del recurso de 
apelación interpuesto por el Dr. Ramón Pina Acevedo y 
Martínez a nombre de la Dra. Servia Edna Pimentel de Du-
najczan contra el auto dictado por el Magistrado Juez de 
Instrucción de la Primera Circunscripción del Distrito Na-
cional; Segundo: Ordena que el presente auto sea comu-
nicado por Secretaría a los Jueces designados por el mis-
mo; RESUELVE: Primero: Declara bueno y válido por re-
gular en la forma el recurso de apelación interpuesto por 
la Dra. Servia Edna Pimentel de Dunajczan, contra el auto 
del Magistrado Juez de Instrucción de la Primera Circuns„ 
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictado en fecha 2 de mayo de 1967, cuyo dispositi 
vo ha sido precedentemente transcrito; Segundo: Revoca 
en parte dicho auto y obrando por propia autoridad la Cá-
mara de Calificación declara que procede la reapertura de 
la instrucción del proceso seguido a Héctor Pimentel Martí-101 
nez, Gladys Benzo de Pimentel, Donald Guerrero, Efraín 
Pimentel y Lic. Manuel Héctor Galván; Tercero: Declara 
que hay cargos suficientes para enviar al Tribunal Crimi-
nal a los nombrados Héctor Pimentel Martínez, Gladys Ben- 
zo de Pimentel, Donald Guerrero, Efraín Pimentel Martí-
nez, por los crímenes de abuso de confianza por una su-
ma mayor de RD$5,000.00, cinco mil pesos oro, fal-
sedad en escritura de comercio y uso de documentos fal-
sos en perjuicio de la Doctora Servia Edna Pimbntel de 
Dunajczan, hechos previstos y sancionados por los Arts . 

147 y 408 del Código Penal; Cuarto: Declara que no hay 
lugar a cargos suficientes para perseguir al Lic. Manuel 
Héctor Galván, declarando en consecuencia sobreseido to1 
das las actuaciones de la instrucción de lo que a éste respec-
ta; Quinto: Envía a los nombrados Héctor Pimentel Martí-
nez, Gladys Benzo de Pimentel, Donald Guerrero, Efraín 
Pimentel Martínez, por ante el Tribunal Criminal para 
que sean jusgados de conformidad con la ley; Sexto: Orde- 

ha  que las actuaciones de instrucción existentes en el pro_ 
ceso  así como un estado de los documentos y objetos que 
han de obrar como piezas de convicción .; sean transmitidos 
por Secretaría al Magistrado Abogado Ayudante del Pro-
curador Fiscal en funciones para los fines de Ley. Séptimo 
Ordena que la presente decisión sea notificada por o a re-
querimiento del Secretario de esta Cámara a la parte civil, 
a los procesados, y al Dr. Nicolás Tirado Javier, abogado 
ayudante del Procurador Fiscal del Distrito Judicial Na-
cional, en funciones, para que en su calidad de Juez de los 
apoderamientos proceda como lo juzgue pertinente pero 
todo de conformidad con la Ley, por temerarios e infunda-
dos; Segundo: Confirma en todos sus aspectos ambas de_ 
cisiones por proceder de autoridad legítima y estar ceñi-
das a las prescripciones legales; Tercero: Ordena que la 
presente decisión sea comunicada por Secretaría a todas 
las partes y de modo principal al Magistrado Procurador 
Fiscal de este Distrito Judicial para su conocimiento y eje-
cución"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Doctor Hipólito Sánchez Báez, cédula 32218, 

serie lra., abogado del recurrente Donald Guerrero, en la 
'ectura de sus conclusiones; 

Oído el Doctor Mario Read Vittini, cédula 17733, serie, 
2, por si y por los Doctores Manuel de Jesús Muñiz Feliz, 
y Luis Eduardo Escobal R., abogados del recurrente Olim-
pio Efraín Pimentel Martínez, en la lectura de su conclu-
siones; 

Oído el Doctor José María Acosta Torres, cédula 32511 
serie 31, por si y por el Doctor Francisco Augusto Mendoza 
Castillo, abogados del acusado Doctor Héctor Pimentel Mar 
tínez, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Eliseo Romeo Pérez, cédula 48, serie 13„ 
Por sí y por el Dr. Hipólito Sánchez Báez y por el Lic. Quí- 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, for-
men la Cámara de Calificación para conocer del recurso d e 

 apelación interpuesto por el Dr. Ramón Pina Acevedo y 
Martínez a nombre de la Dra. Servia Edna Pimentel de D u_ 
najczan contra el auto dictado por el Magistrado Juez de 
InstruCción de la Primera Circunscripción del Distrito Na-
cional; Segundo: Ordena que el presente auto sea comu-
nicado por Secretaría a los Jueces designados por el mis-
mo; RESUELVE: Primero: Declara bueno y válido por re-
gular en la forma el recurso de apelación interpuesto por 
la Dra. Servia Edna Pimentel de Dunajczan, contra el auto 
del Magistrado Juez de Instrucción de la Primera Circuns_ 
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictado en fecha 2 de mayo de 1967, cuyo dispositi 
vo ha sido precedentemente transcrito; Segundo: Revoca 
en parte dicho auto y obrando por propia autoridad la Cá-
mara de Calificación declara que procede la reapertura de 
la instrucción del proceso seguido a Héctor Pimentel Martí-
nez, Gladys Benzo de Pimentel, Donald Guerrero, Efraín 
Pimentel y Lic. Manuel Héctor Galván; Tercero: Declara 
que hay cargos suficientes para enviar al Tribunal Crimi-
nal a los nombrados Héctor Pimentel Martínez, Gladys Ben-
zo de Pimentel, Donald Guerrero, Efraín Pimentel Martí- I' 
nez, por los crímenes de abuso de confianza por una su-
ma mayor de RD$5,000.00, cinco mil pesos oro, falte,', 
sedad en escritura de comercio y uso de documentos fal-
sos en perjuicio de la Doctora Servia Edna Pimbntel de 
Dunajczan, hechos previstos y sancionados por los Arts . 
147 y 408 del Código Penal; Cuarto: Declara que no hay 
lugar a cargos suficientes para perseguir al Lic. Manuel 
Héctor Galván, declarando en consecuencia sobreseido toi 
das las actuaciones de la instrucción de lo que a éste respec-
ta; Quinto: Envía a los nombrados Héctor Pimentel Martí-
nez, Gladys Benzo de Pimentel, Donald Guerrero, Efraín 
Pimentel Martínez, por ante el Tribunal Criminal para 
que sean jusgados de conformidad con la ley; Sexto: Orde- 

que las actuaciones de instrucción existentes en el pro_ 
ceso  así como un estado de los documentos y objetos que 
han de obrar como piezas de convicción; sean transmitidos 
por Secretaría al Magistrado Abogado Ayudante del Pro-
curador Fiscal en funciones para los fines de Ley. Séptimo 
Ordena que la presente decisión sea notificada por o a re-
querimiento del Secretario de esta Cámara a la parte civil, 
a los procesados, y al Dr. Nicolás Tirado Javier, abogado 
ayudante del Procurador Fiscal del Distrito Judicial Na-
cional, en funciones, para que en su calidad de Juez de los 
apoderamientos proceda como lo juzgue pertinente pero 
todo de conformidad con la Ley, por temerarios e infunda-
dos; Segundo: Confirma en todos sus aspectos ambas de_ 
cisiones por proceder de autoridad legítima y estar ceñi-
das a las prescripciones legales; Tercero: Ordena que la 
presente decisión sea comunicada por Secretaría a todas 
las partes y de modo principal al Magistrado Procurador 
Fiscal de este Distrito Judicial para su conocimiento y eje-
cución"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Doctor Hipólito Sánchez Báez, cédula 32218, 

serie lra., abogado del recurrente Donald Guerrero, en la 
ectura de sus conclusiones; 

Oído el Doctor Mario Read Vittini, cédula 17733, serie, 
2, por si y por los Doctores Manuel de Jesús Muñiz Féliz, 
y Luis Eduardo Escobal R., abogados del recurrente Ohm-
pio Efraín Pimentel Martínez, en la lectura de su conclu-
siones; 

Oído el Doctor José María Acosta Torres, cédula 32511 
serie 31, por si y por el Doctor Francisco Augusto Mendoza 
Castillo, abogados del acusado Doctor Héctor Pimentel Mar 
tínez, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Eliseo Romeo Pérez, cédula 48, serie 13, 
Por sí y por el Dr. Hipólito Sánchez Báez y por el Lic. Quí- 



rico Elpidio Pérez B., abogados de la acusada Gladys Ben-
zo de Pimentel, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el. Doctor Federico Lebrón Montás, cédula 29434, 
serie 2, en representación del Doctor Ramón Pina Acevedo 
y Martínez, abogado de la interviniente Servia Edna Pi-
mentel de Dunajczan, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; > 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 23 de enero de 1968, 
a requerimiento del Doctor Mario Read Vittini, abogado del 
recurrente Olimpio Efraín Pímentel Martínez. 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretara de la Corte a-qua, en fechas 28 y 29 de no-
viembre del 1967, a requerimiento del Doctor Hipólito Sán-
chez Báez, abogado del recurrente Donald Guerrero; 

Vistos los memoriales de los recurrentes Donald Gue-
rrero y Olimpio Efraín Pimentel Martínez; 

Vistos los escritos de los acusados Doctor Héctor Pi_ 
mentel Martínez y Gladys Benzo de Pimentel; 

Visto el escrito de la interviniente Doctora Servia Ed-
na Pimentel de Dunajczan; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 127 del Código de Procedi-
miento Criminal, modificado por la Ley No. 5155 de 1959:  
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

En cuanto al pedimento de sobreseimiento: 

Considerando que el sobreseimiento de este asunto ha 
sido pedido por los recurrentes Donald Guerrero y Olimpio 
Efraín Pimentel Martínez y por el Doctor Héctor Pimentel 
Martínez y Gladys Benzo de Pimentel, en base a que están 

Pendientes de fallos los recursos de apelación por ellos inter-
puestos contra los autos ahora recurridos en casación; pero 
los recursos de apelación a que ellos se refieren fueron falla-
dos por esta Suprema Corte de Justicia, en fecha 20 de fe-
brero de 1968, por lo cual no procede dicho sobreseimiento; 
En cuanto a los recursos de casación interpuestos contra los 

autos dictados por el Doctor Pablo Antonio Machado, Juez 
Primer Sustituto de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go , en fecha 2 de noviembre de 1967; por el Dr. José Reyes 
Santiago, Presidente de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo y por el Doctor Simón Bolívar Scheker, en funcio-
nes de Presidente de la Cámara de Calificación del Distri-
to Nacional, en fecha 20 de diciembre de 1967: 

40115  Considerando a que los Autos dictados por el Doctor 
José Reyes Santiago, Presidente de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo y por el Doctor Pablo Antonio Machado, 
Juez Primer Sustituto de la misma Corte, y por el Doctor 
Simón Bolívar Scheker, Juez Presidente de la Cámara de 
Calificación del Distrito Nacional, de fechas 2 de noviem-
bre y 20 de diciembre de 1967, respectivamente, por medio 
de los cuales se designa al Docto'i Simón Bolívar Scheker, 
Juez de la Corte de Apelación de Santo Domingo, para que 
conjuntamente con los Jueces de la Cuarta y Quinta Cama_ 
ras Penales del Distrito Nacional, formen la ya dicha Cá-
mara de Calificación, y además se convoca a dichos Magis-
trados para la audiencia del día 22 de diciembre del 1967, 
por ser simple autos administrativos, no contenciosos, no 
son susceptibles de ningún recurso; que, por tanto, el re-
curso de casación que se examina resulta inadmisible; 

En cuanto a los recursos de casación interpuestos contra 
los veredictos de la Cámara de Calificación del Distrito Na_ 
cional, de fechas 6 de noviembre y 22 de diciembre de 1967: 

Considerando que de conformidad con el artículo 127 
del Código de Procedimiento Criminal, modificado por la 
Ley número 5155, del 1959, las decisiones de la Cámara de 
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rico Elpidio Pérez B., abogados de la acusada Gladys Be.l) 
 zo de Pimentel, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el. Doctor Federico Lebrón Montás, cédula 29434, 
serie 2, en representación del Doctor Ramón Pina Acevedo 
y Martínez, abogado de la interviniente Servia Edna Pi-
mentel de Dunajczan, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dictamen del Magistrado Procurador General 
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recurrente Olimpio Efraín Pimentel Martínez. 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
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chez Báez, abogado del recurrente Donald Guerrero; 
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rrero y Olimpio Efraín Pimentel Martínez; 

Vistos los escritos de los acusados Doctor Héctor Pi_ 
mentel Martínez y Gladys Benzo de Pimentel; 

Visto el escrito de la interviniente Doctora Servia Ed-
na Pimentel de Dunajczan; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 127 del Código de Procedi-
miento Criminal, modificado por la Ley No. 5155 de 1959:  
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

En cuanto al pedimento de sobreseimiento: 

Considerando que el sobreseimiento de este asunto ha 
sido pedido por los recurrentes Donald Guerrero y Olimpio 
Efraín Pimentel Martínez y por el Doctor Héctor Pimentel 
Martínez y Gladys Benzo de Pimentel, en base a que están  

pendientes de fallos los recursos de apelación por ellos inter-
- uestos contra los autos ahora recurridos en casación; pero 
los recursos de apelación a que ellos se refieren fueron falla-
dos por esta Suprema Corte de Justicia, en fecha 20 de fe-
brero de 1968, por lo cual no procede dicho sobreseimiento; 
F,n cuanto a los recursos de casación interpuestos contra los 
autos dictados por el Doctor Pablo Antonio Machado, Juez 
primer Sustituto de la Corte de Apelación de Santo Domin-
o, en fecha 2 de noviembre de 1967; por el Dr. José Reyes 

Santiago, Presidente de la Corte de Apelactón de Santo 
Domingo y por el Doctor Simón Bolívar Scheker, en funcio- 
nes de Presidente de la Cámara de Calificación del Distri- 
to Nacional, en fecha 20 de diciembre de 1967: 

Considerando a que los Autos dictados por el Doctor 
José Reyes Santiago, Presidente de la Corte de Apelación 
de Santo Domingo y por el Doctor Pablo Antonio Machado, 
Juez Primer Sustituto de la misma Corte, y por el Doctor 
Simón Bolívar Scheker, Juez Presidente de la Cámara de 
Calificación del Distrito Nacional, de fechas 2 de noviem-
bre y 20 de diciembre de 1967, respectivamente, por medio 
de los cuales se designa al Docto'i Simón Bolívar Scheker, 
Juez de la Corte de Apelación de Santo Domingo, para que 
conjuntamente con los Jueces de la Cuarta y Quinta Cáma_ 
ras Penales del Distrito Nacional, formen la ya dicha Cá-
mara de Calificación, y además se convoca a dichos Magis-
trados para la audiencia del día 22 de diciembre del 1967, 
por ser simple autos administrativos, no contenciosos, no 
son susceptibles de ningún recurso; que, por tanto, el re-
curso de casación que se examina resulta inadmisible; 

En cuanto a los recursos de casación interpuestos contra 
los veredictos de la Cámara de Calificación del Distrito Na_ 
cional, de fechas 6 de noviembre y 22 de diciembre de 1967: 

Considerando que de conformidad con el artículo 127 
del Código de Procedimiento Criminal, modificado por la 
Ley número 5155, del 1959, las decisiones de la Cámara de 
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Calificación no son susceptibles de ningún recurso; que e n 
 el caso ocurrente como los recursos de casación han sido 

interpuestos contra dos decisiones de esa naturaleza dicta-
das por la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, 
dichos recursos no pueden ser admitidos; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a la Doctora Servia Edna Pimentel de Dunajczan; Segun. 
do: Declara inadmisibles los recursos de casación interpues-
tos por Olimpio Efraín Pimentel Martínez y por Donald 
Guerrero, contra los Autos dictados por el Presidente de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, por el Juez Primer 
Sustituto de Presidente de la misma Corte y por el Presi_ 
dente de la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, 
en fechas dos de noviembre y veinte de diciembre de mil 
novecientos sesenta y siete, y contra los veredictos dictados 
por la Cámara de Calificación del Distrito Nancional, en fe-
chas seis de noviembre y 22 de diciembre de 1967, cuyos 
dispositivos se han copiado en parte anterior del presente 
fallo; y Tercero: Condena a las partes que sucumben al 
pago de las costas, cuya distracción se ordena en provecho 
del Doctor Ramón Pina Acevedo y Martínez, abogado de la 
interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por las 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
' al, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo.  

c.FISITENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha 

6 de septiembre de 1966. 

)fateria: Correccional (Violación a la Ley 2859, sobre cheques) 

Recurrente: Napoleón Vidal Matos 

Abogados: Dres. David Vidal Matos y Engracia A. Mejía Díaz 

Intervinientess: Fomento Industrial, Mercantil y Agrícola C. por A. 

Abogado: Dr. Quírico V. Restituyo Vargas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo 
Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Ma_ 
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 8 del mes de Marzo de 1968 años 125° 
de la Independencia y 105° de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Napoleón 
Vidal Matos, dominicano, mayor de edad, casado, nego_ 
ciante, domiciliado y residente en la Villa de Paraiso, Ba-
rahona, cédula No. 56, serie 80, contra la sentencia de fe-
cha 6 de septiembre de 1966, dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Barahona, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 
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Calificación no son susceptibles de ningún recurso; que e l] 
 el caso ocurrente como los recursos de casación han sido 
 interpuestos contra dos decisiones de esa naturaleza dicta-

das por la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, 
dichos recursos no pueden ser admitidos; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a la Doctora Servia Edna Pimentel de Dunajczan; Segun. 
do: Declara inadmisibles los recursos de casación interpues-
tos por Olimpio Efraín Pimentel Martínez y por Donald 
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interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
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Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo:: 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
al, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha 

6 de septiembre de 1966. 

materia: Correccional (Violación a la Ley 2859, sobre cheques) 

Recurrente: Napoleón Vidal Matos 

Abogados: Dres. David Vidal Matos y Engracia A. Mejía Díaz 

Intervinientess: Fomento Industrial, Mercantil y Agrícola C. por A. 

Abogado: Dr. Quírico V. Restituyo Vargas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo 
Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Ma_ 
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 8 del mes de Marzo de 1968 años 125 9 

 de la Independencia y 1059  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Napoleón 
Vidal Matos, dominicano, mayor de edad, casado, nego_ 
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L 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Bernardo Díaz, en representación de los 

Doctores David Vidal Matos y Engracia A. Mejía Díaz, cé-
dula 10734, serie lra., abogados del recurrente, en la lectu: 
ra de sus conclusiones; 

. Oído al Dr. Quírico V. Restituyo Vargas, cédula 58961, 
serie lra., abogado de la Fomento Industrial, Mercantil y 
Agrícola, C. por A., entidad comercial creada de conformi-
dad con las leyes de la República Dominicana, con su do-
micilio y asiento social en esta ciudad de Santo Domingo, 
en el edificio marcado con el No. 24 de la calle Arzobispo 
Meriño a esquina Noeul, interviniente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a_qua en fecha 25 de Septiembre de 
1967, a requerimiento del Dr. David V. Matos, en repre-
sentación del recurrente, en la cual se invocan los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de casación de fecha 8 de enero de • 
1968, suscrito por los abogados del recurrente; Ji 

Visto el escrito de la interviniente, de fecha 8 de enero 
de 1968, suscrito por su abogado; 4' 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 22 y 66 de la Ley de Cheques 
No. 2859 de 1951; 405 y 463 del Código Penal; 1315 y 1382 
del Código Civil; 1, 154, 159 y 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil; 
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que 
con motivo de una querella por violación a la Ley de Che.  

ques presentada por la Fomento Industrial, Mercantil y 
Agrícola C. Por A., contra Napoleón Vidal Matos, el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, 
regularmente apoderado, dictó en fecha 13 de febrero de 

1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: 
primero: Que debe Declarar y Declara al nombrado Na-
poleón Vidal Matos, de generales anotadas, No Culpable 
del delito de Violación a la Ley No. 2859 sobre Cheques, 
en perjuicio de Fomento Industrial Mercantil y Agrícola, 
C. por A., y en consecuencia se le Descarga por no haber 
cometido el hecho; Segundo: Que debe Declarar y Declara 
regular y válida la constitución en Parte Civil en cuanto a 
la forma, hecha en audiencia por Fomento Industrial Mer-
cantil y Agrícola C. por A., por órgano de su abogado Dr. 
Quírico V. Restituyo, contra Napoleón Vidal Matos y en 
cuanto al fondo se Rechaza la misma, por improcedente y 
mal funda; Tercero: Se declaran las costas penales de ofi., 
cio; Curto:— Se condena a Fomento Industrial Mercantil 
y Agrícola C. por A., al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. David Vicente Vi-
dal Matos, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte"; b) Que sobre recursos del ministerio público y de 
la parte civil constituida, la Corte a-qua dictó en fecha 6 
de Septiembre de 1967, la sentencia ahora impugnada en, 
casación con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De_ 
clara regulares los recursos de apelación interpuestos por 
el Magistrado Procurador General de esta Corte y por la 
Parte Civil Fomento Industrial Mercantil y Agrícola C. 
por A. (Fimaca), en fecha 15 y 13 del mes de Febrero 
del año 1967 respectivamente, contra sentencia correccio-
nal dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Barahona, en fecha 13 del mes de Febrero 
del año 1967, cuyo dispositivo figura en otra parte del pre-
sente fallo; Segundo: Revoca la sentencia recurrida y de_ 
clara a Napoleón Vidal Matos, culpable de violar la Ley 
2859 (de cheques) en perjuicio de Fomento industrial Mer- 
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en el edificio marcado con el No. 24 de la calle Arzobispo 
Meriño a esquina Noeul, interviniente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a_qua en fecha 25 de Septiembre de 
1967, a requerimiento del Dr. David V. Matos, en repre-
sentación del recurrente, en la cual se invocan los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de casación de fecha 8 de enero de 
1968, suscrito por los abogados del recurrente; 

Visto el escrito de la interviniente, de fecha 8 de enerl. 
de 1968, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 22 y 66 de la Ley de Cheques 
No. 2859 de 1951; 405 y 463 del Código Penal; 1315 y 1382 
del Código Civil; 1, 154, 159 y 195 del Código de Procedi-
miento Criminal; 141 del Código de Procedimiento Civil; 
y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Qi-w 
con motivo de una querella por violación a la Ley de Che.  

ques presentada por la Fomento Industrial, Mercantil y 

Agrícola C. Por A., contra Napoleón Vidal Matos, el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, 
regularmente apoderado, dictó en fecha 13 de febrero de 

1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: 
primero: Que debe Declarar y Declara al nombrado Na-
poleón Vidal Matos, de generales anotadas, No Culpable 

del delito de Violación a la Ley No. 2859 sobre Cheques, 

en perjuicio de Fomento Industrial Mercantil y Agrícola, 
C. por A., y en consecuencia se le Descarga por no haber 
cometido el hecho; Segundo: Que debe Declarar y Declara 
regular y válida la constitución en Parte Civil en cuanto a 
la forma, hecha en audiencia por Fomento Industrial Mer-
cantil y Agrícola C. por A., por órgano de su abogado Dr. 
Quírico V. Restituyo, contra Napoleón Vidal Matos y en 
cuanto al fondo se Rechaza la misma, por improcedente y 
mal funda; Tercero: Se declaran las costas penales de °fi., 
cio; Curto:— Se condena a Fomento Industrial Mercantil 
y Agrícola C. por A., al pago de las costas civiles, con dis-
tracción de las mismas en favor del Dr. David Vicente Vi-
dal Matos, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte"; b) Que sobre recursos del ministerio público y de 
la parte civil constituída, la Corte a-qua dictó en fecha 6 
de Septiembre de 1967, la sentencia ahora impugnada en, 
casación con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De_ 
clara regulares los recursos de apelación interpuestos por 
el Magistrado Procurador General de esta Corte y por la 
Parte Civil Fomento Industrial Mercantil y Agrícola C. 
por A. (Fimaca), en fecha 15 y 13 del mes de Febrero 
del año 1967 respectivamente, contra sentencia correccio-
nal dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Barahona, en fecha 13 del mes de Febrero 
del año 1967, cuyo dispositivo figura en otra parte del pre-
sente fallo; Segundo: Revoca la sentencia recurrida y de_ 
clara a Napoleón Vidal Matos, culpable de violar la Ley 
2859 (de cheques) en perjuicio de Fomento industrial Mer- 
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cantil y Agrícola C. por A., y acogiendo en su favor ci t.. 
cunstancias atenuantes se condena a RD$100.00 de multas. 
Tercero: Se rechaza la conclusiones del abogado de la de-
fensa del prevenido en el sentido de que se declare irnpr o 

 cedente la constitución en parte civil hecha por la Forren__ 
to Industrial Mercantil y Agrícola C. por A. (Fimaca) por 
falta de calidad por ser este pedimiento improcedente y 
mal fundado; Cuarto: Se condena al prevenido Napoleón 
Vidal Matos, al pago de RD$100.00 por concepto del cheque 
que se trata, más el pago de los intereses legales, a partir 
de la fecha del protesto y una indemnización de RD$50.00 
en favor de la Fomento Industrial Mercantil y Agrícola' 
C. por A. (Fimacal, como justa reparación de los daños mo-
rales y materiales recibidos; Quinto: Se condena además 
al prevenido al pago de las costas penales y civiles, con 
distracción de estas últimas en favor del Doctor Quírico V. 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte;" 

Considerando que el recurrente, al declarar su recurso 
de casación, invocó los siguientes medios: Primero: Viola-
ción del Art. 22 y falsa aplicación del Art. 66 de la Ley 
2859 Sobre Cheques; Segundo: Falta de motivos; Tercero: 
Inobservancia de las reglas trazadas nor la Jurisprudencia 
sobre la calidad vara el ejercicio de la acción en Justicia (B. 
J. No. 313. Pág. 492, 29 de agosto de 1966; Cuarto: Desco-
nocimiento entre la distinción del tercero de buena y de 
mala fé tenedor de un cheque hecha por la Jurisprudencia 
(ver B. J. No. 525 Abril, 1954, Pág. 646-71; y Quinto.: Viola-
ción a las reglas de la prueba". Y luego en su memorial dq 
casación los resumió así: lro. Violación de los artículos 1 
y 195 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 del Có-
digo Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; falta dq 
base legal, desnaturalización de los hechos y falta de moti-
vos; 2do. Violación del artículo 1315 del Código Civil; 154, 
155 y 189 del Código de Procedimiento Civil y del princi-
pio que consagra la presunción de inocencia del acusado; y, 

r. 

aro . Violación otra vez del artículo 1382 del Código Civil; 
22 y 66 de la Ley No. 2859 en otros aspectos; y otra vez, 
violación de los artículos 141 del Código de Procedimiento 
Civil; 195 del Código de Procedimiento Criminal, falta de 
motivos, desnaturalización de los hechos y falta de base le-

gal; 

Considerando que a su vez la parte interviniente ha 
propuesto la nulidad del recurso de casación por violación 

del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

En cuanto a la nulidad del recurso 

Considerando que en el desarrollo del medio de nuli-
dad propuesto, la interviniente sostiene que el recurrente 
no indicó ni desarrolló los medios en que fundaba su recur-
so al hacer la declaración del mismo; ni dentro de los diez 
días posteriores a esa declaración, como tampoco depositó 
un memorial con la indicación y desarrollo de tales medios, 
todo lo cual, a su juicio, hace nulo dicho recurso según el 
artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; pe-
ro, 

Considerando que las fomalidades indicadas por el in-
terviniente solo las hace obligatorias el artículo 37 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, a pena de nulidad, 
para el ministerio público, la parte civil o la persona puesta 
en causa como civilmente responsable; que el recurso del 
prevenido, el cual tiene un carácter general, no está suje-
to a esa obligación, pues el texto no lo exige, pudiendo él, 
si lo desea, señalar esos medios bien al hacer su declara-
ción o por escrito posterior, como ha ocurrido en la espe-
cie ,sin perder por ello dicho recurso su carártec general; 
que, en consecuencia el medio de nulidad propuesto carece 
ie fundamento y debe ser desestimado; 
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en causa como civilmente responsable; que el recurso del 
prevenido, el cual tiene un carácter general, no está suje-
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En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que en el desenvolvimiento e los medi 
propuestos, los cuales se reunen para su examen, el recu-
rrente alega en síntesis: a) que él le negó calidad a Forren_ 
to Industrial, Mercantil y Agrícola C. por A., parte civil, 
constituida, "como consta en sus conclusiones en la Corte 
de Apelación", pues dicha Compaía estaba en la obligación 
"de probar su existencia", y el argumento dado al respecto 
por la Corte a-qua no solo es a su juicio violatorio de la ley 
sino que "carece de base legal" y desnaturaliza los hechos; 
b) Que la declaración prestada por José Francisco López 
Robles como testigo, es nula porque no se tomó juramento 
conforme a lo dispuesto por el artículo 155 del Código de 
Procedimiento Criminal; que, además, si dicho señor ac-
tuó como representante de la parte civil, la Corte a-qua no 
pudo fallar basada en su declaración; y si se le considera 
como testigo, entonces no fue juramentado conforme a la 
ley, según expuso antes; c) Que la Fomento Industrial, Mer_ 
til y Agrícola, C. por A., sabía que el prevenido expidió ese 
cheque a Francisco Jiménez, quien lo endosó a la Compa-
ñía "sujeto a la entrega de determinada cantidad de café" 
por parte de Jiménez; que, la Compañía fue advertida "in-. 
mediatamente después de expedido el cheque, que de no 
devolverlo... se ordenaría la suspensión del pago"; que al 
no apreciar esos hechos la Corte a-qua hizo una mala apli_ 
cación del artículo 22 de la Ley de Cheques No. 2859, as-
pecto este quela Corte a-qua no motivó, pues la actuación 
del librador del cheque, en esas condiciones, obligaba a la 
Corte a-qua "a considerarlo de buena fé"; pues el poder so-
berano de apreciar las pruebas que tienen los jueces, es 
siempre que no haya desnaturalización, como a su juicio 
ocurrió en la especie; que, la Corte a-qua no ponderó todas 
esas circunstancias; y d) Que la Corte a_qua no expresa en 
su sentencia cual es el texto de la Ley de Cheques que fue 
violado, pues sólo citó los artículos 22 y 66 de la vnenciona-

N,  

da 
	

todo lo cual estima el recurrente, que se han 
cometido 

 ley; P° 
i o' ern la sentencia impugnada, los vicios y violacio- 

nes por él señalados; pero, 

Considerando, en cuanto a la falta de calidad de la 
Compañía: que es constante en el expediente que esa cali-
dad no fue discutida por el prevenido en primera instancia, 
en donde su abogado, según figura en el acta de audiencia, 
concluyó así: "Primero: Que Napoleón Vidal Matos sea 
descargado de toda responsabilidad penal por no haber co-
metido el hecho aue se le imputa. Segundo: Que se decla-
ren las costas penales de oficio. Tercero: Que se rechasen 
las conclusiones de la parte civil por improcedentes y mal 
fundadas. Cuarto: Que se condene a Fomento Industrial 
Mercantil y Agrícola, C. por A., al pago de las costas civi-
les con distracción de las mismas en provecho del Dr. Da, 
vid Vicente Vidal Matos, por haberlas avanzado en su ma_ 
yor parte"; que, puesto que el prevenido concluyó al fondo, 
admitió la calidad de su contra parte; que ,por consiguiente, 
cuando la Corte a-qua en el octavo Considerando desesti-
mó por infundados sus alegatos al respecto, hizo una apli_ 
cación correcta de la ley; que, en cuanto a la declaración 
prestada como testigo por José Francisco López Robles, sil 
él personalmente no se constituyó en parte civil, nada se 
oponía a que declarara como testigo; que, sin embargo, en 
el acta de audiencia de fecha 1 ro. de septiembre de 1967, 
celebrada por la Corte a-qua, consta que se resolvió —pues-
to que él había puesto la querella a nombre de la Com-
pañía— "oírlo como representante de la empresa", agre-
gándose en el acta "no fue juramentado", lo que significa 
que carece de pertienencia el alegato de que el juramento 
no fue tomado en la forma que señala el artículo 155 del 
Código de Procedimiento Criminal, pues no hubo juramen-
to; que, además, el examen de la sentencia impugnada, re_ 
vela que ella no está fundamentada en esa declaración, si-
no en el r '"finto de pruebas aportadas en la instrucción de 
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la causa (entre ellas, la declaración del propio prevenido y 
del testigo Joaquín Feliz), sin que el recurrente haya pre-
cisado en que consiste la desnaturalización alegada de los 
hechos de la causa, ya que más b:en lo que él califica com o 

 desnaturalización es la soberana apreciación de esos hechos 
realizada por los jueces del fondo, lo cual escapa a censu_ 
ra de la casación; 

Considerando, en cuanto al alegato de que el prevenido 
expidió el cheque a Francisco Jiménez " sujeto a la entrega, 
de determinada cantidad de café" por parte de Jiménez, 
(lo que este último no cumplió, y determinó al librador a 
prohibir su pago) aún cuando existiera ese acuerdo entre 
el librador y Jiménez, y que luego endosó el cheque a la 
Compañía, la simple inejecución de la obligación contrae, 
tual contraída por el beneficiario del cheque, de entregar 
determinada cantidad de café, no puede constituir una cau-
sa que justifique la oposición al pago del mismo, pues ello 
conspiraría contra la seguridad y confianza de que debe 
estar revestido el cheque una vez expedido: debiendo ad_ 
vertirse que las causas que pueden razonablemente justifi-
car la oposición del librador al pago de un cheque por 
emitido, son las que conciernen a la expedición regular y 
voluntaria del mismo, por ejemplo, si el cheque fue obteni-
do por dolo o violencia, o por cualquier medio ílicito que, 
pueda implicar un fraude o caracterizar una falsedad, lo que 
no ocurrió en la especie; 

Considerando, finalmente, en cuanto al alegato de que 
en la sentencia impugnada no se expresa el texto de la ley 
aplicado, el examen de la misma revela que por un salto 
evidentemente material no se copió el texto integro del ar_ 
tículo 66 de la Ley de Cheques, sino la primera y la última 
parte de ese texto, el cual dispone, en su acápite in fine. 
se  castigará con la pena de la estafa, entre otros casos, el 
hecho de "haber ordenado el librado„ sin cal 

da, no efectuar el pago", que fue lo ocurrido en la especie; 
pero, esa omisión de carácter material, no invalida la sen-
tencia, pues en el quinto Considerando del fallo impugnado 
se lee lo siguiente: "Que se castigará con las penas de la 
estafa, establecida por el artículo 405 del Código Penal, sin 
que la multa pueda ser inferior al monto del cheque a los 
que hayan ordenado al librado, sin causa justificada, no 
efectuar el pago del mismo"; que, por tanto, el texto apli_ 
cado esta citado; por lo cual se advierte claramente que 
esa fue la prevención puesta a cargo del recurrente, y esa 
la disposición legal por la cual se le condenó; que además, 
la sentencia impugnada, según se advierte por su examen, 
contiene motivos suficientes y pertinentes y una relación, 
completa de los hechos de la causa, que permite verificar 
que la ley ha sido bien aplicada; que, en consecuencia, los 
medios propuestos carecen de fundamento y deben ser de-
sestimados; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, la Corte a-qua dió por establecido: 
"a) Que con motivo de la falta de pago de un pagaré venci-
do, por concepto de la venta condicional de un vehículo, 
que Francisco Jiménez adeudaba a la Fomento Industrial, 
Mercantil y Agrícola, C. por A., José Francisco López Ro_ 
ble, empleado de dicha compañía, se trasladó a la población 
de Paraiso, acompañado del Alguacil de Estrados de esta 
Corte, José Ignacio Mota, a fin de incautarse de ocho ve-
hículo; b) que el nombrado Francisco Jiménez consiguió 
con Napoleón Vidal Matos, que éste le facilitara la suma de 
RD$200.00, para entregarlos en café; de dicha suma, un 
ciento de pesos fue en efectivo y un ciento de pesos por che-
que que expidió Napoleón Vidal Matos, en favor de Fran-
cisco Jiménez, contra el Banco de Reservas de la República s 

 Dominicana, Sucursal de Barahona; c) que Francisco Jimé-
nez pagó a la Fomento Industrial un pagaré que le adeuda- 

j 
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la causa (entre ellas, la declaración del propio prevenido y 
del testigo Joaquín Feliz), sin que el recurrente haya pre-
cisado en que consiste la desnaturalización alegada de los 
hechos de la causa, ya que más bien lo que él califica como 
desnaturalización es la soberana apreciación de esos hechos 
realizada por los jueces del fondo, lo cual escapa a censu -
ra de la casación; 
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de determinada cantidad de café" por parte de Jiménez, 
(lo que este último no cumplió, y determinó al librador a 
prohibir su pago) aún cuando existiera ese acuerdo entre 
el librador y Jiménez, y que luego endosó el cheque a la 
Compañía, la simple inejecución de la obligación contrac i 

 tual contraída por el beneficiario del cheque, de entregar 
determinada cantidad de café, no puede constituir una cau-
sa que justifique la oposición al pago del mismo, pues ello 
conspiraría contra la seguridad y confianza de que debe 
estar revestido el cheque una vez expedido: debiendo ad_ 
vertirse que las causas que pueden razonablemente justifi-
car la oposición del librador al pago de un cheque por él, 
emitido, son las que conciernen a la expedición regular y 
voluntaria del mismo, por ejemplo, si el cheque fue obteni-
do por dolo o violencia, o por cualquier medio ílicito que, 
pueda implicar un fraude o caracterizar una falsedad, lo que 
no ocurrió en la especie; 

Considerando, finalmente, en cuanto al alegato de que 
en la sentencia impugnada no se expresa el texto de la ley 
aplicado, el examen de la misma revela que por un salto 
evidentemente material no se copió el texto integro del ar. 
tículo 66 de la Ley de Cheques, sino la primera y la última 
parte de ese texto, el cual dispone, en su acápite in fine. 
se  castigará con la pena de la estafa, entre otros casos, el 
hecho de "haber ordenado el librado„ sin cay  

da, no efectuar el pago", que fue lo ocurrido en la especie; 
pero, esa omisión de carácter material, no invalida la sen-
tencia, pues en el quinto Considerando del fallo impugnado 
se lee lo siguiente: "Que se castigará con las penas de la 
estafa, establecida por el artículo 405 del Código Penal, sin 
que la multa pueda ser inferior al monto del cheque a los 
que hayan ordenado al librado, sin causa justificada, no 
efectuar el pago del mismo"; que, por tanto, el texto apli_ 
cado esta citado; por lo cual se advierte claramente que 
esa fue la prevención puesta a cargo del recurrente, y esa 
la disposición legal por la cual se le condenó; que además, 
la sentencia impugnada, según se advierte por su examen, 
contiene motivos suficientes y pertinentes y una relación 
completa de los hechos de la causa, que permite verificar 
que la ley ha sido bien aplicada; que, en consecuencia, los 
medios propuestos carecen de fundamento y deben ser de-
sestimados; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la ins_ 
trucción de la causa, la Corte a-qua dió por establecido: 
"a) Que con motivo de la falta de pago de un pagaré venci-
do, por concepto de la venta condicional de un vehículo, 
que Francisco Jiménez adeudaba a la Fomento Industrial, 
Mercantil y Agrícola, C. por A., José Francisco López Ro_ 
ble, empleado de dicha compañía, se trasladó a la población 
de Paraiso, acompañado del Alguacil de Estrados de esta 
Corte, José Ignacio Mota. a fin de incautarse de ocho ve-
hículo; b) que el nombrado Francisco Jiménez consiguió 
con Napoleón Vidal Matos, que éste le facilitara la suma de 
RD$200.00, para entregarlos en café; de dicha suma, un 
ciento de pesos fue en efectivo y un ciento de pesos por che-
que que expidió Napoleón Vidal Matos, en favor de Fran. 
cisco Jiménez, contra el Banco de Reservas de la República s 

 Dominicana, Sucursal de Barahona; c) que Francisco Jimé-
nez pagó a la Fomento Industrial un pagaré que le adeuda- 
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daba de RD$275.00, entregándole además la suma de RDs 
175,00 en efectivo, el cheque de un ciento de pesos debida, 
mente firmado por él, que le expidió Napoleón Vidal M a, 
tos; recibiendo a su vez de manos de Francisco Roble, em. 
pleado de la indicada Compañía, el pagaré vencido; d) qin 

Napoleón Vidal Matos al no recibir la totalidad del café 
que debía enviarle Francisco Jiménez, fue a la casa de éste 
último y allí le informaron, que había salido con su fa-
milia para Santo Domingo, fue al Banco y ordenó que se 
suspendiera el pago del cheque expedido;" e) Que la Fo-
mento Industrial, Mercantil y Agrícola C. por A., al pre_ 
sentar al Banco el cheque expedido por Napoleón Vidal 
Matos, el Administrador se negó a pagarlo, porque el expe-
didor había suspendido el pago del mismo;" f) Que la aludi-
da Compañía por acto de Alguacil, requirió a Napoleón Vi, 
dal Matos, el depósito de los valores del cheque, dándole 
dos (2) días de plazo y al no cumplir este requerimiento 
presentó formal querella por ante el Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Judicial de Barahona"; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran la infracción prevista en el artículo 66, letra a, in fine, 
de la Ley de Cheques No. 2859, de 1951, sancionada con la 
pena de la estafa, delito este último que según el artículo 
405 del Código Penal está castigado con prisión de seis me_ 
ses a dos años y multa de veinte a doscientos pesos; que, 
en consecuencia, al condenar al prevenido, después de de-
clararlo culpable, a cien pesos de multa, acogiendo circuns-
tancias atenuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley: 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles 
que la Corte a_qua dió también por establecido que el deli-
to cometido nor el nrevenido, ocasionó a la parte civil cons-
tituida, daños y perjuicios morales y materiales, cuyo mon-
to cometido por el prevenido, ocasionó a la parte civil eons-
lo cual hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del 
Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia en sus de_ 
ás  aspectos de interés para el recurrente, ella no contiene 

vicio alguno que justifique su casación; 
Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Napoleón Vidal Matos, contra la 
sentencia de fecha 6 de septiembre de 1966, dictada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Barahona, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo,: Condena al recurrente al 
pago de las costas con distracción de las mismas en prove-
cho del Dr. Quírico V. Restituyo Vargas, quien afirma ha-
berlas avanzado; 

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez. —Manuel D. Bergés Chu_ 
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— 
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Primera Cámara de La Vega, de fecha 19 
de abril de 1967. 

Materia: Correccional (Viol. a la ley 5852 de 1962) 

Recurrente: Ramón García Tineo 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio 
Beras; Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien., 
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 8 de Marzo del año 1968, años 125 9  de la 
Independencia y 105 9  de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
García Tineo, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 
No. 382, serie 87, domiciliado y residente en El Ranchito, 
La Vega, contra sentencia de fecha 19 de abril de 1967. dic-. 
tada en sus atribuciones correccionales por la Primera Cá- 
mara Penal de La Vega, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra el prevenido Ra-
món García Tineo, por no haber comparecido a la audien-
cia no obstante estar legalmente citado. SEGUNDO: Se de.. 
clara bueno y válido el presente recurso de apelación in- 

terpuesto por el prevenido contra la sentencia del Juzgado 
de paz de la Primera Circunscripción que le condenó a 3 
meses de prisión y al pago de las costas; TERCERO: En 
cuanto al fondo se confirma en todas sus partes la senten- 

cia roecíudrora

idlaa7guacil de turno en la lectura del rol; • 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de lavRisetpaúebl acta 
a del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del tribunal a-quo, en fecha 3 de agosto de 1967, 
a requerimiento del Dr. Guzmán de Jesús Batista Gil, cé-
ula No. 29612, serie 47, en representación del prevenido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell., 
berado y vistos los artículos 1, 86 y 126 de la Ley No. 5852 
de 1962, "Ley de Dominio de las Aguas Terrestres"; y 1, 
29 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que es constante en el expediente que 
la sentencia impugnada lite pronunciada en defecto, en gra-
do de apelación, por el Juzgado a-quo, en fecha 19 de julio 
de 1967, sin aue haya constancia de haber sido notificada, 
que de acuerdo con el Artículo 29 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación, el plazo para interponer el recurso de 
casación en materia penal es de diez días, contados desde 
la fecha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado 
estuvo presente en la audiencia o fue debidamente citado 
para la misma; y, en todo otro caso el plazo corred111par-
tir de la notificación de la sentencia; 

Considerando que las sentencias pronunciadas por los 
tribunales de apelación no pueden ser impugnadas en ca.. 
ración, mientras esté abierto el recurso de oposición, pues-
to que, mediante el ejercicio de esa vía ordinaria de re-
tractación, pueden ser subsanadas las violaciones de la ley 
que afecten a la decisión atacada; que en la especie es ob.. 
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ENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelaci4n de Santiago, de fecha 

24 de abril de 1967. 

Materia: Criminal 

iu,nrrente: Pura Dominicana Tuero. 

Abogado: Lic. R. A. Jorge Rivas 
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vio que el recurso de casación fue declarado cuando aú n 
 estaba abierta la posibilidad de la oposición; que, por tan. 

to el recurso que se examina no puede ser admitido; 
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-

curso de casación interpuesto por Ramón García Tinco, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por 
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan 
cia del Distrito Judicial de La Vega, en fecha 19 de abril 
de 1967, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pa-
go de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente. —Carlos Manuel Lamarche 
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran : .  
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló. —Juan 
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc. 

411 cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene- 

:- ral, que certifico. (Firmado) Ernestc Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad, 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; 
Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de Marzo de 
1968, años 125° de la Independencia y 105 de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública. como corte de Casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pura Do-, 
minicana Tuero, dominicana, mayor de edad, soltera, de 
de quehaceres domésticos, domiciliada en la casa No. 70 
de la calle Duarte de la ciudad de Santiago, cédula No. 
11674, serie 47, contra la sentencia dictada en atribuciones, 
criminales por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha 
24 de abril de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 28 de abril de 1967, 
a requerimiento del Lic. R. A. Jorge Rivas, cédula 429, se_ 
rie 31, actuando a nombre y representación de la recurre n 

 te, en el cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante; 

Visto el memorial de fecha 22 de diciembre de 1967, 
suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual se invo-
can los medios que se indican más adelante; 

La Suprema Corte Justicia, después de haber delibera-
rado y vistos los artículos 406 y 408 del Código Penal, 248, 
270 y 281 del Código de Procedimiento Criminal y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
mediante providencia calificativa de fecha 4 de Noviembre 
de 1965, dictada por el Magistrado Juez de Instrucción de 
Valverde, el inculpado Andrés Avelino Disla, fue enviado, 
por ante el Tribunal Criminal acusado de abuso de confian-
za por una suma mayor de mil pesos, en perjuicio de Pura 
Dominicana Tuero; que apoderado del caso el Juzgado de 
Primera Instancia de Valverde, dictó en fecha 8 de sep-
tiembre de 1966, una sentencia cuyo dispositivo se copia en 
el de la sentencia ahora impugnada; b) que sobre los re_ 
cursos interpuestos, la Corte de Apelación de Santiago, dic-
tó en fecha 24 de abril de 1967, la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite, 
en la forma, los presentes recursos de apelación interpues-
tos por la parte civil constituida, señorita Pura Dominicana 
Tuero, el acusado Andrés Avelino Disla Lugo y el Magis-
trado Fiscal del Distrito Judicial de Valverde, contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Valverde, de fecha ocho (8) de septiembre 
de 1966, la cual varió la calificación del crimen de abuso de 
confianza puesto a cargo del procesado Andrés Avelino Dis- 

  

 

la  Lugo, por el delito de violación al artículo 406 del Có-
digo Penal o sea por abuso de confianza de una suma menor 
de Mil Pesos, y acogiendo en su favor circunstancias ate-

nuantes lo condenó a una multa de RD$50.00 y al pago de 
las costas penales; declaró buena y válida la. constitución en 
parte civil hecha por la señorita Pura Dominicana Tuero; 
condenó al procesado Andrés Avelino Disla Lugo al pago 
de una indemnización de RD$600.00 en favor de la parte ci-
vil y al pago de las costas civiles, distrayendo éstas en favor 
del Lic. R. A. Jorge Rivas, por haberlas avanzado en su 

mayor parte; Segundo: Anula el acta de audiencia redacta-
da en el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Valverde, en fecha 18 de Septiembre de 1966, cuando se 
hacía la instrucción en juicio de este asunto, por haberse he-
cho consignar en ella declaraciones de los testigos Agustín 
Disla y Arístides Reyes, y, como consecuencia, Anula tam-
bién la sentencia dictada por dicho Juzgado de Primera Ins-
tancia en fecha 8 de Septiembre de 1966, la cual ha sido 
apelada; Tercero: Avoca el fondo del presente asunto para 
ser Juzgado en Instrucción Unica, y envía el conocimiento, 
de esta causa para una próxima audiencia; Cuarto: Reser-

va las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios: Primero: Violación del artículo 270 
del Código de Procedimiento Criminal; Segundo: Violación 
del artículo 248 del Código de Procedimiento Criminal, por 
errada interpretación y absurda aplicación del mismo al 
asunto, combinado dicho texto con el artículo 480 inciso 3 9 . 

Considerando que la recurrente en el desarrollo de su 
primer medio se limita a decir que habiéndose cerrado los 
debates de la causa, el día 21 de abril de 1967, la Corte 
a_qua debió fallar en esa misma fecha y vino a hacerlo en 
fecha 24, es decir tres días después, en violación de lo pre-
ceptuado por el artículo 270 del Código de Procedimiento 
CriminPl. pero, 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 
 Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 28 de abril de 1967 , 

 a requerimiento del Lic. R. A. Jorge Rivas, cédula 429, se. 
rie 31, actuando a nombre y representación de la recurre n_ 
te, en el cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante; 

Visto el memorial de fecha 22 de diciembre de 1967, 
suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual se invo-
can los medios nue se indican más adelante; 
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270 y 281 del Código de Procedimiento Criminal y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
mediante providencia calificativa de fecha 4 de Noviembre 
de 1965, dictada por el Magistrado Juez de Instrucción de 
Valverde, el inculpado Andrés Avelino Disla, fue enviado, 
por ante el Tribunal Criminal acusado de abuso de confian-
za por una suma mayor de mil pesos, en perjuicio de Pura 
Dominicana Tuero; que apoderado del caso el Juzgado de 
Primera Instancia de Valverde, dictó en fecha 8 de sep-
tiembre de 1966, una sentencia cuyo dispositivo se copia en 
el de la sentencia ahora impugnada; b) que sobre los re., 
cursos interpuestos, la Corte de Apelación de Santiago, dic-
tó en fecha 24 de abril de 1967, la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite. 
en la forma, los presentes recursos de apelación interpues-
tos por la parte civil constituida, señorita Pura Dominicana 
Tuero, el acusado Andrés Avelino Disla Lugo y el Magis-
trado Fiscal del Distrito Judicial de Valverde, contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Valverde, de fecha ocho (8) de septiembre 
de 1966, la cual varió la calificación del crimen de abuso de 
confianza puesto a cargo del procesado Andrés Avelino Dis- 

la  Lugo, por el delito de violación al artículo 406 del Có-

digo penal o sea por abuso de confianza de una suma menor 
de Mil Pesos, y acogiendo en su favor circunstancias ate-

nuantes lo condenó a una multa de RD$50.00 y al pago de 
las costas penales; declaró buena y válida la.constitución en 
parte civil hecha por la señorita Pura Dominicana Tuero; 
condenó al procesado Andrés Avelino Disla Lugo al pago 
de una indemnización de RD$600.00 en favor .  de la parte ci-
vil y al pago de las costas civiles, distrayendo:éstas en favor 
del Lic. R. A. Jorge Rivas, por haberlas avanzado en su 

mayor parte; Segundo: Anula el acta de audiencia redacta-
da en el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Valverde, en fecha 18 de Septiembre de 1966, cuando se 
hacía la instrucción en juicio de este asunto, por haberse he-
cho consignar en ella declaraciones de los testigos Agustín 
Disla y Arístides Reyes, y, como consecuencia, Anula tam-
bién la sentencia dictada por dicho Juzgado de Primera Ins-
tancia en fecha 8 de Septiembre de 1966, la cual ha sido 
apelada; Tercero: Avoca el fondo del presente asunto para 
ser Juzgado en Instrucción Unica, y envía el conocimiento, 
de esta causa para una próxima audiencia; Cuarto: Reser-

va las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios: Primero: Violación del artículo 270 
del Código de Procedimiento Criminal; Segundo: Violación 
del artículo 248 del Código de Procedimiento Criminal, por 
errada interpretación y absurda aplicación del mismo al 
asunto, combinado dicho texto con el artículo 480 inciso 3 9 . 

Considerando que la recurrente en el desarrollo de su 
primer medio se limita a decir que habiéndose cerrado los 
debates de la causa, el día 21 de abril de 1967, la Corte 
a_qua debió fallar en esa misma fecha y vino a hacerlo en 
fecha 24, es decir tres días después, en violación de lo pre-
ceptuado por el artículo 270 del Código de Procedimiento 
Crimin9 1 . pero, 
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Considerando que la Corte a-qua en la especie, no di e _ 
tó sentencia sobre el fondo, desestimado la petición de 
parte civil sino que se limitó al reenvío para una próx 
audiencia; que en tales condiciones el fallo dictado no le 
zo agravio, por lo cual el medio propuesto debe ser des 
timado; 

Considerando que la recurrente en su segundo medio 
alega que la Corte a-qua al anular la sentencia del Juez de 
Primer Grado, por el hecho de que en el acta de audiencia, 
se hicieron constar declaraciones de testigos y de la parte 
civil, que habían declarado en igual forma en la instruc-
ción, hizo una falsa aplicación del artículo 248 del Código 
de Procedimiento Criminal; pero, 

Considerando que contrariamente a lo sostenido por lá 
recurrente, la Corte a_qua al hacer las comprobaciones an-
tes dichas y proceder en consecuencia a anular el acta de 
audiencia qu' e recogió las mencionadas declaraciones, hi 
una correcta aplicación del artículo 281 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, que sanciona con la nulidad, dichas 
irregularidades de procedimiento; que por otra parte, la de-
cisión en ese aspecto tampoco le hace agravio a ninguna de 
las partes; 

Considerando que en el presente caso no procede es-
tatuir sobre las costas porque ninguna parte con interés 
contrario lo ha solicitado, y estas no pueden ser pronuncia_ 
das de oficio en cuanto al aspecto civil; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pura Dominicana Tuero, contra la 
sentencia de fecha 24 de abril de 1967, dictada en atribu-
ciones criminales, por la Corte de Apelación de Santiago; 
Segundo: Declara que no ha lugar a estatuir sobre las cos-
tas. 
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando 
/ Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí., 

c iez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio 

Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado.) Ernesto Curiel hijo.— 
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parte civil sino que se limitó al reenvío para una próxim a 

 audiencia; que en tales condiciones el fallo dictado no le 
zo agravio, por lo cual el medio propuesto debe ser des 
timado; 

Considerando que la recurrente en su segundo medio 
alega que la Corte a-qua al anular la sentencia del Juez 
Primer Grado, por el hecho de que en el acta de audiencia. 
se  hicieron constar declaraciones de testigos y de la parte 
civil, que habían declarado en igual forma en la instruc-
ción, hizo una falsa aplicación del artículo 248 del Código 
de Procedimiento Criminal; pero,  
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado.) Ernesto Curiel hijo.— 

Considerando que contrariamente a lo sostenido por la, 
recurrente, la Corte a_qua al hacer las comprobaciones an-
tes dichas y proceder en consecuencia a anular el acta de 
audiencia qu' e recogió las mencionadas declaraciones, hizq 
una correcta aplicación del artículo 281 del Código de Pro-
cedimiento Criminal, que sanciona con la nulidad, dichas 
irregularidades de procedimiento; que por otra parte, la de-
cisión en ese aspecto tampoco le hace agravio a ninguna de 
las partes; 

Considerando que en el presente caso no procede es-
tatuir sobre las costas porque ninguna parte con interés 
contrario lo ha solicitado, y estas no pueden ser pronuncia_ 
das de oficio en cuanto al aspecto civil; iI 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pura Dominicana Tuero, contra la 
sentencia de fecha 24 de abril de 1967, dictada en atribu-
ciones criminales, por la Corte de Apelación de Santiago; 
Segundo: Declara que no ha lugar a estatuir sobre las cos-
tas. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal,' d e 
 fecha 20 de diciembre de 1965. 

Materia: Comercial 

Recurrente: Juan José Féliz 

Abogado: Lic. Angel Salvador Canó Pelletier 

Recurrido: Antonio León hijo. 
Abogado: Dr. Juan J. Sánchez. 

República Dominicana. 
Dios, Patria y Libertad. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-.1 
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidas del Secretario Ge 
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad . 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
11 de marzo del año 1968, años 125 9  de la Independencia y 1, 
1059  de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan José 
Feliz, dominicano, mayor de edad, soltero, negocian-
te, domiciliado en Azua, cédula No. 4797, serie 10, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cris_ 
tóbal, en sus atribuciones comerciales, en fecha 20 de di-
ciembre de 1965, cuyo dispositivo se copia más a. elante: 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco Sánchez Báez, en representación 

del 
Dr. Juan J. Sánchez, cédula No. 13030, serie 10, aboga-

do de Antonio León hijo, de nacionalidad china, casado, do-
miciliado en Azua, cédula No. 11988, serie 10, parte re-
currida, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la iíRi setpoúebll imc ae; 

memorial de casación suscrito por el Lic. An-
gel Salvador Canó Pelletier, abogado del recurrente, depo-
sitado el 6 de abril de 1967 en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en el cual se invocan los medios de casa-
ción que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado, de fecha 29 de junio de 1967; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 631 y siguientes del Código de 
Comercio; artículos 141, 172, 173, 451 y 452 del Código de 
Procedimientos Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda en daños y perjuicios in-
tentada por Juan José Féliz, contra Antonio de León hijo, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua, dictó el 18 de enero de 1965, en sus atribuciones co-
rreccionales, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe Ordenar y Ordena un ex-
perticio a cargo del señor Emilio Martínez, carpintero de 
esta ciudad, para que evalúe el cuantum de los daños sufri-
dos por la casa del demandante señor Juan José Féliz, la 
cual casa está ubicada en la calle "Miguel Angel Garrido" 
y distinguida con el No. 97; SEGUNDO: Que debe ordenar 
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Materia: Comercial 

Recurrente: Juan José Féliz 

Abogado: Lic. Angel Salvador Canó Pelletier 

Recurrido: Antonio León hijo. 
Abogado: Dr. Juan J. Sánchez. 

República Dominicana. 
Dios, Patria y Libertad. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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món Ruíz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chu-
pani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidas del Secretario Ge-.: 
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad-
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
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corte de casación, la siguiente sentencia: 
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Feliz, dominicano, mayor de edad, soltero, negocian-
te, domiciliado en Azua, cédula No. 4797, serie 10, contra 
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cris_ 
tóbal, en sus atribuciones comerciales, en fecha 20 de di-
ciembre de 1965, cuyo dispositivo se copia más a. ante: 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco Sánchez Báez, en representación 

del Dr. Juan J. Sánchez, cédula No. 13030, serie 10, aboga-
do de Antonio León hijo, de nacionalidad china, casado, do-
miciliado en Azua, cédula No. 11988, serie 10, parte re-
currida, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. An-
gel Salvador Canó Pelletier, abogado del recurrente, depo-
sitado el 6 de abril de 1967 en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia, en el cual se invocan los medios de casa-
ción que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por su abogado, de fecha 29 de junio de 1967; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 631 y siguientes del Código de 
Comercio; artículos 141, 172, 173, 451 y 452 del Código de 
Procedimientos Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una demanda en daños y perjuicios in-
tentada por Juan José Feliz, contra Antonio de León hijo, 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Azua, dictó el 18 de enero de 1965, en sus atribuciones co-
rreccionales, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe Ordenar y Ordena un ex-
perticio a cargo del señor Emilio Martínez, carpintero de 
esta ciudad, para que evalúe el cuantum de los daños sufri-
dos por la casa del demandante señor Juan José Feliz, la 
cual casa está ubicada en la calle "Miguel Angel Garrido" 
y distinguida con el No. 97; SEGUNDO: Que debe ordenar 

1, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal ,  d 
fecha 20 de diciembre de 1965. 
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y Ordena un informativo testimonial sumario, para qu e el 
 demandante Juan José Feliz pruebe los hechos siguientes. 

a) que es cierto que un camión propiedad del señor Antoni o; 
León hijo le destruyó su casa marcada con el No. 97 d e  la 

 calle Miguel Angel Garrido, de esta ciudad, el día 18 de ju-
nio de 1964; y b) que también ese día el mismo camión pla-
ca pública No. 5764 le destruyó una cama, una mecedora 
una silla, una docena de platos y dos docenas de vasos; 
TERCERO: Que debe conceder, como al efecto Conceder: 
la prueba contraria a la parte demandada, señor Antonio 
León hijo, como lo considere útil a sus intereses; CUARTO: 
Que debe fijar y Fija la audiencia de la diez (10) horas de 
la mañana del día Veintidós (22) del mes de febrero del año 
en curso (1965), para efectuar las medidas de instrucción 
que se ordenan por esta sentencia, las cuales tendrán lu-
gar ante el Juez de Primera Instancia de este Distrito Ju_ 
dicial, en audiencia pública, en el local de este Tribunal si-
to en la planta alta del edificio No. 33 de la calle Juan Pa-
blo Duarte esquina a Miguel A. Garrido, de esta ciudad; 
QUINTO: Que debe condenar y Condena al señor Antonio 
León hijo, parte demandada que sucumbe en este incidente, 
al pago de las costas"; b) que sobre apelación del actual Ti , 

 recurrido, la Corte a-qua dictó en fecha 20 de diciembre de 
1965, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por Antonio León hijo, contra sentencia interlocutoria No. 
1 dictada en fecha 18 de enero de 1965, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, en sus 
atribuciones comerciales, por haberlo intentado dentro del 
plazo legal y de acuerdo con las normas procedimentales 
vigentes; SEGUNDO: En cuanto al fondo, se declara la nu-
lidad del procedimiento empleado por el demandante origi-
nario Juan J. Feliz, así como todo cuanto sea su consecuen-
cia, y la Corte obrando por propia autoridad, revoca la sen-
tencia apelada, por haberse apoderado al tribunal de comer  

cio, de un asunto civil de acuerdo con las normas del pro-

cedimiento comercial; TERCERO: Condena a la parte per-
didosa de la presente instancia, Juan José Feliz, al pago de 
las costas, con distracción de la3 mismas en provecho del 
Doctor Juan J. Sánchez A., abogado del intimante, por afir-
mar éste haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del artículo 173 del Código de Procedimiento Civil; Segun-

do Medio: Violación de los artículos 451 y 452 del Código 
de procedimiento Civil; Tercer Medio: Violación de las re-
glas relativas a la competencia comercial y en consecuencia 
violación de los artículos 631 y siguientes del Código de Co.; 

 mercio; Cuarto Medio: Falsa motivación y en consecuencia 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio el 
recurrente alega que conforme lo expresa el artículo 173 
del Código de Procedimiento Civil, .que dice: "Las nulida: 
des del acta de emplazamiento o . actos de procedimiento 
quedan cubiertas, sino se proponen antes de toda defensa o 
excepción, excepto la de incompetencia", la sentencia im-
pugnada ha violado ese artículo al admitir las conclusiones 
del recurrido tendientes a que se rechazaran las medidas , 

 de instrucción sobre el experticio y sobre el informativo 
testimonial sumario que propuso el demandante originario s 

 al no tener en cuenta que esas conclusiones quedaban cu-
biertas, por las conclusiones formales al fondo hechas por 
dicho recurrido; pero, 

Considerando que puede reputarse cubierta la nulidad 
de un acto de procedimiento de conformidad con el artículo 
173 del Código de Procedimiento Civil, si al concluir a la 
excepción y sobre el fondo a la vez, el concluyente no ha 
revelado intención de renunciar al derecho de proponer la   

1 - 
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y Ordena un informativo testimonial sumario, para qu e el 
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. a) que es cierto que un camión propiedad del señor Antoni o 
 León hijo le destruyó su casa marcada con el No. 97 de la 

calle Miguel Angel Garrido, de esta ciudad, el día 18 de ju. 
nio de 1964; y b) que también ese día el mismo camión pla-
ca pública No. 5764 le destruyó una cama, una mecedora 
una silla, una docena de platos y dos docenas de vasos: 
TERCERO: Que debe conceder, como al efecto Conceden 
la prueba contraria a la parte demandada, señor Antonio 
León hijo, como lo considere útil a sus intereses; CUARTO: 
Que debe fijar y Fija la audiencia de la diez (10) horas de 
la mañana del día Veintidós (22) del mes de febrero del ario 
en curso (1965), para efectuar las medidas de instrucción 
que se ordenan por esta sentencia, las cuales tendrán lu-
gar ante el Juez de Primera Instancia de este Distrito Ju-
dicial, en audiencia pública, en el local de este Tribunal si-
to en la planta alta del edificio No. 33 de la calle Juan Pa-
blo Duarte esquina a Miguel A. Garrido, de esta ciudad; 
QUINTO: Que debe condenar y Condena al señor Antonio 
León hijo, parte demandada que sucumbe en este incidente, 
al pago de las costas"; b) que sobre apelación del actual 
recurrido, la Corte a-qua dictó en fecha 20 de diciembre de 
1965, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido 
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto 
por Antonio León hijo, contra sentencia interlocutoria No. 
1 dictada en fecha 18 de enero de 1965, por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, en sus 
atribuciones comerciales, por haberlo intentado dentro del 
plazo legal y de acuerdo con las normas procedimentales 
vigentes; SEGUNDO: En cuanto al fondo, se declara la nu-
lidad del procedimiento empleado por el demandante origi-
nario Juan J. Féliz, así como todo cuanto sea su consecuen-
cia, y la Corte obrando por propia autoridad, revoca la sen-
tencia apelada, por haberse apoderado al tribunal_de comer 

  

cio, de un asunto civil de acuerdo con las normas del pro-

cedimiento comercial; TERCERO: Condena a la parte per-
didosa de la presente instancia, Juan José Féliz, al pago de 
las costas, con distracción de lag mismas en provecho del 
Doctor Juan J. Sánchez A., abogado del intimante, por afir-
mar éste haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del artículo 173 del Código de Procedimiento Civil; Segun-
do Medio: Violación de los artículos 451 y 452 del Código 
de procedimiento Civil; Tercer Medio: Violación de las re-: 
glas relativas a la competencia comercial y en consecuencia 
violación de los artículos 631 y siguientes del Código de Co. ; 

 mercio; Cuarto Medio: Falsa motivación y en consecuencia 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio el 
recurrente alega que conforme lo expresa el artículo 173 
del Código de Procedimiento Civil, que dice: "Las nulida-
des del acta de emplazamiento o • actos de procedimiento 
quedan cubiertas, sino se proponen antes de toda defensa o 
excepción, excepto la de incompetencia", la sentencia im-
pugnada ha violado ese artículo al admitir las conclusiones 
del recurrido tendientes a que se rechazaran las medidas' 
de instrucción sobre el experticio y sobre el informativo 
testimonial sumario que propuso el demandante originario s 

 al no tener en cuenta que esas conclusiones quedaban cu-
biertas, por las conclusiones formales al fondo hechas por 
dicho recurrido; pero, 

Considerando que puede reputarse cubierta la nulidad 
de un acto de procedimiento de conformidad con el artículo 
173 del Código de Procedimiento Civil, si al concluir a la 
excepción y sobre el fondo a la vez, el concluyente no ha 
revelado la intención de renunciar al derecho de proponer 
la nulidad; 
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Considerando que en la sentencia impugnada contra 
lo siguiente: "Considerando que en la audiencia del Juzgado 
a-quo en que advino la sentencia impugnada el abogado del 
demandado originario emitió dos conclusiones: primero las, 
conclusiones incidentales pidiendo que se rechazaran las m e. 
elidas de instrucción sobre el experticio y sobre el informa-
tivo testimonial sumario que propuso en conclusiones for-
males el abogado del demandante originario; por considerar 
que los hechos a probar no reunían las condiciones exigidas 
por la ley de la materia: y Segundo las conclusiones forma_ 
les al fondo, "pidiendo que se rechazara la presente deman-
da por improcedente y mal fundada", en consecuencia yux-
taponer unas conclusiones a las otras, no ha dado mues-
tras ni señales de renunciar al derecho que le asiste de pro_ 
poner la nulidad, habiendo hecho buen uso de las prescrip-
ciones de la supramencionada desición jurisprudencial", 
que lo transcrito precedentemente resulta evidente que las 
conclusiones al fondo producidas por el demandado origi-
nario a seguidas de sus conclusiones incidentales, lejos de 
indicar que renunciaba a estas últimas, eran una conse-
cuencia de las incidentales; que en tales circunstancias la 
sentencia impugnada hizo una correcta aplicación del indi-
cado artículo 173 del Código de Procedimiento Civil; en 
consecuencia, el primer medio propuesto carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo de los medios se-
gundo, tercero y cuarto, que se reúnen para su examen 
por estar relacionados entre sí, el recurrente alega en sín-
tesis: lro) que se han violado los artículos 451 y 452 del Có-
digo de Procedimiento Civil al apreciar, la sentencia im-
pugnada, que la sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia de Azul. del 18 de enero de 1965, es interlocutoria y nt , 

 preparatoria; pues, para que una sentencia prejuzgue el 
fondo es necesario que ordene la prueba de hechos que una 
vez establecidos, conduzcan indefectiblemente a la condena  

de aquel en perjuicio de quien se ha establecido; que la 
comprobación de hechos puramente materiales, mal podría 
considerarse como que efectan al fondo; "quiere decir, 
pues, que el vicio señalado existe, razón por la cual proce-
de se case la sentencia recurrida", 2") que la sentencia da 
por establecido que Antonio de Leon hijo era comerciante 
el día, del accidente que ha dado nacimiento a la presente 
litis, por consecuencia ella viola las reglas de la competen-
cia comercial; al considerar civil la demanda; que la sen-
tencia impugnada adolece de falsa motivación y en conse-
cuencia violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil y falta de base legal, al decir en su página 7, 
sencillamente: "Considerando que la sentencia que ordena 
un informativo y contra-informativo para establecer la 
prueba contraria de los hechos alegados por una de las par-
tes, es interlocutoria", esto es un absurdo jurídico, afirma 
el recurrente; y agrega el artículo 452 del Código de Pro-
cedimiento Civil lo que dice al respecto es: "Sentencia in-
terlocutoria es aquella que un tribunal pronuncia en el dis-
curso de un pleito, antes de establecer derecho, ordenando 
prueba, verificación o trámite de sustanciación que prejuz-
gue el fondo", que la sentencia lo que revela es que se or-
denó la prueba de hechos puramente materiales, que en na-
da afectan el fondo del derecho; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna., 
da revela que la Corte a-qua, para llegar a la convicción 
de que la sentencia apelada era interlocutoria, y por tanto 
susceptible de ser recurrida en apelación, sentó la premi-
sa de que: "la sentencia que ordena un informativo y 
contrainformativo para establecer la prueba contraria de 
los  hechos alegados por una de las partes, es interlocuto_ 
ria"; que, en efecto, en la especie. el Juez a-quo al ordenar 
una medida de instrucción a fin de que el demandante ori-
nario probase el monto de los daños y de que estos fueron 
Ocasionados por el camión propiedad del demandado, "es_ 
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por establecido que Antonio de Leon hijo era comerciante 
el día, del accidente que ha dado nacimiento a la presente 
litis, por consecuencia ella viola las reglas de la competen-
cia comercial; al considerar civil la demanda; que la sen-
tencia impugnada adolece de falsa motivación y en conse-
cuencia violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil y falta de base legal, al decir en su página 7, 
sencillamente: "Considerando que la sentencia que ordena 
un informativo y contra-informativo para establecer la 
prueba contraria de los hechos alegados por una de las par-
tes, es interlocutoria", esto es un absurdo jurídico, afirma 
el recurrente; y agrega el artículo 452 del Código de Pro-
cedimiento Civil lo que dice al respecto es: "Sentencia in-
terlocutoria es aquella que un tribunal pronuncia en el dis-
curso de un pleito, antes de establecer derecho, ordenando 
prueba, verificación o trámite de sustanciación que prejuz-
gue el fondo", que la sentencia lo que revela es que se or-
denó la prueba de hechos puramente materiales, que en na-
da afectan el fondo del derecho; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna_ 
da revela que la Corte a-qua, para llegar a la convicción 
de que la sentencia apelada era interlocutoria, y por tanto 
susceptible de ser recurrida en apelación, sentó la premi-
sa de que: "la sentencia que ordena un informativo y 
contrainformativo para establecer la prueba contraria de 
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tá haciendo depender indudablemente de estas medidas d e 
 instrucción la solución" del litigio, por lo cual es evidente 

que la sentencia del 18 de enero de 1965, del Tribunal de 
primer grado es interlocutoria; que, en cuanto al segundo 
medio, la sentencia impugnada expresa lo siguiente: "Con-
siderando que los artículos 632 y 633 del Código de Co.. 
mercio señalan cuales son los actos de comercio; que aun_ 
que el camión se preste a los menesteres del comercio, no 
implica necesariamente que tenga carácter comercial la de-
manda incoada por el demandante originario, por lo que 
no puede encuadrar dentro de dichas disposiciones legales"; 
que indudablemente en la especie. el camión propiedad del 
recurrido fue sustraído por Díaz, quien, manejándolo cau-
só los daños de que se queja el recurrente; que es evidente 
que tales hechos comprobados por la Corte a_qua, no han 
podido comprometer la responsabilidad del recurrido en 
su calidad de comerciante, pues esos hechos tienen el ca-
rácter civil y no resultan de un acto personal del recurri-
do, o de alguna persona por quien deba responder como 
comerciante; al tratarse de una acción civil, la Corte a_qua 
jugó bien al decidir que el procedimiento prescrito para el 
caso ocurrente era el civil y en consecuencia procedía de-
clarar la nulidad del procedimiento seguido por el deman_ 
dante originario; que, en cuanto al último medio, que es 
una repetición de los anteriores está contestado por las ra 
zones expuestas anteriormente; que, además, la sentencia 
impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que 
justifican su dispositivo; en consecuencia, los medios pro-
puestos carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan José Feliz contra la sentencia 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha 20 de 
diciembre de 1965, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recurren.. 
te al pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. 

Juan J. Sánchez, quien afirma haberlas avanzado en su ma-
yor parte. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.,— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló. —Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia.. 
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí Secretario General, que 
certifico. (Firmado:) Ernesto Curiel hijo 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nado 

de fecha 18 de julio de 1967. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: E. & G. Martijn (Santo Domingo), C. por A. 

Abogado: Dr. Luis E. Bogaert Díaz 

Recurrido: Dres. Víctor Manuel Mangual y Juan Luperón Vásquez 
Abogado: Dres. Víctor Manuel Mangual y Juan Luperón Vásquez 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombro -de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmerite constituida por los Jueces Manuel Eta_ 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La_ 
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 del mes 
de Marzo de 1968, años 125' de la Independencia y 105' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por E. & G. 
Martijn (Santo Domingo), C. por A., entidad comercial or-
ganizada de conformidad con las leyes de la República, do. 
miciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada el 18 
gle julio de 1967, por la Cámara de Trabajo del Distrito 
Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante• 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula 104647, serie 

en representación del Dr. Luis E. Bogaert Díaz, cédula 
5955, serie 1, abogado de la recurrente en la lectura .de 
s conclusiones; 

Oído al Dr. A. Sandino González de León, en repre-
'ntación de los Doctores Víctor Manuel Mangual y Juan 
uperón Vásquez, abogados de si mismos, como recurri_ 

dos, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 25 de julio. de 1967; 

Visto el memorial de defensa de los-recurridos, sus-
critos por si mismos como abogados; 

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y de 
los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 68, 70 y 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil, 56 de la Ley 637, de 1944, 1 y siguientes 
de la ley 302 de 1964 sobre Honorarios de los abogados, 34 
de la ley sobre Tarifa de Costos Judiciales de 1904 y 1, 5 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una litis laboral entre Juan Valoy y la recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, aprobó 
en fecha 6 de junio de 1967, un Estado de Gastos y Hono-
rarios en provecho de los abogados recurridos; b) que so_ 
bre el recurso de impugnación interpuesto por la Compa-
ñía recurrente, contra dicho Estado de Gastos y Honorarios, 
intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una litis laboral entre Juan Valoy y la recurrente, el 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, aprobó 
en fecha 6 de junio de 1967, un Estado de Gastos y Hono-
rarios en provecho de los abogados recurridos; b) que so_ 
bre el recurso de impugnación interpuesto por la Compa-
ñía recurrente, contra dicho Estado de Gastos y Honorarios, 
intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo es el 
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siguiente: "Resuelve: Primero: Admite la presente imp ug_ 
nación del Estado de Gastos y Honorarios aprobado en fa  
vor de los Doctores Juan Luperón Vásquez y Víctor M a: 
nuel Mangual por el Juzgado de Paz de Trabajo del pi s. 

 trito Nacional y causado con motivo de la sentencia de fe-
cha 21 de abril de 1967, dictada por el Jdzgado de Paz de 
Trabajo del Distrito Nacional, en la litis entre la E. & G . 

 Martijn (Santo Domingo), C. por A., y José Rafael Raposo 
y aprobado por auto del Juez de Trabajo de fecha 6 de ju-
nio de 1967; Segundo: Se modifica dicho estado y se aprue-
ba por la suma de Cuatrocientos Dos Pesos Oro (RD$402.00) 
con Ochenta y Ocho Centavos (RD$0.88); Tercero: Com_ 
pensa las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo_ 
rial de casación, los siguientes medios: Violación del dere-
cho de defensa, Falta de motivos. Falta de base legal. 

Considerando que los recurridos proponen la nulidad 
del emplazamiento en casación sobre la base de que éste 
fue notificado en el bufete de abogado del Dr. Mangual, ha-
blando con un menor de edad, cuando dicho emplazamiento 
debió ser notificado en su domicilio, o hablando con él per-
sonalmente, como lo exige el artículo 68 del Código de Pro-
cedimiento Civil; que como ese emplazamiento es nulo y 
como tampoco hubo otro válido dentro de los 30 días de 
haberse autorizado a emplazar el presente recurso de casa-
ción es caduco por tardío, según lo dispone el artículo 7 de 
la Ley de Procedimiento de Casación; Pero, 

Considerando que en el estado actual del derecho do-
minicano, que se inclina cada vez más hacia el imperio de 
una justicia sustatntiva y a la mayor eliminación posible 
de los formalismos excesivos, la máxima "no hay nulidad 
sin agravios", se ha convertido en una regla jurídica, que 
el legislador mismo ha consagrado en varios textos, tales 
como el artículo 20 de la Ley sobre la Representación del 
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estado, No. 1486 de 1938, en el artículo 56 de la ley 637 de 
1944 sobre Contratos de Trabajo, y en el artículo 715 del 
código de Procedimiento Civil, reformado por la ley 764 

de 1944; que, en consecuencia, ningún acto de procedimien-
to, en virtud de esa regla, debe ser declarado nulo si reú-

ne' sustancialmente las condiciones necesarias para su ob-

jeto, si llega realmente a la persona a que se dirija y si no 

causa a esta ninguna lesión en su derecho de defensa. 
Considerando que en la especie, es constante que los 

recurridos se constituyeron abogados de sí mismos para 
discutir el recurso de casación para el cual fueron empla-
zados, notificaron oportunamente ..sus defensas y ejercieron 
los derechos que le asistían. en el caso; que, por tanto, no 

procede acoger la excepción propuesta; 
Considerando que además, los recurridos proponen la 

inadmisión o la nulidad del recurso sobre la base de que 
la recurrente no aportó los documentos justificativos de 
los agravios que ella señala; pero, 

Considerando que como en la especie la recurrente 
aportó junto con su memorial la copia certificada de la 
sentencia impugnada, únicos documentos que en casos co-
mo el presente, son indispensables para la admisión del re-
curso es claro que dichas excepciones carecen de funda.. 
mento y deben ser desestimadas. 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus tres 

medios de casación reunidos, la .recurrente alega en sínte-

sis, que el juez a-quo aprobó en el Estado de Gastos y Ho-
norarios que se impugna, la Partida No. 56 relativa a es-
tudio de documentos, haciéndose constar en dicha Partida 
403 fojas de documentos, lo cual es una cantidad exagera-
da, ya que se trata de una litis laboral en primera instan-

cia, y ni los abogados recurridos, ni el juez a-quo señala-
ron cuáles fueron esos documentos cuyas fojas alcanzaron 
tal cantidad; que si entre esos documentos figuran los li-
bros de comercio que la recurrente depositó ante el Juzga- 
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siguiente: "Resuelve: Primero: Admite la presente imp ug_ 
nación del Estado de Gastos y Honorarios aprobado en fa 

 vor de los Doctores Juan Luperón Vásquez y Víctor lvi a : 
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y aprobado por auto del Juez de Trabajo de fecha 6 de ju-
nio de 1967; Segundo: Se modifica dicho estado y se aprue-
ba por la suma de Cuatrocientos Dos Pesos Oro (RD$402.00) 
con Ochenta y Ocho Centavos (RD$0.88); Tercero: Com. 
pensa las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo_ 
rial de casación, los siguientes medios: Violación del dere-
cho de defensa, Falta de motivos. Falta de base legal. 

Considerando que los recurridos proponen la nulidad 
del emplazamiento en casación sobre la base de que éste 
fue notificado en el bufete de abogado del Dr. Mangual, ha-
blando con un menor de edad, cuando dicho emplazamiento 
debió ser notificado en su domicilio, o hablando con él per-
sonalmente, como lo exige el artículo 68 del Código de Pro-
cedimiento Civil; que como_ ese emplazamiento es nulo y 
como tampoco hubo otro válido dentro de los 30 días de 
haberse autorizado a emplazar el presente recurso de casa-
ción es caduco por tardío, según lo dispone el artículo 7 de 
la Ley de Procedimiento de Casación; Pero, 

Considerando que en el estado actual del derecho do-
minicano, que se inclina cada vez más hacia el imperio de 
una justicia sustatntiva y a la mayor eliminación posible 
de los formalismos excesivos, la máxima "no hay nulidad 
sin agravios", se ha convertido en una regla jurídica, que 
el legislador mismo ha consagrado en varios textos, tales 
como el artículo 20 de la Ley sobre la Representación del 
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Estado, No. 1486 de 1938, en el artículo 56 de la ley 637 de 
1944 sobre Contratos de Trabajo, y en el artículo 715 del 

código de Procedimiento Civil, reformado por la ley 764 

de 1944; que, en consecuencia, ningún acto de procedimien- 

to, 
en virtud de esa regla, debe ser declarado nulo si reú-

ne sustancialmente las condiciones necesarias para su ob-
jeto, si llega realmente a la persona a que se dirija y si no 
causa a esta ninguna lesión en su derecho de defensa. 

Considerando que en la especie, es constante que los 
recurridos se constituyeron abogados de sí mismos para 
discutir el recurso de casación para el cual fueron empla-
zados, notificaron oportunamente .Sus defensas y ejercieron 
los derechos que le asistían, en el caso; que, por tanto, no 

procede acoger la excepción propuesta; 
Considerando que además, los recurridos proponen la 

inadmisión o la nulidad del recurso sobre la base de que 

la recurrente no aportó los documentos justificativos de 
los agravios que ella señala; pero, 

Considerando que como en la especie la recurrente 
aportó junto con su memorial la copia certificada de la 
sentencia impugnada, únicos documentos que en casos co_ 
mo el presente, son indispensables para la admisión del re-
curso es claro que dichas excepciones carecen de funda.. 
mento y deben ser desestimadas. 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus tres 
medios de casación reunidos, la recurrente alega en sínte-
sis, que el juez a-que aprobó en el Estado de Gastos y Ho-
norarios que se impugna, la Partida No. 56 relativa a es-
tudio de documentos, haciéndose constar en dicha Partida 
403 fojas de documentos, lo cual es una 'cantidad exagera-
da, ya que se trata de una litis laboral en primera instan-

cia, y ni los abogados recurridos, ni el juez a-quo señala-
ron cuáles fueron esos documentos cuyas fojas alcanzaron 
tal cantidad; que si entre esos documentos figuran los li-
bros de comercio que la recurrente depositó ante el Juzga- 
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do de Paz de Trabajo, los abogados no pueden cobrar p or 
 estudiar la totalidad de hojas de tales libros, sino por e l 

número de hojas específicas que tuvieron que estudiar n e• 
 cesariamente para la solución del caso; pero, 

Considerando que de conformidad con el artículo 11 
de la ley 302 de 1964, resulta que todo aquel que tenga 
motivos de queja contra un estado de costas y honorario s 

 aprobado por un juez, debe aportar al tribunal inmediato 
superior, la prueba de que las partidas que se impugnan, 
no se ajustan a la ley; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el juez a-quo para mantener la Partida 
relativa a estudio de documentos, único punto objeto del 
presente recurso de casación, expuso en la sentencia MI_ 
Pugnada lo siguiente: "que en cuanto a la partida No. 56, 
Obre estudio de documentos, y aprobada por RD$403.00 
por concepto de estudio de 403 fojas, la impugnante sos-
tiene que ello es exagerado; que los Doctores Juan Lupe. 
rón Vásquez y Víctor Manuel Mangual, sostienen que en el 
expediente habían mucho más de 403 fojas de documentos, 
entre ellos varios libros de comercio de más de 100 fojas 
depositado por la propia impugnante; Considerando que en 
el Estado de Gastos aprobado por el Juez a-quo y ahora im-
pugnado, la partida No. 56 figura por 403 fojas incluyendo 
los libros de comercio depositado por la E. & G. Martijn 
(Santo Domingo), C. por A.; que la impugnante no ha pro-
bado que tales documentos no fueron depositados en el ex-
pediente, número de fojas que fueron verificados por el 
Juez a.quo al aprobar dicho estado, además de que no ha 
negado el depósito de dichos libros; que los libros de co-
mercio son normalmente voluminosos y la parte contraria 
puede cobrar por cada foja que ellos contengan ya que los 
han presentado para discutir o apoyar una demanda"; 

Considerando que como se advierte los jueces del fon-
do dieron por establecido como una cuestión de hecho que 
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escapa al control de la casación, que el número de fojas de 
documentos estudiados por los abogados, fue de 403; que 
como la referida Partida se aprobó por esa cantidad, es cla-

ro  que esa decisión no puede ser criticada; 
Considerando que la recurrente sostiene también que 

las costas no debieron ser compensadas en la especie, por-

que la impugnación que ella hizo prosperó en muchas par-

tidas; pero, 

Considerando que como la recurrente no obtuvo el 
triunfo completo que perseguía con su impugnación, es evi-
dente que el juez a.quo pudo, como lo hizo, compensar las 
costas de conformidad con el artículo 131 del Código de 
Procedimiento Civil; . . 

Considerando finalmente que la sentenció impugnada 
contiene motivos suficientes y pertinentes -qtie justifican la'. 
solución que al punto litigioso, a que se contrae el presente 
recurso de casación, le han dado los jueces del fondo; que, 
por consiguiente los medios de casación que se examinan 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la E. G. Martijn (Santo Domingo), 
C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional de fecha 18 de julio de 1967, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las 
costas, ordenándose la distracción de ellas en provecho de 
los Doctores Víctor Manuel Mangual y Juan Luperón Vás-
rqeuieks_z.,quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí. 
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
rna.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe- 

Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General 
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triunfo completo que perseguía con su impugnación, es evi-
dente que el juez a-quo pudo, como lo hizo, compensar las 
costas de conformidad con el artículo 131 del Código de 
Procedimiento Civil; 

Considerando finalmente que la sentencia impugnada 
contiene motivos suficientes y pertinentes -qtie justifican lá - 
solución que al punto litigioso, a que se contrae el presente 
recurso de casación, le han dado los jueces del fondo; que, 
por consiguiente los medios de casación que se examinan 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación interpuesto por la E. G. Martijn (Santo Domingo), 
C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara de Tra- 
bajo del Distrito Nacional de fecha 18 de julio de 1967. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada p or  loa 

 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 19 de octubre de 1967. 

Materia: Habeas Corpus 

Recurrentes: Roger Bardot y compartes 

Abogados: Dr. Manuel Antonio Camino Rivera e Hilda Gautreaux 
de Penson. 
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Dios, Patria y Lilértad. 
República Dominicatla 

• • • 

En Nombre de la República, la 5W-epa Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituída por los: -../4;eces Manuel Ra:1 
mon Ruh Tejada, Presidente; Fe'rtyl-410É. Ravelo de la • 
Fuente, Primer Sustituto de Presiderite; . Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituip de •1residente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpid(6 Beras, Joaquín 
M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rójas Almánzar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis_ 
trito Nacional a los 11 días del mes de marzo de 1968, años 
125' de la Independencia y 105' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Roger 
Bardot, haitiano, mayor de edad, soltero, domiciliado en 
Nigua, jurisdicción de San Cristóbal, carretera Sánchez Km. 
2 1, cédula No. 54412, serie lra.; Louis Jean Francois, hai-
tiano; mayor de edad, soltero, domiciliado en el Km. 9 de 
Raina, sin cédula; Sauveur Guerrier, haitiano, mayor de 
edad, domiciliado en la Av. Duarte No. 77 de esta ciudad, 
soltero, cédula No. 137815, serie ira.; Roberto Moisés, hai- 
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, e n  la 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

111 
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 19 de octubre de 1967. 

)lateria: Habeas Corpus 

Recurrentes: Roger Bardot y compartes 

Abogados: Dr. Manuel Antonio Camino Rivera e Hilda Gautreaux 
de Penson. 

Dios, Patria y Libértad. 
República Dominicatia 

-• • 
 

En Nombre de la República, la SÉ
. 
 a Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los; es Manuel Rla 
món Ruiz Tejada, Presidente; Febighld t. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente;'Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustitui9 de :presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Élpiidir¿ neras, Joaquín 
M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rójas Almánzar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis_ 
trito Nacional a los 11 días del mes de marzo de 1968, años 
125' de la Independencia y 105' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 
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Sobre los recursos de casación interpuestos por Roger 
Bardot, haitiano, mayor de edad, soltero, domiciliado en 
Nigua, jurisdicción de San Cristóbal, carretera Sánchez Km. 
21, cédula No. 54412, serie lra.; Louis Jean Francois, hai-
tiano, mayor de edad, soltero, domiciliado en el Km. 9 de 

‘ 	Raina, sin cédula; Sauveur Guerrier, haitiano, mayor de 
edad, domiciliado en la Av. Duarte No. 77 de esta ciudad, 

AL
soltero, cédula No. 137815, serie lra.; Roberto Moisés, hai- 
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tiano, mayor de edad, soltero, domiciliado en la calle Ja.. 
cinto de la Concha No. 6, de esta ciudad, sin cédula ;  y 
Fernando Graham, haitiano, mayor de edad, soltero, d orni_ 
ciliado en la calle La Marina No. 43 de esta ciudad, sin ce. 
dula, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, dictada en materia de Habeas Corpus, en fecha 
19 de octubre de 1967, cuyo dispositivo se copia más ade. 
lante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 26 de octubre de 
1967, a requerimiento de los Doctores Manuel Antonio Ca-
mino Rivera e Hilda G. de Penson, cédulas Nos. 66861, se-
rie lra., y 7831, serie 25, en representación de los recurren_ 
tes, en la cual se invocan los medios que se indican más 
adelante; 

Visto el memorial de casación suscrito por los Docto-
res Manuel Antonio Camino Rivera e Hilda Gautreaux de 
Penson, en el cual no se articula ningún medio determina-
do de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 'y siguientes de la Ley de 
Migración No. 95 de 1939, y sus modificaciones; 1 y si-

guientes de la Ley de Habeas %Corpus; y 1, 20 y 43 de la 
Ley sobre Procedimiento de tasación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una solicitud de mandamiento de Habeas Corpus, pre-
sentada a favor de Roger Bardot, Louis Jean Francois. 
Sauveur Guerrier, Roberto Moises y Fernando Graham, la 

Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, en fecha 9 de mayo d 967, dictó  

a  sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la 
tencia impugnada; b) que sobre los recursos interpues-
, la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada, cu_ 

YO dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y 
válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Ma-
nuel Antonio Camino Rivera, a nombre y representación 
de los nombrados Roger Bardot, Roberto Moises, Louis Jean 
Francois, Sauveur Guerrier y Fernando Graham, contra 
sentencia de Habeas Corpus, dictada por la Quinta Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, en fecha 9 de mayo de 1967, cuyo dispositivo copia-
do íntegramente es como sigue: "Falla: Primero: Se recha_ 
za el recurso de Habeas Corpus interpuesto por los impe_ 
trantes, Roger Bardot, Roberto Moises, Louis Jean Fran_ 
cois, Sauveur Guerrier y Fernando Graham, por conside-
rarlo improcedente; Segundo: Se ordena sean mantenidos 
en prisión los impetrantes mencionados más arriba, por 
considerar que existen indicios de culpabilidad en su con-
tra y existir orden de prisión emanada de funcionario com-
petente; Tercero: Se reserva las costas; por haberlo inter_ 
puesto en tiempo hábil; Segundo: En cuanto al fondo se 
revoca la antes expresada .sentencia dada en materia de 
Habeas Corpus, en perjuicio de los mencionados Roger Bar_ 
dot y compartes, por estimar'que los mismos se encuentran 
ilegalmente detenidos y en consecuencia se ordena sean 
puestos inmediatamente en libertad, a menos que no lo es_ 
tén por otra causa; Tercero: Se declaran las costas de ofi-
cio; Cuarto: La Corte se decláta incompetente para conocer 
el recurso de Habeas Corpus; en lo relativo a la orden de 
prisión de fecha 16 de octubre de 1967, dictada por el 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, contra 
los impetrantes ya indicados anteriormente, por no haber 
sido juzgado aún en primer grado"; 

Considerando que los recurrentes invocan en el acta 
de casación el siguiente único medio: Violación Universal 
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tiano, mayor de edad, soltero, domiciliado en la calle Ja-
cinto de la Concha No. 6, de esta ciudad, sin cédula. , Y 
Fernando Graham, haitiano, mayor de edad, soltero, domi-
ciliado en la calle La Marina No. 43 de esta ciudad, si n eé. 

 dula, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, dictada en materia de Habeas Corpus, en fecha 
19 de octubre de 1967, cuyo dispositivo se copia más ade. 
lante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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. rie lra., y 7831, serie 25, en representación de los recurren_ 
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res Manuel Antonio Camino Rivera e Hilda Gautreaux de 
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do de casación; 
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Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, en fecha 9 de mayo de 1967, cuyo dispositivo copia-
do íntegramente es como sigue: "Falla: Primero: Se recha_ 
za el recurso de Habeas Corpus interpuesto por los impe-
trantes, Roger Bardot, Roberto Moises, Louis Jean Fran_ 
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rarlo improcedente; Segundo: Se ordena sean mantenidos 
en prisión los impetrantes mencionados más arriba, por 
considerar que existen indicios de culpabilidad en su con-
tra y existir orden de prisión emanada de funcionario com-
petente; Tercero: Se reserva las costas; por haberlo inter_ 
puesto en tiempo hábil; Segundo: En cuanto al fondo se 
revoca la antes expresada sentencia dada en materia de 
Habeas Corpus, en perjuicio de los mencionados Roger Bar_ 
dot y compartes, por estimar :que los mismos se encuentran 
ilegalmente detenidos y en consecuencia se ordena sean 
puestos inmediatamente en libertad, a menos que no lo es-
tén por otra causa; Tercero: le declaran las costas de ofi-
cio; Cuarto: La Corte se decláta incompetente para conocer 
el recurso de Habeas Corpus,' en lo relativo a la orden de 
prisión de fecha 16 de octubre de 1967, dictada por el 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, contra 
los impetrantes ya indicados anteriormente, por no haber 
sido juzgado aún en primer grado"; 

Considerando que los recurrentes invocan en el acta 
de casación PI siguiente único medio: Violación Universal 
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de los Derechos Humanos "que condena el arresto y l a de. 

 portación arbitraria"; 

Considerando que en el desarrollo del medio invoc ado) 
 los recurrentes alegan que se les informó que el "Presi-  

dente de la República había decidido por decreto deportar. 
los, sin señalarles un hecho delictuoso o criminal, en eje r. 
cicio de la facultad reconocida por el artículo 55 de la 
Constitución de la República"; que, ahora, la Corte a.qua 
da por establecido que el decreto no existe; que esta situa-
ción lesiona el sagrado derecho que como seres humanos 
les pertenece; que, con respecto a la orden de prisión ex-
pedida por el Procurador Fiscal del Distrito Nacional, "n o 

 debe ser tomada en cuenta por su inconstitucionalidad ma-
nifiesta, ya que una orden no es legal porque emane de 
autoridad competente", "visiblemente la orden de prisión 
carece de estos dos elementos fundamentales: un hecho pu-
nible determinado y las pruebas correspondientes; recu-
rrimos en casación contra el fallo de la Corte de Apelación 
de Santo Donmingo, con respecto a la declaración de in-
competencia, porqué consideramos que carece de funda-
mento legal en razón de que la orden de prisión fue so-
metida al debate, en primer lugar, y en segundo lugar, por-
que carece de sentido dentro de nuestro Derecho Positivo; 
esta parte del 'fallo es incompatible al mismo recurso de 
Habeas Corpus"; 

Considerando que, en efecto, en la hoja de audiencia 
celebrada por la Corte a-qua el 18 de octubre de 1967, cons-
ta que en dicha audiencia se presentó una orden de prisión 
de los recurrentes, dada por el Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, de fecha 16 del mes de octubre 
de 1967; que anteriormente, los recurrentes habían sido re-
ducidos a prisión por orden del Director General de Mi-
gración; que, en la sentencia impugnada después de revo-
car la sentencia de la Quinta Cámara Penal, que ordenó el 
mantenimiento de los recurrentes en prisión, rdenó en el  

segundo ordinal, que estos fueran puestos inmediatamente 
en  libertad, y en el cuarto ordinal de su sentencia, la Corte 
a .qua, se declara incompetente para conocer el recurso de 

de Habeas Corpus, en lo relativo a la prisión de fecha 16 

de octubre de 1967 ya mencionada; como si, en la especie, 

se tratase de dos recursos de Habeas Corpus; pero, 

Considerando que cuando un tribunal de alzada está 
apoderado de un recurso de Habeas Corpus, está en el de-
ber no solo de analizar la regularidad o no de la prisión, 
sino la causa que justifica dicha prisión, es decir, debe 
examinar el caso en toda su integridad; 

Considerando, que en el presente caso se trata, indu-
dablemente de un solo recurso, y en tales circunstancias la 
Corte a-qua estaba en el deber de ponderar la influencia 
que la referida orden de prisión podía tener sobre el man-
tenimiento de los recurrentes en prisión o su libertad; que, 
esto es así, porque el Tribunal apoderado de un recurso de 
Habeas Corpus, está en el deber de examinar todas las cir-
cunstancias que rodean la privación de la libertad de los 
impetrantes, a fin de determinar si están en prisión por 
una causa justificada o en caso contrario ordenar que sean 
puestos en libertad; que, en la especie, la Corte a-qua, al 
declararse incompetente para conocer del Habeas Corpus, 
en ese aspecto, so pretexto de que la orden de prisión del 
16 de octubre de 1967, no había recorrido los dos grados 
de jurisdicción, incurrió en un error que dejó sin solucio-
nar plenamente el recurso de Habeas Corpus; en conse-
cuencia, procede casar la sentencia; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
Por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 19 
de octubre de 1967, pronunciada en materia de Habeas Cor.. 
Pus, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
Presente fallo; y, Segundo Envía el asunto por ante la Cor-te de Apee ín de San Cristóbal. 
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de los Derechos Humanos "que condena el arresto y la de. 
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Constitución de la República"; que, ahora, la Corte a-qu a 
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se tratase de dos recursos de Habeas Corpus; pero, 

Considerando que cuando un tribunal de alzada está 
apoderado de un recurso de Habeas Corpus, está en el de-
ber no solo de analizar la regularidad o no de la prisión, 
sino la causa que justifica dicha prisión, es decir, debe 
examinar el caso en toda su integridad; 

Considerando, que en el presente caso se trata, indu-
dablemente de un solo recurso, y en tales circunstancias la 
Corte a.qua estaba en el deber de ponderar la influencia 
que la referida orden de prisión podía tener sobre el man-
tenimiento de los recurrentes en prisión o su libertad; que, 
esto es así, porque el Tribunal apoderado de un recurso de 
Habeas Corpus, está en el deber de examinar todas las cir-
cunstancias que rodean la privación de la libertad de los 
impetrantes, a fin de determinar si están en prisión por 
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernand o 
 E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche Henri. 

que.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio 
ras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-- Juan Bautista Roja s 

 Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue  

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
Fecha 25 de octubre de 1967. 

materia: Habeas Corpus. 

Recurrente: Daniel Sansarick Laforest. 

Abogado: Dr. Manuel Antonio Camino Rivera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra. 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La_ 
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varEiz Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 de marzo del año 1968, años 125' 
de la Independencia y 105' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública como corte de casación, la siguiente sen_ 
tenia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Daniel 
Sansarick Laforest, haitiano, mayor de edad, soltero, estu. 
diante, residente en la calle Salcedo No. 8, de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada en materia de Habeas Corpus 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 25 
de octubre de 1967, cuyo dispositivo figura más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; oído 
el dictamen del Magistrado Proc. Gral. de la República; 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE MARZO,  DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
Fecha 25 de octubre de 1967. 

Materia: Habeas Corpus. 

Recurrente: Daniel Sansarick Laforest. 

Abogado: Dr. Manuel Antonio Camino Rivera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra. 
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varoz Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 11 de marzo del año 1968, años 125' 
de la Independencia y 105' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Daniel 
Sansarick Laforest, haitiano, mayor de edad, soltero, estu. 
diante, residente en la calle Salcedo No. 8, de esta ciudad, 
contra la sentencia dictada en materia de Habeas Corpus 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 25 
de octubre de 1967, cuyo dispositivo figura más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; oído 
el dictamen del Magistrado Proc. Gral, de la República; 
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Vista el acta del recurso levantada en la Secretarí a  de 
 la Corte a-qua en fecha 25 de octubre de 1967 a requeri-

miento del Dr. Manuel Antonio Camino Rivera céd. 66801 ; 
 serie lra., en representación del recurrente; 

Visto el memorial del recurrente, de fecha 5 de febre_ 
ro de 1968, suscrito por el mismo abogado, en el cual, des-
envolviendo el acta del recurso, sz. invocan contra la se n . 
tencia impugnada, los medios de casación que se indican 
más adelante; 

La Suprema Corte dé Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artímlos 1 y siguientes de la Ley de 
Inmigración, No. 95, de 1939 y sus modificaciones; 1 y si-
guientes de la Ley de Habeas Corpus, No. 5353, de 1914 y 
sus modificaciones; 64 del Código Penal; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que 	sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a 
que en fecha 9 de septiembre de 1967, el recurrente fue 
puesto bajo arresto por orden del Director General de Mi-
gración para fines de deportación; b) que sobre recurso del 
detenido, la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, dictó mandamiento de Ha_ 
beas Corpus y después de la vista de la causa expidió en 
fecha 26 de septiembre de 1967 una sentencia cuyo dispo-
sitivo figura más adelante; inserto en el de la ahora im-
pugnada; c) que sobre apelación del detenido intervino la 
sentencia que ahora se impugna en casación, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 26 de septiembre de 1967, por el señor Da-
niel Sansarick L., contra sentencia de la misma fecha an-
tes indicada, dictada por el Juez de la Sexta Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional . 

como Juez de los Habeas Corpus, la cual contiene el si- 

 

guiente dispositivo: "Falla: Primero: Que debe declarar y 
al efecto Declara, bueno y válido, en cuanto a la forma, el 
presente recurso de Habeas Corpus interpuesto por Daniel 
Sansarick Laforet; Segundo: En cuanto al fondo se rechaza 
por existir indicios que hacen presumir que ha cometido 
los hechos puestos a su cargo; y Tercero: Se declaran las 
costas de oficio'; por haber sido intentado de acuerdo con 
las prescripciones de la ley que regula la materia; SEGUN-
DO: Confirma la antes expresada sentencia y declara las 
costas de oficio"; 

Considerando que en el acta del recurso y en el me-
morial del recurrente se alega contra la sentencia impug-
nada, en síntesis, que al mantener el' arresto dispuesto 
contra él por el Director General de Migración la Corte 
a.qua ha desconocido las disposiciones del artículo 64 del 
Código Penal, por cuanto, si el recurrente hizo su entrada 
al territorio dominicano desde su país de origen sin haber 
obtenido previamente asilo político y sin la autorización 
prevista por las leyes dominicanas de inmigración, lo hizo 
violentado a ello por una fuerza a la cual no podía resis-
tir, por lo cual, según el texto legal citado, no hubo de su 
parte en ese caso ningún delito; y que, por otra parte, el 
informe que dio en su caso el Servicio de Migración, care-
ce de validez jurídica, puesto que en él no se aportó ningu-
na prueba que demostrara la inexistencia de la circunstan-
cia ya expresada; pero, 

Considerando que, en los recursos de Habeas Corpus 
los jueces no juzgan el fondo del caso penal, sino que ex-
clusivamente son apoderados por los detenidos para que 
determinen si su detención ha sido dispuesta en forma re-
gular y por funcionarios autorizados por la ley para dispo-
nerla, así como también, cual que sea la forma en que se 
haya dispuesto la detención, si en la vista de la causa se 
revelan, a cargo del detenido, hechos que justifiquen la 
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4 
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presente recurso de Habeas Corpus interpuesto por Daniel 
Sansarick Laforet; Segundo: En cuanto al fondo se rechaza 
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las prescripciones de la ley que regula la materia; SEGUN-
DO: Confirma la antes expresada sentencia y declara las 
costas de oficio"; 

Considerando que en el acta del recurso y en el me-
morial del recurrente se alega contra la sentencia impug-
nada, en síntesis, que al mantener el' arresto dispuesto 
contra él por el Director General de Migración la Corte 
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parte en ese caso ningún delito; y que, por otra parte, el 
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cia ya expresada; pero, 
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los jueces no juzgan el fondo del caso penal, sino que ex-
clusivamente son apoderados por los detenidos para que 
determinen si su detención ha sido dispuesta en forma re-
gular y por funcionarios autorizados por la ley para dispo-
nerla, así como también, cual que sea la forma en que se 
haya dispuesto la detención, si en la vista de la causa se 
revelan, a cargo del detenido, hechos que justifiquen la 
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detención, a juicio de los jueces de Habeas Corpus, c orno 
 una medida provisional de protección social; que, por tan. 

to, en el caso que se examina la Corte a-qua al no haber 
 juzgado el fondo de un proceso penal, no podía hacer en. 

pleo del artículo 64 del Código Penal, por lo cual la denun. 
cia de que dicho texto fue violado por desconocimiento ca. 
rece de pertinencia y debe desestimarse; que, en cuanto a 
la afirmación del recurrente de que en el informe de Mi. 
gración no se aportaron pruebas contrarias a lo sostenido 
por el detenido acerca de las circunstancias especiales que 
lo forzaron a entrar al territorio dominicano sin cumplir 
los requisitos de las leyes del país, procede reiterar la con-
sideración hecha precedentemente, o sea que esos alegatos 
no pueden ser justipreciados por los jueces sino en juicios 
penales de fondo, más no en los recursos de Habeas Corpus, 
en los que los jueces llamados a estatuir tienen que limi-
tarse a decidir si una detención puramente precautoria 
está o no justificada por hechos que sean indicios de un de-
lito; que, por tanto, el segundo medio del recurso carece 
también de pertinencia y debe ser desestimado; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que, para decidir, como lo hizo, que a su 
juicio existían indicios que hacían presumir que el detenido 
había cometido los hechos puestos a su cargo y para recha 
zar su recurso de Apelación, tuvo en cuenta los element 
de juicio que se revelaron en la vista de la causa, ent 
ellos la declaración del propio detenido que admitía estar 
ilegalmente en el país; 

Considerando que, conforme el artículo 29 de la ley de 
Habeas Corpus, en esta materia no procede la condenacil 
en costas; 

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Daniel Sansarick Laforest contra la senten-
cia dictada en materia de Habeas Corpus en fecha 25 de  

octubre de 1967, por la Corte de Apelación de Santo Do-

mingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 

del presente fallo. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 

de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Donan- , de  
fecha 10 de noviembre de 1966. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Maria Altagracia Martínez y Noel Arias Melencian o . 

Abogado: Dr. José Ma. Acosta Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la Replblica, la Suprema Corte de Jus. 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra. 
món Ruiz Tejada, Presidente;Vernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. La. 
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín Ml. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito 
Nacional, hoy día 11 de marzo del año 1968, años 125' de 
la Independencia y 105' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Al-
tagracia Martínez, dominicana, mayor de edad, cédula 
5446, serie 39 y Noel Arias Melenciano, dominicano, ma-
yor de edad, cédula 3723, serie 4, domiciliados en la calle 
Marcos Adón No. 110, de esta ciudad, contra la sentencia 
de la Córte de Apelación de Santo Domingo, pronunciada 
en sus atribuciones correccionales en fecha 10 de noviem-
bre del 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Be-
nito Henríquez, abogado, cédula No. 72106, serie lra., en 
representación de los recurrentes, en fecha 2 de junio del 

1967; 

Visto el escrito de casación firmado por el abogado de 
los recurrentes, en fecha 22 de enero del 1968, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el auto dictado en fecha 7 de marzo de 1968, por 
el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
por medio del cual se llama a los Magistrados Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Joaquín M. Alvarez Perelló y Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia,; ueees de este Tribunal, para 
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y 
fallo de conformidad con las Leyes Nos. 684 del 1934 y 
926 del 1935; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vista la Ley 432 del 1934 que modifica la Ley 315 
del 1964, que a su vez modifica el Artículo 10 de la Ley 4117 
de Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor del 1955, y 
los Artículos 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

141111  - Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el 
16 de octubre del 1965 en esta ciudad, la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, regularmente apoderada por el Ministerio Público, 
dictó en fecha 4 de marzo del 1966 una sentencia cuyo dis-
positivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos de 
apelación del prevenido Ramón Páez Rivera y de Noel 
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Arias Melenciano y María Altagracia Martínez, constituí 
dos en parte civil, la Corte de Apelación de Santo Domi n-
go dictó una sentencia, en defecto, en fecha 28 de noviero 
bre del 1966, cuyo dispositivo también se copia más ad e: 
lante;:c) sobre el recurso de oposición del prevenido inter-
vino la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo di ce 

 así: "Falla: Primero: Declara regular y válido el recurso de 
oposición interpuesto por Ramón Enrique Páez Rivera 
contra sentencia dictada en defecto, por la Corte de Ape-
lación, en fecha 28 de septiembre de 1966, y cuyo disposi. 
tivo dice: 'Falla: Primero: Declara regulares y válidos en 
cuanto a la forma, los recursos de apelación, interpuestos 
por el prevenido Ramón Enrique Páez Rivera y las partes 
civiles constituídas señores Noel Arias Melenciano y María 
Altagracia Martínez, contra sentencia dictada en fecha 4 
de marzo de 1966, por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual 
contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se de. 
clara al nombrado Ramón Enrique Páez Rivera, de gene. 
rales anotadas en el expediente, culpable de haber violado 
el artículo lro., letra b), de la Ley No. 5771, sobre acci-
dente producidos con el manejo o conducción de vehículos 
de motor, en perjuicio de la menor María Milagros Arias, 
y, en consecuencia, se le condena a pagar una multa de 
Diez Pesos Oro Dominicanos (RD$10.d0), acogiendo en su 
favor la imprudencia de la víctima (párrafo II, art. I, Ley 
No. 5771) y circunstancias atenuantes; se condena al pago 
de las costas penales; SEGUNDO: Se declara buena, regu-
lar y válida, cuanto a la forma y justa en el fondo la cons-
titución en parte civil intentada por los señores María Al-
tagracia Martínez y Noel Arias Melenciano, padres de la 
menor agraviada María Milagros Arias en contra del señor 
Mahomet Attia, en su calidad de persona civilmente res-
ponsable y contra la Cía. "San Rafael, C. por A.", en su 
calidad de entidad aseguradora, por mediación de su abo- 

        

      

ea„A c, constituido, Dr. Pedro A. Rodríguez Acosta; TERCE-

R :  se condena al señor Mahomet Attia, en su expresada 

calidad de persona civilmente responsable, a pagar a los 
señores María Altagracia Martínez y Noel Arias Melencia-

no, en su calidad de padres de la menor agraviada• .María 
Milagros Arias, la suma de Quinientos Pesos (RD$500.001, 
como justa reparación por los daños morales y materiales 
sufridos por dicha parte civil constituida a consecuencia 
del accidente en que resultará lesionada su hija menor Ma-
ría Altagracia Arias; CUARTO: Se condena al señor Ma-
homet Attia, en su mencionada calidad, al pago de las cos-
tas del procedimiento con distracción de las mismas en 
provecho del Dr. Pedro Antonio Rodríguez Acosta, abogado 
de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad; QUINTO: Se ordena que la sentencia 
que intervenga sea oponible a la compañía de seguros "San 
Rafael, C. por A.", en su calidad de entidad aseguradora 
del taxis placa No. 5197". Por haber sido interpuesto de 
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la mate-
ria; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido 
Ramón Enrique Páez Rivera, por no haber comparecido a 
esta audiencia, no obstante haber sido debidamente citado; 
TERCER O: Modifica la antes mencionada sentencia en 
cuanto a la forma, para que sea leída en la forma siguien-
te: a) Declara al prevenido Ramón Enrique Páez Rivera, 
culpable de haber cometido el delito de ocasionar o inferir 
golpes y heridas, que curaron después de diez días y antes 
de veinte, en perjuicio de la menor María Milagros Arias, 
ocasionados con el manejo de un vehículo de motor, y en 
consecuencia lo condena a pagar una multa de Diez Pesos 
Oro (RD$10.00), acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, y al pago de las costas penales; b) Se declara bue-
no y válido la constitución en parte civil hecha por los se_ 
ñores María Altagracia Martínez y Noel Arias Melenciano 
en sus calidades de padres de la menor agraviada contra 
el señor Mahomet Attia como persona civilmente responsa. 
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ble, por ser regular en cuanto a la forma; c) Condena 
Mahomet Attia persona civilmente responsable, a p aga; 
una indemnización a la parte civil constituída como i Sta 
reparación por los daños morales y materiales que le ha 
causado, de la suma de Ochocientos Pesos Moneda de Cur-
so Legal, ,(RD$800.00); d) Condena a Mohomet Attia, perso-
na civilmente responsable al pago de las costas civiles, di s 

 trayéndolas en favor del Dr. Pedro Antonio Rodríguez 
 Acosta, abogado de la parte civil constituída, quien ha 

afirmado' haberlas avanzado en su totalidad; e) Declara 
que la presente sentencia es oponible a la compañía ase-
guradora "San Rafael", C. por A.; CUARTO: Condena ade_ 
más, al prevenido Ramón Enrique Páez Rivera al pago de 
las costas penales de la presente alzada ;  QUINTO: Conde_ 
na a la parte civil responsable, señor Mahomet Attia, al 
pago de las costas civiles, del presente recurso de apelación, 
y las distrae en provecho del abogado de la parte civil 
constituída Dr. José Acosta Torres y Pedro Antonio Rodrí-
guez Acosta, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad", por haber sido interpuesto de conformidad con 
las disposiciones de la ley; SEGUNDO: Revoca la sentencia 
apelada en la parte que declara al prevenido culpable de 
haber ocasionado golpes involuntarios con un vehículo de 
motor en contra de la niña María Milagros Arias y declara 
que en el presente caso la culpabilidad de los hechos ocu-
rridos, lo fueron por la imprudencia exclusiva de la niña 
agraviada, y de su propia madre que le acompañaba no 
habiendo falta imputable al chauffer prevenido Ramón En-
rique Páez Rivera; TERCERO: Declara, al prevenido Ra-
món Enrique Páez Rivera, no culpable de abandono de la 
persona agraviada, por existir fuerza mayor, que le impi-
dieron cumplir con tal obligación al ser objeto de ataques 
de diversas personas: CUARTO: Rechaza por improcedente 
y mal fundada las reclamaciones de la parte civil constituí-
da señores María Altagracia Martínez y Noel Arias Melen-
ciano; QUINTO: Declara las costas penales de oficio, -;  

condena a la parte civil al pago de las costas, por haber 

sucumbido"; 
Considerando, que los recurrentes invocan en esencia, 

los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación 
del Artículo 130 del Código de Procedimiento Civil; Se_ 

gundo Medio: Violación de la Ley 432 del 1964; Tercer 
Medio: Violación de las reglas de la intervención en ma-
teria represiva; Cuarto Medio: Violación de las reglas sobre 

la rectificación e interpretación de las sentencias; Quinto 
Medio: Violación del artículo 55 del Código Penal; 

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio 
de casación los recurrentes alegan, en síntesis, que la sen_ 
tencia impugnada es radicalmente nula porque en ella se 
ha admitido como válido el recurso de oposición interpues-
to por el prevenido, Enrique Páez Rivera, contra la sen-
tencia del 28 de septiembre del 1966, dictada por esa mis-
ma Corte, ya que el recurso de oposición no está permitido 

en esta materia, según las disposiciones de la Ley No. 1964, 

que modifica la No. 315 de ese mismo año que agrega un 
párrafo al artículo 10 de la Ley 4117 sobre seguro obliga-
torio de vehículos de motor, del año 1955; que la senten-
cia en defecto del 28 de septiembre del 1966, tiene la au-
toridad de la cosa juzgada frente a Mahomet Attia, que 
fue puesto en causa, como persona civilmente responsable, 
así como frente a la Compañía Aseguradora, contra quien 
se hicieron oponibles las condenaciones civiles impuestas 
por dicho fallo; 

Considerando, que en efecto, al tenor de la Ley No. 
432 del 1964, antes mencionada; "cuando se trate de una 
sentencia en defecto dictada con motivo de alguna de las 
infracciones de golpes y heridas causadas con el manejo o 
conducción de un vehículo de motor, previstas y sanciona-
das por la Ley No. 5771, de fecha 31 de diciembre de 1961, 
o por daños a la propiedad, y se haya puesto en causa la 
entidad aseguradora, dicha sentencia no será susceptible de 
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 reparación por los daños morales y materiales que le ha 
 causado, de la suma de Ochocientos Pesos Moneda de cur„ 

so Legal, (RD$800.00); d) Condena a Mohomet Attia, perso-
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oposición, ni en primera instancia ni en grado de apelació n' ,  
Considerando, que el examen de la sentencia impug_ 

nada muestra que la Corte a-qua admitió el recurso de op a 
 sición interpuesto por Ramón Enrique Páez Rivera contra 

la sentencia que había dictado, en defecto, en fecha 28 d e 
 septiembre de 1966, y la revocó descargando a dicho pre-

venido de la infracción puesta a su cargo, fundándose en 
que los hechos ocurrieron debido a la imprudencia de la 
víctima, y, en consecuencia, rechazó las reclamaciones de 
la parte civil constituída; 

Considerando que, sin embargo, los jueces debieron 
declarar la inadmisibilidad del recurso de oposición, ya que 
la compañía aseguradora había sido puesta en causa, lo 
que constituía un obstáculo para que pudiera ser inter. 
puesto dicho recurso, según debe ser interpretado al texto 
de ley antes transcrito; que en esas condiciones en la sen-
tencia impugnada se ha violado dicha ley; que como e 
prevenido no interpuso el recurso de casación, contra la 
sentencia en defecto de fecha 28 de septiembre del 1966, 
ésta adquirió la autoridad de la cosa juzgada en cuanto al 
aspecto civil, objeto del presente recurso, que por todas 
estas razones la sentencia impugnada debe ser casada, sin 
envío, por no quedar nada que juzgar, y sin que sea nece-
sario examinar los demás medios del recurso; 

Considerando, que como en el presente caso las par-
tes contra quienes se dirigió el recurso no intervinieron ni 
fueron puestas en causa en este recurso de casación, no 
procede la condenación en costas; 

Por tales motivos, Casa, sin envío, en cuanto a los in-
tereses civiles se refiere, la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, pronunciada en sus atribuciones 
correccionales, en fecha 10 de noviembre de 1966, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-

nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car. 
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DE 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fe 
de junio de 1967. 

Materia: Correccional (Viol. a la ley 5771). 

Recurrente: Instituto Agrario Dominicano. 
Abogadog: Dres. Fabio T. Rodríguez y Raymundo de Vargas Ca. 

sanova. 

Interviniente: Antonio Paulino. 

Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de 
Presidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo 
Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 13 del mes de Marzo de 1968, años 
125' de la Independencia y 105' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Insti-
tuto Agrario Dominicano, entidad autónoma estatal, con 
domicilio en la ciudad de Santo Domingo, calle 30 de Mar-
zo, esquina Avenida Méjico, contra la sentencia incidental 

tada por la Corte de Apelación de La Vega, en atribu-
penales, en fecha 19 de junio de 1967, cuyo disposi_ 

Zie  sse copia más adelante; 
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído a los Doctores Fabio T. Rodríguez C. y Raymundo 

e Vargas Casanova, abogados del recurrente, en la lectu_ 
a de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula 7769, 

serie 39, abogado del interviniente, Antonio Paulino, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
Corte a-qua, en fecha 31 de agosto de 1967, a requerí_ 

iento de los abogados ya citados, en representación del 
currente; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos del recurrente, en fecha 20 de octubre de 1967, en el 

cual se invocan los medios de casación que más adelante se 
expondrán; 

Visto el escrito de intervención de fecha 15 de enero 
de 1968, firmado por el abogado del interviniente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3 y 215 del Código de Pr -ocedi. 
miento Criminal, 1382, 1383 y 1384, inciso primero, del 
Código Civil, 13 de la Ley No. 4117 de 1955, 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
Con motivo de una colisión ocurrida el 23 de septiembre de 
1966, en la carretera San Francisco de Macorís-Rincón, en_ 
tre el camión placa No. 4738, propiedad del Instituto Agra-
rio Dominicano, manejado por Hilario Sosa Mejía, y la ca-
mioneta No. 51519, manejada por Antonio Paulino, quien 
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sufrió a consecuencia del accidente heridas que curaron e n 
 más de 30 días, la Primera Cámara Penal del Juzgado de 
 Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, apode

-rada para el conocimiento del asunto, dictó en fecha 14 de 
abril de 1967, una sentencia incidental cuyo dispositivo se 

 transcribe en el del fallo impugnado; 

Considerando que sobre recurso interpuesto por An. 
tonio Paulino, parte civil constituida, la Corte de Apela. 
ción de La Vega, dictó en fecha 19 de junio de 1967, la 
decisión impugnada cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por Antonio Paulino, parte 
civil constituida, contra sentencia sobre incidente, rendida 
por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del D. J. de La Vega, de fecha 14 de abril de 1967, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Rechaza la constitución en parte civil hecha en esta 
audiencia por el Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, a nombre 
de Antonio Paulino contra del Instituto Agrario Domini-
cano persona civilmente responsable por haber elegido la 
vía civil con lo cual se favorece el prevenido. 2do.- Se con-
dena a la parte civil constituida al pago de las costas civi-
les distrayendo las mismas en provecho de los Dres. Fabio 
Rodríguez C. y Raymundo Vargas Casanova, quienes afir-
man haberlas avanzado en su mayor parte', por haber sido 
hecho conforme a la Ley.— Segundo: Anula en todas sus 
partes la sentencia sobre incidente apelada, al admitir esta 
Corte la improcedencia de la máxima "Electa Una Vía Non-
Datur Recursus Ad Alteram", así como se rechazan por el 
mismo motivo las conclusiones formuladas por el Instituto 
Agrario Dominicano, a través de sus abogados Dres. Miguel 
Ventura Hylton y Fabio T. Rodríguez, y en consecuencia 
avoca el fondo y ordena el reenvío de la misma para la 
audiencia pública del día 31 del mes de Agosto del año 
1967, a las 9 A. M., a fin de citar las partes, testigos y la 

Cía. Aseguradora San Rafael, C. por A., e instruir el pro-
ceso nuevamente.— Tercero: Condena al Instituto Agrario 
Dominicano al pago de las costas civiles de lugar, distra-
yéndolas en provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su 
recurso los siguientes medios: Primer Medio: "Violación de 
la Ley y desnaturalización de los hechos. Incorrecta aplica-
ción de la máxima electa una vía non datur recursus ad 
alteram"; Segundo Medio: "Falta de base legal. La senten-
cia impugnada omite examinar alegatos del recurrente y 
expone de manera incompleta los hechos de la causa"; 

. En cuanto al medio de inadmisión 

Considerando que en su escrito el interviniente alega 
que la máxima electa una via... tiende solamente a evitar 
el perjuicio que se ocasionaría al inculpado cuando después 
de haber elegido la persona lesionada la vía civil para ob-
tener la reparación del perjuicio que haya experimentado, 
renuncia a ésta para llevar la misma acción ante el tribu-
nal represivo; que, sin embargo, el incidente es promovido 
por una parte en relación con una situación aparente, que, 
de haberse producido, solamente podría, en estricto dere-
cho, aprovechar al inculpado; pero, 

Considerando que independientemente de la aplica-
ción o no de la regla invocada (que es una cuestión de 
fondo) basta para que una persona pueda recurrir en casa-
ción, que haya sido parte en el juicio y que la sentencia 
dictada le haya hecho agravio; que, por tanto carece de per_ 
tinencia para fines de la inadmisión del recurso, el alegato 
que se examina; 

»En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que en apoyo de los agravios invocados 
en uno y otros medios del recurso, a cuyo examen se pro- 

derá conjuntamente, el recurrente alega, en síntesis, que 
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fa . Aseguradora San Rafael, C. por A., e instruir el pro-
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Dominicano al pago de las costas civiles de lugar, distra-
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Considerando que en su escrito el interviniente alega 
que la máxima electa una via... tiende solamente a evitar 
el perjuicio que se ocasionaría al inculpado cuando después 
de haber elegido la persona lesionada la vía civil para ob-
tener la reparación del perjuicio que haya experimentado, 
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Considerando que independientemente de la aplica-
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fondo) basta para que una persona pueda recurrir en casa-
ción, que haya sido parte en el juicio y que la sentencia 
dictada le haya hecho agravio; que, por tanto carece de per_ 
tinencia para fines de la inadmisión del recurso, el alegato 
que se examina; 

'En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que en apoyo de los agravios invocados 
en uno y otros medios del recurso, a cuyo examen se pro-
cederá conjuntamente, el recurrente alega, en síntesis, que 
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la Corte a.qua, para rehusar la aplicación, en la especie, d e 
 la máxima electa una via non datur recursos ad alteram 

se fundó en que las demandas en reparación intentada p or' 
la parte civil constituída, una ante la jurisdicción represiva 
y la otra por la vía civil, tienen.causas jurídicas distintas 
circunstancia que a juicio de dicha Corte, impide la aplica-
ción de la mencionada máxima; que opuestamente a com o 

 ha sido apreciado, ambas demandas están fundadas en igual 
causa; que si la acción civil seguida por ante la Primera Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, ha sido fundada en la presunción de 
responsabilidad resultante del artículo 1384 del Código Ci-
vil, en su primera parte, también lo ha sido la acción incoa-
da por ante la jurisdicción represiva, conjuntamente con la 
acción pública, toda vez que ésta, según se expresa en el 
correspondiente acto de emplazamiento, se fundamente en 
los artículos 1382 y "siguientes" del Código Civil, lo que 
comprende, necesariamente el artículo 1384 del mencionado 
Código; que, por otra parte, se advierte una flagrante des-
naturalización de los hechos en este particular aspecto de 
la decisión impugnada, e igualmente, y por vía de conse_ 
cuencia, una insuficiente exposición de los mismos, impe_ 
ditiva -del ejercicio de su derecho de control, por la Supre-
ma Corte de Justicia; que, además, es patente la violación 
del artículo 215 del Código de Procedimiento Criminal, to-
da vez que la corte ha avocado el fondo del asunto en un 
caso en que no procedía; pero 

Considerando que el examen de la decisión impugnada 
pone de manifiesto que Antonio Paulino, parte civil consti-
tuída, por acto de alguacil de fecha 20 de enero de 1967, 
emplazó al Instituto Agrario en su condición de comitente 
del chofer Hilario Sosa Mejía,lo mismo que a la asegura-
dora de su responsabilidad civil, o sea a la Compañía Na. 
cional de Seguros San Rafael, C. por A., a los fines indem. 
nizatorios consiguientes, por ante la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
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de La Vega, y que posteriormente, o sea el 22 de febrero de 
dicho año el mismo agraviado Antonio Paulino, emplazó a 
las mismas partes por ante la Primera Cámara Civil del 

juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, fun-
dando su demanda, esta vez, en la presunción de responsa-
bilidad del guardián de la cosa inanimada; que al iniciarse 
la audiencia del día 14 de abril de 1967, ante la jurisdicción 
primeramente apoderada de la demanda, o sea la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia de La Ve-
ga, los abogados del Instituto Agrario Dominicano, conclu_ 
yeron pidiendo se declarara la nulidad de la constitución 
en parte civil de Paulino, por considerar había sido deseo. 
nocida por él, la regla electa una via non datur recursus 
ad alteram, conclusiones que fueron acogidas por dicha 
Cámara en sentencia de fecha ya indicada, y posteriormen_ 
té revocada por la Corte a-qua; 

Considerando que la regla electa una via 	solamen- 
te tiene por objeto evitar los perjuicios que sufriría nece-
satlamente la parte demandada por ante la jurisdicción ci-
vil j si la parte demandante abandona dicha jurisdicción 
para apoderar entonces de su demanda la jurisdicción re_ 
pre;iva; 

Considerando que habiéndose establecido por ante los 
jueces del fondo, que la primera jurisdicción apoderada por 
la parte civil constituida fue la competente para conocer de 
la acción pública y que sin abandonar dicha instancia, ini-
ció tna nueva demanda por, la vía civil, con base jurídica 
distinta, no se encuentran reunidas en la especie, las con-
diciones necesarias para la aplicación de la regla cuya vio-
lacim se invoca; que aunque el fallo impugnado se basa 
solamente en la falta de identidad de las dos acciones in-
tentadas por el ahora recurrido, con lo que implícitamente 
quedó admitido que concurrían las demás condiciones exi_ 
gidai para que la máxima fuera operante, y en lo cual la 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma_ 
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista 
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes 
de Marzo de 1968, años 125' de la Independencia y 105' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Dr. 
Juan Espaillat, dominicano, mayor de edad, abogado, cédu-
la No. 20167, serie No. 47, domiciliado en la ciudad de La 
Vega, contra la sentencia pronunciada en fecha 2 de Junio 
del 1967, por la Primera Cámara Penal del Distrito Judi-
cial de La Vega, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

la
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la llepública; , * 
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Corte a-qua obviamente incurrió en un error, tal circu ns 
 tancia no vicia necesariamente la decisión adoptada, la cual 

está justificada por los motivos de derecho ya más arriba 
sentados por esta Suprema Corte de Justicia, por lo cu 
carecen de fundamento los agravios del recurrente relati. 
vos a la violación de la máxima electa una vía.. . como a  
la desnaturalización de los hechos de la causa y a la falta 
dé base legal; que, por último, al avocar el fondo del asura_ 
to, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de las reglas 
de la avocación, ya que ésta procede, cuando, como en el 
presente caso, los primeros jueces estatuyen sobre un incl_ 
dente sin pronunciarse sobre el fondo de la causa, sin que 
haya que distinguir si las irregularidades cometidas por 
ellos se refieren a la sentencia, a la instrucción o a los 
actos mismos en virtud de los cuales han sido apoderados; 

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniera 
te a Antonio Paulino; Segundo: Rechaza el recurso de _ 
sación interpuesto por el Instituto Agrario Dominicano c ,1- 
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha 19 de junio 3e 
1967, por cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ara e-
rior del presente fallo; Tercero: Condena a la parte recu-
rrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena en 
provecho del Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménetz, abogado Jel 
interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su to-
lidad; 

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chtpa-
ni.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— .roa_ 
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Alnán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laau-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, lue 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

M 

0 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DE 1968 

tenia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fe-

cha 2 de junio de 1967. 

ria: Penal. 

rrente: Dr. Juan Espaillat. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en l a 
 Secretaría de la Corte a.qua en fecha 5 de Junio de 1967 

a requerimento del Dr. Ramón González Hardy, cédula N o' 
24562, serie 47, en representación del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell. 
berado, y vistos los artículos 195 del Código de Procedí. 
miento Criminal y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por acta de fecha 23 de agosto del 1965, levantada por un 
inspector de la Caja Dominicana de Seguros Sociales fue 
sometido a la justicia el Dr. Juan Espaillat, prevenido del 
delito de no haber pagado las cotizaciones del seguro so-
cial obligatorio correspondiente a los trabajadores que uti-
lizó en la construcción de una casa de su propiedad en la 
ciudad de La Vega; b) que el Juez de Paz de la Primera 
Circunscripción de La Vega, regularmente apoderado, dic. 
tó en fecha 26 de abril del año 1966, una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "Primero: Se pronuncia defecto contra 
el nombrado Dr. Juan Espaillat, de generales ignoradas, 
por no comparecer a la audiencia para la cual fue citado: 
Se le declara culpable de violar Ley S. S.; en consecuencia 
se condena a 2 meses de prisión y costas"; c) que sobre el 
recurso de apelación del prevenido, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 
Primero: Se declara bueno y válido en cuanto a la forma 
el presente recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido contra la sentencia dictada por el Julzgado de Paz de 
la lra. Circ. que le condenó a 2 meses de prisión y costas 
por viol. a la Ley 1896. En cuanto al fondo se confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida y se pronuncia el 
defecto contra el prevenido por no comparecer a la audien-
cia estando legalmente citado"; 

  

Considerando que de acuerdo con el apartado K, del 
artículo único de la Ley 5487, de 1961, que modificó el ar-
tículo 83 de la Ley No. 1896 sobre Seguros Sociales, de 
1948, las sentencias que dictasen los tribunales de justicia 

en esta materia serán considerados contradictorios, y en 
consecuencia no serán susceptibles del recurso de oposición; 

que, por tanto, aunque el fallo impugnado fue pronunciado 
en defecto por no haber comparecido el inculpado, su re-
curso de casación es admisible; 

Considerando que conforme el artículo 195 del Código 

de Procedimiento Criminal toda sentencia de condena debe 
contener la enunciación de los hechos cometidos por el in-
culpado o por las personas responsables, así como la pena 
y las condenaciones civiles impuestas; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da muestra que aunque ella se refiere en su primer Consi_ 
derando al acta de sometimiento, no reproduce los hechos 
que caracterizan la infracción, ni contiene una relación de 

ilhTos mismos que permita a esta Corte verificar si en dicho 
fallo se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; que en 
materia represiva deben enunciarse los hechos que resul-
ten de la instrucción, y además, calificar esos hechos en re-
lación con el texto de la ley penal aplicada; que, en el pre-
sente caso, al no precisar la sentencia impugnada esos he-
chos, y estar carente de motivos, la Suprema Corte de Jus • 
ticia está en la imposibilidad, al ejercer su poder de control, 
de decidir si la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cual 
procede la casación del fallo impugnado, por falta de mo-
tivos y de base legal; 

Por tales motivos: Primer»: Casa la sentencia pronun_ 
ciada en fecha 2 de junio del 1967, por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia de La Vega, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo y 
envía el asunto por ante la Segunda Cámara Penal del 
mismo Juzgado.— Segundo: Declara las costas de oficio. 
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curso de casación es admisible; 

Considerando que conforme el artículo 195 del Código 
de Procedimiento Criminal toda sentencia de condena debe 
contener la enunciación de los hechos cometidos por el in-
culpado o por las personas responsables, así como la pena 
y las condenaciones civiles impuestas; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da muestra que aunque ella se refiere en su primer Consi-
derando al acta de sometimiento, no reproduce los hechos 
que caracterizan la infracción, ni contiene una relación de 
los mismos que permita a esta Corte verificar si en dicho 
fallo se ha hecho una correcta aplicación de la Ley; que en 
materia represiva deben enunciarse los hechos que resul-
ten de la instrucción, y además, calificar esos hechos en re-
lación con el texto de la ley penal aplicada; que, en el pre-
sente caso, al no precisar la sentencia impugnada esos he-
chos, y estar carente de motivos, la Suprema Corte de Jus. 
ticia está en la imposibilidad, al ejercer su poder de control, 
de decidir si la ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cua) 
procede la casación del fallo impugnado, por falta de mo-
tivos y de base legal; 

‹if Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia pronun_ 
ciada en fecha 2 de junio del 1967, por la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia de La Vega, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo y 
envía el asunto por ante la Segunda Cámara Penal del 
mismo Juzgado.— Segundo: Declara las costas de oficio. 

643 

• 
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-------- 
(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ferna ndo 

 E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arma.  
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe. 
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores, Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO br. 1968 

Scatocia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
t:ie fecha 18 de julio de 1967. 

materia: Trabajo 

Recurrente: E. & G. Martijn (Santo Domingo) C. por A. 
Abogado: Dr. Luis Bogaert Díaz 

Recurridos: Dres. Víctor Manuel Mangual y Juan Luperón Vásquez 
bogados: Dres. Víctor Manuel Mangual y Juan Luoerón Vásquez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
icia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
ón Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
ente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 

amarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
ergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
eras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas 

Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don_ 
ue celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
áe Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de marzo del 
ario 1968, años 1259 de la Independencia y 105 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, corno corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por E. & G. 
Martijn (Santo Domingo) C. por A., entidad comercial or-
1,anizada de conformidad con las leyes de la República, 
domiciliada en la casa No. 145 de la calle San Martín de 
(Sta ciudad, contra la sentencia dictada el 18 de julio de 

áyt

1967, por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cu-
• , o dispositivo se copia más adelante; 
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ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez P e. 
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifica. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas 
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don_ 
ue celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo 
ce Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de marzo del 
año 1968, años 1259  de la Independencia y 105 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, corno corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por E. & G. 
Martijn (Santo Domingo) C. por A., entidad comercial or-
1,anizada de conformidad con las leyes de la República, 
omniciliada en la casa No. 145 de la calle San Martín de 

■ esta ciudad, contra la sentencia dictada el 18 de julio de 

áY
1 967, por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cu_ 
o dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula No. 104647 

serie lra., en representación del Dr. Luis Bogaert Díaz, e,1' 
dula No. 25955, serie 31, abogado de la recurrente en 
lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. A. Sandino González de León, en repre. 
sentacíón de los Doctores Víctor Manuel Mangual y Juar t 

 Luperón Vásquez, abogados de sí mismos, como recurridos, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República• 

Visto el memorial de casación suscrito por el aboga-
do de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su_ 
prema Corte de Justicia en fecha 25 de julio de 1967; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus. 
crito por sí mismos como abogados; 

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y de 
los recurridos; 

La Suprema. Corte de Justicia, después de haber de_ 
liberado y vistos los artículos 68, 70 y 141 del Código de 
Procedimiento Civil; 56 de la Ley 637, de 1944; 1 y si-
guientes de la Ley No. 302 de 1964 sobre Honorarios de 
los abogados; 34 de la Ley sobre Tarifa de Costos Judicia-1 
les de 1904; y 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una litis inboral entre José Rafael Raposo y la r-
currente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, aprobó en fecha 6 de junio de 1967, un Estado Ge 
Gastos y Honorarios en provecho de los abogados recu-
rridos; b) que sobre el recurso de impugnación interpues-
to por la Compañía recurrente, contra dichc Estado de 
Gastos y Honor. arios, intervino el fallo ahora impugnado, 1 

 cuyo dispositivo es el siguiente: "Resuelve: Primero: Ad- 

le la presente impugnación al Estado de Gastos y He_ 

erarios aprobado en favor de los Doctores Juan Luperón 

Vásquez y Víctor Manuel Mangual por el Juzgado de Paz 
de Trabajo del Distrito Nacional y causado con motivo 

de la sentencia de fecha 21 de abril de 1967, dictada por 
e l juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en la 
:itis entre la E. & G. Martijn (Santo Domingo), C. por A., 
y José Rafael Raposo y aprobado por auto del Juez de Paz 

de Trabajo de 'techa 6 de junio de 1967; Segundo: Se mod'- 
Tica dicho estado y se aprueba por la suma de Cuatrocien-
tos Dos Pesos Oro (RD$402.00) con Ochenta y Ocho Cen-
tavos (RD$0.88); Terceros: Compensa las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
ce casación, los siguientes medios: Violación del derecho 
de defensa. Falta de motivos. Falta de base legal; 

Considerando que los recurridos proponen la nulidad 
del emplazamiento en casación sobre la base de que éste 
fue notificado en el bufete de abogado del Dr. Mangual, 
hablando con un menor de edad, cuando dicho emplaza-
miento debió ser notificado en su domicilio, o hablando con 
él personalmente, como lo exige el artículo 68 del Código 
de Procedimiento Civil; que como ese emplazamiento es 
Lulo y como tampoco hubo otro válido dentro de los 30 días 
de haberse autorizado a emplazar el presente recurso de 
casación es caduco por tardío, según lo dispone el artícu-
lo 7 de la Lev de Procedimiento de Casación; pero, 

Considerando que en el estado actual del derecho do-
minicano, que 1:e inclina cada vez más hacia el imperia 
de una justicia sustantiva y a la mayor eliminación post-
Lle de los formalismos excesivos, la máxima "no hay nu. 
Edad sin agravios", se ha convertido en una regla jurí-
dica, que el legislador mismo ha consagrado en varios tex-
tos, tales como el artículo 20 de la Ley sobre la Repro_ 
1.entación del Estado, No. 1486 de 1938, en el artículo 56 
de la ley 637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo, y en el 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, cédula No. 104647 

serie ira., en representación del Dr. Luis Bogaert Díaz, 
dula No. 25955, serie 31, abogado de la recurrente en 
lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. A. Sandino González de León, en repre-
sentación de los Doctores Víctor Manuel Mangual y J uan 

 Luperón Vásquez, abogados de sí mismos, como recurridos, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República 

Visto el memorial de casación suscrito por el aboga-
do de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Su. 
prema Corte de Justicia en fecha 25 de julio de 1967; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, sus_ 
crito por sí mismos como abogados; 

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y de 
los recurridos; 

La Suprenn. Corte de Justicia, después de haber de.. 
liberado y vistos los artículos 68, 70 y 141 del Código de 
Procedimiento Civil; 56 de la Ley 637, de 1.944; 1 y si-
guientes de la Ley No. 302 de 1964 sobre Honorarios de 
los abogados; 34 de la Ley sobre Tarifa de Costos Judicia-
les de 1904; y 1, 5 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una litis laboral entre José Rafael Raposo y la re-T 
currente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, aprobó en fecha 6 de junio de 1967, un Estado Cíe 
Gastos y Honorarios en provecho de los abogados recu-
rridos; b) que sobre el recurso de impugnación interpues -

to por la Compañía recurrente, contra dicho Estado de 
Gastos y Honorarios, intervino el fallo ahora impugna& 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Resuelve: Primero: Ad- 

te la presente impugnación al Estado de Gastos y Ha_ 
orarios aprobado en favor de los Doctores Juan Luperón 

ryásquez y Víctor Manuel Mangual por el Juzgado de Paz 

de  Trabajo del Distrito Nacional y causado con motivo 
de la sentencia de fecha 21 de abril de 1967, dictada por 
l juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en la 

:itis entre la E. & G. Martijn (Santo Domingo), C. por A., 
y José Rafael Raposo y aprobado por auto del Juez de Paz 
de Trabajo de techa 6 de junio de 1967; Segundo: Se mod'_ 
Tica dicho estado y se aprueba por la suma de Cuatrocien-
tos Dos Pesos Oro (RD$402.00) con Ochenta y Ocho Cen-
tavos (RD$0.88); Tercera: Compensa las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
ce casación, los siguientes medios: Violación del derecho 
de defensa. Falta de motivos. Falta de base legal; 

Considerando que los recurridos proponen la nulidad 
del emplazamiento en casación sobre la base de que éste 
fue notificado en el bufete de abogado del Dr. Mangual, 
hablando con un menor de edad, cuando dicho emplaza-
miento debió ser notificado en su domicilio, o hablando con 
él personalmente, como lo exige el artículo 68 del Código 
de Procedimiento Civil; que como ese emplazamiento es 
Lulo y como tampoco hubo otro válido dentro de los 30 chas 
de haberse autorizado a emplazar el presente recurso de 
casación es caduco por tardío, según lo dispone el artícu-
lo 7 de la Lev de Procedimiento de Casación; pero, 

Considerando que en el estado actual del derecho do- 
minicano, que ce inclina cada vez más hacia el imperio 
de una justicia sustantiva y a la mayor eliminación post-
Lle de los formalismos excesivos, la máxima "no hay nu. 
lidad sin agravios", se ha convertido en una regla jurí-
dica, que el legislador mismo ha consagrado en varios tex-
tos, tales como el artículo 20 de la Ley sobre la Repre_ 
Lentación del Estado, No. 1486 de 1938, en el artículo 56 
de la ley 637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo, y en el 
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artículo 715 del Código de Procedimiento Civil, reformase 
por la ley 764 de 1944; que, en consecuencia, ningún ae  

‘ de procedimiento, en virtud de esa regla, debe ser decia - 
lado nulo si reúne sustancialmente las condiciones necesa_ 
i ias para su objeto, si llega realmente a la persona a que 

 se dirija y si no causa a ésta ninguna lesión en su derecho 
 de defensa; 

Considerando que en la especie, es constante que los 
recurridos se constituyeron abogados de sí mismos para 
discutir el recurso de casación para el cual fueron empla_ 
zados, notificaron oportunamente sus defensas y ejercieron 
los derechos que le asistían en el caso; que, por tanto, 
ro procede acoger la excepción propuesta; 

Considerando que además, los recurridos proponen la 
inadmisión o la nulidad del recurso sobre la base de que 
la recurrente no aportó los documentos justificativos d? 
los agravios que ella señala; pero, 

Consideranao que como en la especie la recurrente 
aportó junto con su memorial la copia certificada de la 
sentencia impugnada, únicos documentos que en casos co-
mo el presente, son indispensables para la admisión del 
r ecurso, es ciar; que dichas excepciones carecen de fur-
damento y deben ser desestimadas: 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus tre s 
medios de casación reunidos, la recurrente alega en sínte_ 
sis, que el juez a-quo aprobó en el Estado de Gastos y Ho-
norarios que se impugna, la Partida No. 56 relativa .1 
estudio de documentos, haciéndose constar en dicha Parti-
da, 403 fojas de documentos, lo cual es una cantidad exa-
gerada, ya que se trata de una litis laboral en prime 
instancia, y ni los abogados recurridos, ni el juez a.quo 
señalaron cuales fueron esos documentos cuyas fojas al-' 
canzaron tal cantidad; que si entre esos documentos figu -
ran los libros de comercio que la recurrente depositó ar-  
te el Juzgado de Paz de Trabajo, los abogados no pueden 
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orar por estudiar la totalidad de hojas de tales libros, 
o por el número de hojas específicas que tuvieron que 
diar necesariamente para la solución del, caso; pero, 
Consideranao que de conformidad con el artículo 11 

de  la ley 302 de 1964, resulta que todo aquel que tenga 
motivos de queja contra un estado de costas y honorarios 
pprobado por un juez, debe aportar al tribunal inmediato 
superior, la prueba de que las partidas que se impugnan, 
ro se ajustan a la ley; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el juez a.quo para mantener la Par_ 
tida relativa a estudio de documentos, único punto obje. 
to del presente recurso de casación, expuso en la senten-
cia impugnada lo siguiente: "que en cuanto a la partida 
No. 56, sobre estudio de documentos, y aprobada por 
RDS403.00 por concepto de estudio de 403 fojas, la im-
pugnante sostiene que ello es exagerado; que los Doctores 
Juan Luperón 4 ásquez y Víctor Manuel Mangual, sostie-
nen que en el expediente habían mucho más de 403 fo-
;as de documentos. entre ellos varios libros de comercio 
de más de 100 fojas depositado por la propia impugnante; 
que en el Estado de Gastos aprobado por el Juez a-quo y 
ahora impugnado, la partida No. 56 figura por 403 fojas 
incluyendo los libros de comercio depositado por la E. ?Zz 

Martijn (Santo Domingo), C. por A.; que la impugnan-
te no ha probado que tales documentos no fueron deposi-
tados en el exnediente, número de fojas que fueron veri-
ficados por el Juez a.quo al aprobar dicho estado, ade-
más de que no ha negado el depósito de dichos libros; 
que los libros de comercio son normalmente voluminosos 

la parte contraria puede cobrar por cada foja que ellos 
contengan ya que los han presentado para discutir o apo-
yar una demanda"; 

*IP Considerando que como se advierte los jueces del fon-
do dieron por establecido como una cuestión de hecho que 
escapa al control de la casación, que el número de fojas 
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sis, que el juez a-quo aprobó en el Estado de Gastos y Ho-
norarios que se impugna, la Partida No. 56 relativa a 
estudio de documentos, haciéndose constar en dicha Parti-
da, 403 fojas de documentos, lo cual es una cantidad exa-
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canzaron tal cantidad; que si entre esos documentos figu-
ran los libros de comercio que la recurrente depositó ale -  

te el Juzgado de Paz de Trabajo, los abogados no pueden 

brar por estudiar la totalidad de hojas de tales libros, 
o por el número de hojas específicas que tuvieron que 
udiar necesariamente para la solución del caso; pero, 

Consideranao que de conformidad con el artículo 1! 
de la ley 302 de 1964, resulta que todo aquel que tenga 
inotivos de queja contra un estado de costas y honorarios 
aprobado por un juez, debe aportar al tribunal inmediato 
superior, la prueba de que las partidas que se impugnan, 
ro  se ajustan a la ley; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po_ 
ne de manifiesto que el juez a.quo para mantener la Par_ 
tida relativa a estudio de documentos, único punto obje. 
to del presente recurso de casación, expuso en la senten-
cia impugnada lo siguiente: "que en cuanto a la partida 
No. 56, sobre estudio de documentos, y aprobada por 
RD$403.00 por concepto de estudio de 403 fojas, la im-
pugnante sostiene que ello es exagerado; que los Doctores 
Juan Luperón 4 ásquez y Víctor Manuel Mangual, sostie-
nen que en el expediente habían mucho más de 403 fo-
lias de documentos. entre ellos varios libros de comercio 
de más de 100 fojas depositado por la propia impugnante; 
que en el Estado de Gastos aprobado por el Juez a-quo y 
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te no ha probado que tales documentos no fueron deposi-
tados en el exnediente, número de fojas que fueron veri-
ficados por el Juez a.quo al aprobar dicho estado, ade-
más de que no ha negado el depósito de dichos libros; 
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la parte contraria puede cobrar por cada foja que ellos 
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lar una demanda"; 

Considerando que como se advierte los jueces del fon-
do dieron por establecido como una cuestión de hecho que 
escapa al control de la casación, que el número de fojas 
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de documentos estudiados por los abogados, 'fue de 403• 
que como la referida Partida se aprobó por esa cantid ad' 
es claro que esa decisión no puede ser criticada; 

Considerando que la recurrente sostiene también q ue 
 las costas no debieron ser compensadas en la especie, po i _ 

que la impugnación que ella hizo prospere en muchas p ar. 
ticlas; pero, 

Considerando que como la recurrente ro obtuvo el 
triunfo completo que perseguía con su impugnación, e s 

 evidente que el juez a.quo pudo, como lo hizo, compensar 
las costas de conformidad con el artículo 131 del Código 
de Procedimiento Civil; 

Considerando finalmente que la sentencia impugna. 
da contiene motivos suficientes y pertinentes que justifi. 
can la solución que al punto litigioso, a que se contra. 
el presente recurso de casación, le han dado los jueces del 
fondo; que, por consiguiente los medios de casación qu:- 

 se examinan carecen de fundamento y deben ser deseq. 
timados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la E. & G. Martijn (Santo Domin-
go), C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 18 de julio de 
1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior de! 
presente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pa. 
go de las costas, ordenándose la distracción de ellas en 
provecho de los Doctores Víctor Manuel Mangual y Juan 
Luperón Vásquez, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 11.— Manuel P. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi. 
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge. 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene. 
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 
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de documentos estudiados por los abogados, 'fue de 403• 
que como la referida Partida se aprobó por esa cantidad 
es claro que esa decisión no puede ser criticada; 

Considerando que la recurrente sostiene también que 
 las costas no debieron ser compensadas en la especie, paz _ 

que la impugnación que ella hizo prospere en muchas par-
tidas; pero, 

Considerando que como la recurrente ro obtuvo el 
triunfo completo que perseguía con su impugnación, e s 

 evidente que el juez a.quo pudo, como lo hizo, compensar 
las costas de conformidad con el artículo 131 del Código 
de Procedimiento Civil; 

Considerando finalmente que la sentencia impugna. 
da contiene motivos suficientes y pertinentes que justifi. 
can la solución que al punto litigioso, a que se contra-
el presente recurso de casación, le han dado los jueces del 
fondo; que, por consiguiente los medios de casación qua 
se examinan carecen de fundamento y deben ser deses. 
timados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la E. & G. Martijn (Santo Domin-
go), C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 18 de julio de 
1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior de 
presente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pa. 
go de las costas, ordenándose la distracción de ellas en 
provecho de los Doctores Víctor Manuel Mangual y Juan 
Luperón Vásquez, quienes afirman haberlas avanzado en 
su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. ti 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
'audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue  firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene_ 

quecertifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. ral,  
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugri'ida: Primera Cámara Penal del Juzgado de 
Instancia de La Vega, de fecha 31 de enero de 1967. 

Materia: Correccional (Viola a la ley 2402). 

Recurrente: Manuel Peña Vargas 
Abogado: Lic. Jorge Luis Pérez 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel 
Ramón Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; 
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francis-
co Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau- 
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, 
zsistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 13 del mes de marzo de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 105 9  de la Restauración, 
(Acta en audiencia pública, como corte de casación, la si. 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Peña Vargas, dominicano, mayor de edad, soltero, resi-
dente en la Sección de Pontón, Municipio de La Vega, jor. 
nalero, cédula No. 28930, serie 47, contra la sentencia dic-
tada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia de La Vega, en atribuciones correccionales 
y en grado de apelación, de fecha 31 de enero de 1967, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en 
la  Secretaría de la Cámara a-qua, en 'fecha 31 de enero de 
1967, a requerimiento del Lic. Jorge Luis Pérez cédula No. 
6852, serie 1/ en representación de Manuel Peña Vargas, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 23 de diciem-
bre de 1967 suscrito por el Lic. Jorge Luis Pérez, aboga. 
do del recurrente, en el cual se invocan los siguientes Me-
dios: Primer Medio: Falta de base legal e insuficiencia de 
motivos. Segundo Medio: Falta de base legal (en otro as.. 
pecto), violación del derecho de- defensa y falta o insufi-
ciencia de motivos. Tercer Medio: Violación Ley No. 2402; 
falta o insuficiencia de motivos. 

La Suprema Corte de Justicia, después ae haber de-
liberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 
de 1950, y 1, 36 y 65 de la ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que el artículo 3e de la ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o ea 
libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tam-
poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fian. 
za, o la suspensión de la ejecución de la pena que le fue 
impuesta, de conformidad con las disposiciones de los ar-
tículos 7 y 8 de la ley No. 2402 de 1950; pues el recibo 
presentado por su abogado al declarar el acta de casa-
ción, para demostrar haber pagado las pensiones adeuda-
das hasta la fecha no satisface el voto de la ley; que, por 
tanto, el presente recurso de casación no puede ser ad.. 
raitido; 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado cle 
Instancia de La Vega, de fecha 31 de enero de 1967. 

Materia: Correccional (Viol. a la ley 2402). 

Recurrente: Manuel Peña Vargas 
Abogado: Lic. Jorge Luis Pérez 

Dios, Patria.  y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manual 
Ramón Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; 
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francis-
co Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, 
z ,sistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 13 del mes de marzo de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 105 9  de la Restauración, 
o.icta en audiencia pública, como corte de casación, la si. 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Peña Vargas, dominicano, mayor de edad, soltero, resi-
dente en la Sección de Pontón, Municipio de Le Vega, jor. 
nalero, cédula No. 28930, serie 47, contra la sentencia dic. 
tada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia de La Vega, en atribuciones correccionales 
y en grado de apelación, de fecha 31 de enero de 196 7 , 

cuyo dispositivo se copia más adelante; 
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua, en Techa 31 de enero de 
1967, a requerimiento del Lic. Jorge Luis Pérez cédula No. 
6852, serie 14  en representación de Manuel Peña Vargas, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 23 de diciem-
bre de 1967 suzcrito por el Lic. Jorge Luis Pérez, aboga-
do del recurrente, en el cual se invocan los siguientes Me-
dios: Primer Medio: Falta de base legal e insuficiencia de 
motivos. Segundo Medio: Falta de base legal (en otro as-
pecto), violación del derecho de- defensa y falta o insufi-
ciencia de motivos. Tercer Medio: Violación Ley No. 2402; 
falta o insuficiencia de motivos. 

La Suprema Corte de Justicia, después ae haber de-
liberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 
de 1950, y 1, 36 y 65 de la ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Consideran» que el artículo 36 de la ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o ea 
libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha 
establecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tam-
poco que haya obtenido su libertad provisional bajo fian-
za, o la suspensión de la ejecución de la pena que le fue 
impuesta, de conformidad con las disposiciones de los ar-
tículos 7 y 8 de la ley No. 2402 de 1950; pues el recibo 
Presentado por su abogado al declarar el acta de casa-
ción, para demostrar haber pagado las pensiones adeuda-
das hasta la fecha no satisface el voto de la ley; que, por 
tanto, el presente recurso de casación no puede ser ad. 
raitido; 



Por tales motivos: Primero: Declara inadmisibl e el 
recurso de casación interpuesto por Manuel Peña Varg as 

 contra la sentencia correccional dictada por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia' de La 
Vega en fecha 31 de enero de 1967, cuyo dispositivo h a 

 sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y Se. 
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri.. 
cuez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia. 
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pc-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge. 
r eral.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DE 1968 

senteneja impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 25 de noviembre de 1966. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Arcadio Pichardo 

Abogados: Drs. Luis Bolívar de Peña y Ramírez y Dr. Ismael A. 

Peralta Mora 

	• 
Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus., 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo dé la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; 
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra su9 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de Marzo de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 105 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arcadio 
Pichardo, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 
10451, serie 54, domiciliado y residente en esta ciudad, con. 
tra la sentencia de fecha 25 de noviembre de 1966, dictada 
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 
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Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible al 
recurso de casación interpuesto por Manuel Peña Va rgas 

 contra la sentencia correccional dictada por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia' de L a 

 Vega en fecha 31 de enero de 1967, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente Tallo; y s e. 
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando E. 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri.. 
cuez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia.. 
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe.- 
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge_ 
y eral.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene.. 
:al, que certifico. (Firmado) Ernesto Curiel hijo. 

TENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DE 1968 

ntenda impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 

fecha 25 de noviembre de 1966. 

feria: Correccional 

urrente: Arcadio Pichardo 

Abogados: Drs. Luis Bolívar de Peña y Ramírez y Dr. Ismael A. 

Peralta Mora 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo dé la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; 
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco 
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista 
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de Marzo de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 105 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arcadio 
Pichardo, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 
10451, serie 54, domiciliado y residente en esta ciudad, con. 
tra la sentencia de fecha 25 de noviembre de 1966, dictada 
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Luis Bolívar de Peña y Ramírez, céd ui 

No. 26946, serie 47, por sí y por el Dr. Ismael A. Peralta 
Mora, abogados del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas el acta del recurso de casación, levantad a  en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 22 de diciembre de 
1966, a requerimiento del Dr. Luis Bolívar de Peña y Ra-
mírez, en representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 29 de enero de 
1968, suscrito por los abogados del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se expresarán más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 355 del Código Penal; 1325 y 
1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi_ 
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que previa 
querella presentada por Vinicia Veras contra Arcadio Pi-
chardo por sustracción de su hija Elsa María Veras, menor 
de 12 años, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada. 
dictó en fecha 12 de Mayo de 1966, una sentencia en defecto 
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declarar como 
al efecto Declaramos buena y válida la constitución en parte 
civil; Segundo: Imponer, como al efecto Imponemos una 
indemnización por los daños materiales y morales recibidos 
por Osa María Veras, de parte del señor Arcadio Pichardo, 
de RD$3,000.00 en caso de insolvencia del señor Arcadio 
Pichardo, la multa se compensará con prisión a razón de 
un día por cada peso. Tercero: Se condena al pago de las  

stas en favor de los abogados de la parte civil constituí-
quienes aseguran haberlas avanzado en su mayor parte. 
arto: Se condena a Arcadio Pichardo, a RD$100.00 de 

ulta acogiendo a su favor amplias circunstancias atenuan-
"; b) Que sobre recurso de oposición del prevenido, la 

itada Cámara Penal, en fecha 20 de Julio de 1966, dictó 
una sentencia cuyo dispositivo figura en el de la ahora im_ 

pugnada; e) Que sobre el recurso del prevenido, la Corte 
Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 25 de noviem-
bre de 1966, la sentencia ahora impugnada en casación con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma, el recurso de Oposición in-
terpuesto por el prevenido Arcadio Pichardo y Pichardo, 
contra sentencia dictada en defecto por esta Corte en fecha 
20 de julio del año 1966 conteniendo el dispositivo siguiera_ 
te: 'Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma el recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido Arcadio Pichardo y Pichardo, contra sentencia dictada 
en fecha 12 de mayo de 1966, por la Tercera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la 
cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De-
clarar como al efecto declaramos, buena y válida, la consti_ 
tución por parte civil; Segundo: Imponer como al efecto 
Imponemos a una indemnización por los daños materiales y 
morales recibidos por Elsa María Veras, de parte del señor 
Arcadio Pichardo, de RD$3,000.00 en caso de insolvencia 
del señor Arcadio Pichardo, la multa se compensará con 
prisión a razón de un día por cada peso. Tercero: Se con-
dena al pago de las costas en favor de los abogados de la 
parte civil constituída quienes aseguran haberlas avanza-
do en su mayor parte. Cuarto: Se condena a Arcadio Pi_ 
chardo, a RD$100.00 de multa acogiendo a su favor amplias 
circunstancias atenuantes'. Segundo: Pronuncia el defecto 
contra el recurrente Arcadio Pichardo y Pichardo, por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante haber si-
do legalmente citado y contra la parte civil por falta de 

• 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Luis Bolívar de Peña y Ramírez, Cédula 

No. 26946, serie 47, por sí y por el Dr. Ismael A. Peralta 
Mora, abogados del recurrente, en la lectura de sus concl u., 
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas el acta del recurso de casación, levantad a  en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 22 de diciembre de 
1966, a requerimiento del Dr. Luis Bolívar de Peña y Ra-
mírez, en representación del recurrente, en la cual no se 
invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 29 de enero de 
1968, suscrito por los abogados del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se expresarán más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 355 del Código Penal; 1325 y 
1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi_ 
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que previa 
querella presentada por Vinicia Veras contra Arcadio Pi-
chardo por sustracción de su hija Elsa María Veras, menor 
de 12 años, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada, 
dictó en fecha 12 de Mayo de 1966, una sentencia en defecto 
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declarar como 
al efecto Declaramos buena y válida la constitución en parte 
civil; Segundo: Imponer, como al efecto Imponemos una 
indemnización por los daños materiales y morales recibidos 
por Elsa María Veras, de parte del señor Arcadio Pichardo, 
de RD$3,000.00 en caso de insolvencia del señor Arcadio 
Pichardo, la multa se compensará con prisión a razón de 
un día por cada peso. Tercero: Se condena al pago de las  

costas en favor de los abogados de la parte civil constitui-

da  quienes aseguran haberlas avanzado en su mayor parte. 

Cuarto: Se condena a Arcadio Pichardo, a RD$100.00 de 
multa acogiendo a su favor amplias circunstancias atenuan-
tes"; b) Que sobre recurso de oposición del prevenido, la 

citada Cámara Penal, en fecha 20 de Julio de 1966, dictó 

una sentencia cuyo dispositivo figura en el de la ahora im_ 
pugnada; c) Que sobre el recurso del prevenido, la Corte 
Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 25 de noviem-

bre de 1966, la sentencia ahora impugnada en casación con 

el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular 
y válido en cuanto a la forma, el recurso de Oposición in-
terpuesto por el prevenido Arcadio Pichardo y Pichardo, 
contra sentencia dictada en defecto por esta Corte en fechq 
20 de julio del año 1966 conteniendo el dispositivo siguien_ 
te: 'Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma el recurso de apelación interpuesto por el preve-
nido Arcadio Pichardo y Pichardo, contra sentencia dictada 
en fecha 12 de mayo de 1966, por la Tercera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la 
cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: De-
clarar como al efecto declaramos, buena y válida, la consti_ 
tución por parte civil; Segundo: Imponer como al efecto 
Imponemos a una indemnización por las daños materiales y 
morales recibidos por Elsa María Veras, de parte del señor 
Arcadio Pichardo, de RD$3,000.00 en caso de insolvencia 
del señor Arcadio Pichardo, la multa se compensará con 
prisión a razón de un día por cada peso. Tercero: Se con-
dena al pago de las costas en favor de los abogados de la 
parte civil constituida quienes aseguran haberlas avanza-
do en su mayor parte. Cuarto: Se condena a Arcadio Pi_ 
chardo, a RD$100.00 de multa acogiendo a su favor amplias 
circunstancias atenuantes'. Segundo: Pronuncia el defecto 
contra el recurrente Arcadio Pichardo y Pichardo, por no 
haber comparecido a la audiencia no obstante haber si-
do legalmente citado y contra la parte civil por falta de 
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concluir; Tercero: Modifica en cuanto a la forma la senten-
cia apelada y la confirma en cuanto al fondo a fin de q ue su 

 dispositivo sea leído del modo siguiente: 'Primero: Declara 
al prevenido Arcadio Pichardo y Pichardo, culpable de ha-
ber cometido el delito de sustracción en perjuicio de la me 
nor de 12 años de edad Elsa María Veras, y en consecuen-
cia lo condena a pagar una multa de cien pesos (RD$100.00) 
acogiendo en su provecho circunstancias atenuantes; Segun-
do: Declara regular y válido la constitución en parte civil 
hecha por la Señora Vinicia Veras, en su calidad de madre, 
de la menor agraviada y por haber sido intentada de acuerm 
do con las prescripciones de la ley; Tercero: Condena al 
procesado Arcadio Pichardo y Pichardo, a pagar a la parte 
constituida una indemnización de Tres Mil Pesos (RD$3,_ 
000.00- como reparación por los daños materiales y mora-
les ocasionados con su hecho delictuoso; Cuarto: Condena 
al prevenido Arcadio Pichardo y Pichardo, al pago de las 
costas penales y civiles y ordena la distracción de éstas 
favor de los Doctores Euclides Marmolejos. V., y Luis de la 
Cruz Débora, abogados de la parte civil constituída, quie_ 
nes han afirmado haberlas avanzado en su totalidad; Quin-
to: Ordena que en caso de insolvencia sean compensadas 
a razón de un día por cada peso; Cuarto: Condena al recu-
rrente Arcadio Pichardo y Pichardo al pago de las costas 
penales de la presente alzada'.— por haberlo hecho de 
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la materia; 
SEGUNDO: Modifica la antes expresada sentencia, en el 
sentido de reducir la indemnización de Tres Mil Pesos Oro 
(RD$3,000.00) que le fue impuesta al prevenido Arcadio 
Pichardo y Pichardo, en favor de la parte civil constituída,, 
señora Vinicia Veras, en su calidad de madre y tutora le_ 
gal de la menor agraviada Elsa María Veras a la suma de 
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00); Tercero: Confirma en sus de-
más aspectos la sentencia objeto del presente recurso de 
oposición; Cuarto: Condena al oponente Arcadio Pichardo 

 

pichardo al pago de las costas penales ocasionadas con 
motivo de su recurso de oposición"; 

Considerando que el recurrente invoca en el memorial 

sometido, los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Falsa aplicación del artículo 1325 del Código Civil. Falta de 
motivos falta de base legal.— Segundo Medio: Falta de ba-
se legal y desnaturalizción de los hechos. 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
propuestos, los cuales se reunen para su examen, el recu-
rrente alega en síntesis, que los jueces en materia repre_ 
siva están obligados a motivar sus sentencias y de compro-
bar el hecho constitutivo de la infracción y "calificar estas 
circunstancias con relación a la ley aplicable"; que la Cor-
te a-qua se ha limitado a hacer meras afirmaciones", sin 
tener "ningún elementd probatorio", sin justificar las con_ 
deflaciones impuestas; que en el caso las motivos dados no 
son serios, ni precisos ni concordantes; que la menor agra-
viada se contradijo en sus declaraciones; que en el proceso 
no figuran testigos y la declaración de la madre querellan-
te no puede ser tomada en cuenta por haberse constituido 
en parte civil; que en el caso "no hay violación a la patria 
potestad" porque la madre dejó a la menor "sin la vigilan-
cia de ninguna persona adulta"; y que uno de los elemen_ 
tos del delito es la violación o la burla de la patria potestad; 
que, por todo ello, en el fallo impugnado se ha incurrido, 
a su juicio, en los vicios y violaciones por él denuncia-
dos; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da revela que los jueces comprobaron el hecho puesto a 
cargo del recurrente, de haber sustraido con fines desho_ 
nestos a la menor de doce años Elsa María Veras, y califi-
caron ese hecho de acuerdo con las previsiones del articulo 
355 del Código Penal, que es el texto que preve ese delito; 
que, la Corte a-qua no se limitó a hacer meras afirmado_ 

     

     

     

     

     

     

     

     

     

     

         

         

         



BOLETIN JUDICIAL 	 659 658 	 BOLETIN JUDICIAL 

concluir; Tercero: Modifica en cuanto a la forma la senten-
cia apelada y la confirma en cuanto al fondo a fin de que su 
dispositivo sea leído del modo siguiente: 'Primero: Declara 
al prevenido Arcadio Pichardo y Pichardo, culpable de h a. 
ber cometido el delito de sustracción en perjuicio de la m e 

 nor de 12 años de edad Elsa María Veras, y en consecuen-
cia lo condena a pagar una multa de cien pesos (RD$100.00) 
acogiendo en su provecho circunstancias atenuantes; Segun-
do: Declara regular y válido la constitución en parte civil 
hecha por la Señora Vinicia Veras, en su calidad de madre, 
de la menor agraviada y por haber sido intentada de acuer-. 
do con las prescripciones de la ley; Tercero: Condena al 
procesado Arcadio Pichardo y Pichardo, a pagar a la parte 
constituida una indemnización de Tres Mil Pesos (RD$3,. 
000.00- como reparación por los daños materiales y mora-
les ocasionados con su hecho delictuoso; Cuarto: Condena 
al prevenido Arcadio Pichardo y Pichardo, al pago de las 
costas penales y civiles y ordena la distracción de éstas a 
favor de los Doctores Euclides Marmolejos V., y Luis de la 
Cruz Débora, abogados de la parte civil constituida, quie_ 
nes han afirmado haberlas avanzado en su totalidad; Quin-
to: Ordena que en caso de insolvencia sean compensadas 
a razón de un día por cada peso; Cuarto.: Condena al recu-
rrente Arcadio Pichardo y Pichardo al pago de las costas 
penales de la presente alzada'.— por haberlo hecho de 
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la materia; 
SEGUNDO: Modifica la antes expresada sentencia, en el 
sentido de reducir la indemnización de Tres Mil Pesos Oro 
(RD$3,000.00) que le fue impuesta al prevenido Arcadio 
Pichardo y Pichardo, en favor de la parte civil constituída 
señora Vinicia Veras, en su calidad de madre y tutora le_ 
gal de la menor agraviada Elsa María Veras a la suma de 
Mil Pesos Oro (RD$1,000.00); Tercero: Confirma en sus de-
más aspectos la sentencia objeto del presente recurso de 
oposición; Cuarto: Condena al oponente Arcadio Pichardo 

pichardo• pago al a o de las costas penales ocasionadas con 
motivo de su recurso de oposición"; 

Considerando que el recurrente invoca en el memorial 

sometido, los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Falsa aplicación del artículo 1325 del Código Civil. Falta de 
motivos falta de base legal.— Segundo Medio: Falta de ba-
se  legal y desnaturalizción de los hechos. 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
propuestos, los cuales se reunen para su examen, el recu-
rrente alega en síntesis, que los jueces en materia repre_ 
siva están obligados a motivar sus sentencias y de compro-
bar el hecho constitutivo de la infracción y "calificar estas 
circunstancias con relación a la ley aplicable"; que la Cor-
te a-qua se ha limitado a hacer meras afirmaciones", sin 
tener "ningún elementd probatorio", sin justificar las con_ 
denaciones impuestas; que en el caso los motivos dados no 
son serios, ni precisos ni concordantes; que la menor agra-
viada se contradijo en sus declaraciones; que en el proceso 
no figuran testigos y la declaración de la madre querellan-
te no puede ser tomada en cuenta por haberse constituido 
en parte civil; que en el caso "no hay violación a la patria 
potestad" porque la madre dejó a la menor "sin la vigilan-
cia de ninguna persona adulta"; y que uno de los elemen_ 
tos del delito es la violación o la burla de la patria potestad; 
que, por todo ello, en el fallo impugnado se ha incurrido, 
daossu

; pero, 
en los vicios y violaciones por él denuncia- 

dos; 
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nes, como sostiene el recurrente, sino que en los Inotiv 
del fallo dictado, los cuales son suficientes y pertinentes 
dejó justificada la condenación impuesta de acuerdo con el 
texto legal aplicable al caso; que tampoco es cierto qu e  la 

 Corte a-qua se edificara en la declaración de la madre que 
 rellante, (quien fue oída sin tomarle juramento, como era. 

de lugar) sino que se basó en el conjunto de las pruebas 
aportadas regularmente en la instrucción de la causa, en 
la cual se oyó al prevenido, a la agraviada y al testigo Ma-
nuel Angel Pérez, formando de ese modo los jueces del 
fondo su íntima convicción, después de ponderar soberana. 
mente dichos medios de prueba; que, además quedó estable-
cido, y así consta en el fallo que se examina, que la menor 
fue desplazada varias veces por el prevenido con fines des-
honestos, del lugar de su residencia, en donde la dejó su 
madre al cuidado de un hermano; que la soberana interpre-
tación sue hicieron los jueces de la declaración de la agra-
viada, lo cual escapa a la censura de la casación, no constitu-
ye desnaturalización alguna como lo cree el recurrente, 
pues los jueces podían apreciar en lo declarado por la me. 
nor, cotejándolo con lo declarado por el testigo y por el 
prevenido, la culpabilidad de éste; que, además, dicha sen-
tencia contiene una exposición completa de los hechos de 
la causa que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; 
que, por tanto, los medios propuestos carecen de fundamen-
tos y deben ser desestimados; 

Considerando que, en efecto, mediante la pbrideración 
de los elementos de prueba regularmente administrados en 
la instrucción de la causa, los jueces dieron por establecido 
lo siguiente: "que la señora Vinicia Veras, mientras hacía 
un viaje a Puerto Rico, dejó a su hija Elsa Veras, bajo la 
custodia de un hermano de ésta que ocupaba la mitad de 
la casa en que vivía, b) que el prevenido Arcadio Pichardo 
Pichardo, acostumbraba visitar la casa, y en una ocasión 
invitó a salir a dicha menor, sustrayéndola de su casa ma -  

terna , y llevándola al sitio denominado Bosque de Las Flo- 

r

es donde tuvo contacto carnal con dicha menor, c) que, 
Arcadio Pichardo Pichardo dejó debidamente instalada por 

él
' a 

 dicha menor, en la misma casa de la madre Vinicia Ve • 

ras, obsequiándola con varios muebles, en donde convivie_ 

ron por algunos meses"; 
Considerando que en los hechos así establecidos se en- 

cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito de 
sustracción de una menor, previsto y sancionado por el 
artículo 355 del Código Penal, cuando se trata de una jo- 
ven de menos de 16 años, con la pena de uno a dos años 
de prisión correccional y multa de doscientos a quinientos 
pesos; que. en consecuencia, al condenar al prevenido des-

.pués de declararlo culpable de ese delito a cien pesos de 
multa acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, la 
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; Consi-
derando, en cuanto a las condenaciones civiles que la Cor-
te a-qua estableció también que el delito cometido por el 
prevenido ocasionó a la parte civil constituida, daños mo-
rales y materiales, cuyo monto fijó soberanamente en mil 
pesos; que al decidir de ese modo hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos de interés para el recurrente, ella 
no contiene vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Arcadio Pichardo, contra la senten-
cia de fecha 25 de noviembre de 1966, dictada en sus atri_ 
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas penales. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejeda.— Fernando 
E. Rapelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen_ 
riquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia- 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1968 

sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 21 

de agosto de 1967. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Julio Martínez 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la república, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra_ 
món Ruíz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche 
H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de marzo del año 
1968, años 125 9  de la Independencia y 105 9  de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio Mar_ 
tínez, dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente 
en la calle 23, No. 125 de esta ciudad, cédula No. 3535, 
serie 66, contra la sentencia dictada por la Segunda Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, de fecha 21 de agosto de 1967, en atribuciones co- 
rreccionales y en grado de apelación, cuyo dispositivo dice 

lel
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en 
Cuanto a la forma los recursos de Apelación interpuestos 
Por los nombrados Julio Martínez y Chilina Vidal, contra 

ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez p e 
 relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago osval:  

do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada po r  los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado.) Ernesto Curiel hijo. 

• 
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Sentencia dictada por el Juzgado de. Paz de la Segu nda 
 Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 28 del mes 

 de abril del año 1967, cuyo dispositivo dice así: 'Primero; 
Declara culpable al nombrado Julio Martínez, de violar la 
Ley 2402, en perjuicio de dos menores Celina y Belkis Mar 
tínez; Segundo: Condena al citado prevenido a pasarle la 
suma de RD$20.00 (veinte pesos M/N.) mensuales a la se-
ñora Chilinn Vidal, para la mantención de dichos menores 
y Tercero: Condena al señor Julid Martínez, a sufrir la pe-
na de dos (2) años de prisión • suspensivos, en caso de no 
cumplimiento, así como también al pago de las costas del 
presente procedimiento'; SEGUNDO: En cuanto al fondo, 
se confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; 
TERCERO: Se Declaran las costas -de oficio"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 28 de agosto de 
agosto de 1967, a requerimiento del recurrente, en la cual, 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de_ 
liberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Cas 
ción; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre P 
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a tina 
pena que excede de seis meses de prisión provisional, no 
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en 
libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de pr:sión correccional; que no se ha e 
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoc 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o 1  

pensión de la ejecución de la pena que le fue impuesta, 
conformidad con las disposiciones de los artículos 7 y 8 

e la Ley No. 2402 de 1950;• que, por tanto; el presente 
rso de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Julio Martínez contra 
la sentencia correccional dictada por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
cional, de fecha 21 de agosto de 1967, cuyo dispósitivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras. —Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 
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Sentencia dictada por el Juzgado de. Paz de la Segu nda 
 Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 28 del mes 

de abril del año 1967, cuyo dispositivo dice así: 'Primero ; 
 Declara culpable al nombrado Julio Martínez, de violar la 

Ley 2402, en perjuicio de dos menores Celina y Belkis Mar 
tínez; Segundo: Condena al citado prevenido a pasarle l a 

 suma de RD$20.00 (veinte pesos M/N.) mensuales a la se-
ñora Chilina Vidal, para la mantención de dichos menores 
y Tercero: Condena al señor Julid Martínez, a sufrir la pe-
na de dos (2) años de prisión suspensivos, en caso de no 
cumplimiento, así como también al pago de las costas del 
presente procedimiento'; SEGUNDO: En cuanto al fondo. 
se  confirma en todas sus partes la sentencia recurrida: 
TERCERO: Se Declaran las costas -de oficio"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 28 de agosto de 
agosto de 1967, a requerimiento del recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de.. 
liberado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 
1950; y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; a 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Prn-
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a uív 
pena que excede de seis meses de prisión provisional, no 
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en 
libertad provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha e 
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoc o 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o 1-  

suspensión de la ejecución de la pena que le fue impuesta, 
de conformidad con las disposiciones de los artículos 7 y 8 
de la Ley No. 2402 de 1950; que, por tanto, el presente 

recurso de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Julio Martínez contra 
la sentencia correccional dictada por la Segunda Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na_ 
cional, de fecha 21 de agosto de 1967, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras. —Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 



Interviniente: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 
Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra i 

 món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de marzo del ario, 
1968, años 1259  de la Independencia y 105 9  de la Restaura- 1 

 ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Ventura Rodríguez, dominicano, mayor de edad, 
casado, chófer, cédula No. 32323, serie 54, domiciliado en 
Ranchito, Sección del Municipio de La Vega, contra la sen-
tencia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime- 

ra  Instancia del Distrito Judicial de La Vega, pronunciada, 
cn grado de apelación, en sus atribuciones correccionales, 

en fecha 6 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo se copi 

nlás adelante; 
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón María Pérez Maracallo, cédula No. 

1332, serie 47, interviniente, en la lectura de sus conclusioi 
nes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Cámara a-qua, en fecha 9 de noviembre de 1967, a reque-
rimiento del Dr. Eugenio V. Gómez Durán, en representa-
ción del recurrente, Ramón Antonio Ventura Rodríguez; 

Visto el escrito de casación firmado en fecha 12 de fe-
brero de 1968, por el abogado del recurrente, en el cual se 
invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el escrito de fecha 19 de febrero de 1968, firmad() 
por el Dr. Ramón Pérez Maracallo, parte puesta en causa 
por el recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 105 y 171 de la ley 4809 del 
1957 modificado por la Ley 5060 de 1958; Ley 5771 de 1961; 
69 de la Ordenanza Municipal No. 35-53 del Ayuntamiento 
de La Vega; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-. 
sacación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentas a que ella se refiere consta a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el día 25 de agos-
te de 1967 en la ciudad de La Vega el Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito Judicial de La Vega, 
dicto una sentencia en fecha 21 de septiembre de 1967 cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara al 
nombrado Ramón Antonio Ventura y Rodríguez, de gene- 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del D. J. La Vega,, de fecha 6 
de noviembre de 1967. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Ramón Antonio Ventura Rodríguez 
Abogado: Dr. Gregorio de Js. Batista G. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado (,, 
Primera Instancia del D. J. La Vega, , de fecha r) 
de noviembre de 1967. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Ramón Antonio Ventura Rodríguez 
Abogado: Dr. Gregorio de Js. Batista G. 

Intervinlente: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 
Abogado: Dr. Ramón Ma. Pérez Maracallo 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra i 

 món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de marzo del año 
1968, años 1259  de la Independencia y 105 9  de la Restaura- 1 

 ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Ventura Rodríguez, dominicano, mayor de edad, 
casado, chófer, cédula No. 32323, serie 54, domiciliado en 
Ranchito, Sección del Municipio de La Vega, contra la sen-
tencia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime- 

ra Instancia del Distrito Judicial de La Vega, pronunciada 
en  grado de apelación, en sus atribuciones correccionales, 

en fecha 6 de noviembre de 1967, cuyo dispositivo se copia 

niás adelante; 
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Ramón María Pérez Maracallo, cédula No. 

1332, serie 47, interviniente, en la lectura de sus conclusioi 
nes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Cámara a-qua, en fecha 9 de noviembre de 1967, a reque-
rimiento del Dr. Eugenio V. Gómez Durán, en representa-
ción del recurrente, Ramón Antonio Ventura Rodríguez; 

Visto el escrito de casación firmado en fecha 12 de fe-
brero de 1968, por el abogado del recurrente, en el cual se 
invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el escrito de fecha 19 de febrero de 1968, firmad-) 
por el Dr. Ramón Pérez Maracallo, parte puesta en causa 
por el recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 105 y 171 de la ley 4809 del 
1957 modificado por la Ley 5060 de 1958; Ley 5771 de 1961; 
69  de la Ordenanza Municipal No. 35-53 del Ayuntamiento 
de La Vega; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca,  
sacación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el día 25 de agos-
to de 1967 en la ciudad de La Vega el Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito Judicial de La Vega, 
dicto una sentencia en fecha 21 de septiembre de 1967 cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara al 
nombrado Ramón Antonio Ventura y Rodríguez, de gene- 
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rales anotadas, culpable de Violar la Ley No. 4809 y 577 1; 
 en consecuencia se condena al pago de una multa de Rin_ 

5.00 y al pago de las costas; SEGUNDO: Se descarga de to-
da responsabilidad penal al nombrado Ramón Nicasio, de 
las generales anotadas, por no haber cometido el hecho.

'  S
e 

 declaran las costas de oficio"; 191 que sobre el recurso de 
apelación del prevenido, Ventura intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO:— Se acoge como bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el nombrado Ramón Ventur a  Rodrí-
guez, por haber sido hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: Se 
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Se condena además al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su escrito 
de casación los medias siguientes: Primer Medio: Violación 
de la ley vigente por aplicación de disposición legal deroga.. 
da.— Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos y 
falsa interpretación de los mismos; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus dos 
medios de casación reunidos, el recurrente alega, en sínte-
sis, que la sentencia impugnada contiene una violación de 
las disposiciones de la Resolución No. 31-66 dictada por el 
Ayuntamiento de La Vega, en fecha 3 de octubre de 1966, 
por la cual se determina que la calle "General Juan Rodrí-
guez" es de una vía, y, de tránsito preferente, según lo dis-
ponen los artículos lro., letra b, y el artículo 3ro., de di-
cha Resolución; la cual derogó la del año 1953 que había 
dispuesto que la calle "Juana Saltitopa" fuera de preferen-
cia, Resolución esta última que fue la que tuvo en cuenta el 
Tribunal a-quo al dictar su sentencia; que dicho juez, por 
tanto, juzgó el caso conforme una disposición legal inexis-
tente, e ignorando totalmente la que estaba vigente en el 
momento en que ocurrieron los hechos; pero, 

Considerando que si bien es cierto que en la sentencia 
impugnada se da por establecido que la calle "Juana Salti-
topa" es de preferencia, en virtud de la ordenaza munici- 
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pal del Ayuntamiento de La Vega No. 35-53 del 8 de sep-
tiembre de 1953, (aserto que está corroborado por certifi-
cación del Secretario del Ayuntamiento de La Vega del 15 
de septiembre de 1967), y que por eso el prevenido debió 
tomar todas las precauciones necesarias para cruzar esa ca-
lle, lo que no hizo, no es menos cierto que ésta no fue la 
única circunstancia que el Juez a-quo tuvo en cuenta para 
establecer la culpabilidad del prevenido Ramón Antonio 
Ventura Rodríguez, sino también, según se expresa en di 
cha sentencia, en el hecho de que el automóvil conducido 
por Ramón Nicasio, propiedad del Dr. Ramón María Pé-
rez Maracallo, se encontraba en el centro de la intersección 
de las calles "Juana Saltitopa" y "General Juan Rodríguez" 
cuando fue chocado por el vehículo que era conducido por 
Antonio ventura Rodríguez, lo que infirió de la circunstan-
cia de que la abolladura que presentaba la carrocería del 
automóvil chocado aparecen en el centro de uno de sus la-
dos; todo lo cual estableció la Cámara a-qua sin desnatura-
lización alguna, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba que fueron regularmente administrados en la 
instrucción de la causa, y en uso del poder soberano de que 
están investidos los jueces del fondo en la apreciación de 
los hechos; por todo lo cual los medios invocados por el re-
currente carecen de pertinencia y deben ser desestimados; 

Considerando que los hechos así establecidos por la Cá-
mara a-qua constituyen el delito de violación de la Ley No. 
4809 de 1957, previsto por el artículo 105 de dicha Ley, y 
sancionado por el párrafo XII del artículo 171, de la misma 
Ley modificada por la Ley 5060 de 1968, con penas de RD$- 
5.00 a RD$50.00 de multa; que, en consecuencia, al conde-
nar al prevenido, después de declararlo culpable del indica-
do delito, la Cámara a-qua hizo una correcta aplicación de 
la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene en los concerniente al in-
terés del prevenido, ningún vicio que amerite su casación; 
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rales anotadas, culpable de Violar la Ley No. 4809 y 577 1 ,
P  en consecuencia se condena al pago de una multa de RD$ 

5.00 y al pago de las costas; SEGUNDO: Se descarga de to-
da responsabilidad penal al nombrado Ramón Nicasio, d e 

 las generales anotadas, por no haber cometido el hecho; Se 
 declaran las costas de oficio"; bl que sobre el recurso de 

 apelación del prevenido, Ventura intervino la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO:— Se acoge como bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el nombrado Ramón Ventur a  Rodrí-
guez, por haber sido hecho en tiempo hábil; SEGUNDO: Se 
confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; TER-
CERO: Se condena además al pago de las costas"; 

Considerando que el recurrente invoca en su escrito 
de casación los medios siguientes: Primer Medio: Violación 
de la ley vigente por aplicación de disposición legal deroga-
da.— Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos y 
falsa interpretación de los mismos; 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus dos 
medios de casación reunidos, el recurrente alega, en sínte-
sis, que la sentencia impugnada contiene una violación de 
las disposiciones de la Resolución No. 31-66 dictada por el 
Ayuntamiento de La Vega, en fecha 3 de octubre de 1966, 
por la cual se determina que la calle "General Juan Rodrí-
guez" es de una vía, y, de tránsito preferente, según lo dis-
ponen los artículos lro., letra b. y el artículo 3ro., de di-
cha Resolución; la cual derogó la del año 1953 que había 
dispuesto que la calle "Juana Saltitopa" fuera de preferen-
cia, Resolución esta última que fue la que tuvo en cuenta el 
Tribunal a-quo al dictar su sentencia; que dicho juez, por 
tanto, juzgó el caso conforme una disposición legal inexis-
tente, e ignorando totalmente la que estaba vigente en el 
momento en que ocurrieron los hechos; pero, 

Considerando que si bien es cierto que en la sentencia 
impugnada se da por establecido que la calle "Juana Salti-
topa" es de preferencia, en virtud de la ordenaza munici- 

pal del Ayuntamiento de La Vega No. 35-53 del 8 de sep-
tiembre de 1953, (aserto que está corroborado por certifi-
cación del Secretario del Ayuntamiento de La Vega del 15 
de septiembre de 1967), y que por eso el prevenido debió 
tomar todas las precauciones necesarias para cruzar esa ca-
lle, lo que no hizo, no es menos cierto que ésta no fue la 
Única circunstancia que el Juez a-quo tuvo en cuenta para 
establecer la culpabilidad del prevenido Ramón Antonio 
Ventura Rodríguez, sino también, según se expresa en di 
cha sentencia, en el hecho de que el automóvil conducido 
por Ramón Nicasio, propiedad del Dr. Ramón María Pé-
rez Maracallo, se encontraba en el centro de la intersección 
de las calles "Juana Saltitopa" y "General Juan Rodríguez" 
cuando fue chocado por el vehículo que era conducido por 
Antonio ventura Rodríguez, lo que infirió de la circunstan-
cia de que la abolladura que presentaba la carrocería dei 
automóvil chocado aparecen en e] centro de uno de sus la-
dos; todo lo cual estableció la Cámara a-qua sin desnatura-
lización alguna, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba que fueron regularmente administrados en la 
instrucción de la causa, y en uso del poder soberano de que 
están investidos los jueces del fondo en la apreciación de 
los hechos; por todo lo cual los medios invocados por el re-
currente carecen de pertinencia y deben ser desestimados; 

Considerando que los hechos así establecidos por la Cá-
mara a-qua constituyen el delito de violación de la Ley No. 
4809 de 1957, previsto por el artículo 105 de dicha Ley, y 
sancionado por el párrafo XII del artículo 171, de la misma 
Ley modificada por la Ley 5060 de 1968, con penas de RD$- 
5.00 a RD$50.00 de multa; que, en consecuencia, al conde-
nar al prevenido, después de declararlo culpable del indica-
do delito, la Cámara a-qua hizo una correcta aplicación de 
la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene en los concerniente al in-
terés del prevenido, ningún vicio que amerite su casación; 
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Por tales motivas, Primero: Admite como interviniera_ 
te al Dr. Ramón María Pérez Maracallo, puesto en causa 
por el recurrente; Segundo: Rechaza el recurso de casación 
interpuesto por Ramón Antonio Rodríguez contra senten-
cia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia de La Vega, pronunciada en fecha 6 de noviem-
bre de 1967, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas. 
en provecho del Dr. Ramón María Pérez Maracallo. 

(Firmados:1 Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H., Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los, 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado:1 Ernesto Curiel hijo.  

sENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1968 

sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
22 de septiembre de 1967. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Eliseo Solano Hidalgo 

Abogado: Dr. Francisco del Carpio Durán 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejeda, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias. 
en la  ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 15 del mes de Marzo de 1968, años 125 9  de la. 

Independencia y 105 9  de la Restauración, dicta en audien_ 
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

4' 	Sobre el recurso de casación interpuesto por Eliseo So- 
lano Hidalgo, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
No. 14385, serie 28, residente en la Avenida España No. 20 
Santo Domingo, contra la sentencia dictada por la Tercera 
Cámara Penal del Juzgado de Pi imera Instancia del Distri-
to Nacional, en atribuciones correccionales y en grado de 
apelación, de fecha 22 de septiembre de 1967, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Se declara Nula la sentencia 
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Por tales motivas, Primero: Admite como intervinien-
te al Dr. Ramón María Pérez Maracallo, puesto en ca usa 

 por el recurrente; Segundo.: Rechaza el recurso de casación 
 interpuesto por Ramón Antonio Rodríguez contra senten-

cia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia de La Vega, pronunciada en fecha 6 de noviem_ 
bre de 1967, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Tercero: Condena al recurrente al pago de las costas. 
en provecho del Dr. Ramón María Pérez Maracallo. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H., Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 

ENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1968 

cia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de 

Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
22 de septiembre de 1967. 

Materia: Correccional 

Recurrente: Eliseo Solano Hidalgo 

Abogado: Dr. Francisco del Carpio Durán 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejeda, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. 
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias. 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 15 del mes de Marzo de 1968, años 125 9  de la.  
Independencia y 105 9  de la Restauración, dicta en audien_ 
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eliseo So-
lano Hidalgo, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
No. 14385, serie 28, residente en la Avenida España No. 20 
Santo Domingo, contra la sentencia dictada por la Tercera 
Cámara Penal del Juzgado de Pi imera Instancia del Distri-
to Nacional, en atribuciones correccionales y en grado de 
apelación, de fecha 22 de septiembre de 1967, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Se declara Nula la sentencia 
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recurrida en apelación por haberse violado el artículo 5 d 
la Ley 2402, elemento sustancial de la incriminación. 
gundo: Se declaran las costas de oficio"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera_ 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 25 de septiembr e 
 de 1967, a requerimiento del Dr. Luis A. de la Cruz Débora, 

cédula No. 38410, serie 31, en representación de Eliseo So-
lano Hidalgo, en la cual no se invoca ningún medio deter 
minado de casación; 

Visto el escrito del Dr. Francisco del Carpio Durán, de 
fecha 29 de enero de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 2402, 
de 1950, y 2 y 3 de la Ley 335 de 1964, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que la Cámara a-qua dió por establecido 
"que en el expediente no consta que se diera cumplimien-
to al plazo observado, a pena de nulidad, en el artículo 5 
de la Ley 2402", para levantar el acta de conciliación, pre-
via a la audiencia; 

Considerando que puesto que la sentencia impugnada 
se limitó a anular la de primer grado porque no se había 
agotado la conciliación prevista en el artículo 5 de la Ley 
No. 2402, lo que implica la nulidad de todo el procedimiento 
seguido contra el recurrente, dicho fallo no ha podido ha_ 
cerle agravio, por lo cual el recurso de casación que se exa-
mina resulta inadmisible; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso del prevenido recurrente, Eliseo Solano Hidalgo, con-
tra la sentencia dictada por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en  

tribuciones correccionales y en grado de apelación, de fe_ 
fecha 22 de septiembre de 1967, cuyo dispositivo ha sido 
transcrito en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernanao 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-

quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
a .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe.. 
11(5.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-

o Rojo Carbuccia.— Ernesta Curiel hijo, Secretario Ge- 

e  señores oa 
 e presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

—as Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 
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minado de casación; 

Visto el escrito del Dr. Francisco del Carpio Durán, de 
fecha 29 de enero de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 2402, 
de 1950, y 2 y 3 de la Ley 335 de 1964, y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que la Cámara a-qua dió por establecido 
"que en el expediente no consta que se diera cumplimien-
to al plazo observado, a pena de nulidad, en el artículo 5 
de la Ley 2402", para levantar el acta de conciliación, pre-
via a la audiencia; 

Considerando que puesto que la sentencia impugnadz 
se limitó a anular la de primer grado porque no se había 
agotado la conciliación prevista en el artículo 5 de la Ley 
No. 2402, lo que implica la nulidad de todo el procedimiento 
seguido contra el recurrente, dicho fallo no ha podido ha_ 
cerle agravio, por lo cual el recurso de casación que se exa-
mina resulta inadmisible; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso del prevenido recurrente, Eliseo Solano Hidalgo, con 
tra la sentencia dictada por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en  

atribuciones correccionales y en grado de apelación, de fe., 
fecha 22 de septiembre de 1967, cuyo dispositivo ha sido 
transcrito en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DF FECHA 15 DE MARZO DE 1968 

Sentencia impugnada: Cuarta Cámara Penal del Juzgado d e 
 Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 

22 de agosto de 1967. 

Materia: Correccional (Viol. a la ley 2402) 

Recurrente: Leonel Cruz Almánzar 

Abogado: Dr. Guarionex A. García de Peña. 

República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 
M .Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 15 de marzo del año 1968, años 
1259 de la Independencia y 105 9  de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonel 
Cruz Almánzar, dominicano, mayor de edad, casado, em-
pleado privado, domiciliado en la casa No. 69 de la calle 
Héctor J. Díaz, del Ensanche Espaillat, de esta ciudad, cé-
dula No. 543, serie 40, contra la sentencia dictada en sus 
atribuciones correccionales y en fecha 22 de agosto de 1967, 
por la Cuarta Cámara Penal dei Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido el re-
curso de Apelación interpuesto por la nombrada Tomasa 

Mercedes Hazim en fecha 15 del mes de diciembre del año 
1966, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de 

la  Tercera Circunscripción del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo dice así: 'Declara al nombrado Leonel Cruz Almán-
zar, de generales anotadas, no culpable de violación a la 

ley 2402 y en consecuencia lo Descarga de toda responsabi-
lidad penal; Segundo: Declara las costas de oficio'; SEGUN-
DO: Se revoca la mencionada sentencia y en consecuencia 

se condena al nombrado Leonel Cruz Almánzar a pagar a 
la señora Tomasa Mercedes Hazim una pensión de 
Diez (RD$10.00) pesos moneda nacional, mensuales, a par-
tir de la fecha de la querella para la manutención del me-

nor Francisco Apolinar Mercedes, procreado entre ambos; 
TERCERO: Se condena además a sufrir Dos Años de pri-
sión correccional suspensiva al fiel cumplimiento de la sen-
tencia; CUARTO: Se condena al pago de las castas pena-
les"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
en fecha 23 de agosto de 1967, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el escrito firmado por su abogado Dr. Guarionex 
García de Peña, cédula No. 12486, serie 56, en el cual se 
invocan, Falta de Base Legal y Violación de las reglas de 
la prueba; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; 
y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una 
Pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
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por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido el re-
curso de Apelación interpuesto por la nombrada Tomasa 

Mercedes Hazim en fecha 15 del mes de diciembre del año 
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positivo dice así: 'Declara al nombrado Leonel Cruz Almán-
zar, de generales anotadas, no culpable de violación a la 

ley 2402 y en consecuencia lo Descarga de toda responsabi-

lidad penal; Segundo: Declara las costas de oficio'; SEGUN-

DO: Se revoca la mencionada sentencia y en consecuencia 
se condena al nombrado Leonel Cruz Almánzar a pagar a 
la señora Tomasa Mercedes Hazim una pensión de 
Diez (RD$10.00) pesos moneda nacional, mensuales, a par-
tir de la fecha de la querella para la manutención del me-
nor Francisco Apolinar Mercedes, procreado entre ambos; 
TERCERO: Se condena además a sufrir Dos Años de pri-
sión correccional suspensiva al fiel cumplimiento de la sen-
tencia; CUARTO: Se condena al pago de las costas pena-
les"; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a -qua, a requerimiento del recurren-
en fecha 23 de agosto de 1967, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el escrito firmado por su abogado Dr. Guarionex 
García de Peña, cédula No. 12486, serie 56, en el cual se 
invocan, Falta de Base Legal y Violación de las reglas de 
la prueba; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; 
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Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una 
Pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no 
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podrán recurrrir en casación si no estuvieren presos o en 
 libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la p e, 
na de dos años de prisión correccional y que no se ha esta. 
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianz a  o las 

 suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad con 
 las disposiciones de los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 

de 1950; que por tanto, el presente recurso no debe ser ad-
mitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Leonel Cruz Almánzar, 
contra la sentencia de la Cuarta Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, pronunciada en 
sus atribuciones correccionales y en fecha 22 de agosto de 
1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras. —Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario Ge neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1968 

'tenia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, de fecha 31 de mayo de 1967. 

ría: Correccional. 

Recurrente: Marcos Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche lien-
ríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de Marzo de 1968, años 
1259  de la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcos 
Ramírez, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 
14029, serie 18, domiciliado y residente en la calle Sánchez 
No. () de Barahona, contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baraho-
na, de fecha 31 de Mayo del 1967, en atribuciones correccio-
nales y en grado de apelación, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por Marcos Ramírez, contra sentencia dictada 
Por el Juzgado de Paz de este Municipio, cuyo dispositivo es 
el siguiente: 'Primero: que debe declarar y declara culpable 
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podrán recurrrir en casación si no estuvieren presos o 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
na de dos años de prisión correccional y que no se ha esta,  
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampo co 

 que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza  o las 
suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad co n 
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curso de casación interpuesto por Leonel Cruz Almánzar, 
contra la sentencia de la Cuarta Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, pronunciada en 
sus atribuciones correccionales y en fecha 22 de agosto de 
1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del 
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-

nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras. —Joaquín M. Alva-
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario Ge neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado.) Ernesto Curiel hijo. 
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sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Barahona, de fecha 31 de mayo de 1967. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Marcos Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de Marzo de 1968, años 
1259  de la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcos 
Ramírez, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 
14029, serie 18, domiciliado y residente en la calle Sánchez 
No. O de Barahona, contra la sentencia dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baraho-
na, de fecha 31 de Mayo del 1967, en atribuciones correccio-
nales y en grado de apelación, cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por Marcos Ramírez, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz de este Municipio, cuyo dispositivo es 
el siguiente: 'Primero: que debe declarar y declara culpable 
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al nombrado Marcos Ramírez del delito de violación a la Ley 
No. 2402, en perjuicio de dos menores procreados con la Se-
ñora Profeta Cuevas. Condena al prevenido a 2 años de pri-
sión correccional, RD$10.00, pensión mensuales que debe rá 
pasar el prevenido a la referida señora. Condena al preve-
nido al pago de las costas, ejecutoria la sentencia no obstan-
te cualquier recurso a partir de la fecha de la querella'; se_ 
gundó: Modifica la sentencia apelada en cuanto al monto de 
la pensión fijada, y en consecuencia, fija en Nueve Pesos 
(RD$9.00) Oro, la pensión que deberá pasar el prevenido 
Marcos Ramírez a la querellante Profeta Cuevas, para la 
atención de los menores Domingo Cuevas y Marcos Antonio 
Cuevas, procreados entre ambos. Tercero: Condena al pre-
venido al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

 

conformidad con las disposiciones de los artículos 7 y 8 de la 
Dey No. 2402 de 1950; que, por tanto, el presente recurso 
de casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Marcos Ramírez, contra 
la sentencia correccional dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Barahona, de fecha 31 de 
Mayo de 1961, cuyo dispositivo ha sido' transcrito en parte 
anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel B. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

     

     

    

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado a-quo en fecha 2 de Junio de 1967, a 
requerimiento de Marcos Ramírez, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 1950, 
y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone: "Los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional, no podrán 
recurrir en casación, si no estuvieren presas o en libertad 
provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha estable-
cido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o la sus-
pensión de la ejecución de la pena que le fue impuesta, de 
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al nombrado Marcos Ramírez del delito de violación a la Ley 
 No. 2402, en perjuicio de dos menores procreados con la se.. 

ñora Profeta Cuevas. Condena al prevenido a 2 años de pri-
sión correccional, RD$10.00, pensión mensuales que deberá 
pasar el prevenido a la referida señora. Condena al preve-
nido al pago de las costas, ejecutoria la sentencia no obstan-
te cualquier recurso a partir de la fecha de la querella'; se_ 
gundd: Modifica la sentencia apelada en cuanto al monto de 
la pensión fijada, y en consecuencia, fija en Nueve Pesos 
(RD$9.00) Oro, la pensión que deberá pasar el prevenido 
Marcos Ramírez a la querellante Profeta Cuevas, para la 
atención de los menores Domingo Cuevas y Marcos Antonio 
Cuevas, procreados entre ambos. Tercero: Condena al pre-
venido al pago de las costas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría del Juzgado a-quo en fecha 2 de Junio de 1967, a 
requerimiento de Marcos Ramírez, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 1950, 
y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone: "Los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional, no podrán 
recurrir en casación, si no estuvieren presos o en libertad 
provisional bajo fianza"; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha estable-
cido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o la sus-
pensión de la ejecución de la pena que le fue impuesta, de  

nformidad con las disposiciones de los artículos 7 y 8 de la iii loe  y No. 2402 de 1950; que, por tanto, el presente recurso 
e casación no puede ser admitido; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Marcos Ramírez, contra 
la sentencia correccional dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Barahona, de fecha 31 de 
Mayo de 1961, cuyo dispositivo ha sido' transcrito en parte 
anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel B. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 19c;., 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Santia-,, 

Rodríguez, de fecha 17 de noviembre de 1967. 

Materia: Correccional. (Viol. a la ley 2402). 

Recurrente: María del Carmen Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. 
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de Marzo de 1968, años 
1259  de la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María del 
Carmen Báez, dominiCana, mayor de edad, soltera, queha-
ceres domésticos, cédula No. 2765, serie 46, residente en 
Arroyo Blanco, paraje el Alto del Amacey de la Provincia 
de Santiago Rodríguez, contra sentencia de fecha 17 de No-
viembre de 1967, dictada en sus atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Primera Instancia de Santiago Rodrí-
guez, cuyo diápositivo se copiará más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento de la recu- 

en la cual no se invoca ningún medio determinado de .craresnte aió, n;  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 2402 
de 1950; 191 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 
de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella presentada por María del Carmen Báez 
contra José Francisco Estévez, a fin de que cumpliera sus 
obligaciones de padre con respecto a la menor Reyna de los 
Angeles, hija de la querellante, el Juzgado de Paz de San 
Ignacio de Sabaneta, regularmente apoderado, dictó en fe-
cha 23 de octubre de 1967, una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Descarga como al efecto descargamos al 
nombrado José Francisco Estévez, acusado de violación a la 
Ley 2402, por insuficiencias de pruebas de paternidad"; b) 
Que sobre apelación de la querellante, el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago Rodríguez, ac-
tuando como tribunal de segundo grado, dictó en fecha 17 de 
Noviembre de 1967, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe 
declarar bueno y válido el recurso de apelación incoado por 
la nombrada María del Carmen Báez, contra sentencia del 
Juzgado de Paz de este Municipio de fecha 23 de octubre 
del año 1967, que descargó por -insufictencia de pruebas al 
nombrado José Francisco Estévez, del delito de violación a la 
Ley 2402 en perjuicio de una menor procreada con la refe-
rida señora María del Carmen Báez; por haberlo hecho en 
tiempo hábil; Segundo: Que debe confirmar y confirma la 
antes expresada sentencia en todas sus partes; Tercero: Se 
declaran de oficio las costas"; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
y de los documentos a que ella se refiere pone de manifiesto, 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1W, 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Santia,,,, 
Rodriguez, de fecha 17 de noviembre de 1967. 

Materia: Correccional. (Viol. a la ley 2402). 

Recurrente: María del Carmen Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de Marzo de 1968, años 
1259  de la Independencia y 105 9  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María del 
Carmen Báez, dominiana, mayor de edad, soltera, queha-
ceres domésticos, cédula No. 2765, serie 46, residente en 
Arroyo Blanco, paraje el Alto del Amacey de la Provincia 
de Santiago Rodríguez, contra sentencia de fecha 17 de No-
viembre de 1967, dictada en sus atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Primera Instancia de Santiago Rodrí-
guez, cuyo dispositivo se copiará más adelante; 

Oído al Alguacil de turno 2n la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

411  Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo, a requerimiento de la recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 2402 
de 1950; 191 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 

de 

 la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella presentada por María del Carmen Báez 
contra José Francisco Estévez, a fin de que cumpliera sus 
obligaciones de padre con respecto a la menor Reyna de los 
Angeles, hija de la querellante, el Juzgado de Paz de San 
Ignacio de Sabaneta, regularmente apoderado, dictó en fe-
cha 23 de octubre de 1967, una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Descarga como al efecto descargamos al 
nombrado José Francisco Estévez, acusado de violación a la 
Ley 2402, por insuficiencias de pruebas de paternidad"; b) 
Que sobre apelación de la querellante, el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago Rodríguez, ac-
tuando como tribunal de segundo grádo, dictó en fecha 17 de 
Noviembre de 1967, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe 
declarar bueno y válido el recurso de apelación incoado por 
la nombrada María del Carmen Báez, contra sentencia del 
Juzgado de Paz de este Municipio de fecha 23 de octubre 
del año 1967, que descargó por insufidencia de pruebas al 
nombrado José Francisco Estévez, del delito de violación a la 
Ley 2402 en perjuicio de una menor procreada con la refe-
rida señora María del Carmen Báez; por haberlo hecho en 
tiempo hábil; Segundo: Que debe confirmar y confirma la 
antes expresada sentencia en todas sus partes; Tercero: Se 
declaran de oficio las costas"; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
Y de los documentos a que ella se refiere pone de manifiesto, 
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que el prevenido negó desde el primer momento ser el pa th.
(

, 
de la menor Reyna dé los Angeles, hija de la querellante, 
no estar por ello obligado a cumplir con respecto a ella o, 
deberes de padre; que después de ponderar soberanament,, 
las declaraciones de la querellante, de los testigos y del pre-
venido, el Tribunal a-quo formó su convicción en el sentido 
de que no se había aportado prueba alguna de la paternidad 
puesta a cargo del prevenido; que, en tales condiciones, al 
pronunciar el Tribunal a-quo su descargó, por aplicación del 
artículo 191 del Código de Procedimiento Criminal, y con-
firmando así el fallo del Juez de primer grado, hizo una co-
rrecta aplicación de la ley; que, por consiguiente, el recurso 
de casación que se examina carece de fundamento y de 
ser desestimado; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por María del Carmen Báez, contra la sen-
tencia dictada en fecha 17 de Noviembre de 1967, en atribu-
ciones correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia 
de Santiago Rodríguez, cuyo dispositivo ha sido copiado 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara las c 
tas de oficio. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.—Juan Bautista Rojas Almánzar. Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, nue 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

interviniente: Bernardino de la Cruz Morfa. 
Abogados: Dres. Adolfo Cruz Rodríguez y Luis Bolívar de Pella 

Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 
M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 18 de marzo del año 1968, años 125 9 

 de la Independencia y 1059  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto poi Albercis 
Evora Fernández, dominicano, máyor de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado y residente en el Municipio de Salcedo, cé-
ula NQ 14972, serie 32; Pedro A. Evora Fernández, domi-

nicano, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciu-
dad de Tamboril, cédula No. 53038, serie 31, parte civilmen- 

      

  

SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1968 

 

,tenia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 29  . 
de agosto de 1967. 

      

Materia: Correccional. (Viol. a la ley 5771). 

    

  

recurrentes: Albercis Evora Fernández y compartes. 
Abogado: Dr. Amiris Díaz Estrella. 
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que el prevenido negó desde el primer momento ser el Padr
e 

de la menor Reyna de los Angeles, hija de la querellante, 
y 

no estar por ello obligado a cumplir con respecto a ella i os 
 deberes de padre; que después de ponderar soberanamente ' 

las declaraciones de la querellante, de los testigos y del pre-
venido, el Tribunal a-quo formó su convicción en el sentido 
de que no se había aportado prueba alguna de la paternidad 
puesta a cargo del prevenido; que, en tales condiciones, al 
pronunciar el Tribunal a-quo su descargo, por aplicación del 
artículo 191 del Código de Procedimiento Criminal, y con-
firmando así el fallo del Juez de primer grado, hizo una co-
rrecta aplicación de la ley; que, por consiguiente, el recurso 
de casación que se examina carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por María del Carmen Báez, contra la sen-
tencia dictada en fecha 17 de Noviembre de 1967, en atribu-
ciones correccionales, por el Juzgado de Primera Instancia 
de Santiago Rodríguez, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara las cos-
tas de oficio. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos 
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani -- 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joacii 
M. Alvarez Perelló.—Juan Bautista Rojas Almánzar. Ernes-

to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue A 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, nue 

certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE MARZO DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 29 

de agosto de 1967. 

Materia: Correccional. (Viol. a la ley 5771). 

Recurrentes: Albercis Evora Fernández y compartes. 

Abogado: Dr. Amiris Díaz Estrella. 

Interviniente: Bernardino de la Cruz Moda. 
Abogados: Dres. Adolfo Cruz Rodríguez y Luis Bolívar de Perla 

Ramírez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupa-
ni, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 
M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 18 de marzo del ario 1968, años 125 9 

 de la Independencia y 1059  de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Albercis 
Evora Fernández, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, domiciliado y residente en el Municipio de Salcedo, cé-
dula NQ 14972, serie 32; Pedro A. Evora Fernández, domi-
nicano, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciu-
dad de Tamboril, cédula No. 53038, serie 31, parte civilmen- 
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te responsable; y la Compañía de Seguros Aguilar, S. A 
domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada en" 

 atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de La 
Vega, en fecha 29 de agosto de 1967, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cédula N9 39045 , 

 serie la., en representación del Dr. Amiris Díaz Estrella, 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído al Dr. Luis Bolívar de Peña y Ramírez, cédula N9 
41459, serie 31, por sí y por el Dr. Adolfo Cruz Rodríguez, 
abogados de la parte civil constituída, Bernardino de la Cruz 
Morfa, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta de los recursos levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, en fecha 29 de agosto de 1967, a re-
querimiento del Dr. Amiris Díaz Estrella; 

Visto el memorial de dichos recurrentes, suscrito por 
su abogado en fecha 15 de diciembre de 1967, y en el cual 
se invocan los medios que más adelante se indican; 

Visto el escrito de intervención firmado por los aboga-
dos del interviniente, en fecha 15 de diciembre de 1967; 

La Suprema Corte de Justicia, después de .naber delibe-
rado y vistos los artículos 1, párrafo 1, inciso c), y 6 de la 
Ley No. 5771 de 1961; 463 del Código Penal; 1315, 1382 y 
1383 del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; 2, inciso d) de la Ley No. 165 de 1966; y, 1, 20 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 
15 de diciembre de 1965, en el tramo de la autopista Duar- 

  

te, tramo Piedra Blanca-Bonao, del cual resultó con heridas 
curables después de 20 días, el menor José Reyes Cruz, cau-
sadas por el chófer Albercis Evora Fernández, con el auto-
móvil del servicio público placa No. 31778, la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de La Vega, dictó en fecha 24 de mayo de 1966, una 
sentencia cuyo dispositivo se copia en el de la decisión im-
pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos por el pre-
venido, por la persona puesta en causa como civilmente res-
ponsable y por la compañía aseguradora de la responsabili-
dad civil de ésta, la Corte de Apelación de La Vega, después 
de celebrar varias audiencias, dictó en fecha 29 de agosto de 
1967, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válidos los re-
cursos de apelación interpuestos por el prevenido Albercis 
Rafael Evora Fernández, la Parte Civil Responsable Pedro 
Alberto Evora Fernández, y Cía. Aguilar S. A., contra sen-
tencia correccional, dictada por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrit3 Judicial de 
La Vega, en fecha 24 de mayo de 1966, cuyo dispositivo es 
el siguiente: 'Falla: Primero: Se declara a Albercis Rafael 
Evora Fernández, culpable del delito de violación a la ley No. 
5771 en perjuicio de José Reyes, menor de edad, y en con-
secuencia se condena a pagar RD$100.00 de mulla tomando 
en consideración la falta de la víctima y acogiendo circuns-
tancias atenuantes; Segundo: Se condena al pago de las cos-
tas penales; Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a 
la forma la constitución en parte civil hecha por el nombra-
do Bernardino de la Cruz Morfa contra el prevenido Abercis 
Evora Fernández y contra Pedro Alberto Evora Fernán-
dez por conducto del Dr. Luis Bolívar de Peña R.; Cuarto: 
En cuanto al fondo se condena al prevenido Aoercis Rafael 
Evora Fernández y a la persona civilmente responsable 
Pedro Alberto Evora Fernández al pago de una indemniza 
eión de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) en favor de Bei.• 
nardino de la Cruz Morfa, como justa reparación por los 
daños morales y materiales ocasionados como consecuen 

1 

 

     



te responsable; y la Compañía de Seguros Aguilar, S. A 
domiciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada en. 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de La 
Vega, en fecha 29 de agosto de 1967, cuyo dispositivo se co.. 
pia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Joaquín Ricardo Ballguer, cédula N 9  39045, 

serie la., en representación del Dr. Amiris Díaz Estrella, 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes; 

Oído al Dr. Luis Bolívar de Peña y Ramírez, cédula NQ 
41459, serie 31, por sí y por el Dr. Adolfo Cruz Rodríguez, 
abogados de la parte civil constituida, Bernardino de la Cruz 
Morfa, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta de los recursos levantada en la Secreta-
ría de la Corte a-qua, en fecha 29 de agosto de 1967, a re-
querimiento del Dr. Amiris Díaz Estrella; 

Visto el memorial de dichos recurrentes, suscrito por 
su abogado en fecha 15 de diciembre de 1967, y en el cual 
se invocan los medios que más adelante se indican; 

Visto el escrito de intervención firmado por los aboga-
dos del interviniente, en fecha 15 de diciembre de 1967; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, párrafo 1, inciso c), y 6 de la 
Ley No. 5771 de 1961; 463 del Código Penal; 1315, 1382 y 
1383 del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; 2, inciso d) de la Ley No. 165 de 1966; y, 1, 20 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 
15 de diciembre de 1965, en el tramo de la autopista Duar- 

te, tramo Piedra Blanca-Bonao, del cual resultó con heridas 
curables después de 20 días, el menor José Reyes Cruz, cau-
sadas por el chófer Albercis Evora Fernández, con el auto-
móvil del servicio público placa No. 31778, la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
judicial de La Vega, dictó en fecha 24 de mayo de 1966, una 
sentencia cuyo dispositivo se copia en el de la decisión im-
pugnada; b) que sobre los recursos interpuestos por el pre-
venido, por la persona puesta en causa como civilmente res-
ponsable y por la compañía aseguradora de la responsabili-
dad civil de ésta, la Corte de Apelación de La Vega, después 
de celebrar varias audiencias, dictó en fecha 29 de agosto de 
1967, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válidos los re-
cursos de apelación interpuestos por el prevenido Albercis 
Rafael Evora Fernández, la Parte Civil Responsable Pedro 
Alberto Evora Fernández, y Cía. Aguilar S. A., contra sen-
tencia correccional, dictada por la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Vega, en fecha 24 de mayo de 1966, cuyo dispositivo es 
el siguiente: 'Falla: Primero: Se declara a Albercis Rafael 
Evora Fernández, culpable del delito de violación a la ley No. 
5771 en perjuicio de José Reyes, menor de edad, y en con-
secuencia se condena a pagar RD$100.00 de multa tomando 
en consideración la falta de la víctima y acogiendo circuns-
tancias atenuantes; Segundo: Se condena al pago de las cos-
tas penales; Tercero: Se declara regular y válida en cuanto a 
la forma la constitución en parte civil hecha por el nombra-
do Bernardino de la Cruz Morfa contra el prevenido Abercis 
Evora Fernández y contra Pedro Alberto Evora Fernán-
dez por conducto del Dr. Luis Bolívar de Peña R.; Cuarto: 
En cuanto al fondo se condena al prevenido Aoercis Rafael 
Evora Fernández y a la persona civilmente responsable 
Pedro Alberto Evora Fernández al pago de una indemniza 
ción de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro) en favor de Bei-• 
nardino de la Cruz Morfa, como jasta reparación por los 
daños morales y materiales ocasionados come consecuen 
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cia del accidente que resultó lesionado su hijo menor ,j 0.. 
sé Reyes; Quinto: Se condena al prevenido Abercis Rafael 
Evora Fernández y a la persona civilmente responsable Pe-
dro Evora Fernández al pago de los intereses legales a par-
tir de la fecha de la demanda; Sexto: Se condena al preveni-
do Abercis Rafael Evora Fernández y a la persona civilmen-
te responsable al pago de las costas civiles dista ayendo las 
mismas en provecho del Dr. Luis Bolívar de Peha R., quie n 

 afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Séptimo: Se 
declara la presente sentencia común y oponible en el aspec-
to civil a la Compañía de Seguros Aguilar S. A. y por con: 
siguiente ejecutable en su contra; por haber sido hechos con-
forme a la Ley; Segundo: Confirma los Ordinaies Primero, 
Tercero, Cuarto,' Quinto y Séptimo de la sentencia apelada, 
agregándole al Quinto que estas condenaciones son en cali-
dad de indemnizaciones supletorias; Tercero: Condena al 
prevenido Abercis Rafael Evora Fernández al pago de las 
costas penales de la presente alzada, y asimismo condena al 
pago de las costas civiles conjuntamente con Pedro Alberto 
Evora Fernández,..Persona Civilmente Responsable, y la Cía. 
de Seguros Aguilar S. A., distrayéndolas en favor de los 
Dres. Luis Bolívar de Peña y Adolfo de la Cr iz Rodríguez, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que en su memorial de casación los re-
currentes invocan los siguientes medios: Primer Medio: Falsa 
aplicación del artículo. 1315 del Código Civil. Falta de Moti-
vos. Falta de base legal. Segundo Medio: Falta de base le-
gal y desnaturalización de los hechos; 

En cuanto al Recurso del Prevenida: 

Considerando que en el desenvolvimiento de los agra-
vios invocados en el segundo medio del recurso relativos to-
dos al interés directo del prevenido, éste alega en síntesis. 
que según se desprende de los términos de la decisión recu-
rrida, la Corte a-qua dictó su sentencia sin porderar las exi- 

gencias de la ley y desnaturalizando, además, los hechos de 
la causa; que dicha Corte no ha establecido ninguna falta a 
cargo del prevenido que lo haga pasible de las sanciones im-
puéstales, estando, por lo tanto, la decisión impugnada, ca-
rente de motivos de hecho y de derecho; pero, 

Considerando que la Corte a-qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cido que mientras el prevenido transitaba en su vehículo en 
fecha 15 de diciembre de 1965, por la autopista que conduce 
a la ciudad de Santo Domingo, tramo Piedra Blanca-Bonao, 
vio delante de él, cruzando dicha vía, y como a una distan-
cia de 20 metros, a un niño el cual responde al nombre de 
José de la Cruz Reyes, hijo natural reconocido de Bernar-
do de la Cruz Morfa; que dicho menor fue estropeado por el 
automóvil guiado por el prevenido, en la pierna izquierda, 
produciéndole heridas y fracturas curables en más de 20 
días; que el prevenido, al cruzar por el lugar en donde se 
produjo el accidente, poblado a un y otro lacio "no tocó bo-
cina y además caminaba a una velocidad exagerada (más 
de 100 kilómetros por hora)", no obstante que allí mismo 
hay un rótulo que dice: "Reduzca velocidad"; que, igualmen-
te dio por establecido la Corte a-qua, que el agraviado a su 
vez, atravesó la autopista, sin asegurarse de si se aproxima-
ba algún vehículo; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua, sin incurrir en desnaturalización 
alguna, se encuentran reunidos los elementos constitutivos 
del delito previsto por el artículo 1, párrafo 1 de la Ley No. 
5771 de 1961, sobre accidentes ocasionados con el manejo de 
un vehículo de motor, y sancionado por el inciso e) de dicho 
texto legal con la pena de seis meses a dos años de prisión 
correccional y multa de cien a quinientos pesos; que de con-
siguiente, al condenar al prevenido, después de declararlo 
culpable del indicado delito acogiendo en su favor circuns- 
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' 	siguiente, al condenar al prevenido, después de declararlo 
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tancias atenuantes, y tomando en consideración la falta de 
la víctima, a la pena de cien pesos de multa y al pago de 
las costas, la Corte a-qua hizo en el caso una correcta apli. 
catión de la Ley; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, que 
la Corte a-qua estableció, igualmente, que Bernardino de la 
Cruz Morf a, persona constituída en parte civil contra el pre-
venido, sufrió a consecuencia del delito cometido por éste, 
daños morales y materiales cuyo monto apreció soberana-
mente dicha Corte en la suma de dos mil pesos oro; que por 
tanto, al condenarlo al pago de dicha suma, más los intere-
ses legales al día de la demanda a título de indemnización, 
en provecho de la parte civil constituida, la Corte a-qua hizo 
en la especie, una correcta aplicación de los artículos 1382 y 
1383 del Código Civil; 

Considerando por otra parte, que la sentencia impug-
nada contiene, en cuanto se refiere al prevenido, motivos 
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y una 
exposición de los hechos y circunstancias de la causa, que 
han permitido a esta Suprema Corte de Justicia, ejercer sus 
facultades de control; que examinada en sus demás aspectos, 
dicha sentencia no contiene en cuanto concierne al interés 
del prevenido, vicio alguno que justifique su casación; 

En cuanto a los Recursos de la Persona Civilmente 
Responsable y de la Compañía Nacional de Seguras 

Aguilar S. A. 

Considerando que en apoyo de sus recursos, ambos recu-
rrentes alegan, en síntesis, en el primer medio del recurso, 
que no ha sido establecido de manera precisa y seria que al 
automóvil manejado por el prevenido era propiedad de Pe-
dro Evora Fernández, ni tampoco que éste fuera comitente 
del prevenido, en ningún momento; que, por lo tanto, en la 
decisión impugnada no solamente se ha incurrido en la viola- 

ción de las reglas de la prueba, sino que también dicha de-
cisión carece de motivos, e igualmente se ha incurrido en ella 
en la violación de la Ley de Registro de Actos Judiciales y 
Extrajudiciales; al admitirse sin registrar, en el debate, un 
documento como es la Certificación expedida por la Direc-
ción de Tránsito de la Secretaría de Obras Públicas, en la 
cual se afirma, sin que el expresado organismo tenga ningu-
na calidad legal para hacerlo, que el vehículo con que se oca-
sionó el daño, era de Pedro Evora Fernández; pero, 

Considerando que el examen de la decisión impugnada 
pone de manifiesto que la Corte a-qua, haciendo uso de las 
facultades soberanas que les corresponde a los jueces del 
fondo en el establecimiento de la prueba, dio por establecido 
que el automóvil manejado por el prevenido, y con el cual 
ocasionó las lesiones que dieron lugar a su sometimiento a 
la justicia, era propiedad de Pedro Evora Fernández, lo cual 
consta en la certificación expedida al respecto, por la Direc-
ción de Tránsito Terrestre de la Secretaría de Obras Pú-
blicas, así como de la declaración del prevenido, en igual sen-
tido; que igualmente dio por establecido dicha Corte, que 
después del viaje en el cual se produjo el accidente, el preve-
nido entregó a su hermano Pedro Evora Fernández, "parte 
del dinero producido en dicho viaje"; de todo lo cual la Cor-
te a-qua pudo inferir, correctamente, que en el momento del 
accidente el prevenido se encontraba bajo la inmediata sub-
ordinación y dependencia de la presona civilmente responsa-
ble puesta en causa, y derivar de ello las consecuencias ju-
rídicas consiguientes: que, por otra parte, la falta de regis-
tro de la pieza probatoria a que se ha hecho referencia más 
arriba, en nada afecta la decisión impugnada, toda vez que 
dicha formalidad no era exigible por tratarse de un docu-
mento expedido por un funcionario público y producido en un 
juicio de carácter penal, competente para expedirlo, de 
acuerdo con la Ley No. 165 del 28 de mayo de 1966, en su 
artículo 2, inciso d) ; que, de consiguiente, los agravios invo- 
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tancias atenuantes, y tomando en consideración la falta 
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cados, y ponderados más arriba, carecen de fundamento y 
 deben ser desestimados; 

Considerando, por último, en cuanto al alegato de la im-
procedencia de las condenaciones pronunciadas contra la 
Compañía Aseguradora, se sostiene, en síntesis, que la par-
te civil no pudo aportar a los jueces del fondo ningún me-
dio de prueba por el cual se demostrara que la Compañía 
Nacional de Seguros Aguilar, S. A., fuera aseguradora de 
la responsabilidad civil de Pedro Evora Fernández; que, sin 
embargo, en la decisión impugnada se da por cierta la exis-
tencia de dicho seguro, reduciéndolo de "documentos encon-
trados" en el expediente y que ni siquiera son mencionados; 

Considerando que en la decisión impugnada se consigue 
que la existencia del seguro, quedó comprobada "por docu-
mentos encontrados en el expediente penal correspondiente", 
sin que se indique de qué documentos se trata o se les indi-
vidualice de algún modo; que aunque en uno de los documen-
tos del expediente, o sea el acta levantada por la Policía en 
relación con el accidente se expresa que el vehículo guiado 
por el prevenido "estaba asegurado en la Compañía Aguilar 
S. A., mediante póliza No. 000279", con vencimiento "en fe-
cha 24 de abril de 1966", no se consigna sin embargo, en la 
referida acta, que tal información la obtuviera el oficial ac-
tuante, como resultado de la verificación personal de los da-
tos del marbete que deben llevar los vehículos asegurados, 
según lo exige la ley, o de algún otro modo; que, de consi-
guiente, es forzoso admitir que en e.;.'te aspecto la decisión 
impugnada carece de base legal"; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Bernardino de la Cruz Morfa, parte civil constituída; Se-
gundo: Rechaza los recursos de casación interpuestos por el 
prevenido Albercis Evora Fernández y por Pedro A. Evora 
Fernández, parte civilmente responsable puesta en causa, 
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de La 
Vega, en atribuciones correccionales, en fecha 29 de agos- 

to de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-rior del presente fallo, y los condena al pago de las costas, 
ordenándose la distracción de las civiles en provecho de los 
pres. Adolfo Cruz Rodríguez y Luis Bolívar de Peña Ramí-rez, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Ter-

cero: Casa dicha sentencia en lo relativo al interés de la 
Compañía de Seguros Aguilar, S. A.; y envía el asunto así 
delimitado por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal 
y compensa las costas entre dicha Compañía y la parte civil 
interviniente. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada. —Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 1/mitifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DEL 19(,8 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

de agosto de 1967. 

Materia: Criminal. 

Recurrente: Santiago del Orbe. 

Abogado: Lic. Juan Pablo Ramos F. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Callos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidie Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 20 del mes de Marzo de 1968, años 
1259  de la Independencia y 1059  de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago 
del Orbe, dominicano, casado, mayor de edad, agricultor, 
domiciliado en La Estancia, Municipio de Pimentel, Provin-
cia Duarte, con cédula No. 688, serie 55, contra la sentencia 
dictada en atribuciones criminales, por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en fecha 8 del mes de Agosto de 1967, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a-qua, en fecha 15 de agosto de 1967, a 
requerimiento del Lic. Juan Pablo Ramos F. actuando a 
nombre del recurrente, en la cual no se invoca ningún me: 
dio determinado de casación; 

Visto el memorial suscrito por el Lic. Juan Pablo Ramos 
F., cédula 13706, serie 47, abogado del recurrente, deposita-
do en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fe-
cha 19 de febrero de 1968, y en el cual se invocan los me-
dios de casación que se indican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 437 y 463 del Código Penal, 1382 
del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el día 26 de julio de 1962 ocurrió un hecho delictuoso en la 
Sección de La Estancia, Jurisdicción de Pimentel, Provin-
cia Duarte, y apoderado el Juez de Instrucción de San Fran-
cisco de Macorís, dictó en ocasión de dicho hecho, en fecha 
27 de septiembre de este mismo año, una providencia cali-
lificativa que termina así: "Y, en consecuencia: Mandamos 
y Ordenamos: Primero: Que los Procesados: Humberto 
Eduardo del Orbe, Germán del Orbe, Guarionex del Orbe, 
Otilio del Orbe, Julio Burgos Paulino, Fidelio Burgos Pauli-
no, Juan de la Cruz Ramos (Sambo), Emilio del Orbe Corto-
rreal, Santiago del Orbe y Juan del Orbe (Juan de Perico) 
sean enviados ante el Tribunal Criminal para que allí se les 
juzgue de acuerdo a la Ley. Segundo: Que los procesados: 
Luis del Orbe Méndez y José Antonio Díaz sean puestos o 
mantenidos en libertad, si están presos o si están en liber-
tad. Tercero: Que el infrascrito Secretario proceda a la no-
tificación de la presente Providencia Calificativa dentro del 
plazo de (24) horas que indica la Ley, tanto al Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judi -:ial de Duarte, como a 
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rado y vistos los artículos 437 y 463 del Código Penal, 1382 
del Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 
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documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el día 26 de julio de 1962 ocurrió un hecho delictuoso en la 
Sección de La Estancia, Jurisdicción de Pimentel, Provin-
cia Duarte, y apoderado el Juez de Instrucción de San Fran-
cisco de Macorís, dictó en ocasión de dicho hecho, en fecha 
27 de septiembre de este mismo año, una providencia cali-
lificativa que termina así: "Y, en consecuencia: Mandamos 
y Ordenamos: Primero: Que los Procesados: Humberto 
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los inculpados. Cuarto: Que los elementos y objetos que h a• 
 yan de obrar como fundamento de convicción sean enviado 

al Magistrado Procurador Fiscal de Duarte, para los fin e: 
de ley"; b) que apoderada de dicho asunto la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Duarte, luego de varios reenvíos, en fecha 23 d e 

 mayo de 1964, dictó una sentencia, cuyo dispositivo aparece 
transcrito en el de la ahora impugnada; c) que sobre recur-
sos interpuestos, la Corte de Apelación de San Francisco 
de Macorís, en fecha 25 de Septiembre de 1964, dictó una 
sentencia, cuyo dispositivo también aparece en el de la aho-
ra impugnada; d) que sobre recurso de casación interpuestos 
por Humberto, Santiago y Germán del Orbe y del Orbe, in-
tervino en fecha 13 de octubre de 1965, una sentencia de la 
Suprema Corte, cuyo dispositivo dice así: "Por tales moti-
vos, Primero: Casa la sentencia dictada en fecha 25 de sep-' 
tiembre de 1964, en atribuciones criminales, por la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asun-
to ante la Corte de Apelación de La Vega; y, Segundo: De-
clara de oficio las costas"; e) que la Corte de Apelación de 
La Vega, como Corte de envío, dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se transcribe a continuación: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma, 
los recursos de apelación interpuestos por el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación del Distrito Judi-
cial de Duarte, y de las partes civiles constituidas, Esperanza 
del Orbe Vda. Díaz y Aurelia Méndez Vda. del Orbe, al tra-
vés de su abogado Dr. Manlio A. Minervino G., contra sen-
tencia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 23 de 

Mayo de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Pri- 
- mero: Que debe Declarar y Declara buena y válida la cons-

titución en parte civil, hecha por el Dr. Manlio Minervino, a 
nombre de las señoras Esperanza del Orbe Vda. Díaz, con-

tra los inculpados Juan de la Cruz (Sambo), Emilio del Or- 

 

be Cortorreal, Humberto Eduardo del Orbe, Germán del Or-
be, Guarionex del Orbe, Otilio del Orbe, Olegario Burgos 
paulino y Fidelio Burgos Paulino acusados del crimen de 
Homicidio Voluntario en perjuicio dQl que en vida se llamó 
Ramón Daniel Román Díaz, y de Aurelia Méndez Vda. del 
Orbe, contra Humberto Eduardo del Orbe, Guarionex del 
Orbe, Otilio del Orbe, Santiago del Orbe (Chago) y Juan del 
Orbe Castro (Perico), como autores del crimen de destruc-
ción parcial de una casa de su propiedad, hecho ocurrido en 
la Estancia, Pimentel; Segundo: Que debe Declarar y De-
clara al nombrado Germán del Orbe culpable del crimen de 
Homicidio Voluntario en perjuicio del que en vida se llamó 
Ramón Daniel Román Díaz; Tercero: Que debe Condenar y 
Condena al acusado Germán del Orbe, a sufrir la pena de 
Seis (6) meses de prisión correccional; acogiendo en su fa-
vor la excusa legal de la provocación; Cuarto: Que debe 
Condenar y Condena al acusado Germán del Orbe al pago 
de una indemnización de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro) 
a favor de la señora Esperanza del Orbe Vda. Díaz, como 
justa reparación por los daños materiales y morales por ella 
experimentados; Quinto: Que debe Condenar y Condena al 
acusado Germán del Orbe al pago de los costos penales y 
civiles, éstos últimos con distracción en favor del Dr. Man- 

Minervino, quien afirma haberlos avanzado en su tota-
lidad; Sexto: Que debe Declarar y Declara a los nombra-
nos Juan de la Cruz (Sambo), Emilio del Orbe Cortorreal 
Humberto Eduardo del Orbe, Guarionex del Orbe, Otilio del 
Orbe, Olegario Burgos Paulino y Fidelio Burgos Paulino no 
culpables del crimen de Homicidio Voluntario en perjuicio 

que en vida se llamó Ramón Daniel Román Díaz, y en 
consecuencia se descargan de todos y cada uno poi' insufi-
ciencia de pruebas; Séptimo: Que debe Declarar y Declara 

los nombrados Humberto Eduardo del Orbe, Guarionex 
del Orbe, Otilio del Orbe, Santiago del Orbe (Chagoi y Juan 
del Orbe Castro (Perico) no culpables del Crimen de Des-
trucción Parcial de una casa, y en consecuencia los Descar- 
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clara de oficio las costas"; e) que la Corte de Apelación de 
La Vega, como Corte de envío, dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se transcribe a continuación: "Fa-
lla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma. 
los recursos de apelación interpuestos por el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación del Distrito Judi-
cial de Duarte, y de las partes civiles constituidas, Esperanza 
del Orbe Vda. Díaz y Aurelia Méndez Vda. del Orbe, al tra-
vés de su abogado Dr. Manlio A. Minervino G., contra sen-
tencia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 23 de 
Mayo de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Pri-

- mero: Que debe Declarar y Declara buena y válida la cons- 
titución en parte civil, hecha por el Dr. Manlio Minervino, a 
nombre de las señoras Esperanza del Orbe Vda. Díaz, con- 
tra los inculpados Juan de la Cruz (Sambo), Emilio del Or- 

be Cortorreal, Humberto Eduardo del Orbe, Germán del Or-
be, Guarionex del Orbe, Otilio del Orbe, Olegario Burgos 
paulino y Fidelio Burgos Paulino acusados del crimen de 
Homicidio Voluntario en perjuicio del que en vida se llamó 
Ramón Daniel Román Díaz, y de Aurelia Méndez Vda. del 
Orbe, contra Humberto Eduardo del Orbe, Guarionex del 
Orbe, Otilio del Orbe, Santiago del Orbe (Chago) y Juan del 
Orbe Castro (Perico), como autores del crimen de destruc-
ción parcial de una casa de su propiedad, hecho ocurrido en 
la Estancia, Pimentel; Segundo: Que debe Declarar y De-
clara al nombrado Germán del Orbe culpable del crimen de 
Homicidio Voluntario en perjuicio del que en vida se llamó 
Ramón Daniel Román Díaz; Tercero: Que debe Condenar y 
Condena al acusado Germán del Orbe, a sufrir la pena de 
Seis (6) meses de prisión correccional; acogiendo en su fa-
vor la excusa legal de la provocación; Cuarto: Que debe 
Condenar y Condena al acusado Germán del Orbe al pago 
de una indemnización de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro) 
a favor de la señora Esperanza del Orbe Vda. Díaz, como 
justa reparación por los daños materiales y morales por ella 
experimentados; Quinto: Que debe Condenar y Condena al 
acusado Germán del Orbe al pago de los costos penales y 
civiles, éstos últimos con distracción en favor del Dr. Man_ 
l'o Minervino, quien afirma haberlos avanzado en su tota_ 
lidad; Sexto: Que debe Declarar y Declara a los nombra_ 
(tos Juan de la Cruz (Sambo), Emilio del Orbe Cortorreal 
Humberto Eduardo del Orbe, Guarionex del Orbe, Otilio del 
Orbe, Olegario Burgos Paulino y Fidelio Burgos Paulino no 
culpables del crimen de Homicidio Voluntario en perjuicio 
del que en vida se llamó Ramón Daniel Román Díaz, y en 
consecuencia se descargan de todos y cada uno poi' insufi-
ciencia de pruebas; Séptimo: Que debe Declarar y Declara 
¿ los nombrados Humberto Eduardo del Orbe, Guarionex 
del Orbe, Otilio del Orbe, Santiago del Orbe (Chago) y.luan 
del Orbe Castro (Perico) no culpables del Crimen de Des-
trucción Parcial de una casa, y en consecuencia los Desear- 
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ga a todos y cada uno por insuficiencia de pruebas; Octav o: 
 Que debe Rechazar y Rechaza las conclusiones de la parte 

 civil constituida en cuanto a estos últimos, por impcoceden. 
tes y mal fundadas; Noveno: Que debe Condenar y Condena 
a las partes civiles constituídas al pago de los costos civil es  
en lo que respecta a los acusados Descargados en favor de 
los abogados Lic. Narciso Conde Pausa y Dr. Gustavo Gó-
mez Ceara quienes afirman haberlas avanzado; Décimo: Que 
debe Declarar y Declara los costos penales de oficio en cuan-
to a todos los acusados descargados; Décimo Primero: Que 
debe Confiscar y Confisca el cuerpo del delito (dos collins) 
por haber sido hechos conforme a la Ley. Segundo: Pronun-
cia defecto contra la Parte Civil Constituída, Esperanza del 
Orbe Vda. Díaz, por no haber comparecido en esta causa. 
Tercero: Declara regular y válida en cuanto a la forma, la 
constitución en parte civil hecha por Aurelia Méndez Vda. 
del Orbe contra Humberto del Orbe y Santiago del Orbe, 
por haber sido hecha conforme a la Ley, y rechaza la cons-
titución hecha contra Germán del Orbe por improcedente y 
mal fundada, en razón de no haber sido encausado por el 
crimen de Destrucción Parcial de una Casa propiedad de la 
parte civil constituida. Cuarto: Confirma los Ordinales Se-
gundo y Tercero de la sentencia recurrida. Quinto: Condena 
a Germán del Orbe al pago de las costas penales de esta al-
zada. Sexto: Modifica el Ordinal Séptimo de la misma sen- 
tencia recurrida en el sentido de declarar culpables a los acu-
sados Humberto del Orbe y Santiago del Orbe, del crimen de 
destrucción parcial de una casa, y en consecuencia los con-
dena a sufrir Dos (2) Meses de prisión correccional, aco-
giendo en favor de ambos circunstancias atenuantes. Sépti-
mo: Condena a Humberto Eduardo del Orbe y Santiago del 
Orbe, al pago de una indemnización de RD$300.00 (Tres- 
cientos Pesos Oro), en favor de Aurelia Méndez Vda. del Or-
be, por los daños morales y materiales sufridos, y además 
los condena al pago de las costas penales y civiles". 
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Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
1ro. falta de, base legal, 2do. desnaturalización de los he-
chos; 

Considerando que dicho recurrente en el desarrollo de 
sus dos medios se limita a alegar en síntesis, que la sen-
tencia recurrida adolece de los vicios señalados por descan-
sar en declaraciones de testigos que nada dicen sobre la 
culpabilidad del recurrente, limitándose algunos de ellos 
simplemente a afirmar que éste fue desapoderado de un co-
lins que portaba; otros a decir que fue trasladado a San 
Francisco de Macorís, junto a otros varios heridos; en fin 
ninguno declara que Santiago del Orbe, actual recurrente, 
fuera autor, coautor o cómplice de la destrucción parcial o 

t  total de la casa de Aurelia Méndez Vda. del Orbe; pero, 
Considerando que el examen de la sentencia impugnada 

revela que la Corte a-qua dio por establecido que luego de 
consumada la tragedia en la cual hubo dos muertos y varios 
heridos, parte de los supervivientes de la misma, entre los 
cuales se encontraba Santiago del Orbe, se dirigieron a la 
casa de Aurelia Méndez Vda. del Orbe, destruyendo parcial-
mente la casa de ésta y habiéndose podido comprobar que 
entre los asaltantes de dicha propiedad, se encontraba el ac= 
tual recurrente; 

Considerando que entre las declaraciones que recoge la. 
Corte a-qua como prueba de los hechos que anteceden consta 
el testimonio del Fiscalizador, Mario García Alvarado, que 
termina así: "Al saber por el rumor público que en la Estan-
cia, Sección de Cuaba Abajo peleaban dos familias, las del 
Orbe y los Díaz, acudí de inmediato al lugar de los hechos 
y en la casa de Aurelia Méndez Vda. del Orbe encontré un 
grupo de personas en actitud amenazante que destruían la 
casa de la mencionada señora, encabezado dicho grupo, por 
Santiago del Orbe (Chago)"; 

Considerando que el solo testimonio que antecede bas-
taba para fundamentar la soberana convicción de la Corte 
a-qua que en cuanto a la existencia del crimen y la culpabi- 
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ninguno declara que Santiago del Orbe, actual recurrente, 
fuera autor, coautor o cómplice de la destrucción parcial o 
total de la casa de Aurelia Méndez Vda. del Orbe; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
revela que la Corte a-qua dio por establecido que luego de 
consumada la tragedia en la cual hubo dos muertos y varios 
heridos, parte de los supervivientes de la misma, entre los 
cuales se encontraba Santiago del Orbe, se dirigieron a la 
casa de Aurelia Méndez Vda. del Orbe, destruyendo parcial-
mente la casa de ésta y habiéndose podido comprobar que 
entre los asaltantes de dicha propiedad, se encontraba el ac. 
tual recurrente; 

Considerando que entre las declaraciones que recoge la. 
Corte a-qua como prueba de los hechos que anteceden consta 
el testimonio del Fiscalizador, Mario García Alvarado, que 
termina así: "Al saber por el rumor público que en la Estan-
cia, Sección de Cuaba Abajo peleaban dos familias, las del 
Orbe y los Díaz, acudí de inmediato al lugar de los hechos 
y en la casa de Aurelia Méndez Vda. del Orbe encontré un 
grupo de personas en actitud amenazante que destruían la 
casa de la mencionada señora, encabezado dicho grupo, por 
Santiago del Orbe (Chago)"; 

Considerando que el solo testimonio que antecede bas-
taba para fundamentar la soberana convicción de la Corte 
a-qua que en cuanto a la existencia del crimen y la culpabi- 

Fg 
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ción de La Vega en fecha 8 de agosto de 1967, cuyo disposi-
tivo se ha transcrito en parte anterior del presente fallo; 
segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

lidad del acusado y dicho testigo, ni ningún otro se ha p odi. 
do comprobar que hubiese sido desnaturalizado, por los ju e

-ces del fondo; por lo cual los medios de casación que Drop° , 
ne el recurrente, carecen de fundamento y deben ser deses-
timados; 

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua, constituyen el crimen previsto y 
sancionado por el artículo 437 del Código Penal que dispo-
ne que toda persona que voluntariamente destruyere, total 
o parcialmente edificios, puentes, diques, calzadas u otras 
construcciones que pertenezcan a particulares; etc. etc. se  
castigará con la peña de reclusión, y multa que no podrá 
bajar de cien pesos, ni exceder de la cuarta parte del valor 
de las indemnizaciones que se concedan al perjudicado; y al 
condenar al acusado Santiago del Orbe, a dos meses de pri-
sión correccional acogiendo circunstancias atenuantes, hizo 
una correcta aplicación de la ley; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles, que 
la Corte a-qua establece en la sentencia, que Aurelia Mén-
dez Vda. del Orbe, parte civil constituida, sufrió a conse-
cuencia de los hechos cometidos por el acusado, daños ma-
teriales y morales, cuyo monto fijó soberanamente en la 
cantidad de $300.00 (trescientos pesos); que por tanto al 
condenar a dicho acusado a pagar esa suma de dinero, a tí-
tulo de indemnización, en favor de la parte civil, la Corte 
a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del Có- J 

digo Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al in- 
terés del acusado, vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación interpuesto por Santiago del Orbe, contra sentencia 
dictada en atribuciones criminales por la Corte de Apela- 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de .Apelación de Santo Doming o 
 fecha E. de junio de 1967.' 

Materia: Civil. 

Recurrente: The Chase Manh;áttan Bank. 

Abogados: Lic. Fernnjo A: Chalas V., Lic. Julio F. Peynado, 
Mantiel V.. 1i:e114 	Enrique Peynado. 

Recurrido: Lic. Héctor 'Sánchez Morcelo. 
Abogado: Lic: Héctor'$árIch'ez Morcelo. 

. 	. 
Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras y 
Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
22 del mes de Marzo de 1968, años 125 9  de la Independencia 
y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por The Cha-
se Manhattan Bank, corporación bancaria constituida de 
conformidad con las leyes del Estado de New York, Estados 
Unidos de Norteamérica, domiciliado en la casa No. 65 de la 
calle Isabel la Católica, de esta ciudad, contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en fecha 6 de junio de 1967, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Bib Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Fernando A. Chalas V., cédula 7395 serie 

1, por sí y en representación de los Licenciados Julio F. Pey-
, cédula 7687 serie 1,,Namiel V. Feliú, cédula 1196 se-

23, y del Dr. Enrique POnada, cédula 35230 serie 1, abo-
dos del recurrente, en ilt'reetura de sus conclusiones; 

Oído al Lic. Héctor Sánclíez Morcelo, cédula 20224 se-
1, abogado de sí mismo como reCurri,do,•en la lectura de 
conclusiones;  
Oído el dictamen del Magistra.do'Noeurador General de 
pública; 

• 

Visto el memorial de casación suscrito por 1os aboga-
del recurrente y depositado en l'a:• Secretaría de la Su-

ma Corte de Justicia en fecha 8 de junio de;1967; 
Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito por 

mismo como abogado; 
Vistos los escritos de ampliación del recurrente y del 
rido; 

Visto el auto dictado en fecha 21 de Marzo del corrien-
te año 1968, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte dé Justicia, por medio del cual llama al Magistrado 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Juez de este Tribunal, 
para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la delibera-
ción y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 926 de 1935. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1134, 1166, 1167 y 1597 del Códi-
go Civil, 141, 568, 570, 571 y 577 del Código de Procedimien-
to Civil, 1 y siguientes de la Ley 302 de 1964, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de una demanda en declaración afirmativa y otros fines, in-
tentada por el Lic. Héctor Sánchez Morcelo, contra el recu- 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo. 
fecha 6. de junio de 19d' 

Materia: Civil. 

Recurrente: The Chase Manhattan Bank. 

Abogados: Lic. Fernando A Chalas V., Lic. Julio F. Peynado, 
Manuel V. Fellú y p.r. Enrique Peynado. 

4 
Recurrido: Lic. 1-Zéctor 'Sánchez Morcelo. 
Abogado: Lic: Héctor 'Sánchéz Morcelo. 

Díos, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras y 
Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
22 del mes de Marzo de 1968, años 125 9  de la Independencia 
y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por The Cha-
se Manhattan Bank, corporación bancaria constituída de 
conformidad con las leyes del Estado de New York, Estados 
Unidos de Norteamérica, domiciliado en la casa No. 65 de la 
calle Isabel la Católica, de esta ciudad, contra la sentenció 
dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, en fecha 6 de junio de 1967, cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Lic. Fernando A. Chalas V., cédula 7395 serie 

por sí y en representación de los Licenciados Julio F. Pey-
do, cédula .7687 serie 1,,•VIatatel V. Feliú, cédula 1196 se-

e 23, y del Dr. Enrique PeYnado-, ce  'dula 35230 serie 1, abo-
dos del recurrente, en iit'rectura de sus conclusiones; 

Oído al Lic. Héctor Sánc4ez.Morcelo, cédula 20224 se-
rle 1, abogado de sí mismo como recurri,do,•en la lectura de 
'sus conclusiones;  

Oído el dictamen del Magistrado Pnocurador General de • 
la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
os del recurrente y depositado en Secretaría de la Su-
ema Corte de Justicia en fecha 8 de junio de• 1967; 

Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito por 
esí mismo como abogado; 

Vistos los escritos de ampliación del recurrente y del 
recurrido; 

Visto el auto dictado en fecha 21 de Marzo del corrien-
te año 1968, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte dé Justicia, por medio del cual llama al Magistrado 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Juez de este Tribunal, 
para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la delibera-
ción y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 926 de 1935. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1134, 1166, 1167 y 1597 dcl Códi-
go Civil, 141, 568, 570, 571 y 577 del Código de Procedimien-
to Civil, 1 y siguientes de la Ley 302 de 1964, y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
Ocumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
e una demanda en declaración afirmativa y otros fines, in-
ntada por el Lic. Héctor Sánchez Morcelo, contra el recu- 
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rrente The Chase Manhattan Bank y The Bank of Nova 
Scotia, la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circun s: 
cripción del Distrito Nacional, dictó en fecha 27 de enero de 
1967, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra The Bank of Nova Scotia, co-demandado, por falta de 
comparecer, no obstante haber sido legalmente citado; Se-
gundo: Declara a el Chase Manhattan Bank y a The Bank 
of Nova Scotia, solidariamente, Deudores Puros y Simples 
de las causas del embargo retentivo de que se trata, hasta la 
suma de Dieciocho Mil Novecientos Pesos Oro (RD$18,-
900.00), en favor del Licenciado Héctor Sánchez Morcero, 
parte demandante, más los intereses legales de dicha suma 
a partir de la fecha de la demanda; Tercero: Condena 1 el 
Chase Manhattan Bank y a The Bank of Nova Scocir- a pa: 
garle al mencionado Licenciado Héctor Sánchez Morcelo, la 
suma indicada precedentemente, más sus precitados Intere-
ses Legales; Cuarto: Condéna, asimismo a el Chase Manhat-
tan Bank y a The Royal Bank of Nova Scotia, demandados 
que sucumben, al pago solidario de las costas de la instancia; 
y Quinto: Comisiona al ministerial Horacio Ernesto Castro 
Ramírez, alguacil de Estrados de este Tribunal, para la noti-
ficación de la presente sentencia"; b) que sobre el recurso in-
terpuesto contra esa decisión por The Chase Manhattan 
Bank, intervino el fallo ahora impugnado cuyo disp)sitivo el 
el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular en cuanto a la 
forma, el recurso de apelación contra la sentencia civil dic-
tada por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional en fecha 27 de Enero de 1967, contra The Chase 
Manhattan Bank, N. A., y The Bank of Nova Scotia y en 
favor del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, recurso interpues-
to únicamente por The Chase Manhattan Bank, N. A.; Se-
gundo: Confirma dicha sentencia en cuanto a) declara a The 
Chase Manhattan Bank deudor puro y simple de las causas 
del embargo retentivo de que se trata, hasta la suma de Die- 

cincho Mil Novecientos Pesos Oro (RD$18,900.00) en favor 
del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, más los intereses legales 
de dicha suma a partir de la fecha de la demanda; b) Conde-
na a The Chase Manhattan Bank a pagarle al Lic. Héctor 
Sánchez Morcelo la suma indicada precedentemente más sus 
precitados intereses legales; Tercero: Condena a The Chase 
Manhattan Bank, al pago de los costos de esta instancia"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del artículo 1134 del Código Civil, por desnaturalización del 
Contrato intervenido el 2 de Noviembre de 1965 entre los 
señores Pedro Juan Laboy y Dra. Nilda Núñez de Laboy, 
de una parte, y el Lic. Héctor Sánchez Morcelo, de otra par-
te. Segundo Medio: Violación del artículo 1597 del Códigc; 
Civil y desnaturalización de la demanda interpuesta por el 
Lic. Héctor Sánchez Morcelo, contra The Chase Manhattan 
Bank así como desnaturalización del apartado c) del ordi-
nal segundo de las conclusiones presentadas por dicho ban-
co en su defensa ante la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo.Cuarto Medio: Violación de los artículos 568, 570, 571 
y 577 del Código de Procedimiento Civil; Quinto Medio: Vio-
lación del artículo 1167 del Código Civil. 

Considerando que en el desenvolvimiento del cuarto 
medio el cual se examina en primer término por convenir 
así a la mejor solución del caso, el Banco recurrente alega 
en síntesis, que en la sentencia impugnada se admite que el 
Lic. Héctor Sánchez Morcelo, tenía calidad para intentar la 
demanda en declaración afirmativa subsecuente a los em-
bargos retentivos, a pesar de que él no era el embargante, 
ni actuó a nombre del embargante en virtud del articuló 
1166 del Código Civil; que en la referida sentencia se decla-
ra además, al Banco, deudor puro y simple de las causas 
del embargo en favor del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, cuan-
do esa declaración sólo podía intervenir en favor del em-
bargante Pedro Juan Laboy; que al fallar de ese modo, la 
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to únicamente por The Chase Manhattan Bank, N. A.; Se-
gundo: Confirma dicha sentencia en cuanto a) declara a The 
Chase Manhattan Bank deudor puro y simple de las causas 
del embargo retentivo de que se trata, hasta la suma de Die- 

ciocho Mil Novecientos Pesos Oro (RD$18,900.00) en favor 
del Lic. Héctor Sánchez Morcelo, más los intereses legales 
de dicha suma a partir de la fecha de la demanda; b) Conde-
na a The Chase Manhattan Bank a pagarle al Lic. Héctor 
Sánchez Morcelo la suma indicada precedentemente más sus 
precitados intereses legales; Tercero: Condena a The Chase 
Manhattan Bank, al pago de los costos de esta instancia"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
del artículo 1134 del Código Civil, por desnaturalización del 
Contrato intervenido el 2 de Noviembre de 1965 entre los 
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de una parte, y el Lic. Héctor Sánchez Morcelo, de otra par-
te. Segundo Medio: Violación del artículo 1597 del Códigd 
Civil y desnaturalización de la demanda interpuesta por el 
Lic. Héctor Sánchez Morcelo, contra The Chase Manhattan 
Bank así como desnaturalización del apartado c) del ordi-
nal segundo de las conclusiones presentadas por dicho ban-
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mingo.Cuarto Medio: Violación de los artículos 568, 570, 571 
y 577 del Código de Procedimiento Civil; Quinto Medio: Vio-
lación del artículo 1167 del Código Civil. 

Considerando que en el desenvolvimiento del cuarto 
medio el cual se examina en primer término por convenir 
así a la mejor solución del caso, el Banco recurrente alega 
en síntesis, que en la sentencia impugnada se admite que el 
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demanda en declaración afirmativa subsecuente a los em-
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Corte a-qua incurrió en la violación de los artículos 568, 57p , 
 571 y 577 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando que en la especie Pedro Juan Laboy em- 
bargó retentivamente en manos del Chase Manhattan Bank 
las sumas de dinero que éste tuviese de la embargada Na: 
t ional Auto Rental Car; que el Lic. Héctor Sánchez Morce-
lo, sin ser embargante, y actuando por sí, en su propio nom-
bre y no en nombre de Laboy, demandó en declaración afir-
mativa al Chase Manhattan Bank y solicitó que éste fuese 
declarado deudor puro y simple de las causas del embargo 
hasta el monto de su crédito; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Corte a-qua para acoger las conclusio-
nes del Lic. Sánchez Morcelo se basó esencialmente, en que 
éste era cesionario de un crédito contra el embargante La-
boy y que en esas condiciones, tenía calidad, por sí mismo, 
para demandar en declaración afirmativa al Chase Manhat-
tan Bank; pero, 

Considerando que tal como lo alega el recurrente, la 
demanda en declaración afirmativa exigida en el procedi-
miento del embargo retentivo, sólo puede ser intentada por 
el embargante o por alguna persona que, ejerciendo la ac-
ción oblicua, actúe como acreedór en nombre de dicho em-
bargante; que la Corte a-qua al fallar como lo hizo, incurrió 
eri las violaciones denunciadas en el medio que se examina, 
por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin que 
sea necesario ponderar los demás medios del recurso; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en fecha 6 de junio de 1967, cuyo dispositivo se 
ha copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; 
y Segundo: Condena al recurrido al pago de las costas. 
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel B. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-

neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



1 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Carlos Manuel 
Lamarche H., Segundo Sustituto en funciones de Presiden-
te; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francis-
co Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de mar-
zo del año 1968, años 125 9  de la Independencia y 105 9  de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Del Río 
Motors Co., C. por A., sociedad comercial por acciones or-
ganizada de conformidad con las leyes de la República Do-
minicana, con su domicilio en esta ciudad y sus oficinas prin-
cipales en la casa número 93-95 de la calle 30 de Marzo, re-
presentada por su Presidente-Tesorero, Dr. Francisco Pez-
zotti, dominicano, mayor de edad, médico, soltero, de este 
domicilio y residencia, cédula N9 16736, serie 47, contra la 

sentencia de fecha 28 de julio de 1967, dictada en sus atribu-
ciones comerciales por la Corte de Apelación de Santo Do-
in i ngo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Federico Lebrón Montás, cédula N 9  29424, 
serie 2, en representación del Dr. Ramón Pina Acevedo y serie 

 cédula N9  43139, serie 1/, abogado de la recurren-
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Lic. Gregorio Soñé Nolasco, cédula N 9  3489, se-
rie 23, por sí y por el Lic. Manuel H. Castillo, cédula No. 
6607, serie 1/, abogados de los recurridos Celedonio del Río 
Soto, dominicano, casado, comerciante, mayor de edad, do-
miciliado y residente en esta ciudad en una casa que se en-
cuentra ubicada al lado Sur en el kilómetro siete de la ca-
rretera Sánchez, cédula No. 727, serie 11; Joaquín del Río 
Soto, español, soltero, rentista, domiciliado y residente en 
Somo, Santander, España, sin cédula por ser extranjero y 
residir fuera del territorio de la República Dominicana; y 
José -Luis Izarzugaza del Río, español, soltero, comerciante, 
mayor de edad, domiciliado y residente en esta ciudad, en la 
casa N9  de la Avenida Bolívar, edificio de El Golfito, cé- 
dula No. 65427, serie lra.; Regina del Río Soto, española, 
soltera, de quehaceres del hogar, domiciliada y residente en 
Bilbao, España, Gregorio Balparda No. 6, sin cédula por ser 
extranjera y residir fuera del país; y Claudia del Río Soto, 
española, soltera, de quehaceres del hogar, domiciliada y re-
sidente en Santander, España, Amós de Escalante No. 2, sin 
cédula por ser extranjera y residir fuera del territorio de la 
República Dominicana; sucesores de la finada Regina Soto 
Viuda del Río, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 7 de septiembre 
de 1967, suscrito por el abogado de la recurrente y en el 
cual se exponen los medios que se indican más adelante; 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1961; 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Doming o ,,  
fecha 28 de julio de 1967. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: La del Río Motors Co., C. por A. 

Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez. 

Recurridos: Celedonio del Río Soto y compartes. 

Abogados: Lic. Gregorio Soñé Nolasco y Lic. Manuel H. Castillo.  
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cual se exponen los medios que se indican más adelante; 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 19U 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domina
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fecha 28 de julio de 1967. 

Materia: Comercial. 
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Visto el escrito de defensa de fecha 19 de octubr e  de 
 1967 firmado por los abogados de los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 130, 133 
141, 150, 154 y 160 del Código de Procedimiento Civil; y 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la decisión impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) qu e 

 con motivo de un recurso de revisión civil intentado por la 
Del Río Motors Company, C. por A., contra la sentencia de 
fecha 4 de octubre de 1963 dictada en sus atribuciones co-
merciales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, di-
cha Corte dictó en defecto en fecha 21 de octubre de 1966, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Pronuncia el defecto contra la "Del Río Motors, C. por 
A.", por falta de concluir; SEGUNDO: Declara inadmisible 
el presente recurso de revisión civil por las causas señalada 
en los considerandos de la presente sentencia; TERCERO: 
Rechaza las conclusiones de la parte demandada señores Ce-
ledonio del Río Soto, Regina Soto Viuda del Río y Joaquín 
del Río Soto, en el sentido de que se declara litigante 
temeraria a la "Del Río Motors, C. por A.", y que se impon-
ga a su abogado, Lic. Pablo A. Pérez la sanción prescrita 
por la ley para tal infracción por improcedente; CUARTO: 
Compensa las costas entre las partes en causa"; b) que sobre 
recurso de oposición de la Del Río Motors Co., C. por A., la 
Corte a-qua dictó en fecha 28 de julio de 1967, la sentencia 
ahora impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de 
Oposición interpuesto por la Del Río Motors, C. por A., con-
tra sentencia de fecha 21 de octubre de 1966, por haber si-
do interpuesto de conformidad con las prescripciones lega-
les; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra la Del Río Mo-
tors, C. por A., por falta de concluir; TERCERO: Confirma 
la antes mencionada sentencia en todas sus partes; y CUAR- 

  

Condena a la Del Río Motors, C. por A., al pago de las 
costas, declarándolas distraídas en provecho del abogado de 
la  parte intimada, Licenciados Gregorio Soñé Nolasco y Ma-

nuel Horacio Castillo G., quienes afirman haberlas avanza -
do en su mayor parte"; 

Cozísiderando que la recurrente invoca en su Memorial 
de Casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación 
por falsa aplicación, desconocimiento e interpretación de los 
artículos 77, 78, 154, 404 y 414 del Código de Procedimiento 
Civil, 642 y 648 del Código de Comercio, y de la Ley No. 
1015 del 11 de octubre de 1935; Segundo Medio: Violación y 
falsa aplicación e interpretación de los artículos 150 del Có-
digo Civil; Tercer Medio: Violación del Art. 141 del Código 
de Procedimiento Civil por carencia absoluta de motivos en 
la sentencia impugnada; Cuarto Medio: Desnaturalización de 
los hechos y falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio, la 
recurrente sostiene en síntesis que el recurso de revisión ci-
vil que ella interpuso lo fue contra una sentencia de la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo dictada en atribuciones 
comerciales, sobre la base de que los intimantes (actuales 
recurrentes) no notificaron en tiempo hábil su defensa, lo 
que se refiere al procedimiento civil ordinario y no al co-
mercial, incurrió en las violaciones que ella, la recurrente, 
señala, y en la violación de su derecho de defensa; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado no re-
vela que la audiencia fuera perseguida y obtenida ni que la 
Corte a-qua fallara sobre la base que afirma la recurrente; 
que en efecto, el primer considerando de dicho fallo se limita 
a expresar que el demandado que haya constituído abogado 
Podrá sin necesidad de notificar defensa, promovei la au-
diencia por un solo acto, y pedir el defecto del demandante; 
que en materia comercial, en la cual rige el procedimiento 
sumario, no es necesario para pedir fijación de audiencia por 
Una de las partes, que se hayan notificado defensas; y ade- 

f 
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la sentencia impugnada; Cuarto Medio: Desnaturalización de 
los hechos y falta de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio, la 
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vil que ella interpuso lo fue contra una sentencia de la Cor-
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Considerando que el examen del fallo impugnado no re-
vela que la audiencia fuera perseguida y obtenida ni que la 
Corte a-qua fallara sobre la base que afirma la recurrente; 
que en efecto, el primer considerando de dicho fallo se limita 
a expresar que el demandado que haya constituído abogado 
Podrá sin necesidad de notificar defensa, promover la au-
diencia por un solo acto, y pedir el defecto del demandante; 
que en materia comercial, en la cual rige el procedimiento 
sumario, no es necesario para pedir fijación de audiencia por 
una de las partes, que se hayan notificado defensas; y ade- 
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más, en el presente caso, la parte recurrida en casación h a 
 aportado la prueba de que citó para la audiencia r la opo-

nente, según consta en el acto de fecha 20 de junio de 1967 
diligenciado por el alguacil de Estrados de la Cámara Civil y'  
Comercial de la Primera Circunscripción del Distrito Nacio-
nal Horacio E. Castro Ramírez; que como la Corte a-qua ac-
tuaba en atribuciones comerciales, lo que resulta del examen 
del fallo impugnado, pudo dicha Corte ante el defecto hecho 
nuevamente por el demandante, esta vez en su calidad de 
oponente, oír a los comparecientes en sus conclusiones y de-
cidir como lo hizo; que con ello no incurrió en violación algu 
na de la ley, ni lesionó el derecho de defensa de la parte com-
pareciente; que, en consecuencia, el primer medio propuesto 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
sostiene la recurrente que la sentencia impugnada fue dic-
tada "sobre la única razón de que el oponente no compare-
ció a la audiencia"; que con ello hizo caso omiso de las dis-
posiciones del artículo 150 del Código de Procedimiento Ci-
vil, texto que exige que se haga la prueba de las alegaciones 
del compareciente; que la Corte a-qua confundió los térmi-
nos de la ley, pues una cosa es no tener obligación de veri-
ficar "los agravios que tenga el apelante", y otra es "Exami-
nar la prueba que tenga en apoyo de sus conclusiones", ya 
que el artículo 150 del Código de Procedimiento Civil esta-
blece que las conclusiones de la parte compareciente serán 
acogidas "si se encontraren justas y reposasen en prueba 
legal"; que esto significa que el juez debe examinar la prue-
ba, pues el solo silencio de una parte, manifestado por su 
incomparecencia no basta para admitir los hechos alegados; 
que hay dos tipos de sentencia en caso de defecto; uno, cuan-
do a petición de parte se pronuncia el descargo puro y sim-
ple de la demanda o del recurso; y otro, cuando se juzga el 
fondo, por haber solicitado el compareciente que se le acuer-
de tal o cual pretensión; que en la especie estamos frente al  

segundo caso, pues la parte intimada pidió a la Corte la con-
firmación del fallo apelado, es decir, la apoderó del fondo, 
por lo cual la Corte tenía el deber de examinar si sus con-
clusiones "eran justas y reposaban en prueba legal"; que al 
no hacerlo de ese modo, incurrió en las violaciones invoca- 
das; perol 

Considerando que la actual recurrente, según resulta 
del examen del fallo impugnado, era la demandante de la re-
visión civil; que en tales condiciones a ella correspondía ha-
cer la prueba de su demanda, y no a la parte puesta en cau-
sa como demandada; que esa situación procesal no varió por 
el hecho de que la parte demandante, al ser juzgada en de-
fecto según consta en la sentencia del 21 de octubre de 1966, 
pronunciada por la Corte a-qua, se convirtiera en oponente; 
sobre todo, que en la sentencia dictada en defecto el 21 de 
octubre de 1966, objeto de la oposición, según resulta de su 
examen, la Corte a-qua, después de pronunciar el defecto, 
dio los motivos pertinentes para declarar inadmisible, la re-
visión civil solicitada por la parte demandante, cumpliendo 
así el voto de la ley; que, además, el fallo ahora impugnado 
no revela que los intimados introdujeran alguna demanda 
reconvencional que variara su posición en la audiencia, por 
lo cual, frente a la falta en que incurrió la otra parte, la 
Corte a-qua que ya había motivado la inadmisibilidad de la 
revisión civil, según se ha dicho, pudo en la especie, fallar 
como lo hizo, sobre todo que por la relación de hechos de la 
sentencia impugnada, por sus motivos y por su dispositivo, 
esta Suprema Corte está en condiciones de verificar, como lo 
ha hecho, que los jueces, ante los actos de procedimiento que 
le fueron sometidos por la parte compareciente, estaban en 
condiciones de saber el recurso que debían examinar y fa-
llar, que se concretaba, según ha quedado expuesto, a una 
oposición de la propia demandante, que ya había hecho de-
fecto en su demanda, y acerca de la cual ninguna prueba ha-
bía aportado; que, en tales condiciones, el segundo medio 
propuesto carece de fundamento y debe ser desestimado; 
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más, en el presente caso, la parte recurrida en casación h a 
 aportado la prueba de que citó para la audiencia e la opo-

nente, según consta en el acto de fecha 20 de junio de 1967 
diligenciado por el alguacil de Estrados de la Cámara Civil 5; 
Comercial de la Primera Circunscripción del Distrito Nacio-
nal Horacio E. Castro Ramírez; que como la Corte a-qua ac-
tuaba en atribuciones comerciales, lo que resulta del examen 
del fallo impugnado, pudo dicha Corte ante el defecto hecho 
nuevamente por el demandante, esta vez en su calidad de 
oponente, oír a los comparecientes en sus conclusiones y de-
cidir como lo hizo; que con ello no incurrió en violación algu 
na de la ley, ni lesionó el derecho de defensa de la parte com-
pareciente; que, en consecuencia, el primer medio propuesto 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
sostiene la recurrente que la sentencia impugnada fue dic-
tada "sobre la única razón de que el oponente no compare-
ció a la audiencia"; que con ello hizo caso omiso de las dis-
posiciones del artículo 150 del Código de Procedimiento Ci-
vil, texto que exige que se haga la prueba de las alegaciones 
del compareciente; que la Corte a-qua confundió los térmi-
nos de la ley, pues una cosa es no tener obligación de veri-
ficar "los agravios que tenga el apelante", y otra es "Exami-
nar la prueba que tenga en apoyo de sus conclusiones", ya 
que el artículo 150 del Código de Procedimiento Civil esta-
blece que las conclusiones de la parte compareciente serán 
acogidas "si se encontraren juStas y reposasen en prueba 
legal"; que esto significa que el juez debe examinar la prue-
ba, pues el solo silencio de una parte, manifestado por su 
incomparecencia no basta para admitir los hechos alegados; 
que hay dos tipos de sentencia en caso de defecto; uno, cuan-
do a petición de parte se pronuncia el descargo puro y sim-
ple de la demanda o del recurso; y otro, cuando se juzga el 
fondo, por haber solicitado el compareciente que se le acuer-
de tal o cual pretensión; que en la especie estamos frente al  

segundo caso, pues la parte intimada pidió a la Corte la con-
firmación del fallo apelado, es decir, la apoderó del fondo, 
por lo cual la Corte tenía el deber de examinar si sus con-
clusiones "eran justas y reposaban en prueba legal"; que al 
no hacerlo de ese modo, incurrió en las violaciones invoca-
das; perol 

Considerando que la actual recurrente, según resulta 
del examen del fallo impugnado, era la demandante de la re-
visión civil; que en tales condiciones a ella correspondía ha-
cer la prueba de su demanda, y no a la parte puesta en cau-
sa como demandada; que esa situación procesal no varió por 
el hecho de que la parte demandante, al ser juzgada en de-
fecto según consta en la sentencia del 21 de octubre de 1966, 
pronunciada por la Corte a-qua, se convirtiera en oponente; 
sobre todo, que en la sentencia dictada en defecto el 21 de 
octubre de 1966, objeto de la oposición, según resulta de su 
examen, la Corte a-qua, después de pronunciar el defecto, 
dio los motivos pertinentes para declarar inadmisible, la re-
visión civil solicitada por la parte demandante, cumpliendo 
así el voto de la ley; que, además, el fallo ahora impugnado 
no revela que los intimados introdujeran alguna demanda 
reconvencional que variara su posición en la audiencia, por 
lo cual, frente a la falta en que incurrió la otra parte, la 
Corte a-qua que ya había motivado la inadmisibilidad de la 
revisión civil, según se ha dicho, pudo en la especie, fallar 
como lo hizo, sobre todo que por la relación de hechos de la 
sentencia impugnada, por sus motivos y por su dispositivo, 
esta Suprema Corte está en condiciones de verificar, como lo 
ha hecho, que los jueces, ante los actos de procedimiento que 
le fueron sometidos por la parte compareciente, estaban en 
condiciones de saber el recurso que debían examinar y fa-
llar, que se concretaba, según ha quedado expuesto, a una 
oposición de la propia demandante, que ya había hecho de-
fecto en su demanda, y acerca de la cual ninguna prueba ha-
bía aportado; que, en tales condiciones, el segundo medio 
Propuesto carece de fundamento y debe ser desestimado; 
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Considerando que en el desarrollo de los medios teree. 
ro  y cuarto los cuales se reúnen para su examen, la recu-
rrente sostiene en síntesis que la Corte a-qua no dió motivos 
"en ningún aspecto sobre ninguno de los diversos puntos de 
vista sometidos al debate", pues falló fundándose "en la ex-
clusiva incomparecencia de la exponente", lo que a su jui cio 

 imposibilita a la Suprema Corte decidir si la ley ha sido bien 
aplicada; que al no dar motivos la sentencia impugnada ni la 
del primer juez sobre los puntos de hecho y de derecho que 
se pusieron bajo su jurisdicción, la Corte a-qua incurrió en 
la violación alegada; que la sentencia impugnada carece de 
base legal como consecuencia de la desnaturalización de los 
hechos y del procedimiento al darle una calificación distinta 
a dicho procedimiento que era comercial; pero, 

Considerando que los alegatos que anteceden constitu-
yen, en resumen, según es fácil advertir por la simple lectu-
ra y desenvolvimiento de los mismos, una reiteración con pa-
labras diferentes, de los ya expuestos en los dos medios an-
teriores, por lo cual, y en base a las razones dadas prece-
dentemente, y en base también a que el fallo impugnado, se-
gún resulta de su examen, contiene motivos suficientes y 
pertinentes que justifican su dispositivo, y una relación com-
pleta de los hechos de la causa, sin desnaturalización algu-
na, que ha permitido verificar que la ley ha sido bien aplica-
da, procede desestimar los medios propuestos por carecer de 
fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción , interpuesto por la Del Río Motors Co., C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, en sus atribuciones comerciales, en fecha 28 de 
julio de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente 
al pago de las costas, con distracción en provecho de los Li-
cenciados Gregorio Soñé Nolasco y Manuel H. Castillo, abo-
gados de los recurridos, quienes afirman haberlas avanzado 
en su mayor parte. 

(Firmados:) Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. 
gergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. , 
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Considerando que los alegatos que anteceden constitu-
yen, en resumen, según es fácil advertir por la simple lectu-
ra y desenvolvimiento de los mismos, una reiteración con pa-
labras diferentes, de los ya expuestos en los dos medios an-
teriores, por lo cual, y en base a las razones dadas prece-
dentemente, y en base también a que el fallo impugnado, se-
gún resulta de su examen, contiene motivos suficientes y 
pertinentes que justifican su dispositivo, y una relación com-
pleta de los hechos de la causa, sin desnaturalización algu-
na, que ha permitido verificar que la ley ha sido bien aplica-
da, procede desestimar los medios propuestos por carecer de 
fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por la Del Río Motors Co., C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, en sus atribuciones comerciales, en fecha 28 de 
julio de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente 
al pago de las costas, con distracción en provecho de los Li-
cenciados Gregorio Soñé Nolasco y Manuel H. Castillo, abo-
gados de los recurridos, quienes afirman haberlas avanzado 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado:) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 19(is 

Causa seguida a Elías René Bisonó, Diputado al Congreso Naeio)di 

Materia: Penal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 22 del mes de Marzo de 1968, 
años 1259  de la Independencia y 105 9  de la Restauración, 
dicta en audiencia pública como tribunal correccional, y en 
única instancia, la presente sentencia: 

En la causa seguida a Elías René Bisonó, Diputado al 
Congreso Nacional, dominicano, mayor de edad, casado, ha-
cendado, domiciliado en la Avenida Hermanas Mirabal de 
Santiago de los Caballeros, cédula No. 157, serie 33, preve-
nido de violación al artículo 1 de la Ley No. 4117 de Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículos de motor 
del 27 de abril de 1955 (modificada por la Ley No. 4341 del 
2 de diciembre del mismo año, en los artículos 2, 5 y 11. y 
que deroga el artículo 6) ; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al prevenido en sus generales de Ley; 
Oído al Magistrado Procurador General de la Repúbli-

ca en la exposición de los hechos; 
Oído al Secretario en la lectura de los documentos del 

expediente; 

Oído al prevenido en su declaración; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República, que termina así: "que se descargue al preveni-
do por "no haber cometido los hechos"; 

Vistos los documentos del expediente; 
Autos Vistos: - 

Resulta, que a las 9 horas y 45 minutos de la mañana 
del día 20 de enero de 1967, el Jeep placa No. 59782, marca 
Land-Rover, color gris, modelo 1959, propiedad de Elías Re-
né Bisonó, conducido por el chófer José Manuel Paulino, 
transitaba de Oeste a Este por la calle Beller de la ciudad 
de Santiago, sin haber sido asegurado; cuando fue sorpren-
dido por el raso de la P. N. Eladio Ceferino Sánchez; 

Resulta, que la Policía Nacional sometió el caso, me-
diapte acta de fecha 9 de enero de 1967, al Procurador Fis-
cal de Santiago, quien, a su vez apoderó al Juez de la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago; 

Resulta, que el referido Juez en fecha 10 de julio de 
1967, dictó una sentencia en defecto cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Pronuncia defecto contra el prevenido 
por no haber comparecido a la audiencia a la cual fue legal-
mente citado; Segundo: Declara a Elías René Bisonó, culpa-
ble de violar el artículo 1 —Ley 4117—, y, en consecuencia 
lo condena a Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) ; Tercero: 
Condena al precitado procesado al pago de las costas pena-
les"; 

Resulta, que en fecha 10 de julio de 1967, el Dr. Miguel 
Angel Luna Morales, a nombre de Elías René Bisonó, inter-
puso por ante el Secretario de la indicada Cámara, formal 
recurso de oposición contra la sentencia arriba citada; 

Resulta, que la referida Cámara dictó en fecha 13 de 
;diciembre de 1967, una sentencia contradictoria cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido el 
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única instancia, la presente sentencia: 
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Oído al prevenido en su declaración; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la  República, que termina así: "que se descargue al preveni-
do  por "no haber cometido los hechos"; 

Vistos los documentos del expediente; 
Autos Vistos: 

Resulta, que a las 9 horas y 45 minutos de la mañana 
del día 20 de enero de 1967, el Jeep placa No. 59782, marca 
Land-Rover, color gris, modelo 1959, propiedad de Elías Re-
né Bisonó, conducido por el chófer José Manuel Paulino, 
transitaba de Oeste a Este por la calle Beller de la ciudad 
de Santiago, sin haber sido asegurado; cuando fue sorpren-
dido por el raso de la P. N. Eladio Ceferino Sánchez; 

Resulta, que la Policía Nacional sometió el caso, me-
diaute acta de fecha 9 de enero de 1967, al Procurador Fis-
cal de Santiago, quien, a su vez apoderó al Juez de la Se-

, gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago; 

Resulta, que el referido Juez en fecha 10 de julio de 
1967, dictó una sentencia en defecto cuyo dispositivo dice 
así: "Falla: Primero: Pronuncia defecto contra el prevenido 
por no haber comparecido a la audiencia a la cual fue legal-
mente citado; Segundo: Declara a Elías René Bisonó, culpa-
ble de violar el artículo 1 —Ley 4117—, y, en consecuencia 
lo condena a Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00); Tercero: 
Condena al precitado procesado al pago de las costas pena-
les"; 

Resulta, que en fecha 10 de julio de 1967, el Dr. Miguel 
Angel Luna Morales, a nombre de Elías René Bisonó, inter-
puso por ante el Secretario de la indicada Cámara, formal 
recurso de oposición contra la sentencia arriba citada; 

Resulta, que la referida Cámara dictó en fecha 13 de 
diciembre de 1967, una sentencia contradictoria cuyo dispo-
sitivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido el 



recurso de oposición interpuesto en tiempo hábil por el Di-
putado Elías René Bisonó, contra sentencia No. 1007 de f e_ 
cha 10 de julio de 1967, cuyo dispositivo es el siguiente: prp 
mero: Pronuncia defecto contra el prevenido por no haber 
comparecido a la audiencia a la cual fue legalmente citado; 
Segundo: Declara a Elías René Bisonó, culpable de violar el 
artículo 1ro. de la Ley 4117, y en consecuencia lo condena a 
RD$50.00 (Cincuenta Pesos Oro) de multa; Tercero: Conde-
na al precitado proceso al pago de las costas penales'; Se-
gundo: Declara la incompetencia del Tribunal para conocer 
de la causa seguida en oposición contra el Diputado Elías 
René Bisonó por no ser de nuestra competencia, y en conse-
cuencia declina el expediente por ante la Suprema Corte de 
Justicia; Tercero: Reserva las costas del procedimiento para 
que sean falladas conjuntamente con el fondo"; 

Resulta, que apoderada la Suprema Corte de Justicia 
mediante la declinatoria en virtud de la sentencia última-
mente citada, por auto de fecha 29 de enero de 1968, el Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia fijó la audiencia pú-
blica del día 11 de marzo en curso, a las nueve de la maña-
na, para conocer de la causa de que se trata; 

Resulta, que a la indicada audiencia compareció el pre-
venido Elías René Bisonó, y fue oído en sus declaraciones 
según consta en el acta de audiencia; 

Resulta que después de oído al prevenido, y no habien-
do testigos, se aplazó el fallo para una próxima audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado: 

Considerando que de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 186 del Código de Procedimiento Criminal, "la 
condena por defecto se tendrá como no pronunciada, si den-
tro de los cinco días de la notificación que de ella se haya 
hecho al inculpado o en su domicilio", éste "forma oposición 
a la ejecución de la sentencia y notifica su oposición, tanto al 

Fiscal, como a la parte civil"; que en el presente caso el pre-
venido interpuso recurso de oposición a la sentencia del 10 
de Julio de 1967, en tiempo oportuno; que, al conocer de di-
cha oposición, la Segunda Cámara Penal indicada, tuvo co-
nocimiento de que el prevenido es Diputado, por lo cual, en 
virtud al artículo 67 de la Constitución de la República, era 
la Suprema Corte de Justicia la jurisdicción competente pa-
ra juzgarlo, por lo cual se declaró incompetente para cono-
cer de la oposición interpuesta; 

Considerando que apoderada esta Corte del caso, como 
se ha dicho más arriba, ha comprobado, por las piezas del 
expediente, que el 20 de enero de 1967, a 9:30 a. m., la ca-
mioneta Land-Rover propiedad del prevenido circulaba por 
las calles de Santiago sin estar provista del seguro corres-
pondiente exigido por la Ley; que, si es cierto que ha sido 
depositada la prueba de aue ese mismo día se aseguró el ve-
hículo indicado, no es menos cierto que el seguro comenzó 
a estar vigente a partir de las 12 meridiano de ese día según 
se lee en la póliza correspondiente, la cual ha sido deposita-
da por el prevenido; por lo cual es evidente que en el mo-
mento en que fue sorprendido el chófer José Manuel Paulino 
conduciendo la camioneta mencionada, ésta no estaba prote-
gida por el seguro obligatorio; 

Considerando que de lo expuesto anteriormente se ha 
establecido que el prevenido ha incurrido en la violación del 
artículo 1ro. de la Ley No. 4117 modificada, sobre Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículo de motor, 
sancionado por el artículo 13 de la misma Ley, modificado 
Per el artículo 2 de la Ley 5448 de 1960, con multa de $50.00 
a $100.00; 

Por tales motivos, y vistos los artículos 67 inciso 1ro. de 
la Constitución; 1 y 13 de la Ley 4117 modificada sobre Se-
guro Obligatorio contra daños ocasionados por Vehículos 
de Motor del 27 de Abril de 1955 y artículo 2 de la Ley Na. 
5448 de 1960, y 194 del Código de Procedimiento Criminal; 
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recurso de oposición interpuesto en tiempo hábil por el Di-
putado Elías René Bisonó, contra sentencia No. 1007 de fe-
cha 10 de julio de 1967, cuyo dispositivo es el siguiente: Tb. 
mero: Pronuncia defecto contra el prevenido por no haber 
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artículo lro. de la Ley 4117, y en consecuencia lo condena a 
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na, para conocer de la causa de que se trata; 
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venido Elías René Bisonó, y fue oído en sus declaraciones 
según consta en el acta de audiencia; 

Resulta que después de oído al prevenido, y no habien-
do testigos, se aplazó el fallo para una próxima audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado: 

Considerando que de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 186 del Código de Procedimiento Criminal, "la 
condena por defecto se tendrá como no pronunciada, si den-
tro de los cinco días de la notificación que de ella se haya 
hecho al inculpado o en su domicilio", éste "forma oposición 
a la ejecución de la sentencia y notifica su oposición, tanto al 

Fiscal, como a la parte civil"; que en el presente caso el pre-
venido interpuso recurso de oposición a la sentencia del 10 
de Julio de 1967, en tiempo oportuno; que, al conocer de di-
cha oposición, la Segunda Cámara Penal indicada, tuvo co-
nocimiento de que el prevenido es Diputado, por lo cual, en 
virtud al artículo 67 de la Constitución de la República, era 
la Suprema Corte de Justicia la jurisdicción competente pa-
ra juzgarlo, por lo cual se declaró incompetente para cono-
cer de la oposición interpuesta; 

Considerando que apoderada esta Corte del caso, como 
se ha dicho más arriba, ha comprobado, por las piezas del 
expediente, que el 20 de enero de 1967, a 9:30 a. m., la ca-
mioneta Land-Rover propiedad del prevenido circulaba por 
las calles de Santiago sin estar provista del seguro corres-
pondiente exigido por la Ley; que, si es cierto que ha sido 
depositada la prueba de que ese mismo día se aseguró el ve-
hículo indicado, no es menos cierto que el seguro comenzó 
a estar vigente a partir de las 12 meridiano de ese día según 
se lee en la póliza correspondiente, la cual ha sido deposita-
da por el prevenido; por lo cual es evidente que en el mo-
mento en que fue sorprendido el chófer José Manuel Paulino 
conduciendo la camioneta mencionada, ésta no estaba prote-
gida por el seguro obligatorio; 

Considerando que de lo expuesto anteriormente se ha 
establecido que el prevenido ha incurrido en la violación del 
artículo 1ro. de la Ley No. 4117 modificada, sobre Seguro 
Obligatorio contra daños ocasionados por vehículo de motor, 
sancionado por el artículo 13 de la misma Ley, modificado 
Por el artículo 2 de la Ley 5448 de 1960, con multa de $50.00 
a S100.00; 

Por tales motivos, y vistos los artículos 67 inciso 1ro. de 
la Constitución; 1 y 13 de la Ley 4117 modificada sobre Se-
guro Obligatorio contra daños ocasionados por Vehículos 
de Motor del 27 de Abril de 1955 y artículo 2 de la Ley No. 
5448 de 1960, y 194 del Código de Procedimiento Criminal; 
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Primero: Condena a Elías René Bisonó al pago de una mul- 
ta de $50.00, y, Segundo: Lo condena al pago de las costas 
penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos M a, 
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel 
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1968 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 18 de agosto de 1967. 

materia: Criminal. 

Recurrente: Armando Herrera Marte. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Ml. Lamarche H., Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani; 
Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan 
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de 
marzo del año 1968, años 125 9  de la Independencia y 105 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública; como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Armando 
Herrera Marte, dominicano, mayor de edad, soltero, residen-
te en la calle Albert Thomas No. 45 de la Ciudad de Santo 
Domingo, cédula No. 4519, serie ira., contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atri-
buciones criminales, de fecha 18 de agosto de 1967, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

1, 1 República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada a reque-

rimiento del recurrente, en la Secretaría de la Corte a-qua 
en fecha 30 de agosto de 1967, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 
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Có- 
digo Penal, 1382 del Código Civil, y 1 y 65 de la 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 295 y 304 y párrafo 2do., del Có. 

Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se 'refiere consta a) que el Procurador 
Fiscal del Distrito Nacional con motivo de la muerte violen. 
ta de María Milagros Ramírez, apoderó del caso, en fecha 
24 de febrero de 1966, al Juez de Instrucción de la Tercera 
Circunscripción del Distrito Nacional, a fin de que procedie-
ra a realizar la sumaria correspondiente, por tratarse de un 
crimen, según se desprende de las piezas que obran en el 
expediente; b) que el indicado Juez de Instrucción dictó, en 
fecha 16 de marzo de 1966, una Providencia Calificativa, en 
la cual declara que existen indicios graves y suficientes pa-
ra acusar a Armando Herrera Marte del crimen de homici-
dio voluntario de María Milagros Ramírez, y envió el caso 
ante el Tribunal Criminal para ser juzgado de acuerdo a la 
Ley; e) que apoderada del caso la Cuarta Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instantancia del Distrito Nacional, dic-
tó en fecha 20 de enero de 1967, después de varios reenvíos, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Se declara culpable del crimen de homicidio volun-
tario al nombrado Armando Herrera Marte (a) Chapaleta, 
de generales que constan en el expediente, y en tal virtud se 
le condena a cumplir Veinte Años de Trabajos Públicos; SE-
GUNDO: Se acogen las conclusiones del Dr. Espronceda Her-
nández, constituido en parte civil a nombre y representación 
de Oliva Ramírez, madre de la víctima, en todas sus partes; 
TERCERO: Se condena además al pago de las costas"; que 
sobre el recurso de apelación interpuesto por el inculpado en 
fecha 27 de enero de 1967 contra la anterior sentencia, la 
Corte de Apelación de Santo Domingo dictó la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por el acusado 

Armando Herrera Marte (a) Chapaleta, en fecha 27 de ene-
ro  de 1967, contra sentencia dictada en fecha 20 del mismo 
mes de enero de 1967, por la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, que con-
tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara 
culpable del crimen de homicidio voluntario al nombrado Ar-
mando Herrera Marte (a) Chapaleta, de generales que cons-
tan en el expediente, y en tal virtud se le condena a cumplir 
Veinte años de Trabajos Públicos; Segundo: Se acogen las 
conclusiones del Dr. Espronceda Hernández, constituido en 
parte civil a nombre y representación de Oliva Ramírez, ma-
dre de la víctima, en todas sus partes; Tercero: Se condena 
además al pago de las costas"; por haber sido interpuesto de 
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la materia; 
SEGUNDO: Modifica la antes expresada sentencia a fin de 
que su dispositivo rija del siguiente modo: a) Se declara al 
acusado Armando Herrera Marte (a) Chapaleta, culpable 
del crimen de homicidio voluntario, en perjuicio de quien en 
vida se llamó María Milagros Ramírez, y en consecuencia se 
le condena a sufrir la pena de veinte años de trabajos públi-
cos, confirmando en este aspecto la sentencia recurrida; b) 
se condena a dicho acusado Armando Herrera Marte (a) 
Chapaleta, al pago de las costas penales de ambas instancias; 
c) Se declara regular y válida en cuanto a la forma, la cons-
titución en parte civil operada por la señora Oliva Ramí-
rez, en su calidad de madre de la víctima, María Milagros 
Ramírez, contra el acusado Armando Herrera Marte (a) 
Chapaleta, y en consecuencia, condena a éste al pago de una 
indemnización de Diez Mil Pesos Oro (10.000.00), por los 
daños morales y materiales, ocasionados a la señora Oliva 
Ramírez; d) Condena al acusado Armando Herrera Mar-
te (a) Chapaleta, al pago de las costas civiles, confirmando 
en este aspecto la sentencia recurrida"; 

•Irlr 	Considerando que la Corte a-qua dio por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regular- 
mente aportadas en la instrucción de la causa; Que el día 20 
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de Oliva Ramírez, madre de la víctima, en todas sus partes; 
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sobre el recurso de apelación interpuesto por el inculpado en 
fecha 27 de enero de 1967 contra la anterior sentencia, la 
Corte de Apelación de Santo Domingo dictó la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por el acusado 

Armando Herrera Marte (a) Chapaleta, en fecha 27 de ene-
ro de 1967, contra sentencia dictada en fecha 20 del mismo 
mes de enero de 1967, por la Cuarta Cámara Penal del Juz-
gado de • Primera Instancia del Distrito Nacional, que con-
tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara 
culpable del crimen de homicidio voluntario al nombrado Ar-
mando Herrera Marte (a) Chapaleta, de generales que cons-
tan en el expediente, y en tal virtud se le condena a cumplir 
Veinte años de Trabajos Públicos; Segundo: Se acogen las 
conclusiones del Dr. Espronceda Hernández, constituido en 
parte civil a nombre y representación de Oliva Ramírez, ma-
dre de la víctima, en todas sus partes; Tercero: Se condena 
además al pago de las costas"; por haber sido interpuesto de 
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la materia; 
SEGUNDO: Modifica la antes expresada sentencia a fin de 
que su dispositivo rija del siguiente modo: a) Se declara al 
acusado Armando Herrera Marte (a) Chapaleta, culpable 
del crimen de homicidio voluntario, en perjuicio de quien en 
vida se llamó María Milagros Ramírez, y en consecuencia se 
le condena a sufrir la pena de veinte años de trabajos públi-
cos, confirmando en este aspecto la sentencia recurrida; b) 
se condena a dicho acusado Armando Herrera Marte (a) 
Chapaleta, al pago de las costas penales de ambas instancias; 
c) Se declara regular y válida en cuanto a la forma, la cons-
titución en parte civil operada por la señora Oliva Ramí-
rez, en su calidad de madre de la víctima, María Milagros 
Ramírez, contra el acusado Armando Herrera Marte (a) 
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daños morales y materiales, ocasionados a la señora Oliva 
Ramírez; d) Condena al acusado Armando Herrera Mar-
te (a) Chapaleta, al pago de las costas civiles, confirmando 
en este aspecto la sentencia recurrida"; 

Considerando que la Corte a-qua dio por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regular-
mente aportadas en la instrucción de la causa; Que el día 20 
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de febrero de 1966 dicho inculpado dio muerte voluntaria-
mente con un puñal, a su ex concubina María Milagros Ra-
mírez en la Ciudad de Santo Domingo; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los Jueces del fondo, están reunidos los elemen-
tos constitutivos del crimen de homicidio voluntario previs-
to por el artículo 295, y sancionado por el Artículo 304, pá-
rrafo 2do. del Código Penal, combinado con el Artículo 18 
del mismo Código, con la pena de 3 a 20 años de trabajos pú-
blicos; que, por tanto el fallo impugnado le ha dado al hecho 
cometido por el recurrente su verdadera calificación legal; 
y que, al condenarlo a la pena de veinte años de trabajos 
públicos, después de declararlo culpable del indicado cri-
men, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los re-
feridos textos legales; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que 
la Corte a-qua dio por establecido que el crimen cometido 
por el acusado causó daños y perjuicios morales y materiales 
a Oliva Ramírez, parte civil constituida; cuyo monto fijó so-
beranamente en (RD$10,000.00); que por tanto, al condenar 
al acusado al pago de dicha suma a título de indemnización 
en provecho de la parte civil constituida, la Corte a-qua hi-
zo una correcta aplicación del Artículo 1382 del Código Ci-
vil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto al interés del 
recurrente, ningún vicio aue justifique su casación. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Armando Herrera Marte, contra la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 18 de agosto de 1967, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas.  

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Fran-
c isco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qué 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qué 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que 
la Corte a-qua dio por establecido que el crimen cometido 
por el acusado causó daños y perjuicios morales y materiales 
a Oliva Ramírez, parte civil constituida; cuyo monto fijó so-
beranamente en (RD$10,000.00) ; que por tanto, al condenar 
al acusado al pago de dicha suma a título de indemnización 
en provecho de la parte civil constituida, la Corte a-qua hi-
zo una correcta aplicación del Artículo 1382 del Código Ci-
vil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto al interés del 
recurrente, ningún vicio que justifique su casación: 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Armando Herrera Marte, contra la 
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 18 de agosto de 1967, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. 



724 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 725 

SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1968 

Sentencia 'impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de f 
19 de abril de 1967. 

Materia: Correccional. (Violación a las l"yes 4809 y 5771). 

Recurrente: Francisco Peralta. 

Intervinientes: José Francisco Decamps y Compaflia Domini 
de Seguros C. por A. 

Abogado: Lic. Constantino Benoit. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan 
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 22 días del 
mes de Marzo de 1968, años 125 9  de la Independencia y 1059 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Peralta, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, do-
miciliado en la casa No. 76 de la calle Padre Quesada (En -
sanche Bolívar) de esta ciudad de Santiago, con cédula 
16190, serie 31, contra la sentencia de la Corte de Apelación 
de Santiago, dictada en atribuciones correccionales el 19 
de abril de 1967, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Admite, en la forma, el presente recurso de apela- 

, interpuesto por la parte civil constituida, señor Fran- 
o Peralta, contra sentencia correccional dictada por la 
era Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
rito Judicial de Santiago, en fecha Abril 29 de mil nove- 
tos sesentiséis, la cual tiene este dispositivo: "Falla: Pri- 

ro: Declara al nombrado Andrés Guzmán, de generales 
otadas, Culpable de violar la Ley 5771 (lesiones curables 

ués de los treinta y antes de los cuarenta y cinco días), 
perjuicio del menor Víctor Ramón Peralta, y, en tal vir- 

d, lo Condena admitiendo la falta de la víctima y circuns- 
cias atenuantes en su favor, al pago de una multa de 
20.00 (Veinte Pesos Oro) ; Segundo: Condena al indica- 

prevenido al pago de las costas; Tercero: Declara regu- 
armente constituida la parte civil formulada por Francisco 
Decamps Paulino y la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A., y rechaza las conclusiones de la aludida parte civil, 
por infundadas; Cuarto: Condena a la parte civil constituí- 
da al pago de las costas civiles. Segundo: Admite, en la for- 
ma, la constitución en parte civil, hecha por el señor Fran- 
cisco Peralta, contra los señores Andrés Guzmán, Francisco 
Decamps Paulino y la Compañía Dominicana de Seguros, C. 

latior A.; Tercero: Rechaza, en cuanto al fondo, dicha consti- 
tución en parte civil, por las razones siguientes: a) Por ha- 
bel' sido emplazado el señor Francisco Decamps Paulino, co- 
mo mo propietario del camión que causó el daño, siendo incom- 
petentes los tribunales represivos para conocer de la acción 
civil llevada accesoriamente a la acción pública, cuando esta 

1110 fundamenta en la responsabilidad civil del guardián de la 
cosa inanimada; b) Por no haberse establecido la relación de 
comitente a empleado entre los señores Francisco Decamps 
Paulino y el chófer Andrés Guzmán; Cuarto: Rechaza las 

Oliténclusiones de la parte civil constituida, señor Francisco 
Peralta, producidas en el sentido de que esta Corte le otor- 

e un plazo de dos meses para depositar documentos para 
bar quién es el dueño del vehículo que causó el daño, en 
"n de que dicha medida resultaría frustratoria, ya que al 
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Materia: Correccional. (Violación a las lé.yes 4809 y 5771). 

Recurrente: Francisco Peralta. 

Intervinientes: José Francisco Decamps y Compañía Domini 
de Seguros C. por A. 

Abogado: Lic. Constantino Benoit. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiamá, 
Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan 
Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 22 días del 
mes de Marzo de 1968, años 125 9  de la Independencia y 105 9 

 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Peralta, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, do-
miciliado en la casa No. 76 de la calle Padre Quesada (En-
sanche Bolívar) de esta ciudad de Santiago, con cédula 
16190, serie 31, contra la sentencia de la Corte de Apelación 
de Santiago, dictada en atribuciones correccionales el 19 
de abril de 1967, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 
Primero: Admite, en la forma, el presente recurso de apela- 

, interpuesto por la parte civil constituida, señor Fran- 
Peralta, contra sentencia correccional dictada por la 

era Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
'to Judicial de Santiago, en fecha Abril 29 de mil nove- 

tos sesentiséis, la cual tiene este dispositivo: "Falla: Pri- 
o: Declara al nombrado Andrés Guzmán, de generales 

otadas, Culpable de violar la Ley 5771 (lesiones curables 
ués de los treinta y antes de los cuarenta y cinco días), 

perjuicio del menor Víctor Ramón Peralta, y, en tal vir- 
d, lo Condena admitiendo la falta de la víctima y circuns- 
cias atenuantes en su favor, al pago de una multa de 
20.00 (Veinte Pesos Oro); Segundo: Condena al indica- 

prevenido al pago de las costas; Tercero: Declara regu- 
ente constituida la parte civil formulada por Francisco 

amps Paulino y la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
r A., y rechaza las conclusiones de la aludida parte civil, 
r infundadas; Cuarto: Condena a la parte civil constituí- 
al pago de las costas civiles. Segundo: Admite, en la for- 

a, la constitución en parte civil, hecha por el señor Fran- 
cisco Peralta, contra los señores Andrés Guzmán, Francisco 
Decamps Paulino y la Compañía Dominicana de Seguros, C. 
por A.; Tercero: Rechaza, en cuanto al fondo, dicha consti- 
tución en parte civil, por las razones siguientes: a) Por ha- 
ber sido emplazado el señor Francisco Decamps Paulino, co- 
mo propietario del camión que causó el daño, siendo incom- 
petentes los tribunales represivos para conocer de la acción 
ovil llevada accesoriamente a la acción pública, cuando esta 

'he fundamenta en la responsabilidad civil del guardián de la 
cosa inanimada; b) Por no haberse establecido la relación de 
comitente a empleado entre los señores Francisco Decamps 
Paulino y el chófer Andrés Guzmán; Cuarto: Rechaza las 
conclusiones de la parte civil constituida, señor Francisco 
Peralta, producidas en el sentido de que esta Corte le otor- 
gue un plazo de dos meses para depositar documentos para 
Probar quién es el dueño del vehículo que causó el daño, en 
razón de que dicha medida resultaría frustratoria, ya que al 
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aprobarse que el señor Francisco Decamps Paulino es el p ro 
 pietario del vehículo de que se trata, plantearía la responsa-

bilidad civil del guardián de la cosa inanimada, punto resuel-
to por esta sentencia en su Ordinal Tercero, y, por otra pa r

-te, aunque se estableciera esa circunstancia, ella no probaría 
la relación de comitente a empleado entre el señor Francisco 
Decamps Paulino y el chófer Andrés Guzmán, tal como lo 
ha consagrado nuestra jurisprudencia; Quinto: Condena al 
señor Francisco Peralta, parte civil constituida, al pago de 
las costas causadas en esta instancia". 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Lorenzo Raposo Jiménez, en representación 

del Lic. Constantino Benoit, cédula No. 4404, serie 31, abogá-
do de José Francisco Decamps Paulino, dominicano, mayor 
de edad, casado, negociante, domiciliado en Santiago, cédula 
No. 35545, serie 31, y de la Compañía Dominicana de Segu-
ros, C. por A., partes intervinientes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a-qua, en fecha 12 de Julio de 1967, 
a requerimiento del Dr. Aridio Reyes Pérez, cédula 43971, 
serie 31, en representación del recurrente, parte civil cons-
tituida, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Cons-
tantino Benoit an ombre de los intervinientes, de fecha 15 
de febrero de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte  

civil o por la persona civilmente responsable, el depósito de 
un  memorial con la expo§ición de los medios en que se fun-
da, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, el recurrente no 
invocó cuando declaró su recurso, ningún medio determinado 
de casación; que dicho recurrente tampoco ha prevenido con 
posterioridad a la declaración del recurso, el memorial con 
la exposición de los medios que le sirven de fundamento; que, 
por tanto, el presente recurso no cumple los requisitos lega-
les ya expresados: 

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes 
a José Francisco Decamps Paulino y la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A.; Segundo: Declara nulo el recur-
so interpuesto por Francisco Peralta, contra la sentencia de 
la Corte de Apelación de Santiago, dictada en sus atribucio-
nes correccionales el 19 de abril de 1967, cuyo dispositivo ha 
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Tercero: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados:) Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, 

fecha 28 de agosto de 1967. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: La Ozama Trading Co., C. por A. 
Abogados: Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez y Dr. Luis R. del 

Castillo Morales. 

Recurrido: Ramón de Peña. 
Abogado: Dr. Carlos Cornielle hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes de Marzo de 
1968, años 1259  de la Independencia y 105 9  de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Ozama 
Trading Co., C. por A., constituida por las leyes dominica-
nas, con su domicilio en la calle Juan Alejandro Ibarra No. 
17, de esta Capital, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones comerciales por la Corte de Apelación de Santo 
Domingo en fecha 28 de Agosto de 1967, cuyo dispositivo 
figura más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, cédula 

1 ,1307 serie la, por sí y por el Dr. Luis R. del Castillo Mora-
les, cédula 40583 serie 1 9, abogados de la recurrente, en la 

ctura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Carlos Cornielle hijo, cédula 7526, serie 18, 
ogado del recurrido, en la lectura de sus conclusiones; re-

corrido que es Ramón de Peña, dominicano, mayor de edad, 
soltero, negociante, con su domicilio en la Avenida Bolívar 
No. 65 de esta capital, cédula 14090 serie la.; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
Ta República; 

Visto el memorial de casación de fecha 4 de septiembre 
de 1967, suscrito por los abogados de la recurrente, en el 
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 20 de octubre 
de 1967, suscrito por el abogado del recurrido; 

Visto el auto dictado en fecha 22 de Marzo del corrien-
te año 1968, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistrado 
Francisco Elpidio Beras, Juez de este Tribunal, para inte-
grar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fa-
llo del recurso de casación de que se trata, de conformidad 
con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 926 de 1935. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1134, 1156, 1157, 1158, 1988, 2044 
y 2045 del Código Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente. a) que, 
sobre demanda del actual recurrido contra la actual recu-
rrente, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
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trito Nacional dictó en fecha 21 de mayo de 1964, en s 
 atribuciones comerciales, una sentencia con el siguiente d" 

positivo: "Falla: Primero: Ratifica el Defecto pronuncia 
en audiencia contra la Ozama Trading Company, C. por A . 

 parte demandada, por no haber comparecido a concluir 
fondo del litigio; Segundo: Acoge las conclusiones presenta-
das en audiencia por Ramón de Peña, parte demandante, po r 

 ser justas y reposar sobre prueba legal, y, en consecuencia 
Condena a dicha parte demandada a pagarle inmediatamen-
te a la parte demandante: a) la suma de Ocho Mil Trescien-
tos Ochentiséis Pesos Oro con Veinte Centavos (RD$8,386.- 
20) moneda de curso legal, que le adeuda por el concepto ya 
indicado, más los intereses legales, que le adeuda por el con-
cepto ya indicado, más los intereses legales a los términos 
del ordinal primero de las conclusiones del demandante; b) 
todas las Costas causadas y por causarse en la presente ins-
tancia con distracción en provecho del abogado Doctor Car-
los Cornielle hijo, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; y Tercero: Comisiona al ministerial Horacio Ernes-
to Castro Ramírez, Alguacil de Estrados de este Tribunal, 
para la notificación de esta sentencia"; b) que después de 
ordenar una comunicación de documentos en fecha 13 de 
abril de 1966, la misma Cámara dictó una sentencia con el 
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y vá-
lido, en cuanto a la forma, el recurso de oposición interpues-
to por la Ozama Trading Company, C. por A., según acto de 
fecha 1ro. del mes de septiembre del año 1965, instrumenta-
do y notificado por el Alguacil Dimas Flores Ortega, Ordina-
rio de la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan 
cia del Distrito Nacional, contra la sentencia en defecto dic-
tada por este Tribunal en fecha 21 de mayo de 1964, en fa-
vor de Ramón de Peña y en su demanda comercial en pago 
de dinero: Segundo: Da Acta a la recurrente, Ozama Tra-
ding Company, C. por A., de su renuncia formal a la exelr-
ción de incompetencia que había propuesto: Tercero: Recha-
za, por improcedente e infundado, respecto al fondo, dicho 

recurso de oposición, y en consecuencia, Confirma la men-
cionada sentencia impugnada de fecha 21 del mes de mayo 
del año 1964, cuyo dispositivo ha sido transcrito en el cuer-
o de la presente sentencia, a fin de que sea ejecutada según 

su forma y tenor; Cuarto: Condena a la Ozama Trading 
Company, C. por A., parte que sucumbe, al pago de las cos-
tas causadas y por causarse, con distracción de las mismas 
en provecho del abogado Dr. Carlos Cornielle hijo, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; e) que sobre ape-
lación de la Ozama Trading Company, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por la Ozama Trading Com-
pany, C. por A., en fecha 26 de Octubre de 1966, contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones comerciales, en fecha 
18 de octubre de 1966, 'por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se haya 
transcrito en el cuerpo de la presente decisión, por haber si-
do interpuesto dicho recurso, de acuerdo aon las prescrip-
ciones legales que rigen la materia; Segundo: Rechaza en 
todas sus partes, las conclusiones formuladas por la parte 
intimante, la Ozama Trading Company, C. por A., por mal 
fundadas; Tercero: Confirma en todas sus partes, la senten-
cia recurrida; y Cuarto: Condena a la parte intimante, la 
Ozama Trading Company, C. por A., que sucumbe, al pago 
de las costas de la presente alzada, y ordena su distracción 
en provecho del Dr. Carlos Cornielle hijo, abogado de la par-
te intimada, por declarar haberla avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que contra la sentencia que impugna, la 
recurrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización de los documentos de la causa. Falta de base 
legal. Violación de las reglas de la prueba. Segundo Medio: 
Violación de los artículos 1134 y 1984 del Código Civil. Falta 
de motivos. Tercer Medio: Violación de los artículos 1156 y 
siguientes del Código Civil (desconocimiento de las reglas de 
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de dinero: Segundo: Da Acta a la recurrente, Ozama Tra-
ding Company, C. por A., de su renuncia formal a la excep-
ciónde incompetencia que había propuesto: Tercero: Recha-
za, por improcedente e infundado, respecto al fondo, dicho 

recurso de oposición, y en consecuencia, Confirma la men-
cionada sentencia impugnada de fecha 21 del mes de mayo 
del año 1964, cuyo dispositivo ha sido transcrito en el cuer-
po de la presente sentencia, a fin de que sea ejecutada según 
su forma y tenor; Cuarto: Condena a la Ozama Trading 
Company, C. por A., parte que sucumbe, al pago de las cos-
tas causadas y por causarse, con distracción de las mismas 
en provecho del abogado Dr. Carlos Cornielle hijo, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; c) que sobre ape-
lación de la Ozama Trading Company, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el re-
curso de apelación interpuesto por la Ozama Trading Com-
pany, C. por A., en fecha 26 de Octubre de 1966, contra la 
sentencia dictada en sus atribuciones comerciales, en fecha 
18 de octubre de 1966, por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se haya 
transcrito en el cuerpo de la presente decisión, por haber si-
do interpuesto dicho recurso, de acuerdo con las prescrip-
ciones legales que rigen la materia; Segundo: Rechaza en 
todas sus partes, las conclusiones formuladas por la parte 
intimante, la Ozama Trading Company, C. por A., por mal 
fundadas; Tercero: Confirma en todas sus partes, la senten-
cia recurrida; y Cuarto: Condena a la parte intimante, la 
Ozama Trading Company, C. por A., que sucumbe, al pago 
de las costas de la presente alzada, y ordena su distracción 
en provecho del Dr. Carlos Cornielle hijo, abogado de la par-
te intimada, por declarar haberla avanzado en su totalidad"; 

Considerando, que contra la sentencia que impugna, la 
recurrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización de los documentos de la causa. Falta de base 
legal. Violación de las reglas de la prueba. Segundo Medio: 
Violación de los artículos 1134 y 1984 del Código Civil. Falta 
de motivos. Tercer Medio: Violación de los artículos 1156 y 
siguientes del Código Civil (desconocimiento de las reglas de 
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interpretación de los contratos). Cuarto Medio: Violación de 
los artículos 2044 y 2045 del Código Civil. Quinto Medio: 

 Violación del artículo 1988 del Código Civil. Falta de base 
 legal. 

Considerando, que, en el desarrollo de los medios segun-
do, cuarto y quinto del memorial, que se reúnen para su 
examen por su estrecha conexión, la recurrente alega, en 
síntesis, lo que sigue: que el pago que la recurrente hizo a 
de Peña el 7 de diciembre de 1962, en manos de su apode-
rada, la señorita Rosa de Peña, como liquidación de las co-
misiones que le correspondían en virtud de un contrato exis-
tente entre ambas partes, era un pago final, después del 
cual de Peña no podía reclamar fundadamente a la Ozama 
ningún saldo adicional, toda vez que esa liquidación se hizo 
sobre la base de un poder dado por el actual recurrido a la 
señorita de Peña para hacer esa liquidación en forma final 
y con expresa indicación de que el poderante daba por 
bueno y válido lo que la Ozama y la señorita de Peña hicie-
ron al amparo de la autorización; que, al decidir que ese po-
der no se refería a un pago final sin posibilidad de ulterior 
reclamación, la Corte a-qua ha violado el artículo 1134 del 
Código Civil, según el cual las convenciones legalmente for-
madas tienen fuerza de ley para aquellos que las han hecho, 
así como que ha incurrido en el vicio de falta de motivos al 
no tomar en consideración los argumentos que el recurren-
te señaló respecto de ese punto; que la Corte a-qua violó los 
artículos 2044 y 2045 del Código Civil, al admitir que la li-
quidación hecha entre la Ozama y de Peña en manos de la 
señorita de Peña no tenía el carácter de definitiva, pues las 
transacciones sólo se pueden impugnar por faltar uno de los 
elementos constitutivos de las obligaciones o por haberse vi-
ciado su consentimiento, lo cual no se ha hecho; que, al de-
cidir la Corte a-qua que el documento dado por de Peña a la 
señorita de Peña era un mandato concebido en términos ge-
nerales y que por tanto sólo comprendía los actos de admi-
nistración, no tuvo en cuenta que en la especie se trataba de 

un documento en el cual se aprobaba de antemano, por el 
poderdante, todo cuanto fuera hecho, tanto por su mandata-
rio como por la persona frente a quien había de ejecutarse 
el mandato; pero 

Considerando, que, es de principio que corresponde a 
los jueces del fondo la interpretación de los actos contractua-
les, estando sus decisiones en cuanto a ese punto fuera de 
control de la casación, a menos que incurran en una des-
naturalización comprobable por la Suprema Corte de Jus-
ticia; que, en la especie, el documento de que se trataba, cu-
yo texto fue reconocido como fiel por el actual recurrente, 
rezaba como sigue: "New York, N. Y.— 15 de Noviembre del 
1962.— Sres. Ozama Trading, C. por A., Santo Domingo, R. 
D.— Muy señores míos:— Por medio de la presente autorizo 
a ustedes de la manera más formal, de modo irrevocable, pa-
ra que entreguen a mi sobrina, la señorita Rosa de Peña, el 
cheque en pago de la liquidación de las comisiones devenga-
das por mí respecto de ventas de ciertas mercancías hechas 
por mí en interés de esa Compañía; y desde ahora doy por 
bueno y válido tanto lo que ustedes hagan al amparo de es-
ta autorización, como lo que haga la Srta. Rosa de Peña.—
Muy atentamente, Ramón de Peña"; que esta Suprema Cor-
te estima, después de ponderar los términos del mismo, que 
la Corte a-qua, al no dar a ese documento sino el valor de 
una autorización para recibir un pago a la señorita de Peña 
de parte de la Ozama Trading, y no el poder de realizar con 
ella una transacción, no ha desnaturalizado dicho documen-
to, ni en su texto ni en su alcance; que tampoco ha incurri-
do en desnaturalización la Corte a-qua al juzgar que los tér-
minos finales del documento transcrito sólo podían tener va-
lor en cuanto al recibo de las sumas que percibiera la seño-
rita de Peña cuando se ajustaran al contrato principal que 
existía entre de Peña y la actual recurrente; que, desde el 
momento en que la Corte a-qua estimó que, en la especie, no 
se trataba de una transacción, y que esa solución ha sido 
considerada como incensurable en casación por los motivos 
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interpretación de los contratos). Cuarto Medio: Violación d e 
 los artículos 2044 y 2045 del Código Civil. Quinto Medio: 

 Violación del artículo 1988 del Código Civil. Falta de base 
legal. 

Considerando, que, en el desarrollo de los medios segun-
do, cuarto y quinto del memorial, que se reúnen para s u 

 examen por su estrecha conexión, la recurrente alega, en 
síntesis, lo que sigue: que el pago que la recurrente hizo a 
de Peña el 7 de diciembre de 1962, en manos de su apode-
rada, la señorita Rosa de Peña, como liquidación de las co-
misiones que le correspondían en virtud de un contrato exis-
tente entre ambas partes, era un pago final, después del 
cual de Peña no podía reclamar fundadamente a la Ozama 
ningún saldo adicional, toda vez que esa liquidación se hizo 
sobre la base de un poder dado por el actual recurrido a la 
señorita de Peña para hacer esa liquidación en forma final 
y con expresa indicación de que el poderante daba por 
bueno y válido lo que la Ozama y la señorita de Peña hicie-
ron al amparo de la autorización; que, al decidir que ese po-
der no se refería a un pago final sin posibilidad de ulterior 
reclamación, la Corte a-qua ha violado el artículo 1134 del 
Código Civil, según el cual las convenciones legalmente for-
madas tienen fuerza de ley para aquellos que las han hecho, 
así como que ha incurrido en el vicio de falta de motivos al 
no tomar en consideración los argumentos que el recurren-
te señaló respecto de ese punto; que la Corte a-qua violó los 
artículos 2044 y 2045 del Código Civil, al admitir que la li-
quidación hecha entre la Ozama y de Peña en manos de la 
señorita de Peña no tenía el carácter de definitiva, pues las 
transacciones sólo se pueden impugnar por faltar uno de los 
elementos constitutivos de las obligaciones o por haberse vi-
ciado su consentimiento, lo cual no se ha hecho; que, al de-
cidir la Corte a-qua que el documento dado por de Peña a la 
señorita de Peña era un mandato concebido en términos ge-
nerales y que por tanto sólo comprendía los actos de admi-
nistración, no tuvo en cuenta que en la especie se trataba de  

un documento en el cual se aprobaba de antemano, por el 
poderdante, todo cuanto fuera hecho, tanto por su mandata-
rio como por la persona frente a quien había de ejecutarse 
el mandato; pero 

Considerando, que, es de principio que corresponde a 
los jueces del fondo la interpretación de los actos contractua-
les, estando sus decisiones en cuanto a ese punto fuera de 
control de la casación, a menos que incurran en una des-
naturalización comprobable por la Suprema Corte de Jus-
ticia; que, en la especie, el documento de que se trataba, cu-
yo texto fue reconocido como fiel por el actual recurrente, 
rezaba como sigue: "New York, N. Y.— 15 de Noviembre del 
1962.— Sres. Ozama Trading, C. por A., Santo Domingo, R. 
D.— Muy señores míos:— Por medio de la presente autorizo 
a ustedesde la manera más formal, de modo irrevocable, pa-
ra que entreguen a mi sobrina, la señorita Rosa de Peña, el 
cheque en pago de la liquidación de las comisiones devenga-
das por mí respecto de ventas de ciertas mercancías hechas 
por mí en interés de esa Compañía; y desde ahora doy por 
bueno y válido tanto lo que ustedes hagan al amparo de es-
ta autorización, como lo que haga la Srta. Rosa de Peña.—
Muy atentamente, Ramón de Peña"; que esta Suprema Cor-
te estima, después de ponderar los términos del mismo, que 
la Corte a-qua, al no dar a ese documento sino el valor de 
una autorización para recibir un pago a la señorita de Peña 
de parte de la Ozama Trading, y no el poder de realizar con 
ella una transacción, no ha desnaturalizado dicho documen-
to, ni en su texto ni en su alcance; que tampoco ha incurri-
do en desnaturalización la Corte a-qua al juzgar que los tér-
minos finales del documento transcrito sólo podían tener va-
lor en cuanto al recibo de las sumas que percibiera la seño-
rita de Peña cuando se ajustaran al contrato principal que 
existía entre de Peña y la actual recurrente; que, desde el 
momento en que la Corte a-qua estimó que, en la especie, no 
se trataba de una transacción, y que esa solución ha sido 
considerada como incensurable en casación por los motivos 
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reciación de que está investida, para establecer la verdad 
'os hechos, en base a un hecho conocido y no contestado, 
icamente apropiado para fundar su razonamiento; que, 
tanto la primera parte del primer medio del recurso en 
se denuncia desnaturalización y falta de base legal, ca-

e de fundamento y debe desestimarse; 
Considerando, que, en la segunda parte del primer me-

dio y en el tercero, cuyos desarrollos se reúnen para su exa- 
por referirse al mismo punto, la recurrente sostiene en 

*tesis, que la Corte a-qua ha incurrido en una desnaturali- 
ión de los hechos y en una violación de las reglas de in- 
retación de las convenciones consagradas en los artícu- 
1156, 1157 y 1158 del Código Civil, al decidir, acogiendo 
pretensiones del demandante, ahora recurrido, que la 

nta de gomas hechas por intermediación de la Ozama 
ading Company de un valor de RD$56,912.50 a la Azuca- 

rera Haina, fue una venta directa, con el fin de reconocerle a 
de Peña un tipo de comisión superior al que se le pagó por 

servicio en esa operación, todo sin dar el debido valor 
probatorio a los documentos que aportó la ahora recurrente 
según los cuales lo que hubo en ese caso fue una venta pre-
cedida de un concurso; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se reco-
noce que la Ozama Trading Company aportó una documen-
tación 'en relación con el punto que acaba de expresarse; que 
acerca del sentido correcto que debe atribuirse a esos docu-
mentos, los motivos dados por la Corte a-qua en el Conside-
rando No. 8 de su sentencia son insuficientes y poco preci-
sos, puesto que en ellos no se clarifica de un modo categó-
rico si en la operación indicada se trató realmente de una 
'venta mediante concurso o no; que, en este punto de la li-
tis, el hecho de que la recurrente pagara una cierta comi-
sión al recurrido, si bien podía servir de base para una pre-
sunción de que tenía derecho a algún pago, no podía serlo, 
Para determinar qué tipo de comisión debía pagarse, desde 
el punto de vista, no de la cuantía de la operación, sino de 
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ya expuestos, carece de pertinencia todo alegato cuya en ea. 
cia pueda depender de que dicho acto fue una transacció n . 
que, a los motivos dados por la Corte a-qua en relación con 
los puntos planteados en los medios segundo, cuarto y qui n-
to, debe agregarse, como cuestión de derecho, que todo pod er 

 para transigir o para renunciar derechos debe estar conce-
bido en términos categóricos e inequívocos ,y que las expre-
siones dudosas o de una amplitud indeterminada deben siem-
pre interpretarse en favor de aquella de las partes cuyos 
derechos puedan perderse o disminuirse por una interpreta.. 
ción contraria; que, por lo expuesto, los medios segundo, 
cuarto y quinto del recurso carecen de fundamento y deben 
desestimarse; 

Considerando, que, en el desarrollo de la primera parte 
del primer medio del recurso, la recurrente alega en sínte-
sis lo siguiente: que al decidir que la comisión a pagar por 
la Ozama Trading Company a de Peña por concepto de la 
venta objeto de la factura se refería a gomas para vehícu-
los Station Wagon Edsel, la Corte a-qua ha incurrido en una 
desnaturalización de esa factura, pues al decir ese documen-
to "factura - No. 1066, Station Wagon Edsel" ella indica que 
no se refiere a gomas; pero, 

'Considerando, que, en la materia de que se trataba, de 
carácter comercial, los jueces del fondo pueden, para la so-
lución de los litigios que se lleven a su decisión, inferir de 
los hechos las presunciones que sean necesarias, siempre 
que esas presunciones sean graves, precisas y concordantes; 
que, en la especie, para llegar a la convicción de que la fac-
tura 1066 se refería a una venta de gomas, la Corte a-qua se 
funda en el hecho, conocido y realizado por la propia recu-
rrente, de haber efectuado el pago en provecho de de Peña 
de una comisión como resultado de la venta a que se refiere 
esa factura, aunque a un tipo de comisión inferior al estipu-
lado en el contrato base; que es obvio que la Corte a-qua no 
ha incurrido en este punto en una desnaturalización, sino que 
lo que ha hecho es una presunción, en uso dé los poderes de 
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'ación de que está investida, para establecer la verdad 
los hechos, en base a un hecho conocido y no contestado, 
icamente apropiado para fundar su razonamiento; que, 

por tanto la primera parte del primer medio del recurso en 
que se denuncia desnaturalización y falta de base legal, ca-

„rece de fundamento y debe desestimarse; 
Considerando, que, en la segunda parte del primer me-

dio y en el tercero, cuyos desarrollos se reúnen para su exa-
men por referirse al mismo punto, la recurrente sostiene en 
síntesis, que la Corte a-qua ha incurrido en una desnaturali-
zación de los hechos y en una violación de las reglas de in-
terpretación de las convenciones consagradas en los artícu-
los 1156, 1157 y 1158 del Código Civil, al decidir, acogiendo 
las pretensiones del demandante, ahora recurrido, que la 
venta de gomas hechas por intermediación de la Ozama 
Trading Company de un valor de RD$56,912.50 a la Azuca-
rera Haina, fue una venta directa, con el fin de reconocerle a 
de Peña un tipo de comisión superior al que se le pagó por 
su servicio en esa operación, todo sin dar el debido valor 
probatorio a los documentos que aportó la ahora recurrente 
.según los cuales lo que hubo en ese caso fue una venta pre-
cedida de un concurso; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se reco-
noce que la Ozama Trading Company áportó una documen-
tación 'en relación con el punto que acaba de expresarse; que 
acerca del sentido correcto que debe atribuirse a esos docu-
mentos, los motivos dados por la Corte a-qua en el Conside-
rando No. 8 de su sentencia son insuficientes y poco preci-
sos, puesto que en ellos no se clarifica de un modo categó-

, rico si en la operación indicada se trató realmente de una 
venta mediante concurso o no; que, en este punto de la li-
tis, el hecho de que la recurrente pagara una cierta comi-
sión al recurrido, si bien podía servir de base para una pre-
sunción de que tenía derecho a algún pago, no podía serlo, 
para determinar qué tipo de comisión debía pagarse, desde 
el punto de vista, no de la cuantía de la operación, sino de 
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ya expuestos, carece de pertinencia todo alegato cuya efica-
cia pueda depender de que dicho acto fue una transacción. 
que, a los motivos dados por la Corte a-qua en relación con; 
los puntos planteados en los medios segundo, cuarto y qui n.. 
to, debe agregarse, como cuestión de derecho, que todo pod er 

 para transigir o para renunciar derechos debe estar conce-
bido en términos categóricos e inequívocos ,y que las expre. 
siones dudosas o de una amplitud indeterminada deben siem-
pre interpretarse en favor de aquella de las partes cuyos 
derechos puedan perderse o disminuirse por una interpreta-
ción contraria; que, por lo expuesto, los medios segundo, 
cuarto y quinto del recurso carecen de fundamento y deben 
desestimarse; 

Considerando, que, en el desarrollo de la primera parte 
del primer medio del recurso, la recurrente alega en sínte-
sis lo siguiente: que al decidir que la comisión a pagar por 
la Ozama Trading Company a de Peña por concepto de la 
venta objeto de la factura se refería a gomas para vehícu-
los Station Wagon Edsel, la Corte a-qua ha incurrido en una 
desnaturalización de esa factura, pues al decir ese documen-
to "factura'No. 1066, Station Wagon Edsel" ella indica que 
no se refiere a gomas; pero, 

Considerando, que, en la materia de que se trataba, de 
carácter comercial, los jueces del fondo pueden, para la so-
lución de los litigios que se lleven a su decisión, inferir de 
los hechos las presunciones que sean necesarias, siempre 
que esas presunciones sean graves, precisas y concordantes; 
que, en la especie, para llegar a la convicción de que la fac-
tura 1066 se refería a una venta de gomas, la Corte a-qua se 
funda en el hecho, conocido y realizado por la propia recu-
rrente, de haber efectuado el pago en provecho de de Peña 
de una comisión como resultado de la venta a que se refiere 
esa factura, aunque a un tipo de comisión inferior al estipu-
lado en el contrato base; que es obvio que la Corte a-qua no 
ha incurrido en este punto en una desnaturalización, sino que 
lo que ha hecho es una presunción, en uso dé los poderes de 



736 	 BOLETIN JUDICIAL 

la forma de la venta; que, en tales condiciones, los meti.  
vos dados por la sentencia carecen de la precisión y cohe- 
rencia necesarias para que la Suprema Corte pueda ap re, 
ciar si la Corte a-qua ha incurrido o no en errónea interpr e. 
tación de las reglas jurídicas aplicables a ese punto del de-
bate, pues no precisa suficientemente el tipo de venta concer-
tada, necesario esto para determinar la cuantía de los valo-
res a pagar; que, por tanto, en este punto la sentencia que 
se impugna debe ser casada; 

Considerando, que, cuando es casada una sentencia, o 
parte de ella, las costas pueden ser compensadas en todo o 
en parte; 

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada e 
fecha 28 de agosto de 1967 por la Corte de Apelación de San 
to Domingo, en atribuciones comerciales, cuyo dispositiv 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, en cuanto 
se relaciona con las comisiones reclamadas contra la recu-
rrente por concepto de la venta de gomas por RD$56,912.50 
a la Azucarera Haina y envía el asunto así delimitado a la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; Segundo: Re-
chaza el recurso de casación interpuesto por la Ozama Tra-
ding Company en los demás aspectos; Tercero: Condena a la 
recurrente Ozama Trading Company, al pago de las dos ter-
ceras partes de las costas con distracción en favor del Dr. 
Carlos Cornielle, quien afirmó haberlas avanzado en su to-
talidad; y condena al recurrido Ramón de Peña al pago de 
la otra tercera parte de las costas, con distracción en favor 
de los Doctores Luis R. del Castillo M. y Juan Manuel Pelle-
rano Gómez, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Carlos Cornielle, quien afirmó haberlas avanzado en su to-
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la otra tercera parte de las costas, con distracción en favor 
de los Doctores Luis R. del Castillo M. y Juan Manuel Pelle-
rano Gómez, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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to Curiel hijo, Secretario General. 

4rk 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, 
cha 21 de julio de 1967. 

Materia: Criminal. 

Recurrente: Octaviano Jiménez 
Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly. 

Interviniente: Plutarco Marcano. 
Abogado: Dr. Juan J. Sánchez A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de marzo del año 1968, años 125 9  de la Inde-
pendencia y 1059  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavia-
no Jiménez, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, 
domiciliado y residente en Baní, cédula N 9  6533, serie 49, 
contra la sentencia de fecha 21 de julio de 1967, pronuncia-
da en sus atribuciones criminales por la Corte de Apelación 
de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula No. 

10178, serie 37, en representación del Dr. J. O. Viñas Bonne- 

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído al Dr. Juan J. Sánchez A., cédula N 9  13030, serie 
abogado de Plutarco Marcano, dominicano, mayor de 

d, casado, agricultor, domiciliado y residente en San Juan 
la Maguana, cédula N9  11702, serie 12, interviniente en la 

a de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

Corte a-qua en fecha 28 de julio de 1967, a requerimiento 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
o de casación; 

Visto el memorial depositado por el recurrente en fecha 
de febrero de 1968, suscrito por su abogado, en el cual se 
ita a hacer la crítica de la prueba admitida por la Corte 
ua; 

Visto el escrito de defensa, presentado por el abogado 
1 interviniente, en fecha 19 de febrero de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
do y vistos los artículos 379, 401 y 463 del Código Penal; 
2 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-

de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
umentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
robo de dos reses denunciado por Plutarco Marcano, el 
gado de Instrucción del Distrito Judicial de San Juan, re- 

gálarmente requerido por el Magistrado Procurador Fiscal, 
dictó, después de instruir la sumaria correspondiente, una 

videncia Calificativa por el cual declaró que existían in- 
os suficiente contra José Ramírez García y Octaviano Ji- 
nez, como autores de dicho robo, perpetrado de noche, en 
campo, por dos o más personas, y con la ayuda de un ve- 

lo; b) que sobre recurso de Octaviano Jiménez, la Cáma- 
de Calificación en fecha 22 de septiembre de 1964, confir- 

ó dicha Providencia Calificativa; c) que el Juzgado de Pri- 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE MARZO DEL 1966 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe. 
cha 21 de julio de 1967. 

Materia: Criminal. 

Recurrente: Octaviano Jiménez 
Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly. 

Interviniente: Plutarco Marcano. 
Abogado: Dr. Juan J. Sánchez A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra- s. 
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche H., 
Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, 
Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de marzo del año 1968, años 125 9  de la Inde-
pendencia y 1059  de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavia-
no Jiménez, dominicano, mayor de edad, casado, negociante, 
domiciliado y residente en Baní, cédula N9 6533, serie 49, 
contra la sentencia de fecha 21 de julió de 1967, pronuncia-
da en sus atribuciones criminales por la Corte de Apelación 
de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula No. 

10178, serie 37, en representación del Dr. J. O. Viñas Bonne- 

ny, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído al Dr. Juan J. Sánchez A., cédula N 9  13030, serie 

10, abogado de Plutarco Marcano, dominicano, mayor de 
edad, casado, agricultor, domiciliado y residente en San Juan 
de la Maguana, cédula N9  11702, serie 12, interviniente en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte a-qua en fecha 28 de julio de 1967, a requerimiento 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial depositado por el recurrente en fecha 
19 de febrero de 1968, suscrito por su abogado, en el cual se 
limita a hacer la crítica de la prueba admitida por la Corte 
a-qua; 

Visto el escrito de defensa, presentado por el abogado 
del interviniente, en fecha 19 de febrero de 1968; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 379, 401 y 463 del Código Penal; 
1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
del robo de dos reses denunciado por Plutarco Marcano, el 
Juzgado de Instrucción del Distrito Judicial de San Juan, re-
gularmente requerido por el Magistrado Procurador Fiscal, 
dictó, después de instruir la sumaria correspondiente, una 
Providencia Calificativa por el cual declaró que existían in-
dicios suficiente contra José Ramírez García y Octaviano Ji-
ménez, como autores de dicho robo, perpetrado de noche, en 
el campo, por dos o más personas, y con la ayuda de un ve-
hículo; b) que sobre recurso de Octaviano Jiménez, la Cáma-
ra de Calificación en fecha 22 de septiembre de 1964, confir-
mó dicha Providencia Calificativa; e) que el Juzgado de Pri- 



         

         

  

740 	 BOLETIN JUDICIAL 

  

BOLETIN JUDICIAL 	 741 

 

       

       

         

  

mera instancia de San Juan de la Maguana, regularm ente 
 apoderado, dictó en fecha 2 de noviembre de 1965, una sen_ 

tencia cuyo dispositivo figura en el de la ahora impugn ada; 
 d) que sobre recursos de los acusados, del ministerio ¡Ab_ 

co y de la parte civil constituida, la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, ante la cual fue declinado el caso por la S u.. 
prema Corte de Justicia, en fecha 30 de enero de 1967, di e_ 
tó el 21 de julio de dicho año, la sentencia ahora impugn a. 
da en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA : 

 PRIMERO: Se declaran regulares y válidos los recursos de 
apelación intentados por los inculpados Octaviano Jiménez y 
José Ramírez García, por el Magistrado Procurador Fiscal 
del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana y por la par-
te civil constituída Plutarco Marcano, contra la sentencia 
criminal N9  93 de fecha 2 de noviembre del año 1965, dicta-
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Juan, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que 
debe Declarar, como al efecto Declara, a los nombrados Oc-
taviano Jiménez y José Ramírez García, de generales ano-
tadas, culpable del crimen de robo de noche de ganado en el 
campo, por más de dos personas y con ayuda de vehículo, en 
perjuicio de Plutarco Marcano, y, en consecuencia se conde-
nan a sufrir Dos Meses de Prisión Correccional, cada uno, 
acogiendo-a su favor circunstancias atenuantes; Se condenan 
además al pago de las costas penales; Segundo: Se declara 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Plu-
tarco Marcano, y se condena a Octaviano Jiménez y José 
Ramírez García a una indemnización de RD$300.00, solida-
riamente, por daños materiales y morales sufridos por Plu-
tarco Marcano; Se condenan a los acusados a las costas ci-
viles, a favor del Lic. Humberto Terrero, representante de 
la parte civil constituida, que afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte'; por haberlos interpuestos en tiempo hábil 
y de acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO: Se 
varía la calificación dada al hecho por el Juez de Primer 
Grado, y la Corte, obrando por propia autoridad, declara 

    

  

a  los inculpados José Ramírez García (a) Calazán y Octavia-

no Jiménez, culpables de robo de una vaca propiedad de 
Plutarco Marcano y de un becerro propiedad del mismo, va-
lorados en la cantidad de RD$290.00 y, en consecuencia con-
dena a cada uno de dichos inculpados a pagar una multa de 
RD$50.00, compensables con prisión, en caso de insolvencia, 
a razón de un día por cada peso dejado de pagar, acogiendo 
en  su favor circunstancias atenuantes; por el indicado deli-
to de robo; TERCERO: Declara regular la ratificación en 
parte civil hecha por el señor Plutarco Marcano por media- 

' ción de su abogado constituido Doctor Juan J. Sánchez 
Agramonte, por ser de derecho; y, en consecuencia, conde-
na a los inculpados José Ramírez García y Octaviano Jimé-
nez, a pagar a dicha parte civil constituída, de manera soli-
daria, una indemnización de Quinientos Pesos (RD$500.00), 
y por los daños y perjuicios, de todo género ocasionados a 
dicha parte civil por el hecho delictuoso por el cual han si-
do condenados José Ramírez García (a) Calazán y Octavia-
no Jiménez; CUARTO: Condena a dichos inculpados José 
Ramírez García (a) Calazán y Octaviano Jiménez, al pago 
solidario de las costas penales y civiles y ordena la distrac-
ción de las últimas en favor del Doctor Juan J. Sánchez 
Agramonte, quien afirmó haberlas avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando que aún cuando el recurrente no ha indicado 
ninguna violación específica de la ley, sostiene en síntesis en 
el Memorial sometido, lo siguiente: que la Corte a-qua no de 
bió fundar su decisión en lo declarado ante la Policía de San 
Juan por José Ramírez García, dada la circunstancia de que 
esa declaración, según sugiere, no fue dada espontáneamen-
te; que aunque esa declaración figure en el proceso verbal 
levantado por la Policía vale sólo como "simple reseña"; que 
la declaración del testigo Virgilio Alcántara no debió ser 
creída por la Corte a-qua porque dicho testigo comenzó di-
ciendo, al referirse a los acusados "Yo sospecho de ellos"; 
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mera instancia de San Juan de la Maguana, regularm ente 
 apoderado, dictó en fecha 2 de noviembre de 1965, Una Cea. 

tencia cuyo dispositivo figura en el de la ahora impugn ada . 
d) que sobre recursos de los acusados, del ministerio públi-
co y de la parte civil constituída, la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, ante la cual fue declinado el caso por la S u.. 
prema Corte de Justicia, en fecha 30 de enero de 1967, die. 
tó el 21 de julio de dicho año, la sentencia ahora impugna-
da en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA :  
PRIMERO: Se declaran regulares y válidos los recursos de 
apelación intentados por los inculpados Octaviano Jiménez y 
José Ramírez García, por el Magistrado Procurador Fisc al 
del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana y por la par-
te civil constituída Plutarco Marcano, contra la sentencia 
criminal N9  93 de fecha 2 de noviembre del año 1965, dicta-
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Juan, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Que 
debe Declarar, como al efecto Declara, a los nombrados Oc-
taviano Jiménez y José Ramírez García, de generales ano-
tadas, culpable del crimen de robo de noche de ganado en el 
campo, por más de dos personas y con ayuda de vehículo, en 
perjuicio de Plutarco Marcano, y, en consecuencia se conde-
nan a sufrir Dos Meses de Prisión Correccional, cada uno, 
acogiendo-a su favor circunstancias atenuantes; Se condenan 
además al pago de las costas penales; Segundo: Se declara 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por Plu-
tarco Marcano, y se condena a Octaviano Jiménez y José 
Ramírez García a una indemnización de RD$300.00, solida-
riamente, por daños materiales y morales sufridos por Plu-
tarco Marcano; Se condenan a los acusados a las costas ci-
viles, a favor del Lic. Humberto Terrero, representante de 
la parte civil constituida, que afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte'; por haberlos interpuestos en tiempo hábil 
y de acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO: Se 
varia la calificación dada al hecho por el Juez de Primer 
Grado, y la Corte, obrando por propia autoridad, declara 

a los inculpados José Ramírez García (a) Calazán y Octavia-
no Jiménez, culpables de robo de una vaca propiedad de 
plutarco Marcano y de un becerro propiedad del mismo, va-
lorados en la cantidad de RD$290.00 y, en consecuencia con-
dena a cada uno de dichos inculpados a pagar una multa de 
RD$50.00, compensables con prisión, en caso de insolvencia, 
a razón de un día por cada peso dejado de pagar, acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes; por el indicado deli-
to de robo; TERCERO: Declara regular la ratificación en 
parte civil hecha por el señor Plutarco Marcano por media- 

. mil de su abogado constituido Doctor Juan J. Sánchez 
Agramonte, por ser de derecho; y, en consecuencia, conde-
na a los inculpados José Ramírez García y Octaviano Jimé-
nez, a pagar a dicha parte civil constituída, de manera soli-
daria, una indemnización de Quinientos Pesos (RD$500.00), 
y por los daños y perjuicios, de todo género ocasionados a 
dicha parte civil por el hecho delictuoso por el cual han si-
do condenados José Ramírez García (a) Calazán y Octavia-
no Jiménez; CUARTO: Condena a dichos inculpados José 
Ramírez García (a) Calazán y Octaviano Jiménez, al pago 
solidario de las costas penales y civiles y ordena la distrac-
ción de las últimas en favor del Doctor Juan J. Sánchez 
Agramonte, quien afirmó haberlas avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando que aún cuando el recurrente no ha indicado 
ninguna violación específica de la ley, sostiene en síntesis en 
el Memorial sometido, lo siguiente: que la Corte a-qua no de 
bió fundar su decisión en lo declarado ante la Policía de San 
Juan por José Ramírez García, dada la circunstancia de que 
esa declaración, según sugiere, no fue dada espontáneamen-
te; que aunque esa declaración figure en el proceso verbal 
levantado por la Policía vale sólo como "simple reseña"; que 
la declaración del testigo Virgilio Alcántara no debió ser 
creída por la Corte a-qua porque dicho testigo comenzó di-
ciendo, al referirse a los acusados "Yo sospecho de ellos"; 
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haciendo el recurrente la crítica de este testimonio para lle-
gar a la conclusión de que tampoco debió servir de base pa ra 

 la culpabilidad; que como el acusado estaba favorecido (s i-
gue alegando el recurrente) por una presunción de inocen_ 
cia, la Corte no debió hacer deducciones, como lo hizo, en el 
sentido de que los Agentes de la Policía "no iban a hacer ba-
jar los animales del camión", en su trayecto hacia la capi-
tal para comprobar si estaban de acuerdo las estampas con 
las certificaciones porque era de noche, pues hay que supo-
ner lógicamente que la Policía Nacional tenía que hacer esas 
comprobaciones; y que "cándidamente" la Corte a-qua sos-
tiene que esas certificaciones no han aparecido en ningún 
momento", pese al hecho de que en el expediente figuraba 
un acto notarial que recoge la declaración que había dado 
el empleado del Matadero Industrial de Santo Domingo, José 
M. Alburquerque, de que el Matadero no recibe y pesa reses 
sin sus certificados; que por consiguiente, afirma el recu-
rrente, en el expediente no existen los elementos de juicio 
necesarios para admitir su culpabilidad y para aplicar el ar-
tículo 401 del Código Penal; pero, 

Considerando que los jueces del fondo son soberanos 
para apreciar el valor de las pruebas que se le someten, lo 
cual escapa a la censura de la casación, salvo desnaturaliza-
ción que no ha sido alegada ni existe en la especie, pues el 
recurrente se ha limitado a criticar los testimonios aporta-
dos; que, además, el examen del fallo impugnado revela que 
los jueces del fondo no se fundaron exclusivamente en la de-
claración del coacusado José Ramírez García, sino que for-
maron su íntima convicción en base a esa declaración, a la 
del recurrente, y a la de los testigos oídos en el plenario; que' 
tampoco es cierto que se fundaran en lo que originalmente , 

 había declarado García ante la Policía Nacional, pues éste 
tuvo oportunidad de declarar libremente ante el Juez de Ins-
trucción, ante el Juzgado de Primera Instancia, y ante la 
Corte a-qua, de donde pudo apreciar dicha Corte la sinceri- 

dad de su declaración; que, por consiguiente, los alegatos del 
recurrente, carecen de fundamento y deben ser desestima-
dos; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele- 
mentos de prueba regularmente administrados en la instruc- 
ción de la causa, la Corte a-qua dio en definitiva por estable- 

¡ ciclo: a) que el 18 de mayo de 1964 le fueron sustraídos a 
Plutarco Marcano una vaca y un becerro de su propiedad, 
mientras se encontraban pastando en el patio de la factoría 
de Pedro J. Heyaime, en el Mamey, Sección de Higuerito, de 
San Juan; b) que la noche de ese día los acusados Octavia- 
no Jiménez y José Ramírez, se presentaron a dicha factoría 

i • a cargar reses; c) que Octaviano Jiménez era negociante en 

il 
' reses y siempre cargaba reses en ese lugar, y el día del hecho 

se encontraba presente cuando se cargaba el camión en di-
cho sitio; d) que Jiménez confesó haber trasladado esas re-
ses, junto con otras (en total 19) al Matadero Industrial de 
Santo Domingo, donde fueron vendidas; e) que las reses del 
querellante se desaparecieron después de cargado el camión 
en el fugar en donde pastaban; y f) que las certificaciones, 
justificativas de su buena procedencia, no aparecieron; 

Ailli 	Considerando que de los hechos así establecidos, pudo la 
Corte a-qua, inferir, como lo hizo, la culpabilidad del acusa- 
do hoy recurrente en casación; que en esos hechos, se en- 
cuentran los elementos constitutivas del delito de robo, pre- 
visto por el artículo 401 del Código Penal, en su última par- 

*te; que si bien la Corte a-qua, sin dar motivos suficientes pa- 
ra ello descartó el carácter criminal del hecho, para incluirlo 
en los robos a que se refiere el artículo 401 mencionado, la si- 
tuación de dicho recurrente no puede ser agravada, sobre su 
ropio recurso; que, por otra parte, dicho texto establece co- 
o sanción "para los demás robos no especificados", cuando 
valor de la cosa robada sea de más de veinte pesos sin pa- 
r de mil, la pena de tres meses a un año de prisión correc- 

cional y multa de cincuenta a cien pesos; que, en consecuen- 
cia, al condenar al acusado recurrente después de declararlo 
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haciendo el recurrente la crítica de este testimonio para u 
gar a la conclusión de que tampoco debió servir de base pa r 

 la culpabilidad; que como el acusado estaba favorecido (si. 
gue alegando el recurrente) por una presunción de inoce n. 
cia, la Corte no debió hacer deducciones, como lo hizo, en el 
sentido de que los Agentes de la Policía "no iban a hacer ba-
jar los animales del camión", en su trayecto hacia la capi-
tal para comprobar si estaban de acuerdo las estampas con 
las certificaciones porque era de noche, pues hay que supo.. 
ner lógicamente que la Policía Nacional tenía que hacer esas 
comprobaciones; y que "cándidamente" la Corte a-qua sos-
tiene que esas certificaciones no han aparecido en ningún 
momento", pese al hecho de que en el expediente figuraba 
un acto notarial que recoge la declaración que había dado 
el empleado del Matadero Industrial de Santo Domingo, José 
M. Alburquerque, de que el Matadero no recibe y pesa reses; 
sin sus certificados; que por consiguiente, afirma el recu-
rrente, en el expediente no existen los elementos de juicio 
necesarios para admitir su culpabilidad y para aplicar el ar-
tículo 401 del Código Penal; pero, 

Considerando que los jueces del fondo son soberanos 
para apreciar el valor de las pruebas que se le someten, lo 
cual escapa a la censura de la casación, salvo desnaturaliza-
ción que no ha sido alegada ni existe en la especie, pues el 
recurrente se ha limitado a criticar los testimonios aporta-
dos; que, además, el examen del fallo impugnado revela que 
los jueces del fondo no se fundaron exclusivamente en la de-
claración del coacusado José Ramírez García, sino que for-
maron su íntima convicción en base a esa declaración, a la 
del recurrente, y a la de los testigos oídos en el plenario; que' 
tampoco es cierto que se fundaran en lo que originalmente 
había declarado García ante la Policía Nacional, pues éste 
tuvo oportunidad de declarar libremente ante el Juez de Ins-
trucción, ante el Juzgado de Primera Instancia, y ante la 
Corte a-qua., de donde pudo apreciar dicha Corte la sinceri -  

dad de su declaración; que, por consiguiente, los alegatos del 
recurrente, carecen de fundamento y deben ser desestima- 
dos; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dio en definitiva por estable-
cido: a) que el 18 de mayo de 1964 le fueron sustraídos a 
Plutarco Marcano una vaca y un becerro de su propiedad, 
mientras se encontraban pastando en el patio de la factoría 
de Pedro J. Heyaime, en el Mamey, Sección de Higuerito, de 
San Juan; b) que la noche de ese día los acusados Octavia-
no Jiménez y José Ramírez, se presentaron a dicha factoría 
a cargar reses; c) que Octaviano Jiménez era negociante en 
reses y siempre cargaba reses en ese lugar, y el día del hecho 
se encontraba presente cuando se cargaba el camión en di-
cho sitio; d) que Jiménez confesó haber trasladado esas re-
ses, junto con otras (en total 19) al Matadero Industrial de 
Santo Domingo, donde fueron vendidas; e) que las reses del 
querellante se desaparecieron después de cargado el camión 
en el lugar en donde pastaban; y f) que las certificaciones, 
justificativas de su buena procedencia, no aparecieron; 

Considerando que de los hechos así establecidos, pudo la 
Corte a-qua, inferir, como lo hizo, la culpabilidad del acusa-

hoy recurrente en casación; que en esos hechos, se en-
entran los elementos constitutivos del delito de robo, pre-
to por el artículo 401 del Código Penal, en su última par-

; que si bien la Corte a-qua, sin dar motivos suficientes pa-
a ello descartó el carácter criminal del hecho, para incluirlo 
n los robos a que se refiere el artículo 401 mencionado, la si-

ación de dicho recurrente no puede ser agravada, sobre su 
opio recurso; que, por otra parte, dicho texto establece co-
o sanción "para los demás robos no especificados", cuando 
valor de la cosa robada sea de más de veinte pesos sin pa-
r de mil, la pena de tres meses a un año de prisión correc-
onal y multa de cincuenta a cien pesos; que, en consecuen-
, al condenar al acusado recurrente después de declararlo 
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culpable, y acogiendo circunstancias atenuantes, a cincuen. 
ta pesos de multa, le aplicó una sanción de acuerdo al text o 

 legal citado; 
Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles: qu e 

 la Corte a-qua dio también por establecido que el hecho co-
metido por el acusado recurrente había ocasionació a la parte 
civil constituida, daños morales y materiales, cuyo monto 
fijó soberanamente en RD$500.00, modificandó en ese as-
pecto sobre apelación de dicha parte civil, la indemnización 
de RD$300.00 que halla acordadvl Juez de Primera Instan-
cia; que, al condenar ai dicho acatado solidariamente con el 
coacusado García, al pago de' dicha suma, hizo una correcta 
aplicación del artículó 1382.de1Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del recu-
rrente, ella no contiene vicio alguno que justifiqueou casa-
ción; 7,  

Por tales motivos, Primeirh: Admite como interviniente 
a Plutarco Marcano; 411 egundoi. Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por,Octaviane Jiménez, contra la sentencia 
dictada en sus atribtlibnes criminales, por la Corte. de Ape-
lación de San Cristóbal, de fecha 21 de julio de 1967, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo: Tercero: (ndena al recurratite al pago de las costas, con 
distracción de las mismas, en frovecho del Dr. Juan J. Sán-
chez, abogado del interviniente, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar:— Emes- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, 'tnes Y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

bor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes 
de Marzo de 1968. 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos .. .. . 	11 
Recursos de casación civiles fallados .. .. 	.. 	9 
Recursos de casación penales conocidos .. 	.. 	17 
Recursos de casación penales fallados . .. 	.. 	27 
Recursos je casación en materia contencioso-ad- 

minitrativa conocidos .. : . 	.. .. .. .. 	1 
Recursos de casación en materia de hábeas cor- 

pus conocidos .. 	.. .. 	.. .. .. .. .. 	2 
Recursos de casación 	materikde hábeas-cor- 

pus fallados .. .. 	. .. .. .. .. .. .. . 	1 
Recursos de apelación scIbre libertad, provisional 

bajo fianza conociclóg , 	.. .. ... .. .. .. .. 	9 
Recursos de apelación s6bre libertad provisional 

bajo fianza fallados .. .. .. 	.. .. 	9 
Causas disciplinarias conocidas . 2 . . .. .. 	1 
Suspensiones de ejecución.de sentencias .. 	1 
Defectos .. .. •-• .. . . . . . . . . .. • . • • . • 	4 
Declinatorias .. .. .. 	. .. . . 
Designación de Jueces 	.. .. .. . .. .. 	1 
Desistimientos -. 	.. . . .. 	

• 

.. 	.. .. .. .. 	1 
Resoluciones ordenando la libertad Proc. por ha-

berse prestado la fianza .. 	.. .. .. 
Juramentación de Abogados 

▪  

. .. .. . . . . 
Nombramientos de Notarios .. .. .. .. . . 
Impugnación de Estados de Costa* .. .. . 
Resoluciones Administrativas .. .. .. 
Autos autorizando emplazamientos .. . . 
Autos- pasando expediente para dictamen .. 
Autos fijando causas .. .. .. .. .. • • • • . • • 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corle de Justician 
SANTO DOMINGO, D. N., 
31 de Mayo de 1968. 
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culpable, y acogiendo circunstancias atenuantes, a cincuen. 
ta pesos de multa, le aplicó una sanción de acuerdo al texto 
legal citado; 

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles: que 
la Corte a-qua dio también por establecido que el hecho en. 
metido por el acusado recurrente había ocasibnad ,á a la parte 
civil constituida, daños morales y materiales, cuyo monto 
fijó soberanamente en RD$500.00, modificandd en ese as-
pecto sobre apelación de dicha parte civil, la indemnización 
de RD$300.00 que halla acordadvl Juez de Primera Instan-
cia; que, al condenar al4  dicho actuado solidariamente 'con el 
coacusado García, al pago de dicha suma, hizo una correcta 
aplicación del artículó 1382.det Código Civil; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del recu-
rrente, ella no contiene vicio alguno que justifiquem casa-
ción; 

J. 

Por tales motivos, Prime: Admite como interviniente 
a Plutarco Marcano; tegundol Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto poi-,Cictavianei Jiménez, contra la sentencia 
dictada en sus atribolibnes criminales, por la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, de fecha 21 de julio de 1967, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo: Tercero: tibndena al recurrete al pago de las costas, con 
distracción de las mismas, en Pri¿ivecho del Dr. Juan J. Sán-
chez, abogado del interviniente, " quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad. 

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar:— Emes- 

La presente sentencia ha sidó dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, 1nes1 .7 año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

bor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes 
de Marzo de 1968. 
A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos .. .. . 	11 
Recursos de casación civiles fallados .. .. .. .. 	9 
Recursos de casación penales conocidos .. .. .. 	17 
Recursos de casación penales fallados . .. .. .. 	27 
Recursos Ole casación en materia contencioso-ad- 

minigtrativa conocidos .. : . 	.. .. .. .. 	1 
Recursos de casación en materia de hábeas cor- 

	

pus conocidos .. . . .. .. .. .. .. .. .. .. 	2 
Recursos de casación 	materia ;  de hábeas-cor- 

pus fallados .. .. 	.. .. .. .. .. .. .. .. 	1 
Recursos *de apelación sclbre libertad; provisional 

bajo fianza conocidól , .. .. 	.. .. .. • • 	9 
Recursos de apelación s6bre libertad provisional 

bajo fianza fallados .. .. .. 	... 	. .. 	9 
Causas disciplinarias conocidas . . . .. .. 	1 
Suspensiones de ejecución.de sentencias .. 	1 
Defectos .. ... 	 .. . . . 	. .. .. . 	.. 	. 	4 
Declinatorias 	.. .. 	. 	 2 
Designación de Jueces 	.. .. .. .. . 	.. . . . 
Desistimientos -. 	. . . . .. 	

• 

.. • 	• • • • • • • • 
Resoluciones ordenando la libertad Proc. por ha-

berse prestado la fianza . 	.. .. . . 
Juramentación de Abogados 

• 

.. .. .. . 
Nombramientos de Notarios .. .. .. .. . . 
Impugnación de Estados de Costa* . .. . . 
Resoluciones Administrativas .. . . 
Autos autorizando emplazamientos .. . . 
Autos- pasando expediente para dictamen . 	. 
Autos fijando causas .. .. .. .. .. • • • • . 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema  

Corte de Justicia.. 
SANTO DOMINGO, D. N., 
31 de Mayo de 1968. 
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